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E s t e  volumen es el segundo de una serie sobre las-réiaciones 
México-Estados Unidos, patrocinada por el Proyecto sobre las 
Relaciones de México y Estados Unidos, el primero de los cua­
les fue publicado en el número 43 de la Serie de Lecturas de 
E l  T r i m e s t r e  E c o n ó m ic o , selección de Carlos Tello y Clark 
Reynolds en 1981. El tercer volumen sobre las relaciones en­
tre ambos países se destina al estudio de la Agricultura y el 
desarrollo rural, selección de Bruce J. Johnston, Cassio Lui- 
selli F., Celso Cartas y Clint E. Smith, y también será publi­
cado en fecha próxima en la Serie de Lecturas.

En su concepción, enfoque y patrocinio, el Proyecto sobre 
las Relaciones México-Estados Unidos es totalmente binacio­
nal y en él participan especialistas de ambos países, aun 
cuando no se excluye la colaboración de personalidades de 
otro origen. Los objetivos son tres : explorar de manera con­
junta las perspectivas del desarrollo futuro de ambos países 
en una perspectiva histórica; favorecer el proceso de mutuo 
entendimiento y establecer una estructura para formular po­
líticas binacionales que respeten la autonomía cultural, políti­
ca y económica de cada país, sin dejar de reconocer la reali­
dad de una interdependencia cada vez mayor.

Cada uno de los grupos de trabajo del Proyecto, incluso 
los que se crearán en el futuro sobre las relaciones de México 
y los Estados Unidos en lo tocante a la energía, finanzas y 
comercio, desarrollo de los mercados de trabajo y enfoques 
para hacer más racional la interdependencia, reunirán a re­
presentantes de la comunidad académica y de los sectores 
público y privado. Los participantes aplicarán un enfoque 
interdisciplinario amplio en el cual tanto los Estados Unidos 
como México se estudiarán como países en continuo "des­
arrollo”, con historia, cultura, valores, tecnologías y circuns­
tancias económicas distintas, y que no obstante comparten 
un compromiso fundamental con el progreso económico y tec­
nológico y con los derechos humanos.

En dicho enfoque ambos países se entienden como entida­
des cambiantes que responden a fuerzas internas y externas 
dentro de un sistema internacional que, a su vez, y en una 
escala mayor, está enfrentándose a fenómenos similares. En 
lo relativo a la funcionalidad de tal análisis, tanto para Méxi-
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co como para los Estados Unidos, y sus implicaciones para 
una mejor comprensión del proceso de interdependencia or­
gánica ; el hecho de que entre los representantes de cada país 
a menudo haya desacuerdos tanto consigo mismos como con 
los representantes del otro país, no impide que todos tengan 
el propósito común de encontrar los medios para que el pro­
ceso de interdependencia sea más racional, más humano y 
más justo.

C l a r k  M. R e y n o ld s
C a r lo s  T e l l o  M.



INTRODUCCIÓN

Richard R. Fagen y Olga Pellicer

Los e n s a y o s  incluidos en este volumen son resultado de una con­
ferencia que tuvo lugar en Guanajuato, México, en junio de 1982; 
en un sentido más amplio son fruto de la grave crisis que sacude 
a Centroamérica.

Tanto en Guanajuato como en un encuentro preliminar cele­
brado en Washington en octubre de 1981 nuestras discusiones 
partieron de los siguientes interrogantes: ¿En qué forma, nos 
preguntamos, están implicados México y los Estados Unidos, los 
dos poderes dominantes en la región (aunque de modo muy dis­
parejo), en la crisis centroamericana? ¿Cuáles son los objetivos 
de su acción política en la región y qué implicaciones tienen 
estos objetivos para sus relaciones mutuas? ¿Qué tipo de políti­
cas lograrían a largo plazo propiciar la paz, la estabilidad y el 
bienestar en la zona?

Seríamos poco realistas si pretendiéramos haber adjudicado 
a estas cuestiones toda la atención que se merecen. Dado el rit­
mo de publicación académica tampoco albergamos la esperanza 
de ofrecer un análisis actualizado de los acontecimientos centro­
americanos. Más bien nos hemos limitado a enfocar ciertos as­
pectos de la realidad centroamericana y de las políticas de Méxi­
co y los Estados Unidos hacia la región, que prevemos serán 
duraderos y de importancia innegable durante los próximos años. 
Esos aspectos se resumen brevemente en los siguientes temas:

i) La naturaleza de la crisis centroamericana y las limitacio­
nes objetivas que existen para la restructuración de las 
políticas nacionales.

ii) La visión de la crisis en los Estados Unidos y las opciones 
políticas en discusión.

iii) La política mexicana hacia Centroamérica y los efectos que 
ésta tiene en las relaciones México-Estados Unidos.

iv) Los problemas en Guatemala y sus consecuencias para los 
Estados Unidos y México.

v) E l caso de Nicaragua: problemas de un gobierno revolu­
cionario en un contexto de crisis.

Con la excepción del caso nicaragüense hay dos ensayos para 
cada uno de estos temas, al igual que un ensayo final en el cual 
Clint Smith resume algunas de las discusiones sobresalientes que 
tuvieron lugar en Washington y en Guanajuato.
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La omisión más notable de esa lista es un estudio sobre El Sal­
vador, cuyo caso evidentemente aparece con frecuencia en los 
ensayos sobre las políticas de México y los Estados Unidos. A 
pesar de esto decidimos no pedir un ensayo específico sobre 
El Salvador debido a que el tema ya ha recibido enorme aten­
ción académica y periodística a lo largo de los últimos años. Por 
el contrario, la atención tan limitada que se ha otorgado al caso 
de Guatemala justifica el espacio que le hemos dedicado aquí. Es 
sorprendente que se haya estudiado tan poco a ese'país, que al 
parecer presenta una de las situaciones de insurgencia más im­
portantes y de más largo alcance en el área. Como los ensayos 
de Gleijeses y Aguilar lo revelan, los problemas planteados por la 
situación de Guatemala a los gobiernos de México y los Estados 
Unidos son de una calidad muy distinta de los que plantean otros 
países de la región. Para el gobierno de los Estados Unidos una 
solución reformista o centrista a la crisis guatemalteca sería casi 
imposible de manejar; para México los retos que le presenta una 
situación revolucionaria directamente al sur de su frontera son 
muy distintos de los que le presenta la revolución en el poder en 
Nicaragua, o la insurgencia popular en El Salvador. Pero el pun­
to de partida no es el análisis de los casos individuales, o de los 
problemas bilaterales particulares; es la crisis centroamericana 
como contexto general la que en principio llama poderosamente 
nuestra atención.

I. La c r i s i s  c e n t r o a m e r ic a n a

Para 1982 ya era claro que las opciones reformistas no eran via­
bles en la mayoría de países centroamericanos. Las opiniones de 
los años sesenta y los setenta —siempre más difundidas en los 
Estados Unidos que en la región misma— según las cuales el 
crecimiento económico acarrearía consigo la liberalización polí­
tica y amplios beneficios a las masas se habían desacreditado. 
En Nicaragua un movimiento insurgente había derrocado la dic­
tadura de los Somoza para introducir una nueva agenda econó­
mica y política. En El Salvador y Guatemala prolongadas luchas 
guerrilleras habían remplazado los intentos reformistas para 
transformar el poder oligárquico y militar. En Honduras el go­
bierno civil electo se fue convirtiendo poco a poco en el rehén 
de una clase militar cada vez más activa. Aun en Costa Rica, el 
experimento reformista por excelencia de Centroamérica, los cre­
cientes problemas políticos y económicos amenazaban desesta­
bilizar la única democracia liberal del istmo.

Como Isaac Cohen y Gert Rosenthal lo observan en su ensayo, 
y como Luis Maira y Pedro Vuskovic también lo señalan, la cri­
sis estructural que cierra el paso al reformismo tiene profundas 
raíces históricas. En sociedades en las cuales el gobierno oligár-
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quico y militar no cede a presiones en pro de la reforma social 
y política, el dramático crecimiento económico de los años se­
senta y los setenta no resultó en la disminución general de la des­
igualdad o en la participación de los grupos marginados en el 
nuevo orden; por el contrario, en varios países la zanja entre 
pobres y ricos, entre los que manejan el poder y los que lo des­
conocen, creció al mismo tiempo que el ingreso agregado aumen­
taba rápidamente, y economías alguna vez simples se moderni­
zaban y diversificaban.

Adicionalmente, cuando menos en Nicaragua, El Salvador y 
Guatemala, y en menor escala en Honduras, la legitimidad de la 
política electoral fue violada por repetidos fraudes, golpes de 
Estado militares y, frecuentemente, por el abierto asesinato de lí­
deres emergentes de las ideologías centristas o de izquierda. Las 
políticas reformistas surgieron al principio estrechamente liga­
das a las estrategias electorales; pero más tarde se aproximaron 
a las actividades de oposición de todos géneros (huelgas, protes­
tas en masa) y finalmente se vieron ante la necesidad de optar 
entre la inefectividad y la posible eliminación por un lado, o la 
alianza con la oposición por el otro. Para los años ochenta las 
posibilidades para muchos exreformistas se limitaban a una difí­
cil encrucijada: la muerte, el exilio, una alianza con los guerri­
lleros o un pacto del diablo con los militares.

Si el sueño reformista de política electoral, reforma social, 
crecimiento económico y "redistribución de bienes’’ había llegado 
a su fin para el año de 1982, el sueño (o la pesadilla) del autori­
tarismo seguía tan presente como antes. Poderosas élites  en 
Centroamérica —y sus aliados extranjeros— aún veían la posibi­
lidad de que la crisis inmediata fuera manejada mediante una 
represión en dosis suficientemente grandes. La muerte de miles, 
y el exilio de cientos de miles de sus moradas e inclusive de sus 
patrias, aparentaban no ser de importancia para los arquitectos 
de la respuesta autoritaria.

La realidad no ha respondido a las esperanzas de los autorita­
rios. La represión, ni en dosis modestas ni en dosis desmedidas, 
no ha traído a Centroamérica la estabilidad política; por el con­
trario, los últimos años han sido testigos de un fuerte incremen­
to de la inestabilidad política, a medida que la violencia y la 
contraviolencia desplazan la negociación y el diálogo en la región. 
Por lo demás, en raras ocasiones en que la represión ha traído 
una breve quietud en uno u otro país ha quedado claro que los 
cambios sociales requeridos no surgen con facilidad de las ceni­
zas del conflicto. El reformismo mantenía las esperanzas en el 
cambio social y el progreso como resultado de las acciones polí­
ticas por las cuales abogan sus defensores. El autoritarismo, 
cuando menos en la forma militarizada bajo la cual subsiste hoy 
en día en Centroamérica, no alimenta tales esperanzas. Consis­
te en una metodología sangrienta y desacreditada para resistir
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y desviar cambios que cada día los residentes de la región com­
prenden y desean más.

Como una metodología para inhibir el cambio a corto plazo 
la represión ha tenido cierto éxito. Como Piero Gleijeses sugiere 
en su ensayo sobre Guatemala, si el éxito se mide simplemente en 
términos de "impedir el acceso al poder” de grupos progresistas 
o de izquierda, entonces los militares guatemaltecos (con alguna 
ayuda por parte de sus amigos en Washington) han tenido éxito 
hasta este momento. Frente a un sistema militar relativamente 
bien equipado, entrenado y falto de escrúpulos la opción refor­
mista no tiene futuro, mientras que la opción de la guerrilla se 
hace cada vez más larga y costosa. Aun teniendo en cuenta el 
caso de Nicaragua hay pocas garantías de éxito a corto plazo 
para las insurrecciones armadas en El Salvador y Guatemala.

Que la opción revolucionaria enfrenta una larga y difícil mar­
cha en Centroamérica no tiene por qué sorprender a quien está 
familiarizado con la historia de movimientos similares en otras 
partes del mundo. Ahora bien, lo que hace tan especial el caso 
centroamericano es el papel histórico siempre hegemónico y 
claramente antirrevolucionario desempeñado allí por los Estados 
Unidos. Como queda claro en los ensayos de Luis Maira y William 
LeoGrande, este papel tiene profundas raíces en conceptos estra­
tégicos e ideológicos fundamentales para la política exterior de 
los Estados Unidos. Tomando esto en cuenta consideramos que 
ese papel no se modificará fácilmente, un tema al que habremos 
de recurrir más adelante.

Para completar el panorama es necesario decir algo sobre 
Nicaragua. El ensayo de Xavier Gorostiaga sobre los problemas 
con que se ha topado la revolución nicaragüense subraya las 
dificultades que encuentra un gobierno revolucionario cuando se 
propone ofrecer una opción de desarrollo que obedezca a lo que 
Gorostiaga llama la "lógica de la mayoría”. No sólo se debe cum­
plir la promesa del gobierno de beneficiar a las masas y sacar 
adelante una acción pública exitosa y significativa sino que ade­
más esto se debe lograr en un medio ambiente que ahora es me­
nos favorable que el que existía cuando los sandinistas llegaron 
al poder a mediados de 1979.

En efecto, la crisis estructural de la región es cada vez más 
profunda. Nadie es inmune; la deuda p er capita  y la inflación 
general de Costa Rica son considerablemente mayores que las 
de Nicaragua. Las guerras locales amenazan generalizarse e inter­
nacionalizarse. Y como Vuskovic lo sugiere en su ensayo, imagi­
nar un desarrollo constante en un país sin que sus vecinos dis­
fruten de la misma paz y prosperidad es progresivamente más 
difícil. Las realidades centroamericanas requieren con urgencia 
soluciones que trasciendan los límites impuestos por perspectivas 
estrictamente nacionales o nacionalistas.

Existe otro problema adicional: a la Revolución nicaragüense
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se le ha asignado una gran responsabilidad regional e internacio­
nal; está bajo cuidadosa observación para saber si es posible una 
transición "pluralista” de economía mixta al socialismo. Esta 
observación es tan intensa, y los criterios de evaluación que se 
le aplican son tan rígidos, que aun en las mejores circunstancias 
y con enorme suerte no sería posible para la revolución sandi- 
nista cumplir con todas las esperanzas que otros han depositado 
en ella. Pero no hay forma de eludir el papel histórico que le han 
asignado a Nicaragua; los movimientos revolucionarios en El Sal­
vador y Guatemala ganan y pierden amistades en respuesta a 
los hechos que ocurren en Nicaragua. Los enemigos del cambio 
progresista se aprovechan de todo error o problema (real o ima­
ginario) de la Revolución sandinista en su esfuerzo incansable 
por desacreditar otros movimientos radicales. Banqueros, sacer­
dotes y políticos de diversas calañas siguen con atención el curso 
de la Revolución, siempre tratando de saber si las instituciones 
que representan pueden sobrevivir en medio de una transforma­
ción tan profunda como la que hoy mismo ocurre en Nicaragua.

Así la revolución nicaragüense es un elemento estructural den­
tro de la Centroamérica de los años ochenta, y por ello es 
necesario subrayar la importancia de la pregunta que aparece, 
explícita o implícitamente, dentro de la mayoría de los ensayos: 
¿qué opciones políticas y económicas existen para Centroaméri­
ca? Esta pregunta es más completa si añadimos la frase "dadas 
las múltiples lecciones que se pueden obtener de la Revolución 
nicaragüense”.

II.  L a  p o l ít ic a  d e l o s  E stad os U n id o s

Para los políticos estadunidenses, deseosos de impedir o destruir 
los movimientos revolucionarios en Centroamérica, la existencia 
misma de la revolución nicaragüense les ofrece nuevas oportuni­
dades. Con los sandinistas en el poder existe algo más tangible 
y menos elusivo que los guerrilleros contra quienes luchar. Los 
esfuerzos de desarrollo nicaragüense, que aun teniendo las mejo­
res oportunidades estarían plagados de problemas, han pasado a 
ser el objetivo de intentos masivos de deslegitimación y desesta­
bilización.

La crítica a la política de los Estados Unidos contenida en los 
ensayos no se limita al caso nicaragüense; lo que se cuestiona 
es la habilidad (o la falta de ella) de los Estados Unidos (como 
sociedad, no meramente como gobierno) para entender cualquier 
cambio revolucionario en la cuenca del Caribe. El récord es­
tadunidense de la posguerra no ofrece grandes esperanzas: el 
golpe ideado por la c ía  en contra del gobierno de Árbenz en Gua­
temala en 1954; las agresiones hacia la revolución cubana desde 
sus comienzos (incluyendo por supuesto la invasión de Bahía
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de Cochinos en 1961); la invasion de la República Dominicana en 
1965, debida a los temores por parte de Washington respecto a 
la instauración allí de un "régimen tipo Castro”, y las abiertas 
hostilidades perpetradas por las administraciones de Nixon y 
Ford contra el gobierno reformista de Manley en Jamaica. Si ha­
bláramos de esto en detalle, y si añadiéramos las abiertas accio­
nes imperialistas en Centroamérica y el Caribe cien años antes 
de la segunda Guerra Mundial, el récord sería mucho más negro 
y la lista mucho más larga. Con algunas pocas excepciones, 
que se haya encontrado en el poder en los Estados Unidos el 
partido demócrata o el republicano tiene pocas consecuencias. 
La dirección política ha sido similar porque el origen de los 
intentos estadunidenses para controlar la cuenca del Caribe e im­
pedir el acceso al poder a todos aquellos regímenes que disputan 
la hegemonía de los Estados Unidos se encuentra profundamente 
enraizado en la historia, la estructura y la cultura política norte­
americana.

La longevidad y la profundidad de las prácticas imperialistas 
en el Caribe sacan a relucir dos problemas. El primero es esen­
cialmente una hipótesis: la guerra fría y las tensiones Este-Oeste 
son quizá menos determinantes en las acciones norteamericanas 
en Centroamérica que lo que tanto los defensores como los crí­
ticos de las políticas de Reagan nos querrían hacer ver. Ideológi­
camente las tensiones provocadas por la guerra fría son útiles 
y utilizadas para explicar y justificar políticas; pero las prácticas 
imperialistas son anteriores a la guerra fría (en más de cien años) 
y pueden sobrevivirle (si la historia permite comprobar la hipó­
tesis). Los Estados Unidos no soltarán fácilmente las riendas de 
su imperio, particularmente si tomamos en cuenta que la mayo­
ría de los voceros oficiales niegan la existencia de tal imperio.

El segundo problema no es tanto una hipótesis sino una obser­
vación bien fundamentada. Por diversas razones las posibilidades 
abiertas a los Estados Unidos para actuar como un poder impe­
rial en la región han disminuido. Esta tendencia ha sido muy 
marcada, sobre todo en el periodo posterior a Vietnam. La admi­
nistración de Reagan ha tenido sus funciones fuertemente limi­
tadas por una combinación de factores internos e internaciona­
les (desde la iglesia católica en casa hasta sus alianzas con go­
biernos en el extranjero) que hubieran sido impensables hace 
quince años. Pero existe otro elemento que limita las opciones 
imperialistas: la fuerza de los revolucionarios en Centroamérica 
ha hecho cada vez más difíciles las soluciones “baratas y fáciles". 
Para mantener el control del imperio durante un periodo de cri­
sis económica, y ante luchas insurgentes con raíces muy amplias, 
se requiere una inversión de recursos que el gobierno ya no tiene 
la capacidad de mover.

Por tanto, como el ensayo de Luis Maira lo sugiere, existe 
ahora una tensión estructural básica entre una ideología impe­
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rialista, aún llena de vigor, y una reducida capacidad de control 
sobre un área que alguna vez se encontraba bajo la incuestiona­
ble supremacía estadunidense.

III . L a  p o l í t i c a  d e  M é x ic o

Los Estados Unidos no son el único actor externo de importancia 
dentro del drama que se desarrolla en Centroamérica. Uno de 
los factores más novedosos de la crisis actual es el papel que 
desempeñan ciertos países latinoamericanos que hasta hace poco 
tiempo tenían poco interés en los asuntos de Centroamérica. De 
estos países el más profundamente comprometido es México.

Tras décadas de una cierta indiferencia hacia los problemas po­
líticos que ocurrían al sur de sus fronteras, en 1979 México apa­
reció como el abogado clave en favor de la colaboración con la 
revolución nicaragüense, de la solución negociada a la guerra 
civil en El Salvador y de la implantación de planes para dismi­
nuir la tensión en el área. Asimismo, a través del acuerdo ener­
gético de San José, México y Venezuela encabezan el mecanismo 
de ayuda económica más importante que existe ahora en la 
región.

Un aspecto significativo de la política de México hacia Centro­
américa ha sido su efecto sobre la opinión pública internacional, 
particularmente sobre la prensa y los liberales en los Estados 
Unidos. Como Olga Pellicer lo subraya en su ensayo, un gran 
número de periódicos norteamericanos han publicado repetida­
mente editoriales en pro de la incorporación de los puntos de 
vista mexicanos en la política de los Estados Unidos. "Sin los 
puntos de vista mexicanos no puede existir una política de los 
Estados Unidos hacia Centroamérica digna de ese nombre”, se­
ñaló el New Y ork Tim es (marzo 17 de 1982, p. A-22).

Sin embargo, como sería el caso de cualquier actor regional 
que mantuviera una posición distinta de la del poder dominante, 
la capacidad de México para influir sobre los acontecimientos 
de Centroamérica tiene grandes limitaciones. Una de ellas es la 
fuerte resistencia de la administración Reagan para reconocer 
la validez de las iniciativas mexicanas. Esto es comprensible: los 
Estados Unidos no desean compartir su influencia dentro de una 
región que durante décadas se ha considerado una reserva pri­
vada para los intereses norteamericanos. Pero además, y esto es 
específico de la visión particular de la administración Reagan, el 
Departamento de Estado piensa que los mandatarios mexicanos 
no comprenden adecuadamente la situación de Centroamérica. 
Desde su punto de vista los mexicanos —empeñados en la defen­
sa de la Revolución sandinista— no ven el peligro de la subver­
sión que emana de Centroamérica y amenaza el corazón mismo 
de las zonas petroleras de México.
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Este último argumento ha adquirido nuevas dimensiones des­
de fines de 1981. Con el fin del boom  petrolero se ha desenca­
denado un deterioro sin precedentes de la economía mexicana. Y 
como se destaca en el ensayo de Mario Ojeda, esto ha debilitado 
y continuará debilitando el poder de negociación internacional 
de México. Lo anterior no implica el posible abandono de los 
principios tradicionales de la política exterior mexicana, tales 
como la autodeterminación, la no intervención o la soberanía 
nacional sobre los recursos naturales. Tampoco es probable el 
debilitamiento de una ideología nacionalista fuertemente arrai­
gada en el gobierno mexicano. Pero sí se ha abierto un espacio 
para mayores presiones por parte de los Estados Unidos y para 
un mayor cuestionamiento interno de los programas de ayuda a 
Centroamérica.

Dado el contexto de escasez interna, los programas de ayuda a 
Nicaragua serán desacreditados por quienes ahora tienen argu­
mentos para afirmar que no es justificada esa “generosidad du­
rante una crisis económica”. Asimismo, el gobierno norteameri­
cano puede hacer sentir que su apoyo a las difíciles negociacio­
nes financieras internacionales de México requeriría una mayor 
comprensión hacia la política que los Estados Unidos llevan a 
cabo en el área centroamericana.

La política de México en Centroamérica también puede ser li­
mitada por la aplicación al caso mexicano del esquema analítico 
utilizado en el resto de la región. En este esquema las manifes­
taciones de descontento social —y éstas seguramente se darán 
en México dada la gravedad de los problemas económicos— se­
rán vistas ante todo como campo fértil para la subversión pro­
veniente de Cuba o de Nicaragua. Cuando esto ocurra, en la 
visión de ciertos mandatarios norteamericanos, México habrá 
pasado a formar parte de Centroamérica.

En el caso de la frontera sur de México los representantes de 
lo que Luis Maira llama la visión conservadora de Centroamérica 
podrán encontrar más argumentos y motivos útiles para conven­
cer a sus contrapartes mexicanas de la amenaza subversiva en­
camada en los movimientos revolucionarios de la región. Como 
Adolfo Aguilar lo señala, un gran número de políticos mexicanos 
ya ven a Guatemala como un "caso especial". Dada la proximi­
dad de las zonas guerrilleras de Guatemala a la frontera con 
México, la similitud de las poblaciones indígenas y las dificulta­
des para patrullar regiones de exuberante selva, la política de 
México hacia Guatemala se toma cada día más problemática y 
más vulnerable a la presión norteamericana.

A pesar de los problemas presentados aquí, las perspectivas 
para la política mexicana hacia Centroamérica no son ciento por 
ciento negativas. Como Olga Pellicer lo señala en su ensayo, di­
versas circunstancias, y en particular la derrota de los demócra­
tas cristianos en las elecciones en El Salvador en marzo de 1982,
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han llevado a un cambio en la política de otro actor importante 
en la región, Venezuela. La iniciativa mexicano-venezolana de 
septiembre de 1982, que aboga por el diálogo entre Honduras y 
Nicaragua, bien puede ser una señal para futuras acciones con­
juntas. A pesar de que esta iniciativa no ha tenido grandes resul­
tados puede ser el comienzo de una alianza que permitiría ejercer 
un mayor contrapeso a la política de los Estados Unidos en la 
región.

IV. H a c ia  u n a  n u e v a  p o l í t i c a  p a ra  l o s  E s ta d o s  U n id o s

A pesar de lo que habíamos dicho anteriormente respecto a la 
creciente pérdida de control por parte de los Estados Unidos en 
Centroamérica, todos los que participan en este volumen estarían 
de acuerdo en que por un amplio margen ese país continúa siendo 
el actor externo de más importancia en la región. Y como nos lo 
señala el ensayo de William LeoGrande, los Estados Unidos están 
aplicando allí una política que garantiza la profundización de la 
crisis tanto en el nivel regional como en el nacional, una arena 
de conflicto más amplia y sin duda más derramamientos de sangre. 
Es por tanto de importancia fundamental ofrecer otra política 
posible para los Estados Unidos que sea lo suficientemente am­
biciosa para enfrentar todos los retos presentados por Centro­
américa, y lo suficientemente viable para ganar apoyo y legitimi­
dad entre diversos sectores de la sociedad norteamericana.

Aunque este no es el foro correcto para hacer el bosquejo deta­
llado de tal opción, los ensayos (y las discusiones en Washington 
y en Guanajuato) sugieren cuando menos las siguientes vías para 
una nueva política estadunidense.

i) Esta política debe reconocer abiertamente tanto las razo­
nes como la legitimidad de los movimientos radicales que 
hoy luchan por un cambio socioeconómico político en la 
región.

ti) Debe estar enmarcada en un contexto regional, aun cuando 
ciertas peculiaridades nacionales reciban una política espe­
cífica. Debe buscar crear las bases de la unidad y la coope­
ración en la región, y no las bases de la discordia.

iii) La negociación debe ser el aspecto central de una estrate­
gia para resolver conflictos, tanto nacionales como inter­
nacionales, y no los medios militares. 

iv ) Se debe construir una nueva estructura de relaciones entre 
Cuba y los Estados Unidos, ya que no puede existir estabi­
lidad a largo plazo en la cuenca del Caribe mientras los 
Estados Unidos continúen viendo a Cuba como una nación 
fuera de la ley, y Cuba reaccione coherentemente con este 
punto de vista.
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v) Esta política debe integrarse y coordinarse con otros po­
deres importantes en el área (ejemplo: México y Vene­
zuela).

vi) La aproximación a los problemas de Centroamérica debe 
estar basada en una definición de los intereses de los Esta­
dos Unidos en la región; pero es importante destacar que 
los relativos a la seguridad nacional se deben plantear en 
forma apropiada a las realidades internacionales de fines 
del siglo X X .

Quizá el punto central de los razonamientos anteriores, implí­
cito en todos ellos, es el siguiente: los Estados Unidos deben 
aceptar la coexistencia con regímenes radicales, e incluso revo­
lucionarios en Centroamérica, mientras éstos no sean una ame­
naza directa para un concepto de seguridad acorde con los gran­
des cambios ocurridos en el panorama internacional. Precisamente 
por este problema de la seguridad en Guanajuato hubo una opi­
nión muy generalizada en el sentido de que para tener una po­
sibilidad de existencia dentro del sistema político norteamerica­
no, una política nueva hacia Centroamérica deberá partir del 
claro entendimiento de que la no alineación por parte de nuevos 
regímenes en el área es un sine qua non para su aceptación por 
parte de los Estados Unidos.

A primera vista la opción que proponemos para la acción norte­
americana parece ser utópica, en especial si recordamos lo que 
se dijo anteriormente sobre el récord histórico de los Estados 
Unidos en la cuenca del Caribe. Sin embargo, albergamos la es­
peranza de que un proceso de aprendizaje sea posible. Las re­
uniones de Guanajuato y de Washington nos sugirieron al menos 
dos puntos en los cuales el aprendizaje es urgente. El primero 
implica la comprensión de que los valores adjudicados a las for­
mas de organización política y económica dominantes en los 
Estados Unidos carecen de sentido cuando se quieren imponer 
en el ámbito centroamericano. Así, prácticas liberales tradiciona­
les, como el proceso electoral, no responden a los problemas de 
una sociedad sumergida en la guerra civil. El m ejor ejemplo 
de ello fueron las elecciones salvadoreñas de marzo de 1982. 
Tampoco podemos esperar que los problemas económicos que 
enfrenta Nicaragua —u Honduras o Costa Rica— sean resuel­
tos por la vía del simple apoyo a la empresa privada, o a tra­
vés de un sistema que garantice la libertad de las fuerzas del 
mercado. Con esto no queremos sugerir que tenemos a la mano 
otros proyectos de orden económico y político; sólo sugerimos 
que las soluciones fallidas del pasado no pueden ser la llave del 
futuro.

El segundo campo de aprendizaje tiene que ver con las nue­
vas realidades del poder y la política en la cuenca del Caribe. 
La Revolución cubana y su relación particular con la Unión
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Soviética, la Revolución nicaragüense, el nuevo papel que tienen 
en la región México y Venezuela, y las fuertes presiones en favor 
de un cambio fundamental generadas por la pobreza y la violen­
cia en todas partes de Centroamérica, todo esto forma parte de 
nuevas realidades. Aunque muchos norteamericanos querrían 
regresar el reloj a 1960, o incluso a 1920, esto no sucederá. Los 
planes para el futuro deben reflejar el presente y no la nostalgia 
mítica de situaciones y poderes que ya han desaparecido de la 
agenda histórica.

Precisamente cuando se piensa en las realidades del momento 
y su relación con el futuro, se percibe que las voces mexicanas 
fueron particularmente elocuentes y persistentes en Guanajuato. 
El esuerzo por parte del gobierno mexicano para actuar como un 
canal de comunicación entre las fuerzas revolucionarias de Cen­
troamérica y el gobierno de los Estados Unidos se vio como un 
elemento nuevo que ofrece perspectivas muy positivas que han 
sido mal entendidas y desaprovechadas por parte de la adminis­
tración Reagan. La pregunta clave no es si los Estados Unidos 
tienen el derecho de desarrollar y conducir su propia política 
exterior hacia la región; evidentemente que lo tienen. Lo que se 
cuestionaba es la capacidad de los Estados Unidos para entender 
qué tan profundamente las regiones al sur de su frontera han 
cambiado, y qué tan fundamental es desarrollar una política que 
tome en cuenta tales cambios. La mayor presencia internacional 
de México forma parte' de ellos y comprender sus consecuencias 
para el futuro de Centroamérica es un claro reto a la política 
exterior de los Estados Unidos en los próximos años.

Dado el papel histórico de los Estados Unidos en la región y 
su asociación con las élites conservadoras, la opción política que 
hemos esbozado en líneas anteriores traería consigo un cambio 
importante en la correlación de fuerzas en Centroamérica. Pién­
sese, por ejemplo, en las consecuencias de poner fin a la ayuda 
militar a los regímenes represivos; lo que sucedería es imposible 
de predecir en detalle, pero sin duda se pondría en marcha una 
dinámica política muy distinta.

Pero importa hacer notar que a largo plazo el cambio podría 
no ser tan dramático como algunos esperan y otros temen. Una 
de las lecciones aprendidas en Nicaragua es lo difícil que es trans­
formar completamente los lincamientos básicos de un sistema 
económico social. Bajo cualquier nueva estructura de relaciones 
las pequeñas economías agroexportadoras de Centroamérica se­
guirán fuertemente ligadas al sistema capitalista internacional, 
llevando a cabo todo tipo de transacciones en ese sistema, con 
todas las ventajas y las desventajas que esto implica.

También es importante subrayar que a corto plazo no existe 
posibilidad de resolver totalmente los problemas económicos de 
Centroamérica. Décadas de desigualdad, explotación y violencia 
han dejado heridas en el centro mismo de las sociedades centro­
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americanas que no podrán desaparecer por completo en esta 
década. Lo que se puede pedir es que la política de los Estados 
Unidos deje de estar en el origen de los problemas de Centn> 
américa, que trate de ser un elemento constructivo en la búsque­
da de nuevos caminos que los pueblos de Centroamérica hoy 
realizan con mayor ahínco que en otros periodos de su historia.



Primera Parte
LA POLÍTICA NORTEAM ERICANA: SUS 

PRINCIPALES LIMITACIONES





1. LA CRISIS CENTROAMERICANA Y  EL DEBATE 
SOBRE SUS RAÍCES E N  LOS ESTADOS U N ID O S

Luis Maira

A p a r t i r  de la realización de las elecciones para una asamblea 
constituyente en El Salvador el 28 de marzo de 1982, un optimis­
mo que llegó a lindar con el triunfalismo pasó a caracterizar el 
comportamiento de la administración Reagan en relación con las 
posibilidades de resolver la crisis centroamericana. Sin embar­
go, cuando un par de meses después los sectores revolucionarios 
recuperaron la iniciativa y las fuerzas del f m l n  confirmaron su 
capacidad para mantener en jaque y asestar fuertes reveses a los 
contingentes militares gubernamentales fue posible advertir que 
el estado de ánimo de los equipos diplomáticos norteamericanos 
que manejan la política hacia Centroamérica decaía nuevamente 
hasta rayar con el pesimismo y el desconcierto.

Pensamos que estas actitudes no hacen más que confirmar la 
perspectiva a la vez globalista en cuanto al encuadramiento geo- 
político y cortoplacista en cuanto a los alcances con que la actual 
administración republicana ha encarado los procesos políticos 
de Centroamérica sin tomar seriamente en cuenta sus raíces na­
cionales profundas y buscando subsumirlos de manera constante 
en el enfrentamiento estratégico Estados Unidos-Unión Soviética. 
Esto ha llevado al gobierno republicano, y los acontecimientos 
de los últimos dieciocho meses lo confirman suficientemente, a 
favorecer las actitudes formalmente duras, y a desconocer la 
magnitud del respaldo con que cuentan los sectores revoluciona­
rios y quienes no comparten la posición norteamericana, todo 
lo cual se refleja en la búsqueda de salidas que pretenden des­
conocer a dichos actores sociales en función de la determinación 
política de derrotarlos y de eliminar la influencia que hoy tienen 
en los países centroamericanos.

Estamos convencidos de que una política semejante, a despe­
cho de que obtenga algunas victorias tácticas, no puede llevar 
a la edificación de un sistema político estable que impida que 
rebroten los síntomas del descontento social y de la violencia. 
Así lo prueba, por lo demás, la propia historia contemporánea de 
las sociedades centroamericanas. En 1932 se aplastó en El Sal­
vador a sangre y fuego al costo de más de quince mil muertos 
la rebelión campesina encabezada por Farabundo Martí; en 1934 
se eliminó, después de liquidar a Augusto César Sandino, la 
opción de un régimen democrático, nacional y de base popular
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en Nicaragua; en 1954 se aplastó en Guatemala, con el derroca­
miento del presidente constitucional Jacobo Árbenz, la posibili­
dad de una consolidación democrática que objetivamente se ba­
saba en un programa apenas moderado de transformación social. 
Así las oligarquías dispusieron durante décadas en Centroamérica 
de la suma total del poder político, y pudieron imponer y re- 
modelar todas las estrategias de desarrollo. ¿Y dónde estamos 
ahora? ¿Acaso las fuerzas sociales que hoy asedian a los grupos 
en el poder no son las mismas de ayer y resultan muy semejantes 
sus reivindicaciones?

Una solución a la crisis centroamericana que tenga una dimen­
sión política y no solamente militar exige tomar en consideración 
tanto el pasado político inmediato de la historia de los países 
más convulsionados del área como las aspiraciones sociales y el 
quehacer de las fuerzas más dinámicas de sus respectivas socie­
dades. Para el gobierno de los Estados Unidos, por lo mismo, la 
interpretación que se haga de la historia política centroamericana 
tiene una importancia determinante en cuanto al contenido con­
creto de sus políticas y a las mayores o menores posibilidades 
de éxito de éstas. Por eso en este artículo intentaremos revisar 
los paradigmas predominantes en el análisis social norteameri­
cano con respecto a la historia contemporánea de los países cen­
troamericanos, con la mira de establecer algunos ejes y factores 
condicionantes, tanto políticos como estructurales; luego busca­
remos someter a crítica esas visiones y proponer algunos elemen­
tos clave que surgen de la economía y la sociedad de los países 
del istmo sin cuya consideración difícilmente se logrará alcanzar 
una solución estable en los próximos años. Detrás de todo este 
ejercicio está la convicción de que las opciones políticas son hijas 
de la historia real de cada nación, y que están directamente con­
dicionadas por el desarrollo de sus fuerzas sociales y producti­
vas, y esto es algo que no puede cambiar ni el empleo de todo 
el incontrastable poder material de la mayor potencia del mundo 
capitalista.

I .  L as in t e r p r e t a c io n e s  d e  la  c r i s i s  c en t r o a m er ic a n a  
e n  lo s  E stados U n id o s

Centroamérica debería constituir, en teoría, una de las zonas me­
jor conocidas por la diplomacia norteamericana. Las vinculacio­
nes de Washington con los países de esta subregión abarcan des­
de los primeros años del siglo xx cuando los Estados Unidos se 
trazaran conscientemente, a partir de las políticas del presidente 
Theodore Roosevelt, la meta de buscar una expresión internacio­
nal al vigoroso desarrollo interno de sus fuerzas productivas.

Pese a ello, la política de Washington a lo largo de varias dé­
cadas ha ido acumulando tanto en los Estados Unidos como en
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los países de la América Latina una cadena impresionante de 
frustraciones, muchas de las cuales repercuten precisamente en la 
difícil situación actual. Pensamos que esto tiene que ver con dos 
factores concretos: por un lado, con los errores cometidos en 
los diferentes diseños y opciones implantadas por el Departamen­
to de Estado desde principios de siglo; por otro, con las limita­
ciones de los enfoques políticos, tanto el liberal como el conser­
vador, que sirven de referencia en los Estados Unidos a las 
diversas propuestas básicas de política exterior. Estas visiones 
destacan elementos que en grado variable resultan inapropiados 
para encuadrar los procesos políticos y económicos de los países 
latinoamericanos.

En cuanto al contenido mismo de las políticas, la subregión 
centroamericana ha sido reflejo de todos los estadios del activis­
mo internacional de los Estados Unidos. Dentro de la primera 
expansión imperial la gran cuenca del Caribe constituyó un cam­
po privilegiado. Considerado como una posición de primer orden 
entre las rutas comerciales del mundo a partir de la apertura 
del Canal de Panamá, el Caribe se volvió un "lago americano” y 
pasó a desempeñar geopolíticamente una posición equivalente a 
la que el Mar Mediterráneo ha tenido desde hace largos siglos 
en las disputas imperiales europeas.1

Las consecuencias de este hecho para los pequeños países de 
Centroamérica tuvieron una dimensión brutal. En pocos años és­
tos comenzaron a recibir un flujo creciente de inversiones norte­
americanas directas colocadas en servicios de utilidad pública y 
en enclaves agrícolas que contribuyeron a generar la imagen pin­
toresca de “repúblicas bananeras” con que muchos analistas si­
guen identificándolas aún hoy día. Comenzaron igualmente a 
conocer el efecto de una presencia militar inmediata de las fuer­
zas armadas norteamericanas que tuvo su manifestación más 
acabada en el régimen de "protectorados” que Washington, con 
participación directa de sus marines, estableció en la República 
Dominicana, Haití y Nicaragua, los que significaron la ocupación 
material de esos países durante largos años por efectivos es­
tadunidenses.

La intervención de los Estados Unidos en la República Domi­
nicana se inició en 1905, cuando se impuso en ese país la acepta­
ción de un recaudador general designado por el presidente Teo­
doro Roosevelt y apoyado por la marina de guerra de los Estados 
Unidos que se hizo cargo del servicio de aduanas, cobró impues­
tos y emitió bonos para garantizar el pago de las deudas de los 
acreedores extranjeros. La situación empeoró aún más entre 1916 
y 1924, cuando unos 2 mil marines ocuparon directamente el país,

1 Esta caracterización se halla expuesta en forma sistemática en el clási­
co libro de Nicholas Spykman L o s  E s ta d o s  U nidos jr en te  a l  m un do, editado 
en los inicios de la segunda Guerra Mundial; de éste hay una edición es­
pañola de 1944 en F o n d o  d e  C u l t o r a  E c o n ó m ic a ,  México.
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retirándose sólo una vez que el gobierno local aceptó un tratado 
que institucionalizó el régimen de protectorado.

En Haití la presencia directa de los efectivos de la marina 
ayudó a imponer el tratado de 1915, que estableció la presencia 
de un Alto Comisionado norteamericano como interventor de la 
política y la economía haitianas. A partir de 1924 un funcionario 
norteamericano se hizo cargo de la recién creada Oficina de Im­
puestos Internos, lo que acentuó todavía más el control de Wash­
ington sobre Haití.

Finalmente en Nicaragua, luego de los acuerdos impuestos 
como el pacto Dawson de 1910 y el convenio Knox-Castrillo de 
1911, se produjo la intervención militar con 3 mil hombres y 
nueve barcos de guerra en 1912. Quince años más tarde, en 1927, 
y hasta 1932, fuerzas norteamericanas ocuparon militarmente el 
territorio nicaragüense. Contra esta intervención luchó hasta 
vencer César Augusto Sandino, el principal héroe nacional en la 
historia de ese país.

A pesar de que la proclamación de la "política del buen vecino" 
del presidente Franklin Delano Roosevelt llevó a partir de 1933 
al retiro de la presencia militar abierta de los Estados Unidos en 
Centroamérica y el Caribe, el efecto de esa etapa ha dejado hue­
llas profundas en la historia centroamericana que es indispensa­
ble tener en cuenta al evaluar el curso de la crisis actual, espe­
cialmente si se tiene en cuenta que en esta zona han tenido 
lugar también las principales manifestaciones posteriores de in­
tervención: Guatemala en 1954, Cuba en 1961 y la República Do­
minicana en 1965.

Ningún símbolo podría reflejar mejor la percepción que los 
centroamericanos tuvieron de esta presencia inmediata, a veces 
asfixiante, del interés norteamericano en sus países que las imá­
genes en parte míticas, en parte llenas de realismo acerca de las 
actividades de la United Fruit, aquel "Papa verde” que el escritor 
guatemalteco Miguel Ángel Asturias utilizara en los años cincuen­
ta como el centro de una de las novelas que lo llevaran a ganar el 
Premio Nobel de Literatura. Lo cierto es que, aunque la realidad 
ha cambiado y los países centroamericanos ya no son una colec­
ción de haciendas y de negocios agroindustriales, desde aquellos 
años un vivo sentimiento de desconfianza frente a todo lo que 
provenga de los Estados Unidos es un rasgo cultural de amplias 
capas de la población de estas naciones.

Vistas las cosas desde el lado norteamericano encontramos una 
situación no menos singular: el comportamiento del Departamen­
to de Estado y de los gobiernos de Washington demuestra que a 
pesar de los largos decenios de vinculación no se han aprendido 
las claves históricas que explican el desarrollo económico y polí­
tico de los estados nacionales que existen en el istmo centro­
americano.

En una medida no despreciable la aguda crisis actual que con­
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mueve a Centroamérica tiene que ver directamente con la prolon­
gación del apoyo quet los gobiernos norteamericanos prestaron 
a los regímenes autoritarios de dicha área a pesar de que los 
signos de su desgaste, ilegitimidad y agotamiento aparecían evi­
dentes. A la situación actual se ha llegado debido a que una serie 
de proyectos de democratización y modernización de las socieda­
des centroamericanas fueron desbaratados por los regímenes de 
fuerza en los años sesenta y setenta sin que los gobiernos 
de Washington hicieran nada por impedirlo. En Nicaragua Pedro 
Joaquín Chamorro y otros opositores moderados plantearon des­
de hace unos veinte años la urgencia del relevo del régimen dinás­
tico de la familia Somoza; como respuesta enfrentaron una serie 
de represiones y fraudes que culminaron en las abiertas irregula­
ridades del proceso electoral de 1974. En El Salvador un bloque 
de oposición reformista en que el Partido Demócrata Cristiano 
era la fuerza política principal ganó claramente las elecciones 
presidenciales de 1972 y 1977; en ambos casos maniobras fraudu­
lentas del gobierno que fueran seguidas de matanzas populares 
cerraron el camino al poder a los opositores que habían vencido 
en las urnas. En Guatemala el gobierno civil del profesor univer­
sitario Julio César Méndez Montenegro fue intervenido en 1966 
por las fuerzas armadas antes de asumir su mandato, con el pre­
texto de que éstas debían ocuparse del control del orden públi­
co; desde 1970 cuatro generales en servicio se han hecho cargo 
de la presidencia del país; tanto en las elecciones de 1974 como de 
1978 los grupos de oposición han impugnado como ilegítimo el 
resultado proclamado por el gobierno. En los últimos años, como 
queriendo clavar el curso de la historia y hacer irreversible por 
la fuerza la situación actual, grupos paramilitares de extrema 
derecha han asesinado a los principales líderes civiles de oposi­
ción en la capital a plena luz del día. En las elecciones de marzo 
de 1982 el fraude electoral resultó tan evidente y reiterado que 
en lugar de conducir al ascenso del postulante oficial, el ex mi­
nistro de Defensa general Aníbal Guevara, proclamado vencedor 
en contra de todas las evidencias, condujo al golpe de Estado 
incruento de su colega, el general Efraín Ríos Montt, dos sema­
nas después de las elecciones. Aquí nuevamente se pudo obser­
var un apoyo inmediato de los Estados Unidos, a pesar de que 
resultaba claro que éste no podía cambiar los aspectos funda­
mentales del sistema de poder.

Hace ya bastantes años, en uno de sus trabajos más profun­
dos Erich From m 2 estableció la necesidad de abrir paso al "cam­
bio anticipador” si se querían evitar los males y los costos del 
“cambio catastrófico” que sería la consecuencia inevitable de las 
negativas porfiadas a ofrecer una participación política a las fuer­
zas sociales nuevas que en todos los países acompañan el pro­

2 Erich Fromm, M ay M an P rev a il? ; An In qu iry  in to  th e  P acts  a n d  F iction  
o f  F ore ig n  P olicy , Doubleday and Co. Inc., Nueva York, 1963. c a p i .
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ceso de urbanización, modernización y de cambios productivos. 
Los ejecutores de la política norteamericana hacia Centroamérica 
en diversas administraciones se han negado a aceptar la realidad 
de estas presiones y han preferido mantener las poco costosas 
alianzas con gobiernos autoritarios y conservadores que procla­
man su amistad hacia los Estados Unidos, su anticomunismo y 
su solidaridad en la defensa de la civilización occidental. De este 
modo, como ha señalado Edelberto Torres Rivas,3 uno de los 
mejores estudiosos de los desarrollos centroamericanos, el espa­
cio de un programa de reformas ha ido desapareciendo del arco 
político ideológico de los países más convulsionados, a la vez que 
los procedimientos de la democracia liberal pierden toda credi­
bilidad en una subregión que excepción hecha de Costa Rica 
nunca ha conocido democracias liberales estables.

Esta situación nos aproxima a la necesidad de explorar las 
visiones ideológicas que están detrás de las propuestas específi­
cas de políticas hacia la subregión. Con esto queremos subrayar 
que en el centro de la actual crisis política de Centroamérica hay 
intereses que son objeto de una percepción contradictoria den­
tro de los Estados Unidos. Esto es cierto incluso en el interior 
de los equipos encargados de formular la política oficial de los 
Estados Unidos, como se puede demostrar con una revisión cui­
dadosa de los diversos análisis y trabajos producidos en el Depar­
tamento de Estado y el Consejo de Seguridad Nacional; esta 
impresión se reafirma si además consideramos la producción 
académica de algunos de los principales responsables de la actual 
política latinoamericana de la administración Reagan.

En último término, en el establishment de Washington hay dos 
visiones encontradas sobre los orígenes y el desarrollo de los 
acontecimientos centroamericanos, de las que se desprenden op­
ciones de política fundamentalmente diferentes. Estas visiones 
de conjunto inciden directamente en el proceso de toma de deci­
siones por más que en la enorme mayoría de los casos los docu­
mentos y las exposiciones oficiales en que se presentan las res­
pectivas políticas no expliciten para nada el enfoque ideológico 
en que ellas se basan. Pero esta circunstancia no hace más que 
acrecentar la importancia de prestar atención a estos asuntos 
en el ámbito académico.

Desde que Abraham Lowenthal publicara en 1973 su conocido 
trabajo "United States Policy Toward Latin America: ‘Liberal’, 
‘Radical’ and ‘Bureaucratic’ Perspectives”,4 la idea de que estos

s Los puntos de vista de Edelberto Torres Rivas se hallan principalmente 
expuestos en su libro C risis d e l  p o d er  en  C en troam érica , Edit, e d u c a ,  San 
José, Costa Rica, 1981, y en sus artículos "Síntesis histórica del proceso 
político centroamericano”, C en troam ér ica  h oy , Siglo X XI, México, 1975; 
“Poder nacional y  sociedad dependiente”, L a  in versión  ex tran je ra  en  C en tro­
a m érica , e d u c a , 1974, y  en el trabajo E lem en to s  p a ra  co m p ren d er  la  cris is  
cen troam er ican a , c ec a d e , México, mimeografiado, 1981.

4 El trabajo de A. Lowenthal se halla incluido en el libro Latin  A m erica
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enfoques resultan insuficientes no ha dejado de consolidarse. A 
pesar de ello éstos siguen siendo los principales criterios inspi­
radores de las políticas más recientes, y en el campo conserva­
dor, desde la llegada de la administración Reagan al poder, en­
contramos un conjunto de trabajos producidos en centros de 
investigación controlados por la nueva derecha norteamericana 
que cumplen un papel orientador semejante al que desempeñan 
las cartas de navegación en el transporte marítimo para los equi­
pos que realizan actualmente el quehacer de Washington hacia 
la América Latina. Si excluimos por su nula influencia en el inte­
rior de los aparatos estatales la propuesta radical (que sólo cobra 
relieve en el comportamiento de algunos grupos que se oponen 
activamente a las políticas de la administración Reagan), es muy 
importante subrayar que la visión liberal y la conservadora com­
parten algunos consensos, el más importante de los cuales es 
que los Estados Unidos tienen, en virtud de su poderío, el dere­
cho a intervenir en la elaboración de las opciones políticas de 
los países que se ubican en su esfera de influencia. Lo que varía 
en uno y otro enfoque es el contenido de la propuesta que da 
sustancia a esa intervención y que determina una mayor identi­
dad de los círculos de la derecha republicana con los grupos 
oligárquicos y los mandos militares centroamericanos, mientras 
por otra parte los liberales prefieren una alianza con los sectores 
moderados y reformistas de esos mismos países.

A fin de organizar una visión justa de estos paradigmas utili­
zaremos algunos trabajos que han tenido gran efecto entre los 
responsables de la política hemisférica y que como pocos expre­
san claramente la racionalidad de ambos puntos de vista: el 
ensayo "The Hobbes Problem; Order Authority and Legitimacy 
in Central America”,5 que preparó la actual embajadora ante las 
Naciones Unidas, Jeanne Kirkpatrick, para el American Enterprise 
Institute, y el artículo "Central America and its Enemies” 6 de 
Constantine Menges para explorar el punto de vista conservador, 
y el informe The Deterioration and Breakdown of Reactionary 
Despotism in Central America,7 elaborado para el Departamento 
de Estado por los profesores Federico G. Gil, Enrique A. Baloyra 
y Lars Schoultz, de la Universidad de Carolina del Norte, así 
como el artículo de Robert Pastor "Our real interest in Central 
America” aparecido en The Atlantic Monthly.8

El análisis de Gil, Baloyra y Schoultz que sintetiza la lectura

& th e  U nited S ta tes , th e  C hanging P olitica l R ea lities , J . Cotier y Richard 
Fagen (comps.), Stanford University Press, California, 1974, p. 214.

5 Este artículo se encuentra en una versión mimeografiada del a e i  de di­
ciembre de 1980 y fue discutido en P ublic P olicy  W eek  de dicha entidad.

6 El artículo de C. Merges apareció en C om m en tary , vol. LXXII, núm. 2, 
agosto de 1981, pp. 32 ss.

7 Versión mimeografiada del Departamento de Estado, enero de 1981.
8 Este trabajo de Pastor apareció en la edición de julio de 1982, de T h e  

A tlantic M onthly, pp. Tl ss.
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liberal de la crisis busca rescatar la especificidad de las situacio 
nes que hoy se viven en los países centroamericanos evitando un 
enfoque contaminado por los imperativos de un encuadramiento 
Este-Oeste de las fuerzas en pugna. En él, la recuperación de 
una perspectiva histórica de la evolución política de cada uno 
de estos países es fundamental. "Creemos —subrayan los auto­
res— que los orígenes de las formas contemporáneas de domina- 
eión autoritaria son resultado, directo o indirecto, del estableci­
miento de repúblicas oligárquicas durante las revoluciones bur­
guesas de 1870-1871.” 9 Esta perspectiva les parece válida cuando 
menos para Costa Rica, El Salvador y Guatemala, y es interesante 
subrayar que mientras en Costa Rica la revolución liberal provo­
có un proceso de división de la tierra y la constitución de una 
amplia capa de medianos propietarios, en Guatemala y El Salva­
dor la liquidación simultánea de los ejidos comunales y de las 
propiedades de la Iglesia católica originó un proceso de concen­
tración de la propiedad agraria que convirtió andando el tiempo 
en actores políticos centrales a las capas de oligarcas y terrate­
nientes que tomaron el control del Estado.

Este modelo de dominación política surgido del ascenso liberal 
experimentó un primer remezón cuando se sintieron los efectos 
de la gran depresión de 1929, pero los sectores dirigentes tuvie­
ron capacidad en ese momento para reabsorber las presiones de 
cambio de la sociedad mediante regímenes dictatoriales persona­
lizados (que estos autores, siguiendo la propuesta del sociólogo 
español Salvador Giner, caracterizan como "despotismo reaccio­
nario"). Estos regímenes en El Salvador y Guatemala se concen­
traron en la restauración del orden público. En los años treinta 
los sectores conservadores obtuvieron un éxito temporal al pacifi­
car con métodos de mano dura a campesinos, obreros y estudian­
tes, lo que evitó en esos años cualquier cuestionamiento del 
modelo económico basado en la exportación de productos pri­
marios.

De este modo la visión liberal subraya que la clave de los acon­
tecimientos actuales está en la supervivencia de modelos políti­
cos y económicos agotados, que han sido sostenidos durante años 
por élites que han sabido organizarse para conservar su poder. Por 
lo mismo esta lectura insiste en que no hay una justa compren­
sión de la situación actual sino que se favorece en el análisis el 
paso de los factores endógenos. Así anotan Gil Baloyra y Schoultz:

Un supuesto importante en nuestro análisis comparativo es 
que el despotismo reaccionario se ha deteriorado en Centro­
américa debido fundamentalmente a factores internos y no 
como resultado de la inestabilidad económica o de las ma­
quinaciones de actores internacionales. [Esto exige cargar 
las responsabilidades] en su inherente obsolescencia y en su

8 Gil Baloyra y Schoultz, op . cit., p. 57.
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incapacidad para ajustarse a los cambios que provoca la 
modernización. Lo que en ellos sorprende no es que se ha­
yan deteriorado sino que hayan tardado tanto en hacerlo.10

Dentro de este punto de vista es posible, con más propiedad, 
identificar las causas de la crisis que “no radiquen en las accio­
nes demasiado celosas de los activistas de los derechos humanos 
o de los reformadores sociales alentados por la administración 
Carter, ni en los elementos subversivos de izquierda que actúen 
como colaboradores de La Habana o M oscú...  Estos elementos 
no inventaron ni son responsables de las condiciones de vida que 
prevalecen en Centroamérica y que representan una de las causas 
estructurales de la presente crisis. . .  Con toda seguridad ni la 
pobreza ni la desigualdad...  ni la baja calidad de la vida son 
suficientes para desencadenar la crisis. Pero estos variados fac­
tores —en cuanto causas próximas— han ayudado a movilizar y 
politizar al pueblo afectado por las carencias materiales y por las 
condiciones políticas del despotismo reaccionario, galvanizando 
su resolución de destruir ese sistema.” 11

En un cuadro político y social que arrastraba durante tan lar­
go tiempo numerosos elementos de desajuste social han entrado 
a jugar activamente como elementos coadyuvantes ciertos fac­
tores políticos más inmediatos, tales como el trabajo de social- 
demócratas y democratacristianos, que a partir de los años sesen­
ta activaron y politizaron a los sectores sociales subordinados; el 
fracaso de las fórmulas electorales y las constantes irregularida­
des que rodearon a las elecciones, o el nuevo papel de oposición 
y movilización social que ha asumido la Iglesia católica. Todo esto 
combinado explica de qué manera se ha llegado a fortalecer la 
voluntad política de las fuerzas de oposición de unirse para poner 
fin a la situación existente usando cualquier medio para alcanzar 
la liquidación de estos regímenes.

Del diagnóstico interno se desprende para una perspectiva li­
beral una clara línea de política norteamericana. Ésta debería 
rechazar los esquemas simples de seguridad que llevan a la “bús­
queda de amigos o enemigos, especialmente si se tiene en cuenta 
que éstos no tienden a ser muy permanentes en política”.12 El 
gobierno de Washington debería comenzar por percibir que los 
Estados Unidos son vistos "como una fuerza obstruccionista de 
una verdadera solución por parte de algunos sectores importan­
tes de los países centroamericanos en función de su papel histó­
rico como actor principal en la política de Centroamérica”.13 Esto 
se ha agudizado a causa del empleo erróneo de ciertas termi­
nologías:

1(> Ib id ., p. 6.
11 Ib id ., p. 56.
12 Ib id ., p. 6.
13 Ib id ., p. 7.



El Departamento de Estado insiste en llamar a la junta sal­
vadoreña “moderada” y al gobierno sandinista “radical”, 
pero mientras los sandinistas han hecho un tremendo es­
fuerzo por cumplir las obligaciones de la deuda externa 
contratada por Somoza —con Dios sabe qué fines— la junta 
salvadoreña ha sido incapaz de impedir una masiva pérdida 
de vidas humanas.14

La conclusión natural de este enfoque es que los formuladores 
de la política centroamericana en Washington deben cambiar su 
criterio esencial frente a los actuales acontecimientos aprendien­
do, en función de una comprensión a la vez histórica y estructural 
de los conflictos actuales, que lo que se necesita es más diplo­
macia y menos crisis management,15

En un trabajo más reciente, de julio de 1982, aparecido en The 
Atlantic Monthly, Robert Pastor, quien fuera uno de los más des­
tacados asesores de la comisión Linowitz y luego encargado de la 
política hacia la América Latina en el Consejo de Seguridad Na­
cional durante la administración Carter, avanza en la misma di­
rección algunas sugestivas explicaciones complementarias. Para 
él "la inestabilidad de Centroamérica proviene de los progresos 
socioeconómicos de la región ligados al estancamiento político- 
militar. (El acceso para todos los grupos al proceso político es 
una de las importantes razones por las cuales Panamá, Costa 
Rica y México han estado en condiciones de escapar a la inesta­
bilidad.)” 1(5

Pastor asume claramente el fenómeno de polarización política 
como el elemento que dificulta un mayor grado de búsqueda de 
solución de los problemas de la región. Este fenómeno se explica 
por diversas tendencias objetivas, pero en sí mismo se convierte 
en el obstáculo principal.

Las presiones de población, el obstruccionismo político, la 
represión militar y una severa depresión económica son los 
medios y las causas a largo plazo de la inestabilidad. El com­
bustible expandió la chispa. La causa inmediata de la in­
estabilidad actual en Centroamérica fue la Revolución nica­
ragüense, que traumatizó a la región. La izquierda se 
fortaleció, la derecha se hizo más intransigente y el centro 
más precario. La polarización —el proceso mediante el cual 
el centro es forzado a escoger entre los extremos o pere­
cer— ganó momento. Tanto la extrema izquierda como la 
derecha se esforzaron por tratar de hacer ciertos los pro­
nósticos de sus percepciones y su propaganda de que ya 
no existían más fuerzas de centro. La izquierda sostuvo que 
la elección estaba entre la oligarquía y el pueblo, la derecha 
que era entre el comunismo y los valores cristianos.17

14 Ib id .
15 Ib id ., p. 64.
16 Pastor, op . cit., p. 28.
17 Ib id ., p. 29.

32 LA POLÍTICA NORTEAMERICANA



CRISIS CENTROAMERICANA 33

Después de criticar la deformación ideológica de los intereses 
norteamericanos que ha efectuado la administración Reagan 
(para lo que recuerda la famosa frase pronunciada por el secre­
tario Haig el 28 de enero de 1981, que “el terrorismo internación 
nal tomará el lugar de los derechos humanos en nuestras pre­
ocupaciones”), Pastor propone una posibilidad de negociación 
para asegurar el predominio de los sectores moderados cuya re­
construcción y apoyo recomienda fervorosamente a partir de 
considerar amplios e incoherentes los actuales frentes oposito­
res. Así por ejemplo sostiene que "en El Salvador la izquierda 
no está unificada"; el actual movimiento no es coherente como 
fue el Vietcong que constituye un heterogéneo paraguas que 
cubre cinco grupos guerrilleros, marxistas leninistas, cientos de 
organizaciones políticas y los sectores disidentes de la social demo­
cracia y la democracia cristiana. Si abriéramos negociaciones sin­
ceras éstas conducirían a gestar una opción democrática que 
debería naturalmente separar a quienes están interesados en la de­
mocracia y quieren garantías genuinas como condición para parti­
cipar en las elecciones de los que están interesados en imponer 
una dictadura marxista leninista".18 Por lo mismo considera que 
“el desafío estratégico que los Estados Unidos enfrentan en Cen­
troamérica resulta difícil, porque se relaciona menos con los 
conceptos tradicionales de seguridad nacional que otros desafíos 
previos y mucho más con la necesidad de influir en el proceso 
de cambio político en el contexto de un Tercer Mundo muy sen­
sible. La época en que los Estados Unidos podían asegurar esta­
bilidad política a la región está superada; todo lo que podemos 
hacer ahora es contribuir a acentuar el problema o a aproximar 
una solución".19

La visión conservadora del desarrollo centroamericano parte 
de supuestos completamente diferentes. En ella se refleja el pe­
simismo que tienen los círculos de la derecha radical norteameri­
cana sobre las opciones democráticas de los países en vía de des­
arrollo. La formalización de esta actitud consiste en una adhesión 
completa a los contenidos de la teoría de la modernización social, 
tal como fuera establecida en los años sesenta en el pensamiento 
social de los Estados Unidos (y cuya expresión más articulada 
sería el libro de Samuel Huntington, The Political Order in Chang­
ing Societies), conforme a la cual un orden político estable pue­
de acompañar a un sistema social tradicional o a uno moderno, 
pero resulta muy difícil de lograr en las sociedades que están 
precisamente en tránsito a la modernización. El enfoque conser­
vador sitúa a los países centroamericanos en este último estado 
caracterizándolos como naciones débiles cuyos gobiernos no tie­
nen verdadero poder decisorio, y en donde una sociedad civil con 
instancias fragmentadas y contrapuestas en sus intereses se cons-

is Ibid .,  p. 38.
i» Ibid., p. 39.
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tituye en un amplio espacio de enfrentamiento para bloques que 
carecen de la fuerza para imponerse en la sociedad, pues se en­
cuentran en una situación de equilibrio político. La inestabilidad 
prolongada que resulta de este hecho crea entonces la posibilidad 
de intervención externa para gobiernos y organizaciones extre­
mistas, permitiéndoles establecer acuerdos con movimientos in­
ternos que pasan a estar subordinados a ellos y acaban teniendo 
un comportamiento vasallo.

Un excelente ejemplo de este pensamiento se puede hallar en 
los trabajos de Jeanne Kirkpatrick sobre Centroamérica. Como 
si quisiera situarse en las antípodas de la visión de raíz liberal, la 
embajadora Kirkpatrick señala que el padre de la moderna teoría 
política autoritaria, el inglés Thomas Hobbes, hace varios siglos 
elaboró el esquema esencial para resolver las situaciones crí­
ticas actuales de Centroamérica. Por ello comienza insistiendo 
en que los policy-makers deben aprender la enseñanza funda- 
mfental de Hobbes de que "el problema central de cualquier so­
ciedad es establecer el orden y la autoridad”,20 algo que en El Sal­
vador se dificulta por el hecho de que hoy no existen ni autoridad 
ni orden válidos.

El sesgo peculiar de su razonamiento se desenvuelve a partir 
de esta premisa. Para entender lo que acontece hoy en El Salva­
dor (o ayer en Nicaragua) "es necesario comprender qué clase de 
regímenes y qué clase de sociedades son éstas”.21 Se trata —dice 
Jeanne Kirkpatrick— de países afectados por las turbulencias y 
los desajustes de sus transformaciones recientes. Esto determina

un desacuerdo acerca de los fines legítimos y los medios 
del gobierno, una creciente desconfianza en la autoridad, un 
amplio espectro ideológico interno, tendencia a la privatiza­
ción, una escasa participación en las asociaciones volunta­
rias, preferencia por las entidades jerárquicas como la Igle­
sia, la burocracia, el ejército, una larga historia de participa­
ción de los militares en la política y personalismo.22

Son países donde los regímenes políticos se convierten en inesta­
bles debido al peso de estos factores que impiden que los go­
biernos controlen el proceso político. Así, en El Salvador y en 
otros países de Centroamérica "gobiernos débiles se enfrentan a 
grupos sociales fuertes sin que exista ninguna institución capaz 
de establecer su autoridad sobre el conjunto de la sociedad”.23 
Ante un cuadro semejante no hay procedimientos válidos para 
el acceso al poder y cada sector compite con los medios que tie­
ne a su alcance: “la Iglesia usa los símbolos éticos, los trabaja­
dores las huelgas, los empresarios el soborno, los partidos políti­

co Kirkpatrick, op. cit., p. 22.
21 Ib id ., p. 4.
22 Ib id ., p. 6.
23 Ib id ., p. 7.
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cos las campañás electorales y el sufragio, los dirigentes políticos 
la persuasión, la organización o la demagogia, y los militares la 
fuerza”.24 Usualmente ganan estos últimos, y por lo mismo la vio­
lencia es un dato permanente y la guerra una posibilidad constan­
te. Normalmente, sin embargo, "en este juego los competidores 
polticos no se destruyen unos a otros. Padecen derrotas limitadas 
y ganan victorias limitadas”,25 lo que acentúa todavía más la in­
estabilidad política de estos regímenes.

Ahora bien, dentro de este cuadro habitual y rutinario han en­
trado a hacer su trabajo la violencia guerrillera y los grupos 
entrenados por Cuba y vinculados a los grandes planes y alianzas 
de la Unión Soviética. Estas fuerzas usan el terrorismo para des­
truir el orden, desorganizan la economía y la vida cotidiana, 
desmoralizan a la policía y hieren mortalmente a los gobiernos 
demostrando su incapacidad para proteger la seguridad personal 
y mantener la autoridad pública. El terrorismo constituye, pues, 
"una forma de revolución que sustituye el apoyo de las masas 
por el empleo de grupos militares revolucionarios".26

Este cuadro plantea, en términos de opciones específicas de 
política, dilemas muy concretos a los Estados Unidos que pre­
ocupan profundamente al pensamiento neoconservador. En prin- 
mer término, hay que tomar conciencia de que Centroamérica 
es hoy día un área internacionalizada donde actúan otros facto­
res de poder antagónicos al interés nacional norteamericano. La 
Internacional Socialista, la Iglesia católica y Cuba, desde distin­
tas posiciones han interferido en esos países y han contribuido a 
desestabilizarlos. Y a esto se agregó bajo Carter un factor de 
debilidad propia: el propio gobierno norteamericano quiso cum­
plir su papel buscando nuevos objetivos como "las reformas in­
ternas, la democracia y la justicia social, que son bienes difíciles 
de producir para cualquier gobierno”.27

Esta misma perspectiva de la internacionalización se ha preocu­
pado de subrayar, de un modo todavía más amplio y conspira­
tivo, Constantine Menges en el trabajo que publicara en Com­
mentary en agosto de 1981. En su visión, el papel de las fuerzas 
externas es casi determinante y éstas a pesar de su diversidad 
ideológica actúan, a su juicio, concertadas para favorecer el as­
censo al poder de la extrema izquierda. Por ello subraya el papel 
básico que cumple “la presencia de cuatro fuerzas internaciona­
les que apoyan a los grupos comprometidos en la violencia revo­
lucionaria: primero Cuba y otros países comunistas, junto a los 
partidos comunistas de la región; segundo, los terroristas pales­
tinos y algunos estados árabes radicales; tercero, México, y cuar­
to, virtualmente todos los gobiernos socialdemócratas y los par-

2* Ib id ., p. 8.
s3 Ib id ., p. 9.
23 Ib id ., p. 10.
22 Ib id ., p. 12.



tidos que se agrupan en la Internacional Socialista".28 Debido a 
que esta es una coalición heterogénea, Menges, actualmente un 
alto funcionario en la sección América Latina de la Agencia Cen­
tral de Inteligencia, se encarga de proponer alguna explicación 
de este hecho:

¿Por qué México y los partidos socialdemócratas han deci­
dido aliarse con Cuba para apoyar las revoluciones en Cen­
troamérica? La explicación se puede encontrar en la influen­
cia de una fuerte fracción izquierdista radical en el interior 
del PRi y de la mayoría de los partidos socialdemócratas; en 
una teoría de la poh'tica de los países en desarrollo que des­
taca el antimpenalismo y el nacionalismo, a la vez que ig­
nora la democracia y rechaza cualquier posibilidad de peli­
gro derivada de la formación de coaliciones con grupos 
comunistas; en una Realpolitik oculta que asume que la 
ayuda oportuna prestada a los izquierdistas revolucionarios 
puede ser cobrada en términos de paz social interna y en 
influencia internacional futura, y en un interés partidista 
en el debilitamiento de rivales internos como los demócra­
tas cristianos.29

Durante la última década estos factores, combinados de 
diferente manera y con diferente fuerza, han producido en 
México, en los gobiernos europeos y en los partidos social­
demócratas lo que Cari Gershman agudamente describió 
como un alineamiento con los "movimientos revolucionarios 
antioccidentales en el Tercer Mundo” que incluyen, junto 
a la izquierda totalitaria de Centroamérica, a la o lp  y otros 
grupos terroristas palestinos, y a movimientos como e l sw ap o 
en África Austral.30

La lección simple que los neoconservadores aconsejan apren­
der para estar en condiciones de efectuar una propuesta eficaz, 
es que en circunstancias de agresión terrorista con apoyo externo 
como las que a juicio de ellos se viven en Centroamérica "el 
status de un gobierno depende, más de lo que es usual, de su 
capacidad para gobernar, para asegurar obediencia y para casti­
gar a quienes desobedecen; en suma, para mantener el orden. Se­
mejantes gobiernos sólo mientras pueden garantizar un acuerdo 
con sus políticas pueden confiar en los hábitos de obediencia; de 
otro modo deben imponer sus directivas por medio del temor y 
del uso de la fuerza".31

Y para hacer más gráfico ante los policy-makers de qué solu­
ción se trata, la embajadora Kirkpatrick recurre a un ejemplo 
histórico concreto que probaría que "el héroe” es necesario para 
edificar el orden. En El Salvador, concretamente, hubo uno de 
estos héroes:

23 Menges, op . cit., p. 32.
29 Ibid., p . 36 .
3° Ib id .

Kirkpatrick, op . cit., p .  19.
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el general Maximiliano Hernández Martínez, que gobernó 
de 1931 a 1944. Era ministro de Guerra en el gabinete del 
presidente Arturo Araujo cuando se produjeron desórdenes 
generalizados que se atribuyeron al trabajo de agitadores 
comunistas. El general Hernández Martínez, entonces, en­
cabezó un golpe y suprimió rudamente los desórdenes dis-
Í>ersando a quienes participaban en ellos y capturando a sus 
íderes. Se dice, en ocasiones, que 30 mil personas perdieron 

la vida en este proceso. Pero a muchos salvadoreños la vio­
lencia de esta represión les parece menos importante que el 
hecho de que el orden hubiera sido restaurado y hubieran 
tenido por 30 años paz civil.32

Este enfoque lleva a la adopción de una política que conside­
rando "los factores reales de poder" favorece la reconstrucción 
de un orden estable aunque éste tenga que ser implantado por la 
fuerza y dé origen a nuevas manifestaciones autoritarias. Porque 
a fin de cuentas —dicen estas reflexiones conservadoras— la de­
mocracia política no es un modelo posible para todos los países, 
especialmente para aquellos en que se suman las tendencias a 
la entropía interna y el asedio subversivo del comunismo inter­
nacional. En estos casos lo aconsejable es entender el interés 
nacional norteamericano como la decisión de impedir por cual­
quier medio la llegada al poder de una coalición política contra­
ria a que continúen los países centroamericanos como aliados 
leales de los Estados Unidos. Para lograr esto es muchas veces 
inevitable que ellos continúen dirigidos por dictadores.

Con la llegada del presidente Reagan a la Casa Blanca en enero 
de 1981 el enfoque estratégico que fundamenta este segundo pun­
to de vista se ha impuesto claramente en la determinación de la 
política de Washington hacia Centroamérica. Al respecto conviene 
señalar que las recomendaciones de los asesores que trabajan 
junto al actual gobierno se han impuesto con mayor facilidad 
debido a que tales criterios resultaban complementarios de algu­
nos de los supuestos que anteriormente había empleado el De­
partamento de Estado para definir su posición frente a los países 
centroamericanos.

Un criterio central en el análisis de los especialistas de Foggy 
Bottom ha sido que crecientemente los países centroamericanos 
son menos importantes en términos económicos y más impor­
tantes en términos de los esquemas de seguridad de los Estados 
Unidos. Ya en 1977 la entonces adjunta del secretario de Esta­
do Asistente para Asuntos Inter americanos en México, Centro­
américa y el Caribe, Sally Shelton, en su conocida presentación 
ante el Council on Foreign Relations de Nueva York, subraya­
ba que

. . .  Contrariamente a lo que la mayoría de los latinoameri-
32 Ibid., p. 16.
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canos piensa, los intereses económicos de los Estados Uni­
dos en Centroamérica son algo limitados. Nuestro comercio 
total anual con la región alcanza alrededor de 1.8 mil millo­
nes de dólares, o sea, menos de 1 °/o del comercio exterior 
de los Estados Unidos. La inversión norteamericana en el 
área es de aproximadamente 700 millones de dólares, 0.5 % 
de la inversión extranjera directa norteamericana. La región 
no posee ninguna materia prima estratégica.33

Así, en la base de la política de Washington hacia Centroamé­
rica está la consideración de que ninguna de las inversiones direc­
tas efectuadas por las corporaciones norteamericanas es dema­
siado importante, una idea que se refuerza por la dispersa 
distribución de éstas en los diversos países y por su carácter di­
versificado en cualquiera de ellos. Por esto la estimación de los 
efectos negativos que tendría la "caída” de un nuevo país en 
manos de fuerzas antinorteamericanas pasa a ser decisiva. Y a 
ello se ha sumado en los equipos de Reagan el tipo de análisis 
que presenta las situaciones de El Salvador y Nicaragua como 
las mejores oportunidades para iniciar una política de conten­
ción eficaz a escala global.34

En este tipo de diagnóstico, que tuviera una alta influencia 
entre los expertos que prepararon la plataforma de política ex­
terior republicana, se insiste en que si bien los países de Centro­
américa no están en la zona más importante del enfrentamiento 
geopolítico entre los Estados Unidos y la Unión Soviética (que 
serian África y el Golfo Pérsico) sí se caracterizan por presentar 
condiciones mucho más favorables para una victoria norteame­
ricana, lo que permitiría hacer de estos casos experiencias con 
un alto y favorable "efecto demostración" para el conjunto del 
Tercer Mundo.

La suma de todos estos supuestos y estas consideraciones de 
políticas internacionales explican tanto la alta prioridad que la 
subregión centroamericana ha tenido en la etapa inicial del go­
bierno Reagan como el contenido duro de la política que el actual 
equipo republicano ha tratado de aplicar. En este enfoque natu­
ralmente está la clave de muchos de los fracasos experimentados 
por la administración Reagan en la América Latina.

33 Sally Shelton, "Estados Unidos y América Central”, reproducido en 
C u adern os S em estra les  de Estados Unidos, c to e , núm. 6 , 2? semestre de 
1979, p. 16.

34 Al respecto hemos desarrollado en otro trabajo la argumentación que 
presenta a Centroamérica como una zona de importancia geopolítica sus­
tantiva para los Estados Unidos en donde éstos pudieran obtener los éxitos 
iniciales frente a la expansión del comunismo, que resultan más compli­
cados en casos más vitales como el Oriente Medio o la parte más austral 
del Africa subsahárica. Sobre el punto véase, "¿Por qué Centroamérica?”, 
Luis Maira, N exos, núm. 42, abril de 1981, México.
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II. A lg u n a s  c la v e s  h i s t ó r i c a s  y  e s t r u c t u r a l e s
DE LA CRISIS CENTROAMERICANA

La descripción de los paradigmas expuestos permite advertir que 
existe una marcada insuficiencia en el análisis y la comprensión 
de los procesos políticos de los países centroamericanos por par­
te de los especialistas que se han ocupado de estos temas en los 
Estados Unidos y que han contribuido al proceso de toma de 
decisiones. Esto es más acentuado en el caso de los expertos neo- 
conservadores, pero también es válido en alguna medida para el 
enfoque liberal, tal como lo demostrara el contenido erróneo y 
la escasa coherencia de muchos de los criterios aplicados duran­
te la administración Carter. . ' '

Esto exige que teniendo en consideración los aportes más im­
portantes que se han hecho por los científicos sociales de Centro­
américa se integre al análisis de la situación actual todo aquél 
conjunto de elementos, en parte históricos y en parte ligados al 
proceso productivo, que resultan fundamentales para situar y 
desentrañar los acontecimientos que dan contenido a la crisis 
y que sólo encuentran sentido si se los vincula con las tenden­
cias y los factores condicionantes producidos en las etapas -his­
tóricas que antecedieron al conflicto actual. Como toda historia 
política, la de las naciones del istmo centroamericano es una 
historia condicionada por su pasado inmediato. Pretender edifi­
car una solución política al margen de éste es un ejercicio capri­
choso que aparece de antemano condenado al fracaso. En esta 
perspectiva ¿cuáles son, a nuestro juicio, los más importantes 
de entre estos factores clave para la definición de una política 
correcta? . . 1 r

1. El ãesmantelamisnto de los proyectos reformistas ' ' ’

En primer término encontramos la liquidación sistemática, 
especialmente durante las décadas de los sesenta y los setenta, 
de todas las opciones políticas de cambio gradual. Muchos de los 
observadores que recientemente se aproximaron a los problemas 
políticos de países como Nicaragua, El Salvador o Guatemala 
proponen estimular a las fuerzas que planteen programas refor­
mistas que se sitúen en un punto intermedio entre los proyedtós 
oligárquicos y las transformaciones radicales que levanta lá iz­
quierda que ha elegido el camino de la lucha armada.

El problema consiste en que tales fuerzas despuntaron con bas­
tante vigor en Centroamérica desde el comienzo de los años se­
senta e intentaron ser opciones potencialmente hegemónicas en 
la tarea de remplazar a las dictaduras tradicionales. Sin embargo 
fueron aplastadas precisamente por los sectores empeñados en 
defender a todo trance el orden establecido. Así en todos lós paí­
ses se fundaron por esos años partidos de centro con vocación
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para realizar cambios graduales y preventivos, y dispuestos a 
competir por la vía electoral respetando las reglas establecidas 
por los sistemas políticos existentes. Normalmente se vincularon 
a corrientes internacionales como la democracia cristiana o la 
socialdemocracia y fueron capaces de movilizar a intelectuales 
y sectores medios, y también llegaron a ejercer cierta influencia 
sobre grupos de campesinos y trabajadores urbanos. Esas fuer­
zas políticas asumieron el liderazgo de la oposición a los modelos 
autoritarios y pudieron realizar alianzas con los partidos de iz­
quierda en las que éstos aceptaron un papel subordinado o com­
plementario, como ocurriera con la Unión Nacional de Oposición 
(u n o ) que bajo la dirección del Partido Demócrata Cristiano (pdc) 
de El Salvador ganara las elecciones de 1972 y 1977, y con la 
alianza que diera respaldo a la candidatura del general Efraín 
Ríos Montt en Guatemala, en 1974, también bajo la conducción 
del pdc.

Estas fuerzas tuvieron normalmente el respaldo de la Iglesia 
católica y de algunos sectores liberales de los Estados Unidos, 
particularmente congresistas y dirigentes del Partido Demócrata. 
Si hubiera que favorecer los factores externos que contribuyeron 
al surgimiento de estos partidos reformistas, dos de los más im­
portantes serían: el programa de la Alianza para el Progreso del 
presidente Kennedy y la realización del Segundo Concilio Vati­
cano; la consecuencia directa de ambos acontecimientos fue el 
fortalecimiento de la idea de que en los países en desarrollo se 
hacía inevitable la realización de reformas economicosociales y 
la consolidación de mecanismos democráticos que aseguraran 
una cierta participación popular a los sectores más postergados 
dé la sociedad.

Pero el reformismo centrista, a pesar de estos sólidos apoyos 
externos y de que mostró una indudable vitalidad en los proce­
sos electorales, acabó por ser desplomado por dos factores carac­
terísticos de la política centroamericana: el fraude y la violencia. 
Mediante la adulteración de los resultados de las elecciones los 
grupos oligárquicos en el poder provocaron una desmoralización 
progresiva de las grandes masas respecto a la viabilidad de una 
solución política electoral y crearon condiciones para intensificar 
la represión sobre los sectores de la oposición. Luego, por medio 
del empleo abierto de la fuerza se eliminó incluso a los líderes 
de las fuerzas moderadas que hubieran podido encabezar los pro­
cesos de recambio. El caso más dramático y más conocido a este 
respecto es el asesinato de Pedro Joaquín Chamorro en Nicaragua 
en enero de 1978. Pero el país que tiene un registro más sistemá­
tico y sobrecogedor es Guatemala. Poco antes de las elecciones 
de 1966 se elimina al precandidato presidencial del Partido Revo­
lucionario, Mario Méndez Montenegro, en 1972 se da muerte al di­
putado de la democracia cristiana, Adolfo Mijangos, y más re­
cientemente, cuando las dos fuerzas más significativas de centro
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izquierda de Guatemala comienzan a vincularse con la Interna­
cional Socialista, sus dos más importantes dirigentes son muertos 
por comandos de extrema derecha: primero Alberto Fuentes 
Mohr, del Partido Socialista Democrático en 1978, y a comienzos 
de 1979 Manuel Colom Argueta, del Frente Unido de la Revolu­
c ió n  ( f u r ) .

De este modo una solución política de corte reformista puede 
parecer muy apropiada teóricamente en la mayoría de los países 
centroamericanos, pero por los propios rasgos del desarrollo po­
lítico es virtualmente inaplicable. En los hechos, durante casi dos 
décadas las propias fuerzas de derecha se encargaron de eliminar 
cualquier espacio político para los partidos de centro, y éstos 
terminaron atrapados en las tendencias a la polarización que 
acabó haciendo de ellos parte integrante de bloques amplios 
que ahora son dominados por la izquierda.

En la gran prensa norteamericana (recuérdense los editoriales 
del Washington Post y el New York Times después de la caída 
de Somoza),35 así como en los círculos liberales de Washington, 
frecuentemente se insiste en la necesidad de favorecer y apoyar 
a coaliciones políticas reformistas en los distintos países de 
Centroamérica, presentando esto como una opción frente al triun­
fo de los grupos radicales, a partir de la idea de que se puede 
desgajar de la izquierda a estos sectores.

El problema consiste en que la fuerza y la legitimidad actual 
de las coaliciones de izquierda han sido resultado de la propia 
intransigencia y de los métodos de los dirigentes oligárquicos 
tradicionales. Por lo mismo pretender disociar a los partidos re­
formadores de las organizaciones revolucionarias es visto en la 
práctica por los propios dirigentes moderados como una manera 
de afianzar a las dictaduras en el poder y por los líderes revolu­
cionarios como una maniobra táctica para favorecer a las fuerzas 
contrarrevolucionarias cuando ya han logrado liquidar a los regí­
menes autoritarios.

Una de las grandes enseñanzas de los acontecimientos políticos 
centroamericanos es que para impulsar las reformas por medio 
de cambios graduales y pacíficos siempre hay un tiempo limitado. 
Y en Nicaragua, El Salvador o Guatemala ese tiempo ya pasó. 
El "reformismo razonable”, como alguna vez lo llamara Edelberto 
Torres Rivas, fue una opción de los años sesenta o de la primera 
parte de la década pasada. En los años ochenta carece de espacio 
y de condiciones políticas.

35 El N ew  Y o rk  T im es  especialmente, recomendó en las semanas poste­
riores a la caída de Somoza que el Departamento de Estado buscara una 
negociación para influir en favor de los grupos moderados, con los gobier­
nos que más habían apoyado a los sandinistas: México, Venezuela, Costa 
Rica y Panamá.
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2. El papel político institucional de las fuerzas armadas
Un segundo factor que singulariza la etapa reciente es el des­

empeño por parte de las fuerzas armadas de un papel institucio­
nal, lo que ha venido a superar las tendencias al caudillismo 
militar tradicional y les permite a esas fuerzas ejercer un efec­
tivo cogobierno con los núcleos civiles más vigorosos de las bur­
guesías centroamericanas.30

Durante décadas los sistemas políticos centroamericanos tu­
vieron una gran inestabilidad que en parte se debió a la facilidad 
con que surgían determinados líderes militares que apoyados 
en la fuerza de una fracción del ejército a su mando se encara­
maban al poder. En el lenguaje cotidiano y en la bibliografía 
de las naciones centroamericanas se utilizaba incluso la expre­
sión "madrugonazo” para denominar estos golpes de Estado, que 
se caracterizaban por ser transicionales en su legitimidad polí­
tica y cuyos efectos eran muchas veces precarios por carecer de 
un apoyo social o militar organizado y permanente.

Esta modalidad de acceso al poder político y este tipo de diri­
gentes han desaparecido en los últimos años. En la segunda pos­
guerra progresivamente las fuerzas armadas se fueron tornando 
más profesionales y el núcleo de su dirección se fue haciendo más 
colectivo. De este modo el poder de los caudillos terminó por pa­
sar a manos de los cuerpos de generales del ejército que lo ejer­
cen comprometiendo al conjunto de la institución a través de 
decisiones que emanan de sus órganos regulares y permanentes. 
Pero contra lo que se podía pensar, este mayor profesionalismo 
no ha sido un factor de flexibilidad de los sistemas políticos, ni ha 
ayudado a la modificación de la estructura productiva ni ha favo­
recido el cambio social, a pesar de las evidentes desigualdades 
e injusticias de estas sociedades.

Creemos que la explicación de este fenómeno está ligada con 
factores profundos de la evolución histórica centroamericana que 
arrancan de la independencia. En los países del istmo, después 
de un predominio inicial de los partidos y los proyectos conser­
vadores en la etapa inmediatamente siguiente a la ruptura de los 
lazos con el Imperio español en 1823 (lo que permitió en los años 
posteriores el establecimiento de gobiernos conservadores como 
los de Rafael Carrera y Vicente Cerna en Guatemala, José María 
Medina en Honduras y Francisco Dueñas en El Salvador, que 
compartieron la disposición política de liquidar el proyecto uni­
ficador de Morazán para afianzar la expresión autónoma de los 
diversos estados nacionales), se registró un amplio movimiento

30 El tema de la superación del ejercicio personal del poder en las fuerzas 
armadas latinoamericanas y su remplazo por un control institucionalizado 
ocupó la atención de los científicos sociales de la región desde fines de los 
años sesenta. Un análisis temprano y muy lúcido puede encontrarse en el 
pequeño libro de M. Costa Pinto N acion a lism o  y  m ilitar ism o , Siglo XXI, 
México, 1969.
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de reforma liberal. Pero los dirigentes de éste luego de proponer 
inicialmente el modelo político de la democracia representativa 
pasaron a identificarse con los grupos de poder existentes y tra­
bajaron por el restablecimiento de los intereses de los círculos 
oligárquicos. Como apropiadamente han subrayado Ciro Cardoso 
y Héctor Pérez Brignoli, “lejos de una democratización que im­
plicara una amplia participación política popular, la Reforma 
Liberal sentó las bases firmes de una república oligárquica y 
aseguró con mecanismos autoritarios una cierta estabilidad po­
lítica”.37

Esta revolución liberal se impuso casi sincronizadamente a 
comienzos de la década de los setenta en el siglo pasado (J. Ru­
fino Barrios será presidente de Guatemala en 1871, Céleo Arias 
de Honduras en 1872, y Rafael Zaldívar llega al poder en El Sal­
vador en 1875); pero su desgaste en las décadas siguientes oca­
sionó que en lugar de implantar un nuevo orden institucional 
según los modelos europeo y norteamericano, haya servido más 
bien para acentuar las disputas constantes entre los dirigentes 
políticos, favoreciendo la consolidación de una estructura polí­
tica agroexportadora que afianzó una fuerte dependencia de Cen­
troamérica con respecto a los principales centros capitalistas 
que fueron impulsando alternativamente los ciclos del café y 
el banano.

En la desnaturalización del proyecto liberal se puede hallar 
una parte importante de la explicación del activo papel político 
de los militares centroamericanos y del carácter muy reacciona­
rio de sus opciones y proyectos. De hecho el grupo de dictadores 
militares que llegan al poder después de la crisis capitalista de 
1929 (entre los cuales se cuentan como los más importantes Jor­
ge Ubico en Guatemala, Tiburcio Carias en Honduras, Maximi­
liano Hernández Martínez en El Salvador y Anastasio Somoza 
en Nicaragua) vienen a implantar regímenes autoritarios tradi­
cionales que clausuran una utopía liberal que nunca fue muy 
resueltamente impulsada por sus propios sostenedores.

En esta época se afianza también el matrimonio político entre 
ejército y oligarquía, los que van elaborando una funcional co­
administración del poder que excluye de toda participación polí­
tica a los sectores medios y populares, y lleva a la acumulación 
de las múltiples tensiones que con la actual crisis revolucionaria 
han hecho explosión. Naturalmente, cuando la modernización 
política y social lo impone la actividad política de los militares 
va superando la tendencia a la personalización del poder político 
y empieza a hacerse cada vez más institucional. Pero en cualquier 
caso va llevando sobre sus espaldas el peso de toda una tradición, 
así como la huella de las alianzas minoritarias, que serán muchas 
veces reajustadas pero nunca abandonadas.

37 C. Cardozo y H. Pérez Brignoli, C en troam ér ica  y  ta e co n o m ía  o cc id en ­
ta l (1520-1930), p. 296.
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3. Las nuevas formas de organización de la izquierda
A los factores políticos anteriores se suma la aparición (tam­

bién condicionada por la experiencia histórica de las décadas re­
cientes) de nuevas modalidades de organización en el campo 
de la izquierda. La lucha realizada contra los regímenes autori­
tarios en los países actualmente más convulsionados de la sub­
región centroamericana ha servido para advertir la superación 
de las dos instancias orgánicas con que en el pasado actuaron 
las organizaciones revolucionarias: el partido político tradicional 
y el movimiento guerrillero de orientación foquista. Con ambas 
expresiones la izquierda en Centroamérica había ido de derrota 
en derrota tanto por la incomprensión que estas entidades te­
nían de la coyuntura que se vivía como por la ausencia de crea­
tividad política que mostraron para oponerse a los gobiernos 
de fuerza.

El trabajo a través de estructuras partidarias, de las que la 
acción de los partidos comunistas vinculados al p c u s  resultan 
un prototipo, había intentado imponer a la realidad centroame­
ricana una serie de esquemas generales que rigieran el análisis 
y la conducta de esta sección del movimiento obrero internacio­
nal, pero que resultaban completamente inapropiados para cual­
quiera de los países de la subregión debido a las peculiaridades 
que caracterizan el comportamiento de las fuerzas sociales funda­
mentales en esta área del mundo.

Así por ejemplo, los partidos comunistas se empeñaron en 
afianzar una "hegemonía obrera", en circunstancias en que el 
peso de este componente laboral en la organización productiva 
le impedía desempeñar una función preponderante; procuraron 
favorecer la expresión de las organizaciones políticas que inten­
taban representar a las nuevas fracciones de la burguesía nacio­
nal, sin advertir que éstas tenían una estrecha vinculación con 
los sectores oligárquicos, lo que las anulaba para encabezar cual­
quier propuesta de cambio. Y sobre todo, trataron de promover 
la creación de frentes políticos amplios volcados al proceso elec­
toral, convencidos de que la sola edificación de una mayoría so­
cial los llevaría a la posibilidad de establecer gobiernos progre­
sistas y democráticos.

En el otro extremo, a partir de una lectura bastante lineal de 
las elecciones de la Revolución cubana, aparecieron en los años 
sesenta movimientos guerrilleros que guiaban su comportamien­
to por la convicción de que las situaciones de miseria y explota­
ción existentes no eran capaces de desencadenar una transfor­
mación revolucionaria, pero que esto sería posible si una fuerza 
externa catalizaba las contradicciones existentes en las socieda­
des centroamericanas. Por ello, buscando desarrollar los méto­
dos de la guerrilla rural estos núcleos disidentes de la izquierda 
histórica constituyeron focos insurreccionales en la esperanza de
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iniciar los combates que sirvieran de detonante a la propagación 
de una rebeldía generalizada. Estas experiencias tuvieron lugar 
en la segunda mitad de los años sesenta en Nicaragua y sobre 
todo en Guatemala. Naturalmente, una concepción de esta índole 
descuidaba en una medida importante la actividad de masas, 
puesto que aunque ésta era imaginada como un elemento auxiliar 
del trabajo militar no constituía el centro del proceso revolucio­
nario, al menos en su fase de desencadenamiento.

Las derrotas experimentadas por una y otra corriente en todo 
caso tuvieron la significación de preparar la síntesis política que 
tendrá lugar desde mediados de los años setenta, en la que el 
surgimiento de un movimiento social que adopta la forma de un 
frente coordinador de las luchas populares es la manifestación 
fundamental.

Tanto en Nicaragua como en El Salvador la lucha frontal con­
tra los regímenes autoritarios ha avanzado a partir de esta nueva 
realidad. Se ha buscado la superación de la acción política con­
cebida como el quehacer de las cúpulas partidistas y se ha dejado 
atrás la actividad militar separada del trabajo de masas. A cam­
bio de ello se ha reconocido la diversidad y la complejidad del 
movimiento popular y se ha buscado desarrollarlo y coordinarlo 
desde frentes politicosociales. De esta manera, el cuestionamiento 
del sistema establecido y la demanda de un régimen democrático 
han quedado enraizados en la base profunda de la sociedad civil. 
La actividad militar se constituye entonces en una actividad com­
plementaria de la lucha social y está estrechamente coordinada 
con ella, como lo prueba la firme vinculación existente entre las 
instancias políticas que expresan las diferentes modalidades de 
actividad del movimiento popular y las organizaciones propia­
mente militares.

Esta nueva realidad orgánica es una de las claves para com­
prender la vitalidad que ha adquirido en los años recientes el 
proceso revolucionario en los países más agitados de Centroamé­
rica. La acción del Frente Sandinista primero, y  más tarde la de 
organizaciones salvadoreñas como el Bloque Popular Revolucio­
nario y  las FPL o el fa p u  y  la resistencia nacional, que desempeña­
ron un papel decisivo en la creación del f d r  y  el p m ln , son ejem­
plos característicos de este esfuerzo por hacer simultáneo el 
trabajo político y  el trabajo militar, buscando acompasar perma­
nentemente las tareas de organización y  reivindicación que se 
impulsan desde el movimiento popular, con las acciones de fuer­
za y  la actividad insurreccional que cuestiona la validez de las 
autoridades políticas activamente a través del conflicto civil, bus­
cando la superación de las formas políticas autoritarias, comple­
tamente consolidadas en los sistemas políticos vigentes.

Esta síntesis de lo social y lo militar, que no se encuentra en 
las fases anteriores del trabajo de otras organizaciones de la 
izquierda latinoamericana (al menos con el grado de fusión que
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se ha advertido en muchos momentos del conflicto actual en 
Centroamérica) naturalmente ha sido favorecida por las expe­
riencias políticas de Nicaragua, El Salvador y Guatemala, en 
donde los círculos oligárquicos y la dirección militar se encarga­
ron de bloquear cualquier salida política basada en el respeto 
de los mecanismos electorales y la realización de reformas so­
ciales impostergables.

4. El carácter del movimiento obrero
En estrecha vinculación con el punto anterior convendría con­

siderar las características del desarrollo del movimiento obrero 
en los países centroamericanos.38 Hemos subrayado ya que las 
organizaciones sindicales, debido al carácter tardío e insuficiente 
del proceso de industrialización, no pueden desempeñar en estos 
países el papel decisivo que les puede corresponder en formacio­
nes sociales más avanzadas. Sin embargo, en su escala han te­
nido un desarrollo importante en las últimas décadas y sus opcio­
nes políticas especialmente han ido "tiñendo” todo el cuadro 
político subregional. En los últimos treinta años el movimiento 
popular de los países centroamericanos viene siendo cada vez 
más urbano en la medida en que el proceso de sustitución de 
importaciones precariamente implantado fue creando una cierta 
base fabril, crecieron el tamaño y las actividades del Estado, y 
se desarrolló cada vez más el sector financiero.

El aspecto clave para definir las opciones de este movimiento 
obrero ha sido el comportamiento de los gobiernos autoritarios. 
Éstos no sólo han visto con desconfianza el surgimiento de las 
organizaciones sindicales sino que se han encargado de proscri­
birlas y reprimirlas ante la menor manifestación reivindicatoría. 
Así, debido a que el poder político central se ha encargado de 
convertir en "subversivas” hasta las demandas más elementales, 
la politización y la radicalización del movimiento obrero ha re­
sultado casi inevitable desde sus orígenes.

De esta manera las organizaciones de trabajadores o de campe­
sinos en cualesquiera de los países centroamericanos (con excep­
ción de Costa Rica), no han tenido las opciones características 
de las naciones capitalistas desarrolladas entre una posición rei­
vindicatoría y una revolucionaria que les diera la posibilidad de 
encuadrar su trabajo conforme a las reglas del juego establecidas 
por el sistema. En Centroamérica el movimiento obrero ha es­
tado desde que nació fuertemente politizado, y sus opciones y 
programas han sido nítidamente contrarios a las corporaciones

38 Acerca del movimiento obrero centroamericano existen varios trabajos 
especializados de gran utilidad. Especialmente pueden verse L u ch as d e l m o­
v im ien to  o b r e ro  h on d u ren o , Mario Posas, e d u c a , San José, Costa Rica, 1981; 
L a s  lu ch as s o c ia le s  en  C osta  R ica , Vladimir de la Cruz, Coedición Editorial 
Costa Rica y Editorial Universidad de Costa Rica, 1982, 2? éd., y E sta d o  
y  c la s es  so c ia les  en  N icaragua , varios autores, œ r a ,  Managua, 1982.
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norteamericanas en la medida en que la mayoría de las empresas 
extranjeras, casi siempre de origen estadunidense, así como los 
gobiernos de Washington, han aparecido como puntales de apoyo 
de los regímenes de fuerza en contra de los que aquél debía di­
fícilmente luchar.

5. El surgimiento de la Iglesia popular
Entre las instituciones que sirvieron de base a la estructura 

de poder tradicional se registran también cambios muy significa­
tivos en una que actuara como un verdadero pilar del orden 
oligárquico: la Iglesia católica.39 Este cambio no es privativo de 
la Iglesia centroamericana, pues se puede registrar a escala con­
tinental, al punto que en países como el Brasil, en donde un 
sector importante de la jerarquía eclesiástica ha tomado partido 
por un programa de cambios sociales, el movimiento de comuni­
dades cristianas de base ha desempeñado un papel de primera 
magnitud en el proceso de democratización. No se puede consi­
derar, sin embargo, que este sea un fenómeno explosivo en su 
aparición: ya en 1969 el Informe Rockefeller señalaba como uno 
de los síntomas más alarmantes del panorama político de la 
América Latina para los Estados Unidos la toma de posiciones 
radicales en sectores importantes de la Iglesia católica y de otras 
iglesias cristianas. “La espada y la cruz —apuntó un enviado espe­
cial del presidente Nixon— han constituido durante cuatro siglos 
la base del poder tradicional. Ahora tienden a actuar en la direc­
ción opuesta.” 40 Por esos mismos años la Rand Corporation ela­
boró un exhaustivo estudio acerca de la función política de la 
Iglesia católica y sus posibles cambios.41 Esto porque en pocos 
años el compromiso de sacerdotes y religiosas con movimientos 
revolucionarios había crecido significativamente.

Pero aun teniendo en consideración lo anterior, en la participa­
ción política de los cristianos en las experiencias centroamerica­
nas hay algunos elementos originales. El primero de ellos es que 
existe un compromiso político abierto por parte de grandes ma­
sas católicas que toman una posición de lucha activa en las orga­
nizaciones de izquierda, incluyendo las que utilizan la vía arma­
da. Esto ha sido claro en el trabajo del Frente Sandinista de 
Liberación Nacional en Nicaragua, en el Bloque Popular Revo-

39 La primera experiencia revolucionaria en que se advirtió una activa 
participación de masas cristianas fue en Nicaragua. Véase al respecto F e  
cris tian a  y  revotu ción  san d in ista  en  N icaragu a, varios autores, Instituto 
Histórico Centroamericano, Managua, 1979, y L a  Ig les ia  d e  lo s  p o bres  en  
A m érica  C entral, Pablo Richard y Guillermo Meléndez, editores, ediciones 
d e i ,  San José, Costa Rica, 1982.

T h e R o c k e fe lle r  R ep ort o n  th e A m ericas, Quadrangle Books, Chicago, 
1969, p. 31.

In stitu tion al D evelopm ent in  L atin  A m er ic a : C han ges in th e  C atholic  
C hurch , Luigi Einaudi y otros, The Rand Corporation, Santa Monica, Cali­
fornia, 1961.
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lucionario de El Salvador y en el Ejército Guerrillero de los 
Pobres en Guatemala. En el caso salvadoreño esta opción ha te­
nido una significación aún mayor, porque muchas de las organi­
zaciones populares formadas por la propia Iglesia católica, a 
través de su trabajo de aplicación de la doctrina social del Vati­
cano en la década de los sesenta (como la Federación de Campe­
sinos Católicos de El Salvador, f e c c a s ) ,  se han integrado como 
cuerpo primero a la lucha por la democratización y luego a las 
acciones armadas en contra del gobierno.

La actividad política de estos grupos ha estado ligada especial­
mente con la radicalización de muchos de los sacerdotes que ac­
túan en el medio rural, los que comparten el mismo origen cam­
pesino del resto de los combatientes y sobrellevan las duras 
condiciones de vida que afectan a éstos, sin haber quedado ex­
cluidos en los últimos años de los efectos de la represión, como 
lo prueba el considerable número de religiosos asesinados, de los 
que el cura rural Rutilio Grande ha pasado a ser un símbolo.

De este modo, la denominada Iglesia popular constituye una 
fuerte realidad sociológica en Nicaragua, Honduras, El Salvador 
y Guatemala, y determina que curas y monjas que trabajan en 
la base social sean los canales de una fuerte presión sobre las 
jerarquías eclesiásticas para que éstas adopten una posición 
favorable a las luchas populares. El comportamiento de las con­
ferencias episcopales refleja una variada sensibilidad frente a 
estas demandas, pero en relación con el monolitismo conserva­
dor que hasta hace poco existía en ellas la ruptura de la solida­
ridad incondicional con los gobiernos dictatoriales que había 
caracterizado su comportamiento en el pasado constituye un 
avance que favorece los procesos de apertura democrática.

En algunos casos, como ocurriera con el arzobispo de San Sal­
vador Óscar Arnulfo Romero, el compromiso fue mucho más 
allá, y eso ha favorecido todavía más el papel político de por sí 
importante de la Iglesia católica en la crisis centroamericana. 
Ese mismo factor fue determinante en la decisión de las fuerzas 
salvadoreñas de la extrema derecha de asesinarlo en marzo 
de 1980.

Pero es importante insistir en que esta manifestación nueva 
de amplios sectores cristianos junto a las fuerzas políticas de 
izquierda de los países centroamericanos no depende de las acti­
tudes de la jerarquía eclesiástica sino de las opciones de su base 
social, lo que crea a aquéllas graves problemas de legitimidad 
cuando intenta colocarse del lado de los sectores tradicionales y 
oponerse a la acción política de sus fieles.

La presencia mayoritaria de los sectores populares cristianos 
en los combates por la democracia en Centroamérica ha dado 
una nueva fuerza ideológica y ética a las organizaciones políticas 
en las que éstos se han incorporado. La visión del hombre y del 
mundo que los cristianos traen al compromiso revolucionario,.
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así como su disposición de éstos a dar un testimonio pleno de 
sus ideas en la causa que han abrazado, han sido ciertamente 
uno de los factores de fuerza de las organizaciones revoluciona­
rias, a la vez que una de las claves del sorprendente arraigo que 
algunas de ellas encuentran en comunidades campesinas y nú­
cleos urbanos.

En la historia contemporánea de la América Latina ha habido 
diversas ocasiones en que grupos de inspiración cristiana han 
asumido un compromiso político en el campo de la izquierda.42 
Sin embargo, es la primera vez que en una crisis revolucionaria 
la mayoría de las masas católicas actúan resueltamente del lado 
de quienes proponen las transformaciones profundas y colocan de 
parte de éstas la fuerza principal de la legitimidad religiosa.

6. Los cambios recientes en la estructura productiva
Finalmente, es indispensable considerar los complejos proce­

sos económicos que han vivido los países centroamericanos en 
la segunda posguerra, de cuyo desarrollo surgen diversos elemen­
tos políticos explicativos de la actual situación. Naturalmente no 
pretendemos examinarlos con detalle en este trabajo, pero sí se 
deben reseñar aquellos que más han influido en la determinación 
del cuadro actual.43

En primer término es preciso valorizar el ritmo intenso que la 
modernización ha tenido en Centroamérica en función de la ex­
pansión de las capacidades productivas de sus diferentes países. 
En la segunda posguerra pocas subregiones en el mundo han 
experimentado cambios tan drásticos en términos de una rápida 
urbanización e industrialización, que ha incidido en un cambio 
de la estructura de clases, de los hábitos de consumo, de las 
expectativas de vida y de las aspiraciones sociales de amplios 
sectores. Como en otros lugares, la modernización ha tenido él 
efecto político de hacer que muchos hombres y mujeres dejen 
de considerar la miseria como una fatalidad y la explotación o la 
represión como formas normales del ejercicio del poder político,

42 Los casos más significativos se produjeron en Chile con la fundación 
del Movimiento de Acción Popular Unitaria en 1969 y de la Izquierda Cris­
tiana en 1971. Ambos partidos, que integraron la Unidad Popular, coalición 
política que apoyó al presidente Salvador Allende, surgieron de la disiden­
cia del ala izquierda del influyente Partido Demócrata Cristiano; la segunda 
mantuvo una clara definición como Organización Cristiana Revolucionaria 
y se proclamó "un destacamento especializado para el desarrollo de la 
conciencia de las masas cristianas en el interior del movimiento popular 
chileno". Actualmente estos partidos participan de la interesante e innova­
dora corriente denominada Convergencia Socialista.

43 Una buena presentación de conjunto del desarrollo de las economías 
de Centroamérica puede hallarse en el trabajo de Gert Rosenthal, "Princi­
pales rasgos de la evolución de las economías centroamericanas desde la 
posguerra”, incluido en el libro C en tro am ér ic a : C risis y  p o lít ica  in tern acio ­
nal, varios autores, Siglo XXI, 1982, pp. 19 ss.
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lo que ha comprometido profundamente la legitimidad de los 
sistemas políticos oligárquicos y autoritarios.

Esto ha sido más acentuado, porque si se revisan los principa­
les estudios económicos comparativos de los países latinoameri­
canos (por ejemplo los informes anuales de la c e p a l ) ,  se puede 
advertir que las naciones situadas en el istmo centroamericano 
han crecido a un ritmo bastante dinámico, que en las décadas 
de los sesenta y la primera mitad de los setenta ha ido de 5 a 8 %, 
según los diferentes países.

Pero los frutos de este desarrollo no han favorecido a la ma­
yoría de la población sino que han ido a parar a manos de los 
sectores económicamente más poderosos en virtud del carácter 
deliberadamente concentrador de los modelos económicos apli­
cados. De este modo la mayor riqueza, en lugar de constituirse 
en un factor dinámico para la resolución de las prolongadas ca­
rencias que experimenta la mayoría del pueblo desde hace siglos, 
se ha convertido en un elemento de acentuación de las diferencias 
sociales y de agravamiento de las condiciones de vida de los 
pobres.

En términos generales en las estrategias de desarrollo de todos 
los regímenes políticos centroamericanos han quedado delibera­
damente excluidas las opciones que podían apuntar a la igualdad 
o a la participación popular. El mejor ejemplo de esta tendencia 
amplia, como lo ha mostrado Jorge Arturo Reyna en su reciente 
trabajo,44 ha sido el proceso de integración centroamericano. 
Cuando en 1960 se echó a andar el denominado Mercado Común 
Centroamericano el objetivo fue ofrecer a las industrias y a la 
producción existentes mercados más amplios para mejorar las 
economías de escala; a la actividad inicial se buscó ir agregando 
en los años posteriores una lista de productos destinados al con­
sumo de las capas medias y altas de los cinco países ístmicos. 
Semejante elección se hizo sobre la base consciente de excluir 
una industrialización en profundidad que ofreciera a los diversos 
países oportunidades reales de especialización productiva con 
base en el impulso de ramas y sectores que permitieran una in­
corporación de las capas populares y de los sectores económicos 
más postergados al consumo de los bienes así generados.

Este mercado, que a despecho de su nombre constituía más 
bien una zona de libre comercio, tuvo por lo mismo un dinamis­
mo limitado y sirvió de base a una intensa penetración del capital 
extranjero, especialmente norteamericano, acentuando la tenden­
cia a la desnacionalización de las economías de la región.45 Se 
acentuó así la paradoja de que mientras el volumen de la inver­
sión extranjera y el dislocamiento de ésta en los países centro­
americanos representaban muy poco en el conjunto de los in­

44 Jorge Arturo Reyna, H on d u ra s : C am bios o  v io len cia , ediciones a u p ó , 
Tegucigalpa, 1982.

‘5 Jbid .
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tereses de los Estados Unidos, sí tenían un enorme y negativo 
efecto interno en aquellos países.

El crecimiento económico, por otra parte, y la modernización 
que lo acompañó, no favorecieron tampoco un desplazamiento 
de los grupos económicos de raíz oligárquica. Por el contrario: la 
clase dominante se expandió en virtud de una alianza política 
reaccionaria entre los empresarios viejos y nuevos, y todos en 
conjunto se comprometieran con una estrategia de defensa co- 
mún de los intereses y los privilegios que pasaron a compartir 
(esta es una de las razones, entre otras, por la cual la política 
de alianza con "los sectores más dinámicos de la burguesía" pro­
puesta por los partidos comunistas nunca funcionara). Así las 
cosas, los grupos oligárquicos ligados a la producción cafetalera 
o bananera compartieron actividades con los impulsores de la 
actividad bancaria y con quienes organizaron la poco eficiente 
industrialización sustitutiva. Esto resulta particularmente claro 
si observamos, por ejemplo, el comportamiento de los núcleos 
empresariales en San Salvador (considerada la capital económica 
del Mercado Común) durante los años sesenta. En otros casos, 
como ocurrió en Guatemala, las propias fuerzas armadas, a tra­
vés de un masivo proceso de corrupción y enriquecimiento, pasa­
ron a ser ellas mismas una fuerza empresarial. Es obvio que en 
todo este proceso Nicaragua presenta características peculiares 
por el carácter estrictamente familiar de la concentración econó­
mica que impulsara la familia Somoza.

Un factor económico significativo que aparece en los años se­
tenta y que ayuda a quitar dinamismo al ritmo de desarrollo es 
la crisis energética. Ninguno de los países centroamericanos era 
en ese momento productor de petróleo, y la cuadruplicación de 
los precios que siguió a la guerra del Yom Kippur en 1973, así 
como el desorden energético posterior, fueron factores que gra­
vitaron en los márgenes de maniobra de los gobiernos centro­
americanos y que contribuyeron a incrementar su endeudamiento 
externo y afectaron negativamente sus balanzas comerciales. Si a 
esto le sumamos los factores que propiamente constituyen el 
efecto de transferencia de la crisis económica de los países capi­
talistas centrales, podemos entender bien cómo el ascenso de los 
movimientos revolucionarios ha coincidido en Centroamérica con 
una pérdida del dinamismo económico de las décadas anteriores 
y con crecientes síntomas de crisis.

En Centroamérica se pasó de un desarrollo dinámico pero con­
centrador a una contracción de la actividad productiva que de­
terioró adicionalmente las condiciones de vida de la mayoría del 
pueblo. Obvio es señalar que cuando se presentó esta crisis los 
sectores dominantes intentaron transferir sus costos a las capas 
populares sin asumir ningún sacrificio en sus ingresos y utilida­
des o en sus niveles de vida.

Pensamos que todos estos factores, que brevemente hemos
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reseñado, constituyen a la vez un trasfondo explicativo y una 
suma de factores condicionante de las soluciones de la actual 
crisis centroamericana. En líneas generales se puede sostener que 
ninguno de ellos entra en el cuadro que para explicar manejan 
en los Estados Unidos los sectores liberales y conservadores, y 
que especialmente no han sido seriamente tomados en cuenta por 
la política que ha elaborado la administración Reagan para Cen­
troamérica. Ésta ha descansado en un enfoque estratégico cuyo 
corolario ha sido una tentativa para manipular en el corto plazo 
los acontecimientos principales de la coyuntura país por país. 
Tal manejo tiene límites claros. Dentro del enfoque actual el 
gobierno de Washington puede alcanzar algunos triunfos. Difícil­
mente, en cambio, resolverá el desafío revolucionario que está 
planteado en Centroamérica.



2. LAS OPCIONES DE LA POLÍTICA 
NORTEAMERICANA EN CENTROAMÉRICA *

William M. LeoGrande

L a  e r u p c ió n  política ocurrida en Centroamérica durante los dos 
últimos años plantea un reto profundo a los Estados Unidos. Las 
políticas que trataban anteriormente de mantener en la región un 
statu quo conveniente ya no son adecuadas para esa tarea. Se ne­
cesita una política nueva, una política que promueva eficazmente 
los intereses y los valores de los Estados Unidos en un periodo 
en que la región centroamericana experimenta profundos cambios 
sociales y políticos. La clave para la formulación de tal política 
es un entendimiento claro de los procesos básicos que han gene­
rado la inestabilidad política en la región.

Desde el periodo colonial hasta mediados del siglo xx las na­
ciones de Centroamérica experimentaron patrones de desarrollo 
similares. Las dotaciones de tierra de la Corona Española insta­
laron pequeñas élites terratenientes en la cúspide de todas estas 
sociedades. Desde su posición de privilegio económico estas élites 
pudieron dominar la política y utilizar el aparato del Estado para 
defender sus intereses sociales y económicos. Por toda la región 
el poder de las élites terratenientes sirvió para perpetuar el sub- 
desarrollo económico, la desigualdad social y la oligarquía po­
lítica.

Durante decenios los sistemas oligárquicos fueron relativamen­
te estables. A pesar de esporádicas revueltas campesinas, como 
la insurrección salvadoreña de 1932, la población rural carecía 
de la conciencia y la organización políticas necesarias para con­
vertirse en una fuerza política coherente. La estabilidad regio­
nal estaba reforzada también por los Estados Unidos. A medida 
que este país surgía como potencia mundial a principios del 
siglo xx, desarrollaba grandes intereses económicos y estratégi­
cos en Centroamérica. El deseo de proteger las inversiones norte­
americanas y la necesidad de defender el Canal de Panamá pro­
dujeron en Washington una preferencia clara por los gobiernos 
estables y amistosos en Centroamérica, algo que Washington es­
taba dispuesto a imponer mediante la intervención militar si 
fuera necesario. El poderío de los Estados Unidos era tal que sus 
embajadores actuaban a menudo como procónsules en la región. 
A medida que Washington ejercía su influencia en favor de la

* Traducción al castellano de Eduardo L. Suárez.
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estabilidad inevitablemente se le identificaba como un aliado de 
los oligarcas terratenientes.1

En los decenios siguientes a la segunda Guerra Mundial empe­
zaron a sacudirse los cimientos de los sistemas oligárquicos de 
Centroamérica. El proceso de desarrollo económico que cobró 
velocidad en los años cincuenta y sesenta tuvo consecuencias so­
ciales profundas e irreversibles: la construcción de industrias pro­
dujo nuevos grupos sociales, trabajadores urbanos de oficinas y 
talleres; la extensión del transporte generó una sociedad verda­
deramente nacional a partir de las comunidades rurales antes 
aisladas, y la expansión de la educación y las comunicaciones 
creó una ciudadanía más consciente de su lugar en la estructura 
social de la nación, de las deficiencias de esa estructura y de las 
opciones potenciales.

Como era de esperarse, estos cambios sociales tenían equiva­
lentes en el terreno político. La creciente clase media, la emer­
gente clase trabajadora urbana y aun el campesinado tradicional 
empezaron a considerar la acción política como un instrumento 
para la corrección de las graves injusticias del sistema oligár­
quico. Por supuesto, había diferencias de una nación a otra en 
lo relativo a la profundidad y la cronología de esta crisis y a la 
legitimidad del viejo orden, pero la dinámica básica de la crisis 
era la misma por toda la región.

Las élites terratenientes respondieron con intransigencia a las 
demandas de democracia y justicia social. En lugar de arriesgar­
se a sufrir una disminución de sus privilegios optaron por defen­
der los bastiones del viejo orden mediante la fuerza política. Los 
Estados Unidos, temerosos de que un cambio fundamental abrie­
ra la puerta al comunismo en América, se alinearon con los oli­
garcas. En Guatemala llegaron al extremo de ayudar a derrocar 
un gobierno de ref ormadores radicales, reconstruyendo así el vie­
jo orden sobre un cimiento nuevo de gobierno militar.2 Excepto 
en Costa Rica, las fuerzas de la reforma eran sofocadas en todas 
partes por el poder político de los oligarcas y sus aliados de 
Washington.

Los esfuerzos de reforma que caracterizaron a la oposición 
centroamericana durante los años sesenta y setenta fueron derro­
tados por una combinación de fraude electoral y represión polí­
tica. El fracaso del reformismo sólo agudizó la crisis de legitimi­
dad cuando los enemigos del viejo orden se convencieron de que 
éste era impermeable al cambio pacífico. En Nicaragua, El Sal­
vador y Guatemala el agotamiento del reformismo fue pronto 
seguido por la emergencia de una oposición armada que trataba 
de destruir el viejo orden en lugar de modificarlo. El radicalis­

1 Richard Millet, G u ard ian s o f  the D ynasty, Maryknoll, N. Y., Orbis, 1977.
2 Stephen Schlesinger y Stephen Kinzer narran la historia de la parti­

cipación norteamericana en el golpe ocurrido en Guatemala en 1954 en B it­
ter  Fruit, Nueva York, Doubleday, 1982.
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mo de los grupos armados intensificó el temor y la resistencia de 
los oligarcas, generando una espiral de violencia política cada vez 
más grave. La brutalidad de las fuerzas armadas, enfocada a 
menudo sin discriminación contra grupos sociales enteros (cam­
pesinos, intelectuales, clérigos), sólo sirvió para acentuar la falta 
de legitimidad de los regímenes existentes y para llevar nuevos 
reclutas a las guerrillas. El resultado previsible, como se puso de 
manifiesto en el caso de Nicaragua, era el derrumbe del viejo 
orden frente a la oposición popular virtualmente universal.3

Para los defensores del viejo orden los Estados Unidos repre­
sentaban la última esperanza real de evitar la derrota. Pero para 
fines de los años setenta ya no estaban dispuestos los Estados 
Unidos a servir como un aliado incondicional de las élites centro­
americanas. Los responsables de la política de Washington se 
encontraban divididos entre una preocupación tradicional por la 
estabilidad y una repulsión creciente de la brutalidad de los regí­
menes centroamericanos contra sus propios ciudadanos.4

Luego de la Revolución nicaragüense la administración Carter 
trató de elaborar una nueva política regional que promoviera el 
reformismo y redujera los abusos contra los derechos humanos, 
al mismo tiempo que minaba el apoyo político de los insurgentes 
armados. Esta política se basaba en el supuesto de que se habían 
hecho irresistibles las presiones en favor del cambio en Centro­
américa. La antigua política de apoyo a la "derecha” (es decir, a 
las élites tradicionales y sus aliados militares) resultaba estéril: 
no podía contener ni resolver la creciente crisis regional. Peor 
aun: la conservación de la antigua política ataría los intereses 
norteamericanos a largo plazo a regímenes con escasas probabi­
lidades de supervivencia a largo plazo.5

Para manipular el proceso del cambio regional Carter trató de 
revivir el "centro" político de los demócratas moderados, refor­
mistas, al mismo tiempo que se oponía a la "derecha" tradicional 
y a la "izquierda” radical. Pero esta estrategia afrontaba dificul­
tades sin fin, como lo demostró la experiencia de la administra­
ción en El Salvador y Guatemala. En El Salvador (como en Ni­
caragua y Guatemala), el "centro” alcanzó su cénit político a 
principios y mediados de los años setenta para declinar después. 
Esta declinación, precipitada por el fracaso del reformismo, se

s Sobre el surgimiento de la oposición revolucionaria en Nicaragua véase 
N icarag u a : A P eo p le ’s R evolu tion , Washington, D. C., é p ic a , 1980; sobre El 
Salvador véase Tommie Sue Montgomery, R ev olu tion  in E l  S a lv ad or, Boul­
der, Colorado, Westview, 1982; sobre Guatemala véase Marlise Simons, 
“Guatemala: The Coming Danger”, F oreig n  P olicy , num. 43, verano de 1981.

4 Sobre el desarrollo de la política de derechos humanos de los Estados 
Unidos véase Lars Schoultz, H um an  R ig h ts a n d  U nited S ta tes  P olicy  T ow ard  
Latin  A m erica, Princeton, N. J., Princeton University Press, 1981.

s Véase una explicación amplia de esta política en "Statement by As­
sistant Secretary of State Viron P. Vaky the Subcommittee on Inter-American 
Affairs, U. S. House of Representatives, September 11, 1979”, Washington, 
D. C., Departamento de Estado, 1979.
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aceleró bajo los martillazos de la represión, de modo que para 
1979 quedaban pocos centristas en el centro.6 Resultó imposible 
revertir la polarización de la política en medida suficiente para 
crear un centro viable. Tanto en El Salvador como en Guatemala 
la iniciativa política se mantuvo en la derecha y la izquierda. Sólo 
en Honduras, donde no se iniciaba aún la espiral de violencia y 
polarización en escalada, pudo impulsar la administración Carter 
el cambio evolutivo y pacífico.

La administración Reagan llegó al cargo con una política cen­
troamericana que por lo menos en su retórica era hostil al refor­
mismo de Carter.7 Reagan hizo menos hincapié en los derechos 
humanos, prometió aumentar la ayuda militar a los regímenes 
amenazados por la insurgencia y enfocó la crisis regional en los 
términos duros de la guerra fría. Por implicación, los Estados 
Unidos parecían listos para colocarse de nuevo al lado del viejo 
orden en Centroamérica. Sin embargo, las realidades regionales, 
mundiales y nacionales han limitado la capacidad de la adminis­
tración para implantar tal política. Aunque se mantiene escéptica 
acerca de la reforma social, se resiste a subrayar los derechos 
humanos y está más dispuesta que su antecesora a otorgar ayuda 
militar, la administración Reagan no ha podido olvidarse por 
completo de la reforma o de los derechos humanos. La preocu­
pación del Congreso ante la preferencia de la administración por 
las medidas militares ha. impuesto límites legislativos a las accio­
nes de ésta en El Salvador y Guatemala. La respuesta de la admi­
nistración ha sido hasta ahora un esfuerzo por eludir tales limi­
taciones en lugar de buscar otra política más sensible a las 
preocupaciones del Congreso.

I. L a  c o e x is t e n c ia  c o n  N ic a ra g u a

Tres años después de la victoria sandinista sobre la guardia na­
cional de Anastasio Somoza la Revolución nicaragüense sigue 
luchando por definir los contornos de su futuro político y econó­
mico. Los Estados Unidos luchan todavía por definir su relación 
con el nuevo gobierno revolucionario, e implícitamente por defi­
nir los límites tolerables dentro de los cuales aceptará Washing­
ton la heterogeneidad ideológica en Centroamérica.

A pesar de los grandes esfuerzos de la administración Carter 
el derrumbe del régimen de Somoza dejó al Frente Sandinista 
de Liberación Nacional ( f s l n )  como la fuerza política dominante 
en Nicaragua. El Directorio Nacional de nueve miembros del 
f s l n  funciona como el poder ejecutivo de facto. Los sandinistas

« Montgomery, op . cit.
7 Jeane Kirkpatrick ha hecho la descripción clásica de esta política en 

"Dictatorships and Double Standards", C om m en tary , vol. 68, núm. 5, no­
viembre de 1979, pp. 34-45.
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constituyen la mayoría en la Junta gobernante y en el Consejo de 
Estado, que funciona como un organismo cuasi legislativo. Tam­
bién ocupan todos los ministerios clave, incluidos el de la segu­
ridad estatal y el de las fuerzas armadas. Pero a pesar de este 
monopolio virtual de los recursos políticos importantes los san- 
dinistas no han avanzado para convertir a Nicaragua en "otra 
Cuba”. Conservando un grado significativo de pluralismo político 
y una economía mixta inclinada hacia el sector privado, los san- 
dinistas han tratado de mantener la unidad de la coalición de 
las diversas clases que derrocó a Somoza. Esta no ha sido una 
tarea fácil y el f s l n  no ha logrado un éxito completo.8

Las políticas pragmáticas de los sandinistas se deben a las cir­
cunstancias internas y los alineamientos internacionales. El pro­
pio f s l n  no tiene en modo alguno una ideología monolítica, algo 
que a menudo se pasa por alto en los Estados Unidos. A fin de 
integrar un movimiento suficientemente poderoso para derrotar 
a Somoza el f s l n  amplió intencionalmente sus filas a fines de 
los años setenta para incluir algunos elementos de la democracia 
social y la izquierda cristiana.9 El éxito de esta estrategia produjo 
un movimiento que no es en modo alguno uniformemente marxis­
ta, ya no digamos marxista-leninisla, en cuanto a su orientación.

La relación del f s l n  con el sector privado ha sido la dinámica 
central de la política nicaragüense en los últimos tres años. En 
un impasse político todavía sin procedimientos institucionales 
claros, el f s l n  y el sector privado se enfrentan en un choque flui­
do, constante, de poder e influencia. El f s l n  controla el Estado; 
el sector privado controla la mayor parte de la economía. El f s l n  
está ansioso por obtener la cooperación del sector privado en la 
tarea de la reconstrucción económica; el sector privado está an­
sioso por obtener mayor influencia dentro del sistema político 
emergente. Existe así mía simbiosis incómoda que de tiempo en 
tiempo estalla en crisis políticas cuando uno de los bandos prue­
ba la resistencia del otro. Hasta ahora tales crisis se han apagado 
siempre a resultas de las discusiones o las negociaciones soste­
nidas entre ambos contendientes. Pero, obviamente, es grande la 
posibilidad de un conflicto más profundo.

Dentro del liderazgo sandinista los pragmáticos han podido 
contener hasta ahora a los ideólogos que prefieren una Nicaragua 
nueva que siga el modelo de Cuba. Esta restricción ha sido po­
sible porque la tarea de la recuperación económica ha conservado 
hasta ahora la primera prioridad, y tal recuperación requiere la 
cooperación del sector privado. También requiere una asistencia 
económica externa considerable, la que ha provenido sobre todo

s Sobre la política de Nicaragua después de la Revolución véase George 
Black, T rium ph o f  th e  P eo p le : T h e  S an d in ista  R ev olu tion  in  N icaragua, 
Londres, Zed Press, 1981, y Thomas W. Walker (comp.), N icaragu a  in  R ev o­
lution , Nueva York, Praeger, 1982.

9 William M. LeoGrande, "The Revolution in Nicaragua”, F oreig n  A ffairs , 
otoño de 1979, pp. 28-50.
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de naciones occidentales (como México, Venezuela y la Europa 
Occidental). Es muy probable que una radicalización aguda de 
la revolución, que incluya la terminación del pluralismo y la 
expropiación del sector privado, siegue esa ayuda externa. La 
Unión Soviética no se ha mostrado ansiosa por dar a Nicara­
gua la clase de ayuda que necesita para mantener en funciona­
miento su economía.10

Sin embargo, a principios de 1982 surgió el problema de la 
seguridad nacional con una prioridad igual a la del desarrollo 
económico. El hincapié en la seguridad nacional se ha acentuado 
por una clara percepción de amenaza y ha conducido a una ex­
pansión sin precedentes de la capacidad militar de Nicaragua. 
El temor del f s l n  de ser víctima de un ataque no carece de fun­
damento. Algunos miembros de la antigua guardia nacional de 
Somoza han lanzado una serie de ataques contra áreas fronteri­
zas nicaragüenses desde campos ubicados en Honduras que las 
fuerzas armadas hondureñas no pueden o no quieren controlar. 
Se han agudizado también las tensiones con Honduras.

La retórica de guerra fría de la administración Reagan, su 
suspensión de la ayuda económica a Nicaragua, sus esfuerzos por 
obstruir la ayuda multilateral y las operaciones encubiertas que 
supuestamente ha realizado contra los sandinistas han agudizado 
los temores del f s l n  en el sentido de que Washington trata de 
desestabilizar su gobierno. Desde Managua la amenaza aparece su­
ficientemente real para justificar los preparativos de defensa. 
Dado que la mayor parte de las armas de Nicaragua provienen 
del bloque oriental, una expansión de la capacidad militar robus­
tece inevitablemente las relaciones de Nicaragua con Cuba, la 
Unión Soviética y la Europa Oriental.11

Si la necesidad de fortalecer la seguridad nacional supera a la 
necesidad de recuperación económica disminuirán correspondien­
temente las perspectivas del pluralismo en Nicaragua. Para cons­
truir su economía Nicaragua debe recurrir al Occidente, pero 
para defenderse debe recurrir al Oriente.

Resulta difícil descifrar el objetivo de la administración Reagan 
en su política de hostilidad hacia Nicaragua. Quizá se trata de 
desestabilizar a  Nicaragua hasta el punto de que el f s l n  pueda 
ser derrocado por sus enemigos internos. Dado el control que 
ejerce el f s l n  sobre las fuerzas armadas y su nivel de apoyo 
popular organizado este resultado parece muy improbable en 
cualesquiera circunstancias. Es posible que la estrategia de Wash­
ington consista simplemente en la preparación del terreno para 
la intervención directa. Pero tanto la oposición hemisférica 
como la interna a tal acción sería aplastante. Después de la crisis

10 W ashington P ost, 10 de mayo de 1982.
11 El 9 de marzo de 1982 la Agencia Central de Inteligencia y la Agencia 

de Inteligencia para la Defensa elaboraron un comunicado de prensa con­
junto en el que se detallaba el fortalecimiento militar de Nicaragua. El tex­
to del comunicado aparece en el N ew  Y o rk  T im es  del 10 de marzo de 1982.
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de las Malvinas es dudoso que los Estados Unidos pudieran en­
contrar algún país latinoamericano dispuesto a apoyar tal empre­
sa o a participar en ella.

Es posible que la política de hostilidad trate sólo de intimidar 
a los sandinistas con la esperanza de que el temor los lleve a 
modificar las políticas que desagradan a la administración Reagan 
(como su política hacia El Salvador, sus relaciones con Cuba y 
su estrategia interna). Si tal es la intención de Washington es pro­
bable que resulte contraproducente, como ocurrió a principios 
de los años sesenta en el caso de Cuba.

Por último, es posible que Washington haya decidido que Ni­
caragua se encuentra ya irremediablemente “perdida” y que la 
mejor política es convertir a la Revolución sandinista en un ejem­
plo negativo. Si este es el objetivo de los Estados Unidos la polí­
tica de hostilidad estará destinada a producir intencionalmente 
una radicalización de la Revolución nicaragüense. Si Nicaragua 
sigue una vía de desarrollo como la de Cuba perderá el apoyo 
internacional que recibe de la Internacional Socialista y de las 
agencias prestamistas multinacionales, y  será económicamente 
afectada por el éxodo del talento empresarial del sector privado 
y por las dificultades de! planear una economía atrasada, y ello 
"probará” la tesis de la administración Reagan en el sentido de 
que los demócratas moderados son inevitablemente los perdedo­
res en las coaliciones con las fuerzas revolucionarias radicales. 
Esto podría poner en tensión la alianza en El Salvador entre el 
f o r  y  el FMLN, e impedir el surgimiento de una coalición similar 
en Guatemala. En lugar de ser un nuevo ejemplo y  una inspira­
ción para quienes desean construir una sociedad socialista de­
mocrática, Nicaragua se volvería sólo "otra Cuba”.

Aparte de tales cálculos maquiavélicos, una radicalización de la 
Revolución nicaragüense no beneficia en realidad a los Estados 
Unidos. Para impedir tal evolución Washington debería reforzar 
los lazos económicos de Nicaragua con el Occidente en lugar de 
tratar de destruirlos, y debería tratar de reducir la percepción 
de amenaza externa por parte de los sandinistas en lugar de agu­
dizarla. Una Nicaragua marxista-leninista militarmente alineada 
con la Unión Soviética y dependiente de ella es el peor de los 
resultados posibles para los Estados Unidos, pero será precisa­
mente el resultado más probable de la política actual de Wash­
ington.

II. E n b u s c a  de u n  s o l u c i ó n  p a ra  E l S a lv a d o r

La crisis centroamericana es ahora más aguda en El Salvador. Las 
raíces políticas del conflicto actual datan de 1972, cuando el go­
bierno militar robó la victoria electoral de los demócratas cris­
tianos mediante un conteo fraudulento de los votos. La oposición
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radical, armada en parte, creció rápidamente durante los años 
siguientes, y el gobierno respondió con represión, desatando la 
conocida e incontenible espiral de la violencia y la declinación 
política.12

Durante el verano de 1979 la administración Carter instó al 
régimen militar salvadoreño para que redujera el nivel de la vio­
lencia, de acuerdo con su política de promoción de la reforma 
y el fortalecimiento del centro político. El presidente Romero se 
negó, y en octubre era derrocado por oficiales militares progre­
sistas que prometían la clase de reformas deseadas por Wash­
ington.13

El nuevo gobierno incluyó rápidamente a los líderes civiles de 
la oposición moderada y aun sugirió su deseo de llegar a algún 
arreglo con la oposición armada. Prometió pugnar por la creación 
de instituciones democráticas e importantes reformas sociales 
destinadas a acabar con el dominio económico de la oligarquía 
terrateniente. Por desgracia el gobierno de octubre resultó inca­
paz de cumplir sus promesas, debido principalmente a la política 
de las fuerzas armadas salvadoreñas. Los militares, que habían 
gobernado a través de la historia de manera conveniente para la 
oligarquía terrateniente, no compartían unánimemente el entu­
siasmo por la reforma. Desde octubre hasta diciembre de 1979 
los esfuerzos reformistas de los civiles y de los oficiales progre­
sistas fueron bloqueados a cada paso por los oficiales derechistas. 
El resultado fue la parálisis gubernamental.

La inacción del gobierno de octubre desalentó a la oposición 
armada, la que renunció a toda posibilidad de trabajar con el 
nuevo régimen, y la mera sugerencia de una reforma aterrori­
zaba a la oligarquía, la que procedió a intensificar la violencia 
de los "escuadrones de la muerte”. En medio de este empeora­
miento de la violencia los miembros civiles del gobierno busca­
ban un enfrentamiento con los oficiales, exigiendo la implanta­
ción de las reformas. Las fuerzas armadas se negaron, los ci­
viles renunciaron y el gobierno se movió marcadamente hacia 
la derecha.

Pero la política norteamericana no cambió. La administración 
Carter pasó por alto la nueva composición política del régimen 
salvadoreño y actuó como si estuviera tratando con un gobierno 
moderado, centrista, reformista. La disposición de los demócratas 
cristianos a participar en el nuevo régimen y la aprobación even­
tual de reformas limitadas bajo intensa presión de Washington 
daban cierta credibilidad a esta caracterización. Pero los gobier­
nos de octubre y de enero eran claramente diferentes en un pun­
to fundamental. El gobierno de octubre había estado dispuesto 
a iniciar un diálogo con los grupos armados, en im esfuerzo por

is Montgomery, op. cit., pp. 119 ss.
is William M. LeoGrande y Caria Anne Robbins, "Oligarchs and Officers: 

The Crisis in El Salvador”, F oreig n  A ffa irs , verano de 1980, pp. 1084-1103.
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terminar finalmente con la crisis política salvadoreña mediante 
la transacción. El gobierno de los oficiales y los demócratas cris­
tianos tenía como primera prioridad la derrota de la oposición 
armada tanto en lo político como en lo militar.

Durante 1980 y hasta principios de 1981 la fachada "moderada” 
del gobierno salvadoreño se desvaneció inexorablemente. El ni­
vel de la violencia oficial contra la población civil se acentuó 
extraordinariamente en lugar de disminuir, como lo habían pro­
metido los demócratas cristianos. Las reformas se frenaron ante 
la obstrucción surgida dentro del gobierno y la resistencia de la 
oligarquía. Y dentro de las fuerzas armadas los oficiales dere­
chistas consolidaron su poder retirando de puestos de mando 
a los oficiales progresistas. El deslizamiento del régimen hacia 
la derecha se ponía de manifiesto a través de una corriente cons­
tante de renuncias de los demócratas cristianos.

El centro político, que la administración Carter esperaba im­
pulsar, terminó escindido por la polarización de la política. Cuan­
do Reagan llegó a la Casa Blanca la centro-derecha se encontraba 
en el gobierno pero tenía una influencia escasamente discernible 
sobre la política, mientras que la centro-izquierda se aliaba a los 
guerrilleros.

La política inicial de la administración Reagan hacia El Salva­
dor tuvo una orientación más militar que política. Se autorizó 
un gran incremento de la ayuda militar y, dando marcha atrás 
a la política de Carter, ya no se ató la ayuda a los derechos hu­
manos o al avance del programa de reformas. La crisis de El Sal­
vador se planteó en términos de la guerra fría: "un caso clásico 
de agresión armada indirecta por parte de potencias comunis­
tas”, de acuerdo con un Documento Blanco del Departamento de 
Estado que justificaba la nueva política.11 Ya fuera con intención 
o sin ella, esta política nueva minaba aún más la influencia de 
los demócratas cristianos, quienes carentes de una fuerza interna 
significativa contaban con el apoyo de los Estados Unidos para 
sobrevivir en la coalición gobernante. Se hizo creer a la derecha 
de las fuerzas armadas salvadoreñas que los Estados Unidos apo­
yaban su campaña por una victoria militar sobre los guerrilleros, 
y a la nueva política norteamericana siguió pronto una serie de 
grandes ofensivas del ejército.

La tragedia de todo esto fue la destrucción de toda esperanza 
de una solución negociada a la guerra civil a principios de 1981. 
El fracaso de la ofensiva guerrillera de enero de 1981 convenció al 
Frente Democrático Revolucionario ( f d r ) ,  la coalición opositora 
de izquierda y centro-izquierda, de que no podría obtener una 
rápida victoria militar. También convenció a los partidarios inter­
nacionales del f d r  ( Nicaragua, Cuba, México y  los socialdemócra- 
tas de la Europa Occidental) de que una solución negociada era

i* C om m un ist In te r fe r en c e  in  E l  S a lv ad or, Informe Especial núm. 80, 
23 de febrero de 1981, Washington, D. C., Departamento de Estado, 1981.
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preferible a la continuación del conflicto.16 Pero la resistencia de 
los Estados Unidos a apoyar toda clase de negociaciones, y su 
disposición de suministrar a las fuerzas armadas salvadoreñas las 
armas necesarias para librar la guerra de contrainsurgencia, sig­
nificaban que las negociaciones eran imposibles.

En lugar de buscar una solución negociada los Estados Unidos 
sugirieron que las elecciones de marzo de 1982 constituirían una 
"solución política" a la crisis de El Salvador. Se invitó a partici­
par en esas elecciones al f d r - f m l n ,  pero a condición de que pri­
mero depusiera las armas. La izquierda se negó a participar 
alegando que no existían las condiciones necesarias para la ce­
lebración de elecciones libres. Desde 1979 las fuerzas de seguri­
dad del gobierno y  los escuadrones de la muerte paramilitares 
habían asesinado a cerca de 30 mil civiles salvadoreños ante la 
mera sospecha de que fueran simpatizantes de la izquierda. Ade­
más, en 1980 todos los líderes del f d r  fueron secuestrados por 
un escuadrón de la muerte cuando se reunían en El Salvador. 
Pocos días más tarde se encontraron sus cuerpos mutilados. Ante 
este hecho el f d r - f m l n  temió que sus peticiones electorales y  
sus listas de candidatos se convirtieran en listas de la muerte, 
y  que resultase imposible una campaña abierta en las áreas con­
troladas por el gobierno. Por último, en vista de que El Salvador 
no había tenido jamás una elección honesta, la izquierda dudaba 
de que las elecciones organizadas y administradas por sus opo­
nentes produjeran un resultado honesto.16

Sin embargo, los grupos integrantes del f d r - f m l n  estaban divi­
didos acerca de la política que se debiera adoptar hacia las elec­
ciones. Algunos grupos pedían a sus partidarios que boicotearan 
tales elecciones; otros pidieron a los votantes que destruyeran 
las boletas de votación (lo que hizo cerca de 11 %). Algunos gru­
pos amenazaban con perturbar las elecciones mediante una ofen­
siva militar; otros prometían desentenderse de ellas por comple­
to. No se llegó a ninguna estrategia común, de modo que ninguna 
de las estrategias resultó eficaz.

Las elecciones se celebraron como estaban programadas, con 
una votación mayor de lo que todos esperaban. Los demócratas 
cristianos obtuvieron la votación más nutrida, pero los partidos 
derechistas ganaron en conjunto una mayoría y de inmediato 
formaron una coalición para controlar la Asamblea Constituyente.

La administración Reagan esgrimió la abundancia de la vota­
ción para justificar su oposición a las negociaciones entre el 
gobierno y  el f d r - f m l n ,  y  afirmó que el resultado de las eleccio­
nes constituía un "repudio a la izquierda”. Otros observadores 
interpretaron esas elecciones como un voto en favor de la paz, y

15 Sobre las actitudes y las políticas de diversos actores externos véase 
Richard Feinberg (comp.), C en tra l A m er ic a : In tern a tion a l D im en sion s o f  
th e  Crisis, Nueva York, Holmes and Meier, 1982.

16 Rubén Zamora, líder del fdr , describe la posición del fdr-f m l n  en una 
carta enviada al W ashington P ost el 21 de marzo de 1982.



LAS OPCIONES 63

otros más sólo vieron en dicha votación el éxito del esfuerzo 
de intimidación a los votantes.17 Cualquiera que sea la interpreta­
ción más correcta, no hay duda de que el resultado de las elec­
ciones endureció la oposición de la administración Reagan a 
cualquier clase de arreglo negociado de la guerra.

Pero las elecciones no aproximaron en modo alguno la conclu­
sión de la guerra. Todo esfuerzo por descifrar el significado de 
las elecciones deberá partir del hecho fundamental, irreductible, 
de la vida política salvadoreña: la comunidad política de esa na­
ción está profundamente polarizada entre dos campos opuestos, 
enzarzados en una guerra civil. Las elecciones se celebraron sólo 
entre los grupos políticos de esta escisión fundamental. Desde 
el principio era imposible que tal proceso electoral truncado pro­
dujera una "solución política” a la guerra.

Sin embargo, las elecciones modificaron el equilibrio de fuer­
zas entre los grupos de la derecha, lo que tiene consecuencias 
potencialmente importantes. La coalición formada por a r e n a ,  el 
partido de extrema derecha, y el derechista p c n , ha hecho que 
vuelvan al poder las élites tradicionales que gobernaron El Sal­
vador antes de 1979. Los demócratas cristianos han perdido la 
escasa influencia que tenían antes de las elecciones, y aun la po­
lítica de las fuerzas armadas se ha desplazado hacia la derecha 
con la remoción del coronel Gutiérrez, generalmente considerado 
como simpatizante de la democracia cristiana. Sólo la presión in­
tensa de la embajada de los Estados Unidos y la amenaza de un 
golpe militar impidieron la expulsión completa de los demócratas 
cristianos del gobierno.18 Cumpliendo sus promesas de campaña 
la coalición derechista empezó de inmediato a desmantelar la 
reforma agraria iniciada por el pdc.

Irónicamente, las elecciones mismas festejadas ruidosamente 
por la administración Reagan produjeron en El Salvador un ali­
neamiento de fuerzas que limitó más aún las opciones políticas 
de los Estados Unidos. Con la derecha extrema en el poder la 
administración ya no podía defender su política como un apoyo 
al centro moderado frente a los extremos de la derecha y la iz­
quierda. Dado que había peligro de que se diera marcha atrás 
a las reformas de 1980 la administración se veía en dificultades 
para sostener que estaba apoyando una estrategia gradual de 
cambio social. Además, el nuevo gobierno salvadoreño no se mos­
traba mejor que su antecesor en materia de derechos humanos. 
Así pues, todos los objetivos políticos que los Estados Unidos 
perseguían fueron minados por las elecciones de marzo.

Ahora que el ascenso de la derecha extrema ha destruido toda 
esperanza de ganar gradualmente la lealtad del pueblo salvado­
reño hacia el nuevo gobierno, para derrotar así en el terreno 
político al FDR-PMi.N, sólo quedan dos soluciones para la crisis

i? N ew  Y o rk  T im es, 30 de marzo de 1982.
is W ashington Post, 23 de abril de 1982.



64 LA POLÍTICA NORTEAMERICANA

de El Salvador: una solución militar en la que un bando o el 
otro obtenga una victoria militar total, o un arreglo políticamen­
te negociado entre el gobierno y la oposición. El ejército salva­
doreño no parece tener capacidad militar para derrotar a los 
guerrilleros, y la administración Reagan no parece tener capaci­
dad política para inmiscuirse en El Salvador hasta el punto que 
se requeriría para lograr la victoria militar de su cliente. Por lo 
tanto, una solución negociada sigue siendo la mejor opción dis­
ponible para los Estados Unidos, aunque el ascenso al poder de 
la extrema derecha hace mucho más difícil el logro de tal so­
lución.

III. L a  e x p a n s ió n  de l a  g u e r r a  e n  G u a te m a la

Es posible que la creciente crisis de Guatemala plantee final­
mente a los Estados Unidos un desafío mayor que las insurrec­
ciones de Nicaragua o El Salvador. En Guatemala están en juego 
valores económicos y estratégicos más cuantiosos, y el dilema 
político parece más intratable. Los Estados Unidos tienen cuan­
tiosos intereses económicos en Guatemala (más de 200 millones 
de dólares en inversiones), mucho más que en cualquiera otro de 
los estados centroamericanos que se encuentran ahora en crisis. 
El tamaño de Guatemala, y su posición estratégica sobre la fron­
tera sur de México, le dan una importancia geopolítica sólo supe­
rada en Centroamérica por el Canal de Panamá.

Los Estados Unidos tienen también una larga historia de intro­
misión estrecha en la política guatemalteca. En los tres decenios 
transcurridos desde el derrocamiento del gobierno de Árbenz en 
1954 auspiciado por la c í a  los Estados Unidos han sido un actor 
de primera importancia en los asuntos internos de Guatemala.19 
Por lo tanto, la creciente crisis política de Guatemala es ahora 
un legado mucho más directo de la política norteamericana del 
pasado que las crisis de los otros países de la región.

La trayectoria política de Guatemala durante los dos últimos 
años se asemeja notablemente a la polarización experimentada 
en El Salvador. Las diferencias observables entre las situaciones 
de los dos países ocurren de ordinario en terrenos que hacen más 
sombrías las perspectivas de un cambio pacífico en Guatemala. 
Sin negar las políticas represivas de Somoza o del gobierno mi­
litar salvadoreño antes de 1979 debemos reconocer que ninguno 
de estos países experimentó el trauma sufrido por Guatemala 
entre 1966 y 1974. Durante ese periodo las fuerzas armadas reali­
zaron una campaña concertada y despiadada para limpiar al país 
de “subversivos": una campaña que costó la vida de unas 20 mil 
personas, en su mayor parte campesinos. Esta campaña, apoyada 
por la asistencia militar y por los asesores de los Estados Uni­

19 Schelsinger y Kinzer, op. cit.
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dos, no destruyó sólo a los pequeños grupos políticos de la iz­
quierda radical sino también a la mayoría de los partidos políti­
cos moderados. En 1974 el ejército asestó el golpe de gracia al 
reformismo al manipular la elección presidencial para impedir 
que llegara al poder un general moderado, Efraín Ríos Montt. 
Como ocurriera también en El Salvador, la combinación del re­
formismo frustrado y de la violencia oficial produjo una oposi­
ción armada en rápido ascenso contra el régimen.

Cuando la administración Carter implantó su política de dere­
chos humanos en 1977 el gobierno guatemalteco reaccionó con 
indignación, negándose a aceptar la continuación de la asistencia 
militar norteamericana. Sin embargo, la presión de Washington 
pareció tener cierto efecto inicial. En 1978 hubo un breve relaja­
miento político, cuando las fuerzas armadas trataron de incluir 
en el gobierno a los demócratas cristianos para ampliar su apoyo 
popular. Las posiciones conservadoras de los demócratas cristia­
nos no alteraron perceptiblemente la coloración ideológica del 
régimen, pero aun esta pequeña apertura del proceso político 
estimuló a otras fuerzas de oposición. La derecha reaccionó rá­
pidamente: se cerró la apertura política, y en los tres primeros 
meses de 1979 fueron asesinados por escuadrones de la muerte los 
dos líderes civiles más populares de la oposición moderada, Al­
berto Fuentes Mohr20 y Manuel Colom Argueta.

El efecto de estos asesinatos y de los que siguieron en grandes 
cantidades hizo recordar al que siguió al asesinato de Chamorro 
en Nicaragua. La oposición moderada se quedó desmoralizada 
y sin líderes; los ejércitos guerrilleros de la izquierda ganaron 
nuevos partidarios y se desvanecieron aún más las esperanzas 
de un cambio gradual.

El nivel de la violencia política lia aumentado en Guatemala 
durante los dos últimos años pero no lia detenido el crecimiento 
de la oposición revolucionaria. Por el contrario, el uso indiscrimi­
nado de la violencia por parte del régimen contra la población 
rural, en su mayor parte integrada por indígenas, ha dado por 
primera vez a los guerrilleros una base de apoyo popular entre 
la población indígena.21

La administración Carter no tuvo éxito en Guatemala porque 
no pudo encontrar ningún centro moderado suficientemente fuer­
te para enfrentar una opción confiable a la dictadura militar 
existente, y tampoco pudo encontrar dentro del régimen funcio­
narios que estuvieran dispuestos a ceder ante las presiones norte­
americanas en favor de las reformas. La administración Reagan 
afronta el mismo dilema, aunque está más dispuesta a reanudar 
la ayuda militar al régimen actual, a pesar de su brutalidad. 
Como ocurre en el caso salvadoreño, las fuerzas armadas guate­
maltecas no tendrán ningún incentivo para moderar sus viola-

20 Simons, op. cit.
21 Ib id .
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ciones a los derechos humanos, o para iniciar el proceso de re­
forma, mientras perciban que los Estados Unidos están dispues­
tos a apoyar su búsqueda de una victoria militar. Pero si la his­
toria de Guatemala prueba algo, tal cosa es que las presiones 
populares en favor del cambio no pueden ser contenidas en ese 
país por la fuerza de las armas. Los militares han obtenido vic­
torias claras sobre la oposición en 1954 y en 1974 mediante el 
uso de la fuerza. Ahora, menos de un decenio más tarde, el régi­
men afronta una oposición guerrillera más fuerte que nunca. La 
crisis política de Guatemala no puede tener una solución militar, 
y ningún derramamiento de sangre asegurará la estabilidad en 
el largo plazo.
. El golpe de marzo que derrocó a Lucas García e instaló en el 
poder a Ríos Montt no ha cambiado las realidades básicas de 
la política guatemalteca. Aun suponiendo que Ríos Montt pueda 
consolidar su posición (un supuesto que no es en modo alguno 
seguro, dada la escisión existente entre los militares guatemalte­
cos en la actualidad), y que cumpla su promesa de terminar con 
la corrupción y con las violaciones a los derechos humanos, sin 
duda tiene una capacidad limitada para producir cambios fun­
damentales que puedan resolver la crisis.22

Hasta ahora Ríos Montt no ha dicho nada acerca de emprender 
la clase de reformas sociales y económicas esenciales en todo 
esfuerzo por impedir la continuación de la guerra, ni ha mostra­
do inclinación alguna a negociar con las fuerzas guerrilleras. Por 
el contrario, su reputación como oficial leal, comprometido con el 
ejército como una institución, no sugiere ninguna apertura a las 
negociaciones. Por lo tanto, poco podrá hacer fuera de continuar 
la guerra, lo que dificultará todo mejoramiento de las condicio­
nes de los derechos humanos, sobre todo en el campo.

En vista de esta situación, sería peligroso que los Estados Uni­
dos se alinearan por completo con el nuevo gobierno guatemal­
teco, reanudando la asistencia militar y ligando así los intereses 
norteamericanos a un gobierno precario que sin embargo no está 
dispuesto a emprender la clase de políticas que podrían poner fin 
a la guerra civil guatemalteca. Por desgracia la administración 
Reagan parece decidida a hacer precisamente eso.

IV. L a  a p e r t u r a  e n  H o n d u ra s

Honduras ha escapado hasta ahora a la agitación y la polariza­
ción políticas que se han extendido por Centroamérica. El ritmo 
del desarrollo económico y de la modernización de Honduras, la 
nación más pobre y atrasada de la región, ha sido más lento que 
el de los países vecinos durante los últimos tres decenios. Al 
mismo tiempo, el gobierno hondureño ha reaccionado ante las

2 2  Washington Post, 19 de julio de 1982.
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presiones reformistas con brutalidad e intransigencia mucho me­
nores. Aunque los militares gobiernan desde 1963 han estado 
dispuestos a tolerar el disentimiento organizado de los partidos 
políticos, los sindicatos, las ligas campesinas, los grupos estudian­
tiles y la prensa. No ha habido oleadas de violencia oficial intensa 
e indiscriminada, ninguna plaga de "desapariciones”, ni escuadro­
nes de la muerte. A principios de los años setenta el gobierno 
militar emprendió algunas reformas limitadas, entre ellas la re­
distribución de la tierra, para impedir la intensificación del des­
contento entre los campesinos.

Las actitudes conciliatorias y tolerantes del gobierno hondure- 
ño son atípicas en Centroamérica. En parte derivan de la ausen­
cia de una poderosa oligarquía terrateniente en Honduras. La 
agricultura, y por tanto la economía en su conjunto, han estado 
dominadas desde hace largo tiempo por las empresas agroindus- 
triales norteamericanas más bien que por una élite nacional. Al 
revés de lo ocurrido con los gobiernos de Nicaragua, El Salvador 
y Guatemala, el Estado hondureño no ha funcionado primordial­
mente como el guardián de los intereses oligárquicos; más bien 
ha sido un canal de movilidad ascendente para funcionarios esta­
tales que utilizan sus puestos para enriquecerse mediante la co­
rrupción. El resultado es un régimen inmoral e ilegítimo, pero 
que no ha catalizado una polarización importante del sistema 
político ni una oposición armada. Esto no quiere decir que la 
crisis regional haya respetado a Honduras; sólo quiere decir que 
tal crisis se encuentra allí en una etapa mucho más temprana, 
de modo que hasta ahora es mucho menos aguda.23

Por todas estas razones Honduras parece ofrecer la perspectiva 
más brillante para una afortunada "solución centrista" de la cla­
se establecida por la administración Carter. A instancias de los 
Estados Unidos las fuerzas armadas hondureñas celebraron elec­
ciones en 1980 y 1981, las que produjeron una transición eficaz 
al gobierno civil.

Esta transición hacia la democracia, ampliamente considerada 
como la mejor y quizá la única forma de evitar el surgimiento 
de la insurgencia, no se ha consolidado en modo alguno. Las fuer 
zas armadas tienen todavía una parte importante del poder polí­
tico y mantienen a algunos oficiales que preferirían un retomo 
al gobierno militar aunque ello signifique una violencia represiva 
creciente contra la oposición.2* Si estos oficiales de la línea dura 
llegaran a predominar en el ejército la democracia hondurena 
sería efímera. El país sufriría entonces el mismo proceso de pola­
rización y de ascenso de la violencia experimentado por sus veci­
nos. La política de los Estados Unidos debería tratar de ayudar 
a consolidar la democracia hondureña, señalando a las fuerzas

23 NACLA R ep ort o n  th e  A m ericas, número especial sobre Honduras, vol. 15, 
núm. 6, noviembre-diciembre de 1981.

2* N ew  Y o rk  T im es, 1? de septiembre de 1981.
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armadas en forma clara e inequívoca que las buenas relaciones 
con los Estados Unidos dependen del mantenimiento de un go­
bierno civil democrático.

El mayor peligro para Honduras es que se vea arrastrada por 
la marea del conflicto político de los países vecinos, en particular 
de Nicaragua y El Salvador. En este sentido la política norte­
americana no ha ayudado mucho. Tanto la administración de 
Carter como la de Reagan asignaron a Honduras el papel de ar­
senal regional, el "reducto de estabilidad" a través del cual po­
drían incrementar los Estados Unidos su presencia militar en la 
región sin provocar una aguda oposición internacional o interna. 
Es un papel que quizá no pueda sostener la frágil democracia 
hondureña sin romperse. La administración Reagan ha llegado 
al punto de utilizar a Honduras como una base para la acción 
encubierta contra el gobierno sandinista de Nicaragua, lo que in­
tensifica grandemente el peligro de guerra entre estas dos na­
ciones.25

Resultaría particularmente trágico que el único país de Centro­
américa que parece tener la oportunidad de evitar la guerra civil 
la desaproveche dejándose arrastrar a los conflictos de los esta­
dos vecinos. Si los Estados Unidos intentan utilizar a Honduras 
como un instrumento de la política norteamericana en Nicaragua 
y El Salvador, Washington debiera reconocer que también está 
jugando el futuro de Honduras.

V. E le m e n t o s  d e u n a  p o l í t i c a  r e g io n a l

Siempre resulta difícil la formulación de una política en medio 
de la crisis. Se rompen los patrones normales de la interacción 
y la relación políticas, la incertidumbre aumenta a medida que 
escasea la información confiable y los acontecimientos son siem­
pre más rápidos que la capacidad de los gobernantes para pla­
nearlos. Cuando la política del pasado se ha orientado hacia la 
conservación del statu quo la perturbación que acompaña a la cri­
sis parece tan amenazadora como imprevisible. Los gobernantes 
se ven tentados a recurrir entonces a las respuestas violentas ya 
conocidas, las que ponen en marcha con especial vigor aunque 
haya escasas esperanzas de que produzcan los resultados que se 
buscan y se desean.

La profundidad de la crisis centroamericana, así como su com­
plejidad, hacen muy peligrosas para los Estados Unidos tales res­
puestas rutinarias. Una reconsideración de la política norteameri­
cana para Centroamérica debe partir de una evaluación fría de 
los intereses de los Estados Unidos en la región, para determinar 
si tales intereses pueden ser salvaguardados independientemente 
de la supervivencia de las dictaduras militares derechistas, y si el

2 5  Washington Post, 10 de marzo de 1982.



LAS OPCIONES 69

surgimiento de gobiernos revolucionarios implica inevitablemen­
te una amenaza mortal para aquéllos.

Bien puede ocurrir que la meta tradicional de los Estados Uni­
dos, la estabilidad regional, ya no pueda alcanzarse en Centro- 
américa mediante el apoyo a las élites tradicionales. Es posible 
que los revolucionarios sean menos enemigos de la democracia 
y de los derechos humanos que los regímenes militares que los 
combaten. Y es posible que una menor intervención directa de 
los Estados Unidos en los conflictos políticos y militares de la 
región ofrezca la mejor esperanza para la salvaguardia de su in­
fluencia e intereses.

La estrategia general más sensata de los Estados Unidos en 
Centroamérica sería una que tratara de reducir el nivel de la vio­
lencia interna y la potencialidad del conflicto internacional en la 
región. Esto implicaría una política en que la diplomacia y 
la asistencia económica fueran las palancas de influencia princi­
pales, mientras que la asistencia militar fuera mínima. En Nica­
ragua los Estados Unidos deberían tratar de mejorar las relacio­
nes bilaterales reanudando la asistencia económica y ofreciendo 
ayuda para reducir las tensiones en la frontera Nicaragua-Hon­
duras. En el caso de El Salvador los Estados Unidos deberían 
unirse al creciente consenso internacional en favor de una solu­
ción negociada a la guerra civil, y deberían esforzarse al máximo 
para convencer a las fuerzas armadas salvadoreñas de que han 
de iniciar un diálogo con el f d r .  En Guatemala los Estados Uni­
dos deberían resistir la tentación de incrementar la ayuda militar 
al régimen militar derechista. La negativa de tal asistencia cons­
tituye la única palanca de influencia que posee Washington para 
impulsar al régimen hacia algún tipo de arreglo político que pue­
da evitar la guerra total. En Honduras los Estados Unidos debe­
rían poner en claro a las fuerzas armadas que ellos apoyan la 
transición electoral hacia un gobierno civil, y que la ayuda mili­
tar norteamericana no constituye un respaldo al gobierno mi­
litar ni a la intervención regional.

Estas son las clases de políticas que ofrecen la mayor esperan­
za de restauración de la estabilidad regional en Centroamérica, y 
de lograrlo en una forma que beneficie a los habitantes de la 
región. Si implantaran tales políticas los Estados Unidos conta­
rían con un apoyo amplio en la América Latina y entre sus alia­
dos europeos. El mayor peligro para los Estados Unidos en Cen­
troamérica no proviene ahora del apoyo cubano al f d r  de El 
Salvador, sino de una falta de visión en Washington, de la aparen­
te resistencia a ver más allá de las políticas del pasado aunque 
éstas ya no le sirvan.
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3. LA POLÍTICA DE MÉXICO HACIA 
CENTROAMÉRICA EN EL CONTEXTO DE LAS 

RELACIONES MÉXICO-ESTADOS UNIDOS

Mario Ojeda *

I .  I n tr o d u c c ió n

E l  a n á l i s i s  de coyuntura enfrenta siempre dos peligros claros. El 
primero es que para la fecha en que el texto del análisis se publi­
que gran parte del contenido resulte ya obsoleto, en el sentido 
de que haya sido rebasado por acontecimientos posteriores. El 
segundo es que, instalado por necesidad en medio del proceso 
mismo de los acontecimientos, el autor pueda ser influido en ex­
ceso por el clima del momento y, a falta de suficiente perspectiva 
histórica, confundir lo esencial con lo meramente accidental y 
periférico. En otras palabras y conforme al viejo dicho inglés: 
se corre el riesgo de ver los árboles mas no el bosque.

A riesgo de estos peligros, que se hacen explícitos más para 
precaución del posible lector que como justificación preventiva 
del autor, se presenta este trabajo que pretende analizar la polí­
tica mexicana hacia Centroamérica en el contexto de las relacio­
nes México-Estados Unidos y a la luz de la coyuntura actual, 
1981-1982. El problema principal con el que se tropieza reside 
precisamente en este último punto, pues a juicio del autor la 
coyuntura actual sugiere cambios importantes en el contexto in­
ternacional-regional en el que se dan las relaciones entre ambos 
países, así como en el interior de los dos países, cambios cuya 
magnitud y efectos reales en las relaciones mismas no es posible 
prever con exactitud.

El presente trabajo se inicia con una breve revisión de las rela­
ciones México-Estados Unidos a partir de la llegada al poder en 
Washington del presidente Reagan, para después pasar a anali­
zar, en forma desglosada, la política mexicana frente a la llamada 
crisis centroamericana. En seguida se procede al análisis de la 
transformación que se ha venido operando en el contexto inter­
nacional en el que se enmarcan las relaciones México-Estados 
Unidos, a la luz de tres agentes principales: la recesión económi­
ca mundial, la caída de los precios internacionales del petróleo 
y los cambios operados en el subsistema internacional de la re­
gión. Finalmente se derivan conclusiones acerca de los posibles

* El Colegio de México.
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efectos de estos cambios en la política exterior de México y en 
las relaciones entre México y los Estados Unidos.

II. L a s  r e l a c i o n e s  M é x ic o -E s ta d o s  U n id o s , 1981-1982

El clima de las relaciones entre México y los Estados Unidos me­
joró sensiblemente con el ascenso de Ronald Reagan a la presi­
dencia norteamericana, no obstante la reputación de la que venía 
precedido como ultraconservador de "mano dura". Esto se debió 
principalmente a un esfuerzo deliberado del propio Reagan para 
mejorar el ambiente de las relaciones, que se había deteriorado 
durante el gobierno de James Carter debido a una serie de discre­
pancias y malos entendidos, entre los que destaca el fiasco de las 
primeras negociaciones para la venta de gas natural mexicano a 
los Estados Unidos. Por su parte, el presidente López Portillo, 
consciente de este deterioro, contribuyó también con su esfuerzo 
a mejorar el clima de las relaciones. Sin embargo, como bien se­
ñala Anthony P. Maingot, la simpatía personal que se profesan 
ambos mandatarios a pesar de sus diferencias ideológicas no es 
elemento suficiente para resolver los problemas de las relaciones, 
pues éstos dependen de realidades estructurales del interés na­
cional de cada uno de los países que van más allá de la buena 
voluntad de los presidentes.1

Durante 1981 los dos grandes problemas de las relaciones bi­
laterales entre los dos países, que habían acaparado la atención 
en el pasado reciente (hidrocarburos e indocumentados), entra­
ron en un periodo de receso —el segundo sólo transitoriamente— 
para dar paso a un asunto candente de política regional: la crisis 
de Centroamérica y el Caribe.

En realidad, el asunto de los hidrocarburos más que entrar en 
receso se estabilizó a partir de nuevas negociaciones sobre el 
gas natural que resultaron satisfactorias para ambas partes, y 
al comprobarse la hipótesis de que serían las propias necesidades 
internas de México las que lo empujarían a ir aumentando sus 
exportaciones de petróleo crudo, algo que había constituido en 
años anteriores la principal preocupación de los Estados Unidos. 
Esta preocupación se hizo aún más obsoleta a partir de la segun­
da mitad de 1981, con los excedentes que se presentaron en el 
mercado mundial de hidrocarburos. El asunto de los indocumen­
tados entró en una especie de receso a partir del fracaso del Plan 
de Amnistía del presidente Carter y con la llegada a Washing­
ton de Ronald Reagan, quien dio muestras, al menos a principios 
de su gobierno, de no preocuparse mayormente por el problema, 
y que hizo suponer a algunos, debido a su filosofía económica

1 " D i p l o m a c y  a n d  t h e  S t r u c t u r a l  R e a l i t i e s  o f  N a t i o n a l  I n t e r e s t ” , Miami 
Herald, 2 8  d e  j u n i o  d e  19 81 . T o r n a d o  d e  LASA newsletter, L a t i n  A m e r i c a n  S t u d i e s  A s s o c i a t i o n ,  v o l .  X I I ,  n ú m .  3 , s e p t i e m b r e  d e  1981 , p .  16 .
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de no interferir en el libre juego de las leyes del mercado, que 
favorecía el statu quo. No fue sino hasta principios de 1982, al 
empezar a tomar fuerza el proyecto de ley Simpson-Mazzoli so­
bre migración y refugiados, que el asunto volvió a cobrar vigen­
cia en la agenda México-Estados Unidos. En cambio, el problema 
de Centroamérica y el Caribe ascendió rápidamente la escala de 
prioridades de las relaciones México-Estados Unidos.

Reagan llegó al poder en enero de 1981. El cambio de gobierno 
en Washington fue muy importante, no sólo porque significaba 
el remplazo de los demócratas por los republicanos, sino prin­
cipalmente porque trajo al poder al ala derecha de éstos, con un 
programa de gobierno que prometía llevar a cabo una revolución 
conservadora. En materia de política exterior, el nuevo gobierno 
venía influido por la idea de que la Unión Soviética y sus aliados 
habían aprovechado el vacío de poder dejado por los Estados 
Unidos en la política internacional como resultado de los trau­
mas de Vietnam y Watergate, para aumentar su influencia me­
diante la intervención de varios tipos. Pensaban que con los 
gobiernos anteriores los Estados Unidos habían perdido la volun­
tad de actuar como gran potencia y se habían dejado vapulear 
hasta por países más pequeños: el ejemplo típico era el caso de 
Irán, país que se había atrevido a mantener como rehenes al per­
sonal de la Embajada norteamericana en Teherán para forzar a 
Washington a acceder a sus reclamaciones. De aquí que para el 
nuevo gobierno fuera necesario devolver a los Estados Unidos 
su imagen de gran potencia, decidida a defender y promover sus 
intereses en cualquier lugar del mundo. Esta política devolvería 
la moral a la nación norteamericana y permitiría disuadir a la 
Unión Soviética y a sus aliados de nuevas aventuras, al tiempo 
que fortalecería nuevamente el liderazgo de los Estados Unidos 
en el mundo occidental.

Uno de los primeros lugares escogidos para mostrar al mundo 
esta nueva determinación fue la subregión centroamericana y del 
Caribe, en la que se habían operado cambios de signo político 
de consideración y otros estaban gestándose. México, que en un 
cambio de su política exterior hacia una participación interna­
cional más activa había semiadoptado a la Revolución sandinista 
en Nicaragua y visto con simpatía la posibilidad de un cambio en 
El Salvador, pronto habría de encontrarse enfrentado a esta nue­
va política de los Estados Unidos.

Ahora bien, podría pensarse tal vez, bajo cierta perspectiva, que 
los objetivos de México y los Estados Unidos en la región no 
son tan disímbolos como aparentan, pues ambos buscan la esta­
bilización. Sin embargo, las razones para ello y las tácticas em­
pleadas son distintas y hasta excluyentes. Es obvio que el gobierno 
de Reagan busca la estabilización en el área, pero con la preten­
sión de mantener la hegemonía norteamericana. De aquí entonces 
que no esté dispuesto a admitir cambios sociales de profundidad.
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Por otra parte, el gobierno de Reagan está dispuesto a usar —en 
parte ya lo ha hecho— tácticas de coerción, que van desde el 
bloqueo financiero hasta la fuerza militar encubierta.

Por su parte, México busca la estabilización por el interés que 
tiene de evitar un foco de tensión generalizada próxima a su 
frontera sur. Esta posición es congruente con una antigua tra­
dición: evitar que cuestiones externas, al influir en las naciona­
les, obstaculicen o interrumpan el proceso interno de desarrollo. 
Por ejemplo, en el caso de que las tensiones que ahora se dan 
en el área desembocaran en una guerra abierta de tipo subregio­
nal, esto serviría para justificar los argumentos de aquellos que 
en el propio país están pidiendo la modernización y el crecimiento 
de las fuerzas armadas para una mejor protección de los campos 
petroleros del sur de México. Esto llevaría a un aumento del 
gasto militar con su consecuente distorsión en las prioridades 
de asignación de recursos y con sacrificio de proyectos de des­
arrollo, y en última instancia pondría en peligro hacia el futuro 
el equilibrio actual entre el poder civil y el militar. Esto aparte 
de que embarcarse en una política de armamentismo significa en­
trar al juego del equilibrio del poder militar, en el que para man­
tenerlo es necesario participar en las frecuentes escaladas de 
armamento que se dan en una carrera sin fin, estimulada además 
por los constantes descubrimientos tecnológicos.

En cuanto a las tácticas, México se inclina por propiciar una 
negociación política entre las partes en conflicto que evite la lu­
cha armada y la extensión e internacionalización de ésta, y que 
admita ciertos cambios sociales básicos a fin de hacer perdurable 
dicha negociación. En este último punto es en el que más difieren 
las posiciones mexicana y norteamericana. La posición mexicana 
parte de la experiencia histórica en el área y aduce que no sólo 
es socialmente más justo sino políticamente necesario aceptar el 
cambio. De otra manera se estará aplazando el estallido social, 
que en el futuro tendrá que ser necesariamente mayor. Sofocar 
la revolución por la fuerza, como ocurrió en Guatemala en 1954, 
conseguiría únicamente aplazar los problemas y condenar a la 
región a vivir en una inestabilidad permanente. A decir verdad, 
con el paso de los meses el gobierno de Reagan dio muestras de 
moderar su inicial beligerancia respecto a la revolución de El Sal­
vador, lo que hizo suponer a ciertos observadores que finalmente 
Reagan había entendido el problema. Algunos observadores pien­
san, además, que en este proceso de moderación algo influyó la 
diplomacia mexicana.2

2 O t r o s  o b s e r v a d o r e s  p i e n s a n ,  s i n  e m b a r g o ,  q u e  l a  m o d e r a c i ó n  d e l  g o ­b i e r n o  d e  R e a g a n  f u e  s ó l o  u n  r e c u r s o  t e m p o r a l  q u e  s e  v i o  f o r z a d o  a  u t i l i z a r  a n t e  l a  f u e r t e  c r í t i c a  i n t e r n a  e  i n t e r n a c i o n a l  q u e  p r o v o c ó  l a  c o n t r a e v i d e n c i a  q u e  h i z o  q u e d a r  e n  r i d í c u l o  a l  " L ib r o  B l a n c o  s o b r e  E l  S a l v a d o r ” p u b l i c a d o  p o r  e l  p r o p io  g o b i e r n o  n o r t e a m e r i c a n o .  V é a s e  p o r  e j e m p l o  R i c h a r d  F a g e n ,  “ T h e  R e a l  C le a r  a n d  P r e s e n t  D a n g e r ” , Caribbean review, v o l .  X I ,  n ú m .  2 , M i a m i ,  F la . ,  p r i m a v e r a  d e  1982 , p . 19.
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III. M é x ic o  y  l a  R e v o lu c ió n  n ic a r a g ü e n s e

Tradicionalmente México había seguido una política exterior ais­
lacionista y de un carácter más bien pasivo. Esta política descan­
saba en dos principios fundamentales: el derecho a la autodeter­
minación de los pueblos y la no intervención en los asuntos 
internos de otros países. Por lo general se habla de estos prin­
cipios como gemelos, en el sentido de que el uno conduce nece­
sariamente al otro, pero aun cuando no resulta así este fue el 
criterio prevaleciente en la práctica diplomática mexicana. Sin 
embargo hubo excepciones, y en ciertos casos en que se presentó 
el dilema de escoger entre la autodeterminación y la no inter­
vención la diplomacia mexicana se inclinó por el primero. Esto 
explicaría por qué México no haya reconocido al gobierno de 
Franco en España, pues a pesar de que cumplía con los requisi­
tos de gobierno de facto su triunfo se debió, conforme a la inter­
pretación mexicana, al apoyo que le brindaron potencias extran­
jeras. En otras palabras, el gobierno de Franco era producto de la 
intervención extranjera y no de la autodeterminación del pueblo 
español. Caso similar fue el del rompimiento con el gobierno 
chileno de Pinochet, el cual, bajo el punto de vista mexicano, 
resultaba un gobierno espurio, violatorio del derecho a la auto­
determinación de los pueblos, al haber quebrantado la decisión 
electoral del pueblo chileno y al haber contado para el golpe de 
Estado con la connivencia de una potencia extranjera: los Es­
tados Unidos.

Por su parte la pasividad tradicional de la política exterior 
mexicana también tuvo una excepción y ésta fue el ámbito regio­
nal. La política exterior de México siempre sostuvo un antinter- 
vencionismo activo en la región latinoamericana. Los casos de 
Guatemala en 1954, Cuba en 1959 a la fecha, la República Domi­
nicana en 1959 y Chile en 1972-1973 así lo demuestran. Sin embar­
go, sus acciones en contra de la intervención nunca rebasaron 
los límites de los foros diplomáticos. No fue sino con el presi­
dente Echeverría, en el caso del gobierno chileno de Salvador 
Allende, cuando México se decide a brindar a más del apoyo 
diplomático un apoyo material, de tipo económico, a un gobierno 
que considera resultado de la autodeterminación popular y que 
se encuentra amenazado de intervención por parte de la potencia 
hegemónica de la región.

Esta tradición, sin embargo, va a cambiar hacia una participa­
ción internacional más activa en la que México se pronunciará 
políticamente olvidándose del clásico juridicismo y poniendo el 
acento en la autodeterminación por encima de la no intervención.3

3 P o d r ía  d e c i r s e  q u e  e s t e  c a m b i o  s e  i n i c i a  e n  r e a l i d a d  d u r a n t e  e l  g o b i e r n o  d e  L u i s  E c h e v e r r í a .  S i n  e m b a r g o ,  s u  a l c a n c e  f u e  m e n o r ,  t a l  v e z  p o r q u e  l o s  p r o b l e m a s  q u e  l e  t o c ó  a f r o n t a r  n o  f u e r o n  t a n  g r a v e s  y  c e r c a n o s  a  M é x i c o ,  y  t a l  v e z  t a m b i é n  p o r q u e  n o  c o n t ó  c o n  e l  a r m a  p e t r o l e r a .
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El 20 de mayo de 1979 el presidente López Portillo sorpresiva­
mente anuncia su decisión de romper relaciones con el gobierno 
nicaragüense de Somoza. Lo nuevo aquí no era tanto el rompi­
miento de relaciones a pesar de tratarse de un gobierno que en 
última instancia estaba ya establecido y que había llegado al 
poder a través de elecciones. Claro está que estas elecciones eran 
de dudosa legitimidad, pero esta razón no podía aducirse dado 
lo común del caso en la América Latina incluyendo al propio 
México. La mayor novedad la constituían las razones en que di­
cha acción se fundamentaba. Por primera vez en la historia re­
ciente de la diplomacia mexicana se calificaba no el origen del 
gobierno con el que se rompía relaciones sino sus actos políticos, 
la violación de los derechos humanos, ante el genocidio patente 
que obligaba a aislar a Somoza diplomáticamente para apresurar 
su caída.4 Algo nuevo era también el que México no se limitara 
a esta acción unilateral, sino que se embarcara en una campaña 
para reclutar a otros países de la región en el bloqueo diplomá­
tico a Somoza. El rompimiento con Somoza parecía significar 
que México sacrificaba el prurito jurídico por el prurito político 
y de esto tomó debida nota el Departamento norteamericano 
de Estado.

Pero más importante aún que las elucubraciones acerca de si 
jurídica o históricamente este acto constituyó un cambio signi­
ficativo en la política exterior mexicana, es buscar la explica­
ción política que condujo al gobierno mexicano a apartarse de 
su tradición. Desde luego que no existe información oficial que 
permita evidenciar las razones reales para esta decisión. Sin em­
bargo, a la luz de ciertos acontecimientos es posible aventurar 
la hipótesis de que México se vio empujado por las circunstan­
cias a tomar partido en el conflicto nicaragüense y que en este 
proceso de decisión se cobra conciencia de la importancia polí­
tico-estratégica que la estabilidad del área centroamericana tiene 
para el país. Una vez adoptada esta decisión, el gobierno mexi­
cano se embarcó en una decidida acción política con el en­
tusiasmo de su presidente y apoyado en el recién adquirido 
status internacional que le había dado el petróleo. Por otra parte, 
los costos políticos tanto internos como externos de este apoyo 
a la Revolución nicaragüense no podían ser muy altos, dado el 
carácter pluraüsta del movimiento, su magnitud de escala nacio­
nal y el hecho de que el gobierno somocista fuera resultado 
de una dictadura cuasihereditaria, que contaba además con pocas 
simpatías en el concierto internacional.

Desde antes del rompimiento de México con Somoza la Revo­
lución nicaragüense había venido contando con el apoyo logístico

4 D u r a n t e  e l  g o b i e r n o  d e  E c h e v e r r í a  M é x i c o  s o l i c i t ó  l a  e x p u l s i ó n  d e  E s p a ñ a  d e  l a s  N a c i o n e s  U n i d a s  p o r  r a z o n e s  s i m i l a r e s  a  l a s  a d u c i d a s  f r e n t e  a l  c a s o  d e  S o m o z a .  S i n  e m b a r g o ,  e n  e s e  c a s o  s e  t r a t a b a  d e  u n  g o b i e r n o  n o  r e c o n o c i d o  p o r  M é x i c o .
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y político de Costa Rica, país de gran prestigio democrático. Es 
más, Costa Rica había acogido un gobierno sandinista en el exi- 
lio. Panamá era otro país que había venido otorgando apoyo 
decidido a los revolucionarios. Sin embargo, era el gobierno ve­
nezolano de Carlos Andrés Pérez el que había venido cargando 
con el apoyo económico gracias a sus divisas petroleras. Pero 
en marzo de 1979 el gobierno de Carlos Andrés Pérez llega a su 
fin y un nuevo presidente, perteneciente a un partido distinto 
del de Pérez ( c o p e i) ,  asciende al poder. El cambio de gobierno 
y de partido en Venezuela ponen en peligro el apoyo económico y 
político a la Revolución nicaragüense, y consecuentemente el 
resultado de la lucha revolucionaria. Por otra parte se tiene el te­
mor de que esta situación empuje al movimiento revolucionario 
nicaragüense a la necesidad de solicitar a Cuba un apoyo más 
decidido. La posible mayor participación cubana implica a su 
vez el peligro de inmiscuir más directa y decididamente a los 
Estados Unidos. Ante esta situación no queda otra opción que 
tratar de convencer a México, el otro país rico en petróleo de 
la región, y con una larga tradición civilista, de que ocupe el 
vacío dejado por Venezuela. En otra forma se corre el peligro 
de que el asunto se internacionalice y se convierta en un con­
flicto Este-Oeste.

El encargado de la misión de convencer a México parece haber 
sido el presidente de Costa Rica Rodrigo Carazo Odio, pues se 
programa una entrevista entre él y López Portillo para el 20 de 
mayo siguiente en Cancún, México. Sin embargo, es posible que 
el gobierno mexicano haya sentido la necesidad de consultar o al 
menos informar anticipadamente de su decisión al gobierno de 
Castro, a efecto de evitar malas interpretaciones. Así que se ex­
tiende una repentina invitación a Castro para entrevistarse con 
López Portillo en la isla de Cozumel, en el Caribe mexicano, para 
una fecha que sorpresivamente resulta ser tres días antes de la 
visita de Carazo Odio.

Durante la visita de Castro a México nada hace sospechar que 
tres días después el gobierno mexicano romperá con Somoza. 
Si acaso —y eso solamente en un análisis a posteriori— una alu­
sión de Castro a México en el sentido de que constituye "la trin­
chera de América Latina”.3 Carazo Odio llega a su entrevista con 
López Portillo el 20 de mayo siguiente, dos días después de que 
Castro regresa a Cuba. Ese día, durante el banquete oficial, López 
Portillo anuncia la decisión de romper con el gobierno de Somo­
za. En esa ocasión expone los fundamentos de su decisión ya

5 V é a s e  e l  d i s c u r s o  d e  C a s t r o  d u r a n t e  l a  c e n a  o f i c i a l  d e l  17  d e  m a y o  d e  1979 . A l g u n o s  o b s e r v a d o r e s  n o r t e a m e r i c a n o s  a t r i b u y e n  e l  r o m p i m i e n t o  c a n  S o m o z a  a l  h e c h o  d e  q u e  L ó p e z  P o r t i l l o  h a b í a  s u s t i t u i d o  a  s u  a n t e r i o r  c a n c i ­l l e r  " p r o n o r t e a m e r i c a n o ” p o r  o t r o  m á s  n a c i o n a l i s t a ,  a p e n a s  s i  u n  d í a  a n t e s  d e  l a  v i s i t a  d e  C a s t r o  a  M é x i c o .  R e s u l t a  e n  t o d o  c a s o  m á s  l ó g i c a  u n a  d e c i ­s i ó n  a  l a  i n v e r s a :  u n a  v e z  t o m a d a  l a  d e c i s i ó n  d e  a p o y o  a  l a  R e v o l u c i ó n  n i c a r a g ü e n s e  s e  n o m b r a  u n  n u e v o  c a n c i l l e r  m á s  i n c l i n a d o  a  e s t a  p o l í t i c a .
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mencionados líneas arriba, pero días después declara ante los 
líderes de las cámaras mexicanas de diputados y senadores:

Ha sido una decisión pensada, que simplemente se tomó en 
condiciones de denuncia dramática por parte del Presidente 
de una República que es orgullo de la América Latina: Cos­
ta Rica.6

Al tiempo que rompe con Somoza el gobierno mexicano se 
embarca junto con Costa Rica en una campaña sin mucho éxito 
de reclutar a otros países de la región en el bloqueo diplomático 
al gobierno de Nicaragua. Poco después circulan rumores en 
Washington de que el gobierno mexicano está proporcionando 
armas a los revolucionarios. La veracidad de estos rumores no 
se comprueba. Sin embargo, un año más tarde, un influyente co­
lumnista mexicano escribe que el gobierno de López Portillo 
"proporcionó a los rebeldes nicaragüenses una ayuda mucho más 
sólida, amplia y efectiva de lo que se ha confesado hasta ahora”.7 
Por otra parte, México encabeza al grupo de países que bloquean 
en la o ea  en junio de 1979 una velada iniciativa de los Estados 
Unidos encaminada a constituir una fuerza interamericana de 
paz para restablecer el orden y asegurar elecciones democráticas 
en Nicaragua.8 Finalmente, el 19 de julio de 1979 triunfa la revo­
lución en Nicaragua, y a partir de ese momento México se con­
vierte en el protector internacional del nuevo gobierno: gestor 
ante Washington para persuadir al gobierno norteamericano de 
no intervenir en Nicaragua, al punto de proponer el 21 de febrero 
de 1982 un pacto de no agresión con Nicaragua; abastecedor, 
junto con Venezuela, del petróleo que demanda la economía ni­
caragüense; garante ante la banca internacional de la deuda 
externa nicaragüense, y suministrador de ayuda económica y téc­
nica en proporción sobresaliente entre los países donantes. A 
cambio de esto México no va a exigir nada abiertamente, pues 
el presidente López Portillo declara que "la asistencia de México 
será incondicional”. Sin embargo, es obvio que México esperaba 
—y espera— que su presencia ayude a dar viabilidad a la econo­
mía nicaragüense, y sobre esta base, a evitar la radicalización del 
gobierno revolucionario y a conservar su carácter pluralista. Por 
otra parte, es obvio también que México espera que su participa­
ción ayude a frenar la extensión de los conflictos en Centro­
américa y a reducir gradualmente la presencia en la región de 
"las hegemonías de uno u otro signo”. En este último objetivo 
se advierte la intención de México de encontrar una tercera vía

6 V é a s e  Excélsior, M é x i c o ,  25  d e  m a y o  d e  1979 , p . 12-a.7 M a n u e l  B u e n d í a ,  c o l u m n a  “ R e d  P r iv a d a " ,  Excélsior, M é x i c o ,  2 9  d e  e n e ­
r o  d e  1980 .8 C o n s t a n t i n e  C h r i s t o p h e r  M e n g e s ,  " C u r r e n t  M e x i c a n  F o r e i g n  P o l i c y ,  R e ­v o l u t i o n  i n  C e n t r a l  A m e r i c a  a n d  t h e  U n i t e d  S t a t e s ” , T h e  H u d s o n  I n s t i t u t e ,  A r l i n g t o n ,  V i r g i n i a ,  j u n i o  d e  1980 , p . 39 .
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para la región, una vía propia latinoamericana —no necesaria­
mente a la mexicana— basada en el "nacionalismo revolucionario", 
tesis lo suficientemente amplia como para ser reinterpretada a 
la luz de la realidad de cada país, pero independiente de las gran­
des potencias.9

De que éstos son los objetivos de la presencia de México en 
Nicaragua dan fe la reacción negativa de México cuando Managua 
anunció su intención de comprar armas refinadas a Francia 
y los reiterados mensajes indirectos contenidos en las declara­
ciones oficiales. Por ejemplo, en su discurso del 21 de febrero 
de 1982, cuando viajó a Managua para recibir la medalla Augusto 
César Sandino en su máximo grado “Batalla de San Jacinto”, el 
Presidente mexicano declaró:

Si hace dos años, al dirigirme al pueblo de Sandino, sugerí 
que la Revolución nicaragüense podía constituir el punto 
de encuentro —el gozne histórico dije entonces— de la his­
toria revolucionaria moderna de la América Latina, ratifico 
hoy mi convicción: conozco la irrenunciable determinación 
de la Junta y del Frente Sandinista por mantener fírme el 
rumbo plural, democrático y progresista trazado el 19 de 
julio de 1979.10

En ocasión de la  reunión de la co p p p a l celebrada en Managua 
en febrero de 1982, en el discurso oficial de la delegación mexi­
cana del Partido Revolucionario Institucional (pri), se dijo lo 
siguiente:

Coincidimos con el comandante Daniel Ortega Saavedra 
cuando señalaba ayer que Nicaragua es hoy más fuerte que 
ayer porque avanza en sus programas y metas, en su plura­
lismo político, en sus logros económicos, en su sistema de 
economía mixta, en su bienestar social y en el ejercicio de la 
libertad de expresión.11

Con el transcurso del tiempo la acción de apoyo de México en 
relación con el gobierno revolucionario nicaragüense se vio com­
plicada con dos acontecimientos posteriores al triunfo sandinista: 
la escalada de la revolución en El Salvador a partir de 1980 y el 
ascenso al poder en Washington de Ronald Reagan en enero 
de 1981.

9 V é a n s e  d o c u m e n t o s  d e  l a  C o n f e r e n c i a  P e r m a n e n t e  d e  P a r t i d o s  P o l i t i ­c o s  d e  A m é r i c a  L a t i n a  ( c o p p p a l) ,  c e l e b r a d a  e n  O a x a c a ,  M é x i c o ,  e l  m e s  d e  o c t u b r e  d e  1979 b a j o  l a  o r g a n i z a c i ó n  d e l  P a r t i d o  R e v o l u c i o n a r i o  I n s t i t u c i o ­n a l  ( p r i ) ,  p a r t i d o  m e x i c a n o  e n  e l  p o d e r .10 T o m a d o  d e  El Día, M é x i c o ,  22  d e  f e b r e r o  d e  1982.11 D i s c u r s o  d e l  S e c r e t a r i o  d e  A s u n t o s  I n t e r n a c i o n a l e s  d e l  p r i ,  B e r n a r d o  S e p ú l v e d a .  T o m a d o  d e  Uno Más Uno, M é x i c o ,  24  d e  f e b r e r o  d e  1982.
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IV .  MÉXICO Y LA REVOLUCIÓN EN E l  SALVADOR

La escalada de la Revolución salvadoreña creó un elemento más 
de inestabilidad en la ya de por sí convulsionada región centro­
americana que alarmó aún mayormente a Washington. La “teo­
ría del dominó” —que aduce que los países de la región irán 
cayendo uno a uno, como simples fichas, en manos de la revolu­
ción marxista— cobró mayor veracidad. Esto trajo aún más 
complicaciones para la política mexicana en el área y avivó las 
discrepancias entre México y los Estados Unidos en materia de 
política regional, sobre todo porque conforme a la "teoría del 
dominó” México es la última ficha.

En el caso de la Revolución salvadoreña las cosas se compli­
caron también para México por otras razones. En primer lugar, 
los insurrectos no forman un frente popular nacional tan claro 
como en el caso de Nicaragua. Las fuerzas políticas están más 
diversificadas y el apoyo popular con el que cada una de ellas 
cuenta es menos claro. Segundo, porque en relación con El Sal­
vador no existe un frente sólido de apoyo de parte de los países 
latinoamericanos como en el caso original de Nicaragua. México 
ha perdido aliados de importancia, como Venezuela, pero sobre 
todo Costa Rica, lo cual resta legitimidad y fuerza a la acción 
de México. Esta legitimidad se vulneró aún más cuando el go­
bierno mexicano buscó el apoyo de un país extracontineníal, Fran­
cia, para su política en El Salvador.

En efecto, el movimiento revolucionario en El Salvador no pre­
senta un frente tan unificado como en Nicaragua. La democracia 
cristiana, que fue durante años el centro de la oposición política 
en El Salvador, se encuentra dividida y parte de ella colaboró 
con los militares en un gobierno cívico-militar y la otra se sumó 
a los revolucionarios. Por otra parte esto llevó a que el gobierno 
venezolano de Herrera Campins, de orientación democratacristia- 
na, apoyara al gobierno cívico-militar de El Salvador en contra 
de los insurrectos. Costa Rica, profundamente antisomocista pero 
también anticomunista, no ve con simpatía a los revolucionarios 
salvadoreños, sobre todo a partir del cambio de gobierno en San 
José, de Carazo Odio a Luis Alberto Monge.

Tal vez por todas estas razones el gobierno mexicano, contra 
lo que muchos observadores llegaron a pensar en un momento 
dado, no rompe relaciones con el gobierno salvadoreño de Napo­
león Duarte como lo hizo con Somoza. Sin embargo, el 28 de 
agosto de 1981 emite un comunicado conjunto con el gobierno 
de Francia, que es presentado ante las Naciones Unidas, recono­
ciendo como “fuerzas políticas representativas” a las organiza­
ciones revolucionarias salvadoreñas.

El comunicado mexicano-francés provocó reacciones tanto po­
sitivas como negativas. Las reacciones negativas fueron en el sen­
tido de que este era un flagrante acto de intervención que estimu-
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laba a los insurrectos otorgándoles legitimidad, y de que México 
había invitado a una potencia extracontinental para interferir en 
los asuntos de la región. Tanto el canciller mexicano como el pro­
pio presidente López Portillo negaron que este fuera un acto de 
intervención, aduciendo que sólo se trataba del reconocimiento 
de una realidad, realidad que era necesario tomar en cuenta si en 
verdad se quería llegar a una solución negociada. El presidente 
López Portillo llegó a declarar, en obvia referencia al gobierno 
de Reagan, que en todo caso lo que realmente era un acto de 
intervención era otorgar ayuda militar a una de las partes en 
conflicto. Es lógico suponer que el gobierno mexicano midió 
anticipadamente las fuertes críticas que tal comunicado habría 
de causar, pero que consideró más importante tomar tan desa­
fiante decisión, como un recurso último que hiciera más difícil 
una posible "acción definitiva" en contra de los revolucionarios 
de parte de los Estados Unidos y sus aliados.

El 5 de marzo de 1981 el presidente Duarte de El Salvador creó 
la Comisión Central Electoral, con el encargo de preparar una ley 
electoral y procedimientos para la elección de una Asamblea 
Constituyente en 1982, la que a su vez preparara elecciones pre­
sidenciales para el futuro.12 La primera elección fue programada 
para el 28 de marzo y en esta carta puso grandes esperanzas el 
gobierno de Reagan, esperando, por una parte, que la sola parti­
cipación numerosa de los ciudadanos restaría legitimidad a los 
revolucionarios, y por la otra, que la democracia cristiana resul­
tara triunfadora. Las guerrillas trataron de frustrar las eleccio­
nes con ataques en diversos puntos aunque con escaso éxito y la 
participación resultó en efecto alta. Sin embargo, voceros del 
movimiento revolucionario adujeron que una gran mayoría de 
ciudadanos había ocurrido a votar presionados por amenazas 
de parte del gobierno y de organizaciones políticas rivales. Con 
anterioridad a las elecciones México insiste una vez más ante los 
Estados Unidos, inútilmente, en que las elecciones, sin una nego­
ciación política previa, resultarán inútiles para terminar con la 
violencia. El tiempo vendrá a darle la razón a México.

Pero lo más importante de estas elecciones es que quienes re­
sultaron triunfadores fueron los partidos ultraderechistas en su 
conjunto, los que al decidir coaligarse derrotaron a la democracia 
cristiana de Napoleón Duarte, que era la carta del gobierno de 
Reagan, y quien va a denunciar con posterioridad las tendencias 
antidemocráticas del nuevo gobierno. Este hecho va a poner en 
situación difícil la ayuda militar norteamericana al gobierno de 
El Salvador. Todas estas circunstancias complicaron aún más el 
escenario salvadoreño, por lo que para mediados de 1982 éste 
parecía haber entrado en un callejón sin salida.

i 2 U .  S .  D e p a r t m e n t  o f  S t a t e ,  El Salvador: The Search for Peace, W a s h ­i n g t o n ,  D .  C ., s e p t i e m b r e  d a  1981 .
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V. E l  p la n  m e x ic a n o  de d is t e n s ió n  p a ra  C e n tr o a m é r ic a  
y  e l  C a r ib e

Más acorde con su tradición y de mayor resonancia política, a 
juzgar por las adhesiones que recibió, fue el plan propuesto por 
México poco antes de las elecciones en El Salvador para lograr 
un clima de distensión en la zona que condujera hacia la paz, la 
democracia, la estabilidad y el desarrollo en Centroamérica y 
el Caribe. Dicha proposición fue hecha por el propio presidente 
López Portillo directamente a los países implicados en las ten­
siones, el 21 de febrero de 1982, en ocasión de su viaje a la ciu­
dad de Managua para recibir la orden Augusto César Sandino ya 
mencionada.

Al proponer el plan el Presidente mexicano dijo, en forma di­
recta y franca, que son tres los nudos del conflicto en la zona: 
Nicaragua, El Salvador "y si se quieren ver las cosas de frente, 
las relaciones entre Cuba y los Estados Unidos”.13 En consecuen­
cia, consideró que si estos dos últimos países continuaban las con­
versaciones ya iniciadas bajo la sugerencia de México, entre el 
Secretario norteamericano de Estado y el Vicepresidente cuba­
no, el diálogo podría convertirse en negociación.

Por lo tanto, puede decirse que el plan está dirigido en primer 
término a reducir las tensiones, con objeto de crear un clima 
propicio que finalmente conduzca a negociaciones de fondo. 
En palabras del propio presidente López Portillo:

. . .  no se trata de un plan global de paz para la región, que 
como tal difícilmente podría prosperar. Se trata de plan­
tear por canales separados, aunque cercanos y posiblemente 
convergentes a mediano plazo, los mecanismos de negocia­
ción, de intercambio de concesiones y de formalización de 
las mismas, que puedan ser conducentes a un clima de dis­
tensión.14

El plan contempla tres canales de acción: primero, la ya men­
cionada continuación del diálogo entre Cuba y los Estados Uni­
dos; segundo, una solución negociada para El Salvador en la que 
México y otros países amigos y aun aliados de los Estados Unidos 
den seguridades a este último en cuanto a sus preocupaciones 
acerca de las consecuencias de una salida negociada, y tercero, 
una serie de pactos de no agresión entre Nicaragua y los Estados 
Unidos por una parte y entre Nicaragua y sus vecinos por la 
otra. Para esto, México se ofrece como "comunicador": "Los 
mexicanos queremos ser útiles, queremos ser conducto, enlace, 
comunicación entre quienes han dejado de hablarse o quienes 
nunca lo han hecho.” 15

13 Tomado de E l Día, México, 22 de febrero de 1982.
34 Ibid.
15 I b i d .
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En su presentación del plan el Presidente mexicano hizo hinca­
pié en su reiterada aseveración de que México no pretende con 
su política en el área hacerle el juego a nadie, al decir que Méxi­
co no defiende en el plano externo ideologías, unas u otras, sino 
que defiende principios: el derecho de los pueblos a la libre de­
terminación y el respeto a la soberanía de cada país. Por otra 
parte reiteró la preocupación mexicana por independizar a la 
región del conflicto Este-Oeste:

. .  .hoy Centroamérica y el Caribe luchan por modificar es­
tructuras internas y externas que en mucho se asemejan al 
orden colonial que imperaba en aquellos continentes [Asia 
y África]. De la misma manera que las más de estas luchas 
asiáticas y africanas no pudieron ser insertadas por la fuer­
za en la terrible dicotomía Este-Oeste o capitalismo-socia­
lismo, las revoluciones centroamericanas de nuestros días 
se resisten a esas clasificaciones maniqueístas.16

Las reacciones al plan mexicano de distensión fueron variadas. 
Nicaragua y Cuba reaccionaron favorablemente, aun cuando la 
segunda con algunas condiciones.17 El Presidente salvadoreño 
Duarte se lamentó de lo que calificó de intromisión, mientras 
los revolucionarios declararon que apoyaban el plan. Los Estados 
Unidos, por voz del secretario Haig, reaccionaron fríamente, 
aduciendo que si bien “había convergencia de perspectivas" en el 
plan, por otra parte no se trataba adecuadamente el asunto de 
la ayuda nicaragüense a los insurgentes en El Salvador. Esta 
fría actitud escondía obviamente el interés de los Estados Unidos 
por guardar los resultados de las elecciones en El Salvador, fija­
das para el 28 de marzo siguiente.18

El plan mexicano de distensión, a pesar de todo, resulta una 
medida realista y por lo tanto muy sugerente. En primer lugar 
porque parte de la apreciación de que cualquier solución para 
la zona que no tome en cuenta la concurrencia de los Estados 
Unidos y Cuba no es factible, y de que el clima de tensión segui­
rá prevaleciendo. En segundo lugar porque no pretende ser un 
plan general de paz sino solamente busca reducir las tensiones 
para alcanzar un clima más propicio para eventuales negociacio­
nes de fondo. Sin embargo, peca de poco realista al tratar de 
independizar el conflicto regional del enfrentamiento Este-Oeste, 
que es precisamente lo contrario a la estrategia del presidente 
Reagan, quien conforme a sus propios lincamientos usa el conflic­
to en el área como instrumento de presión en este conflicto 
global y por lo tanto implica concesiones soviéticas en otros 
frentes.

i s  Ibid.i i  V é a s e  c a r t a  d e  F i d e l  C a s t r o  a  L ó p e z  P o r t i l l o  e n  El Día, 2 4  d e  f e b r e r o  d e  1982 .i s  The Guardian, L o n d r e s ,  8  d e  m a r z o  d e  1982 , p . 6 .



86 MÉXICO COMO PODER REGIONAL

VI. E l  c o n t e x t o  c a m b i a n t e  d e  l a s  r e l a c i o n e s  
M é x ic o - E s t a d o s  U n id o s

E l contexto dentro del cual sei dan las relaciones M éxicoEstados  
Unidos ha cam biado drásticam ente con la coyuntura que se pre­
senta a p artir del segundo sem estre de 1981. La razón fundamen­
tal para ello ha sido la caída de los precios del petróleo, pero  
tam bién influyen notablem ente la recesión económ ica de los paí­
ses industrializados y el cam bio operado en la estru ctu ra  política 
regional.

Hay que advertir, sin em bargo, que si bien estos fenómenos 
tienden a influir necesariam ente en la política exterior tanto  de 
México com o de los E stad os Unidos, así com o en las relaciones 
entre ambos países, la influencia que ejercen es en sustancia dis­
tinta y hasta encontrada. De aquí entonces que lo im portante sea 
analizar el peso específico que cada una de ellas pueda tener a 
fin de elucidar cuál será la que tienda a  prevalecer en grado  
m ayor.

V II. L a c a íd a  d e  l o s  p r e c io s  i n t e r n a c i o n a l e s  d e l  p e t r ó l e o

L a caída de los precios del petróleo ha tenido efectos considera­
bles en la estru ctu ra de las relaciones M éxico-Estados Unidos. 
N o es que se piense que exista una relación m ecánica entre pe­
tróleo y política exterior. Sin em bargo, el m ercado internacional 
petrolero ha pasado de ser uno dominado por los vendedores a 
o tro  controlado p or los com pradores debido a la sobreoferta de 
crudo a  nivel mundial. Obviamente esto  ha restado poder de ne­
gociación a  los países exportadores, tanto en la com ercialización  
específica de su propio crudo com o en un sentido general amplio. 
Ello  a  su vez afecta  necesariam ente el m arco  de las relaciones 
M éxico-Estados Unidos.

Pero hay algo m ás todavía. La caída de los precios del petróleo  
llevó a México a  tra ta r  de suplir la súbita reducción de sus in­
gresos por exportación de hidrocarburos con nuevos em préstitos  
internacionales de co rto  plazo. E sto  no obstante que su deuda 
externa era  ya p ara esas fechas la segunda m ás alta del mundo. 
E n  sus gestiones el gobierno m exicano se topó con un hecho  
nuevo p ara él: su solvencia económ ica se había reducido notoria­
m ente ante los bancos privados internacionales. E l petróleo, des­
de la caída de sus precios, no era  ya garantía suficiente para  
asegurar a  los bancos internacionales la capacidad de M éxico  
p ara  pagar el servicio de su deuda externa. M éxico se vio de pron­
to  ante un problem a de liquidez que am enazaba la reducción del 
gasto público y la paralización de proyectos de desarrollo. Sin 
em bargo, con grandes dificultades logró co n tratar nuevos em­
préstitos, de gran magnitud pero en térm inos poco liberales, que
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si bien salvaron la situación del m om ento, por o tra  p arte  vinie­
ron a generar nuevas presiones a la balanza de pagos al aum entar 
la deuda total y al ensancharse la p arte  correspondiente al corto  
plazo. E n  consecuencia, al 31 de diciem bre de 1981 M éxico tenía 
ya la deuda m ás alta del mundo.

Por o tra  parte, el peso, que se había m antenido sobrevaluado 
por un largo periodo, con cargo a las exportaciones de petróleo, 
sufrió nuevas presiones, y no obstante que había estado técnica­
m ente flotando desde 1976 tuvo que ser devaluado en febrero  
de 1982 en 4 6 % . Sucede que la disparidad inflacionaria entre  
M éxico y su principal socio com ercial, los Estados Unidos, que 
era  ya notoria desde 1979, se ensanchó enorm em ente en 1981. La 
tasa de inflación oficialm ente reconocida por el gobierno mexi­
cano p ara 1981 fue de 28.7 % , m ientras que la norteam ericana, 
com o resultado de la política restrictiva del presidente Reagan, 
bajó  a  menos de 10 %. Más todavía, el mes de enéro de 1982 abrió  
en México con una tasa  de inflación que alcanzó cifras sin pre­
cedente, al dispararse a  5 % , m ientras que la de los Estados  
Unidos bajaba aún m ás. E ste  fenómeno puso sobre aviso al pú­
blico m exicano, que creó presiones adicionales al peso a  través 
de com pras masivas de dólares de carácter preventivo y especu­
lativo. P ara el mes de febrero estas presiones se hicieron tan  
agudas, que el día 17, ante lo que resultó ser en palabras del 
propio Presidente de la República un virtual "asalto " a  la reserva  
de divisas, el peso fue devaluado. Lo peor del caso  es que tal y 
com o aconteció en 1976 la tendencia hacia la dolarización con­
tinuó, por lo que el peso siguió deslizándose hacia abajo aún 
después de la  devaluación.

P or o tra  parte, la devaluación del peso de febrero de 1982 pro­
dujo un nuevo y sensible aum ento en moneda nacional de los 
pagos por concepto de intereses de la deuda externa. E sto  vino 
a co n trarrestar gran parte  de los beneficios tradicionalm ente  
asociados con las devaluaciones, a  la vez que vino a  reducir aún 
m ás la solvencia de M éxico ante los bancos internacionales.19

Ante esta  grave situación el presidente López Portillo se vio 
en la necesidad de expedir un decreto de urgencia, el 20 de 
abril de 1982, orientado " . .  .a  garantizar la continuidad del des­
arrollo en el contexto de un desempeño m ás favorable del sector  
externo del país y de una reducción de las presiones inflacio­
narias internas’’.20 E l decreto consiste en una serie de medidas, 
contenidas en 17 puntos, encam inadas a  con trolar la situación  
con carácter urgente. E n  su conjunto constituye un program a

i» Sin embargo, el 30 de junio de 1982 el gobierno mexicano anunció, con 
gran difusión, la obtención de un crédito por 2 500 millones de dólares otor­
gado por 75 bancos de 12 diferentes países "en una muestra de solidaridad 
y confianza en el futuro de México y para que supere problemas que no le 
son privativos, puesto que también están inmersas en ellos las naciones 
industrializadas”, Excélsior, 1? de julio de 1982, primera plana.

20 México, Presidencia de la República, Decreto del 20 de abril de 1982.
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de estabilización económ ica muy cercano a  los criterios del Fondo  
M onetario Internacional, pero autoimpuesto.

E n tre  las medidas adoptadas destacan las siguientes: un re­
co rte  drástico  al gasto público, así com o un control m ás estricto  
de las erogaciones; la suspensión de obras públicas no relacio­
nadas directam ente con el proceso productivo y la postergación  
de nuevos proyectos; el aum ento de los ingresos públicos en 
150 mil millones de pesos m ediante la elevación de precios y 
tarifas de productos y servicios a cargo del E stado; un lím ite al 
endeudam iento neto del sector público con el exterior de 11 mil 
millones de dólares; un lím ite al crédito  neto que proporciona  
el banco central al gobierno federal m arcado por la captación  
de recursos internos por parte  de dicho banco; el control del 
increm ento del total de billetes en circulación en la medida en 
que aum enten las reservas internacionales netas del banco cen­
tra l; la reducción de las im portaciones de los sectores público 
y privado en 3 mil millones de dólares cada uno respecto a  1981; 
una política de tasas de interés pasivas que responda a la evolu­
ción de las tasas externas y a los movimientos de tipo de cam bio, 
estableciendo una prim a en favor de la inversión en pesos; una 
política en m ateria de tasas activas de tratam iento  preferencial 
a  los sectores socioeconóm icos m ás vulnerables, a  través de tasas 
tope para ciertos “cajones” de crédito, evitando subsidios des­
proporcionados, y una garantía a  las em presas privadas que re­
quieren financiam iento en dólares, de m ejores condiciones para  
su contratación  y  liberalización.21

E l resultado neto de toda esta situación es que p ara 1982, en 
lugar de estar a dministrando la abundancia después de la crisis  
de 1976-1977 com o se había esperado, nos encontram os de nueva 
cuenta adm inistrando una crisis. E n  su segundo inform e de go­
bierno el presidente López Portillo había declarado:

Hemos program ado m etas sucesivas que definen el plan glo­
bal de desarrollo nacional en tres etapas bianuales: los 
prim eros dos años, superación de la crisis; los siguientes 
dos, consolidación de la econom ía, y los últim os, crecim iento  
acelerado.22

Pero para m ayo de 1982 el Presidente adm itió, en form a visi­
blemente dram ática, que " . .  .el segundo periodo, el de la conso­
lidación, se nos traslapó con el crecim iento acelerado que se 
empezó a d ar antes de consolidar la econom ía”.23

Es verdad que el país logró alcanzar en los últim os años tasas  
de crecim iento económ ico jam ás vistas (7.6 % en prom edio para

Ibid.
22 José López Portillo, Segundo informe de gobierno, México, septiembre 

de 1978.
23 Entrevista “Veinte mujeres y un hombre", Excélsior, 12 de mayo de 

1982, primera plana.
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1978-1981) 24 y que el empleo, la infraestructura económ ica  y la 
planta productiva en general crecieron tam bién a  un ritm o ace­
lerado. Pero el sobrecalentam iento de la  econom ía y la conse­
cuente inflación llevaron al país a la situación en que hoy día nos 
encontram os. Lo que sucede es que nadie previo la caída de los 
precios del petróleo. Se partió  de la base de que éstos seguirían  
creciendo indefinidamente sin ningún tropiezo. E ste  e rro r de 
cálculo restó  prestigio y confianza al gobierno en los círculos 
internacionales.

En el frente político interno la situación es tam bién delicada. 
El presidente López Portillo heredó de su predecesor un país 
en crisis y él a su vez habrá de heredar a  su sucesor un país en 
crisis. La diferencia estriba en el hecho de que hoy día no se vis­
lum bra una "palanca" salvadora com o fue el petróleo en 1977, y 
que p or ser una crisis que se repite por segunda vez en form a  
sim ilar, la brecha de credibilidad y de confianza del público res­
p ecto  a  las instituciones gubernam entales se ha ensanchado. 
O tro elem ento m ás de diferencia es que en esta ocasión la crisis 
viene precedida de tres años de bonanza económ ica y que en 
todo caso resulta esencialm ente distinto dejar de dar empleo a 
quien no lo tiene, que tener que1 quitárselo a  quien ya lo tiene. 
Finalm ente debe tom arse en cuenta que en 1982 la crisis se 
presentó justo  antes de las elecciones federales y que esto  pudo 
reflejarse en el voto, restando fuerza y legitimidad al partido  
que h a gobernado a  México p o r los últim os cincuenta años.

V III. MÉXICO DE LA BONANZA A LA C R ISIS, 1981-1982

E n tre  1976 y 1981 la econom ía m exicana creció  en prom edio al 
7.4 % anual, m ientras que los países industrializados en su con­
junto lo hicieron al 2.7 y los latinoam ericanos al 3.6. E ste  extra­
ordinario ritm o de crecim iento de la econom ía m exicana perm i­
tió generar 800 mil empleos anuales en prom edio durante el m is­
m o lapso y reducir el desempleo abierto de 8 a  4.5 % .25 Pero el 
sobrecalentam iento de la econom ía condujo a  la  disparidad in­
flacionaria interna y externa, al tiem po que los precios interna­
cionales del petróleo declinaban en form a inesperada. E n  con­
secuencia, la bonanza económ ica empezó a  esfum arse a  partir  
de la segunda m itad de 1981.

E l año de 1981 term inó con un déficit en cuenta corriente de la 
balanza de pagos notablem ente superior al de 1980. E se  año fue 
de 6 760 millones, m ientras que p ara 1981 fue de 11 704 millones.

24 7.3 % en 1978, 8.0 % en 1979, 7.4 % en 1980 y 8.1 % en 1981. Véase Banco 
de México, Informe anual 1980 e Informe anual 1981, México, 1981 y 1982, 
respectivamente.

25 Véase José López Portillo, entrevista “Veinte mujeres y un hombre", 
op. cit.
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Según estim aciones del Banco de M éxico este enorm e déficit 
se debió a cinco conjuntos de factores.

Prim ero, la caída de los precios en el m ercado internacional 
del petróleo, calculándose que por ello se dejaron de percibir 
cerca  de 5 mil millones de dólares.

Segundo, la diferencia en tre  el alto crecim iento económ ico  
interno y el de los m ercados tradicionales de M éxico, que fue 
causa en parte  de que las exportaciones no petroleras siguieran  
contrayéndose y de que las im portaciones continuaran aumen- 
tando. (Las exportaciones no petroleras fueron p or valor de 
5 429 millones de dólares en 1980 y de 5 352 millones en 1981.)

Tercero, el ensancham iento en el diferencial entre la inflación  
interna y la externa, que llevó a  una notoria reducción de los 
saldos positivos en turism o y transacciones fronterizas. E l saldo  
turístico disminuyó de 626 millones de dólares en 1980 a 213 mi­
llones en 1981, m ientras que el saldo por transacciones fronteri­
zas se redujo durante el m ism o lapso de 593 millones de dólares 
a  sólo 94 millones. Aquí cabe aclarar que fuentes norteam erica­
nas señalan p ara 1981 un núm ero m ayor de viajeros m exicanos 
a  los Estados Unidos (3.8 millones) que los que reportan fuentes 
nacionales com o turism o egresivo total de M éxico (3.546 millones). 
P or o tra  parte, según esas m ismas fuentes norteam ericanas, el 
núm ero de viajeros norteam ericanos que visitó a  M éxico ese año 
(3.270 millones) fue inferior al ya citado núm ero de m exicanos 
(3.8 millones) que visitó los Estados Unidos. E sto  hace suponer 
que el saldo favorable p or concepto de turism o no solam ente se 
redujo entre 1980 y 1981 sino que se hizo negativo.26

Cuarto, la persistencia de los altos niveles de las tasas de inte­
rés de los m ercados internacionales de capitales, que aum entaron  
los egresos por concepto  del servicio de la deuda externa. Los 
egresos por concepto de intereses de la deuda pública externa  
aum entaron de 3 957 millones de dólares en 1980 a  5 507 millones 
en 1981, o sea que tuvieron un aum ento de 1 550 millones, y los 
de la deuda privada de 1 478 millones de dólares a 2 709 millones, 
o  sea un aum ento de 1 231 millones.

Quinto, la depresión en el m ercado mundial de la plata, que 
causó pérdida de ingresos provenientes de la venta de dicho  
m etal.27

E ste  gran déficit en cuenta corriente fue com pensado por en­
tradas netas de capital que alcanzaron la cifra sin precedente de 
18 153 millones de dólares (8 355 millones m ás que en 1980). E l 
82 % de estos recursos financieros netos fueron contratados a 
través de la deuda pública externa (14 900 millones de dólares).

26 Véase Don Wynegar, International Travel to and from the U. S.: 1982 
Outlook, U. S. Department of Commerce, 10 de diciembre de 1981, cuadro 5, 
citado por Rosario Molinero, Mitos y realidades del turismo en México ( 1916- 
1981 ), Tesis de Licenciatura, México, E l Colegio de México, 1982, p. 60.

27 Banco de México, Informe anual 1981, México, 1982, p. 74.
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E l endeudamiento privado contribuyó tam bién significativamente 
a  com pensar el déficit en cuenta corriente, al generar un flujo  
neto de divisas p or 4 157 millones de dólares.28

Estos datos m uestran claram ente las presiones a  las que estuvo  
expuesto el peso m exicano, lo que aunado a las com pras m asivas 
de dólares habría de conducir a la devaluación del 17 de febrero  
de 1982.

P ara el presidente López Portillo no fue fácil, en 1976, to m ar  
la decisión política de convertir al país en exportador de hidro­
carburos. E n  prim er lugar porque el precedente histórico — cuan­
do México llegó a  ser durante los años veinte un gran exporta­
dor de crudo—  tenía aún m alos recuerdos debido a  las pocas 
utilidades económ icas que esto  dejó y a  los muchos problem as 
internacionales que trajo . E n  segundo, porque p ara  1976 existía  
ya una doctrina, sancionada por el tiem po, en el sentido de que 
los recursos naturales de carácter no renovable debían ser reser­
vados p ara el desarrollo interno. Finalm ente, porque la sola idea 
de convertir al país nuevam ente en exportador de hidrocarbu­
ros suscitó una gran polém ica en círculos tanto  internos com o  
externos al gobierno, que tuvo que ser superada con gran difi­
cultad. De ahí que deba ser altam ente fru strante p ara López Por­
tillo ver cóm o, hacia fines de su gobierno, se tenga que enfrentar  
una difícil situación económ ica sim ilar a la  que encontró cuando  
tom ó el poder.

Al com parar las crisis que han tenido que afron tar hacia el 
fin de sus respectivos gobiernos los presidentes Echeverría y 
López Portillo, lo que m ás llam a la atención no son sus diferen­
cias, sino sus similitudes, sobre todo en cuanto a  su m anejo polí­
tico. E s notorio cóm o, en ambos casos, los respectivos presiden­
tes no lograron advertir la gran brecha de confianza y credibili­
dad que se había abierto entre la m asa ciudadana, o  al menos 
entre el público atento y el gobierno. No lograron advertir que 
debido a esta  brecha el público llegó al punto de in terp retar laa  
cosas en térm inos enteram ente opuestos a  las declaraciones ofi­
ciales. De aquí que en casos tales com o las devaluaciones de 1976 
y 1982, por ejemplo, el propio público, al interp retar justam ente  
lo opuesto a  las declaraciones encam inadas a  calm arlo y  a  re- 
ganar su confianza, coadyuvara con la com pra m asiva de dólares 
a m aterializar sus propios tem ores, en un proceso de "profecía  
autocum plida”. E l propio presidente López Portillo, con sus de­
claraciones hechas durante el Quinto Inform e de Gobierno, sobre  
lo cual insistiría meses después, en el sentido de que “defende­
ría  al peso com o un p erro", obviamente contribuyó, inadvertida­
m ente tal vez, a estim ular los rum ores de que una devaluación 
era  inminente. Con posterioridad a la devaluación de febrero de  
1982 el propio presidente López Portillo reconoció que . .en este  
m om ento m ás credibilidad que el Presidente de la  República la,

28 Ibid., pp. 76-77.
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tiene un empleado de ventanilla, que le recom ienda a una señora: 
com pre dólares, le conviene”.29

IX . La r e c e s i ó n  e c o n ó m ic a  m u n d i a l

La recesión económ ica mundial y particularm ente la norteam eri­
cana tienden a afectar el contexto de las relaciones M éxico-Esta­
dos Unidos en la medida en que son obstáculos que impiden la 
recuperación económ ica de México a  corto  plazo. H a quedado 
establecida, en páginas anteriores, la grave crisis p or la que a tra ­
viesa el sector externo de la econom ía m exicana. P ara a tacar a 
co rto  plazo el problem a de liquidez internacional de México se 
requiere una transfusión masiva de divisas. Pero p or una parte, 
es de prever que el deprim ido m ercado internacional del petróleo  
tard ará en reaccion ar a  m enos que hubiera un súbito cam bio que 
con trajera la producción, com o por ejem plo un conflicto bélico  
generalizado en el Medio Oriente. P or o tra  parte, las exportacio­
nes no petroleras, a  pesar de la devaluación del peso, tam poco  
tienen un futuro halagüeño. Esto  es debido a la recesión mundial, 
particularm ente la de los Estados Unidos, principal cliente co­
m ercial de M éxico. Se estim a que el p ib  de los 24 m iem bros de la 
OCDE apenas si crecerá  en 1982 0.25 % , en lugar de 2 % com o se 
preveía hace un año. La producción industrial de los 10 países 
m ayores decreció en prom edio 1.9 % durante los últim os doce 
meses y su tasa de desempleo prom edio fue de 8 % .30 Pero ade­
m ás, la recesión ha conducido a  los países industrializados a  un 
creciente proteccionism o y una política de subsidios, lo que afecta  
las exportaciones m exicanas no petroleras en dos sentidos: frente  
al propio país im portador y en cuanto a  terceros m ercados.

E l endeudamiento externo tam poco se vislum bra com o una 
solución a  corto  plazo. Hemos visto que México tiene hoy día la 
deuda m ás alta del mundo y que el propio gobierno se ha auto- 
impuesto un lím ite p ara nuevos em préstitos en 1982. Pero aun 
cuando esta autolim itación no existiera y aun cuando el m ercado  
internacional de capitales reaccionara favorablem ente al otorga­
m iento a  M éxico de volúmenes m ayores de crédito, las elevadas 
tasas de interés que prevalecen actualm ente en el m ercado hacen  
prohibitiva esa solución.

Quedaría com o solución a  co rto  plazo un m ayor flujo de inver­
sión extran jera  directa. Pero falta ver si un m ercado deprimido  
com o el m exicano resulta atractivo  en estos m om entos para la 
inversión extran jera, a  menos que no sea para adquirir, a la baja, 
em presas ya establecidas. Por o tra  parte, en la presente coyun­
tura la inversión extran jera estaría en m ejor posición de imponer

29 Entrevista "Veinte m u je re s ..." , op. cit.
30 Samuel I. del Villar, "Quiebra y  tasas de interés", presentación ante 

la Comisión de Asuntos Internacionales del p r i , México, 7 de junio de 1982.
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condiciones. Con ello el gobierno se debilitaría aún m ás política­
m ente en lo interno y en lo externo.

X . Los CAMBIOS EN LA ESTRUCTURA POLÍTICA REGIONAL

L a estru ctu ra política en el continente am ericano ha cam biado  
y continúa cambiando. L a hegemonía norteam ericana ya no es tan  
om nipotente com o en la época de la guerra fría. Los países latino­
am ericanos en su conjunto diversificaron sus relaciones econó­
m icas en la medida en que los países industrializados fueron  
reconstruyendo sus econom ías después de la segunda Guerra 
Mundial. Hoy día ya no son tan dependientes de los Estados  
Unidos com o lo fueron durante la posguerra inm ediata.

Cuba fue el prim er país en sacudirse el tutelaje político de los 
Estados Unidos, aunque bajo  la protección soviética. A Cuba 
han seguido otros casos, que si bien no han significado necesaria­
m ente enfrentam ientos abiertos constituyen un alejam iento de 
la línea ortodoxa norteam ericana. Un indicador claro  de esta  ten­
dencia ha sido la reducción de la influencia del Pentágono en 
m uchas de las fuerzas arm adas latinoam ericanas y la sustitución  
del arm am ento norteam ericano por el de otros proveedores.

Por o tra  parte, m uchos observadores coinciden en afirm ar que 
durante el gobierno de C arter los Estados Unidos perm itieron  
que se creara  un vacío de poder en la Am érica Latina al no haber 
sofocado — com o se hizo en 1965 en la República Dominicana—• 
la Revolución sandinista en N icaragua, al haber hecho concesio­
nes a  Panam á a través de los nuevos tratados sobre el canal, y 
al perm itir que se establecieran regímenes prosocialistas en al­
gunas de las islas del Caribe. Sin em bargo, lo cierto  es que el 
gobierno de Reagan tam poco ha podido sofocar la revolución  
en E l Salvador y tam poco pudo impedir la guerra de las Malvi­
nas entre la Argentina y la Gran Bretaña.

Sería ingenuo, sin em bargo, derivar de estos fenómenos con­
clusiones apresuradas. Los Estados Unidos siguen teniendo la 
capacidad últim a p ara sofocar revoluciones y con trolar guerras 
en la Am érica Latina. La diferencia es que hoy día el costo  y el 
esfuerzo serían m ás altos, en función del m ayor pluralism o efec­
tivo que vive el mundo, o  en otras palabras, de la m enor depen­
dencia unilateral respecto a los Estados Unidos. Hubo una épo­
ca  en la que una simple presión diplom ática o una am enaza in­
directa de tipo económ ico bastaban p ara inhibir el potencial 
transgresor del statu quo. Estos eran  los tiempos previos a la 
guerra de Vietnam  y al em bargo petrolero. E ran  los tiempos 
en que la pax am ericana  reinaba absoluta hasta en el últim o  
rincón del mundo occidental. Pero las circunstancias cam biaron  
y el gobierno de Reagan ha tenido dificultades p ara acom odar­
se a  esta  nueva situación.
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Sea cual fuere la razón, lo cierto  es que hoy día tanto la Doc­
trin a  Monroe com o el Tratado Interam ericano de Asistencia Recí­
proca ( t i a r )  m uestran grietas notorias. E n  los conflictos de Cen­
troam érica y el Caribe se han inmiscuido, en todo caso, no sola­
m ente el com unism o internacional, sino tam bién la internacional 
socialista y la dem ocracia cristiana internacional, en desacato  
abierto a la D octrina Monroe, pues son organizaciones que tienen  
su origen y derivan su fuerza de países europeos.31 La Iglesia 
católica, en sus tendencias conservadora y de izquierda de nuevo 
cuño, ha sido tam bién a cto r im portante en los conflictos locales, 
y hasta ciertas denominaciones protestantes — al juzgar por la 
orientación del m ilitar en turno en Guatemala—  reclam an para  
sí una participación política m ás activa. H asta la o l p  y Libia han 
echado su cu arto  de espadas en el conflicto.

Por o tra  p arte  el t i a r ,  así com o tam bién la D octrina Monroe, 
se vieron vulnerados con la guerra dé las Malvinas. El prim ero  
porque los Estados Unidos, lejos de evitar la guerra, apoyaron  
política y m aterialm ente a  la Gran B retañ a en con tra de la Ar­
gentina. Al m enos esto significa que ha prevalecido la o t a n  so­
bre el t i a r .  L a segunda porque los Estados Unidos perm itieron  
a  una potencia extracontinental, com o la Gran B retaña, dirim ir 
rencillas directam ente con un país latinoam ericano. L a  guerra de 
las Malvinas ha realineado a los países de la región al enfrentar  
antiguos aliados, com o en el caso de la Argentina y los Estados  
Unidos, o conciliar posiciones rivales, com o es el caso del apoyo 
brindado a la Argentina por Cuba, N icaragua, Panam á, el Perú  
y Venezuela.

Ante esta situación no debe sorprender entonces que potencias 
regionales em ergentes, com o lo son Venezuela y México, u otros  
países del área, com o Costa R ica y Panam á, reclam en su partici­
pación en el proceso de restructuración  del subsistem a político  
regional de Centroam érica y el Caribe. E n  otras palabras, estas 
naciones, por ser vecinas inm ediatas de los países bajo  conflicto, 
sienten tener m ayor derecho p ara tra ta r  de influir en el futuro  
político de la región que el que pudieran tener otras fuerzas ex- 
trarregionales.

Los cam bios en la estructura política regional afectan las rela­
ciones M éxico-Estados Unidos en la medida en que M éxico és 
parte de esos cam bios. En  otras palabras, se afectan en la medida 
en que México es una potencia regional nueva, dispuesta a 
influir en los asuntos del área, y en la medida en que los Estados  
Unidos estén dispuestos o no a  acom odarse con esta  nueva situa­
ción. Pero por o tra  parte tam bién las afectan en función de que 
los dos países resienten y perciben los cam bios en form a distinta 
y en consecuencia sus posiciones frente a ellos tienden a divergir.

31 Isidro Sepúlveda, "Apuntes y consideraciones sobre la seguridad na­
cional en México”, Seminario de relaciones internacionales, México, El Cole­
gio de México, junio de 1982.
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X I . C o n c l u s i o n e s

H a quedado establecido en las prim eras páginas de este trabajo  
que México se vio em pujado por las circunstancias a participar  
más activam ente en la política regional del área centroam ericana  
y  en concreto a  tom ar partido en el conflicto interno nicaragüen­
se, y cóm o en el proceso de tom a de esta decisión se cobró con­
ciencia de la im portancia politicoestratégica que la subregión cen­
troam ericana tiene para México. Se puede concluir tam bién que 
este  nuevo activism o internacional de México significó un paso  
m ás en el proceso de abandono de la política exterior tradicio­
nal, que se había caracterizado más bien por su pasividad y juri- 
dicismo, y que este cam bio pudo llevarse a  cabo en gran parte  
gracias al nuevo status internacional que M éxico adquirió debido 
al petróleo.

H a quedado establecido tam bién que debido a la caída de los 
precios internacionales del petróleo en 1981 y a las altas tasas de 
inflación que M éxico ha sufrido en los últimos años el país entró  
en una crisis económ ica aún m ás difícil que la de 1976-1977; que, 
por o tra  parte, no se avisora a corto  plazo una salida de la 
crisis, pues las fuentes de crédito  internacional están saturadas 
y la recesión del principal cliente com ercial, los Estados Unidos, 
inhibe las exportaciones no petroleras de México y los ingresos 
p or concepto de turism o.

Ante esta grave situación lo lógico sería suponer que una vez 
m ás, com o en 1977-1978, el país entre en una etapa de introver­
sión; que el nuevo gobierno, interpretando el m alestar de la 
ciudadanía, m odere el nuevo activism o político internacional de 
M éxico, regresando a la “diplomacia discreta”, p ara no ser acu­
sado de "candil de la calle y oscuridad de la casa”; que dada la 
pobre situación financiera, México tenga necesidad de no cance­
lar pero sí de reducir su presencia real en los países del área  
centroam ericana; pero sobre todo, que dada la reducción del 
arm a petrolera, el país vea reducida a su vez su capacidad de 
negociación internacional frente al mundo y principalm ente fren­
te  a  los Estados Unidos.

Sin em bargo, por o tra  parte debemos considerar otros facto­
res que tienden a influir en sentido contrario . Uno de ellos son 
los cam bios que se vienen operando en el subsistem a internacio­
nal de la región. México no puede abandonar su participación  
en el nuevo esquema político que se está gestando, a  menos que 
esté dispuesto a  su vez a abandonar el destino de la región a  
fuerzas externas y a  sacrificar sus propios objetivos politicoestra- 
tégicos, que apuntan hacia la estabilización política del área y a 
liberarla del conflicto Este-Oeste. Por o tra  parte, sabemos que 
en México existe la tradición de que la política exterior es más 
bien una política de Estad o  que de gobiernos y que en conse­
cuencia los cam bios sexenales de poder tienden a afectar poco
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su continuidad. Finalm ente puede decirse que si bien la falta de 
liquidez internacional de México es una limitante real a los pro­
gram as m exicanos de ayuda económ ica, queda aún el petróleo, 
que en form a de cooperación económ ica en especie puede apoyar 
la política exterior.

Ante esta situación coyuntura! de tendencias encontradas, es 
posible que el nuevo gobierno que ascendió al poder en Mé­
xico  el 1? de diciem bre de 1982 se decida por una solución in­
term edia, en el sentido de que m antenga en esencia la misma  
política exterior, aun cuando con un grado m enor de presencia  
efectiva en la región al menos durante los dos prim eros años 
de su gestión.



4. MÉXICO EN CENTROAMÉRICA: EL DIFÍCIL 
EJERCICIO DEL PODER REGIONAL

Olga Pellicer

L a  a c c i ó n  de México en C entroam érica durante los últim os años 
ha llevado a  diversos analistas de cuestiones internacionales a 
referirse al surgim iento de un "poder regional” cuya diplomacia 
es un contrapeso a  la influencia que ejercen  sobre el área los 
Estados Unidos y  en m enor térm ino Cuba y Venezuela.

Aunque m ediante el acuerdo energético de San José México 
adquirió una presencia económ ica en Centroam érica cuya im por­
tancia era  desconocida,1 los aspectos llamativos de su actuación  
han sido los relacionados con los asuntos políticos. E s  com pren­
sible que así sea. E n  estos m om entos la  historia de Centroam é­
rica  gira en torno del tem a de la transform ación política. Es  
difícil, o  imposible, reflexionar sobre el desarrollo de la  región  
sin atender en prim er térm ino al problem a del poder y  la legi­
tim idad de los grupos dirigentes. E n  Centroam érica se está  deba­
tiendo la posibilidad de lograr un cam bio social sin provocar 
una ofensiva norteam ericana que repita los dolorosos aconteci­
m ientos de Guatemala en 1954, o  la perpetuación de grupos de 
poder cuyas contradicciones internas y  prácticas represivas ase­
guran la  inestabilidad, la participación m ilitar creciente de los 
Estados Unidos y la continuación de la lucha guerrillera. Sin 
cam bio político no hay estabilidad posible en Centroam érica. 
E n  este contexto se ubica la acción m exicana y su aspecto signi­
ficativo es el efecto  que tenga en el proceso de transform ación  
política.

Nadie espera del gobierno m exicano im pulso a  cam bios estruc­
turales que abran en Centroam érica la vía hacia un esquema 
socialista. Si a algún país le corresponde ese papel es a  Cuba, 
y su costo  político es tan  alto  que es im probable — a p esar de 
las afirm aciones norteam ericanas en sentido contrario—  que los 
dirigentes cubanos estén dispuestos a  asum irlo plenam ente. Lo  
que se espera de M éxico, a  p artir del interés de su gobierno

i Mediante dicho acuerdo México y Venezuela se comprometen al abas­
tecimiento hasta de 160 mil barriles de petróleo al día a  los países del istmo 
centroamericano, Santo Domingo, Jam aica, Haití y Granada. E l 70 % de las 
ventas se hace en las condiciones existentes en el mercado internacional 
y el 30%  testante se otorga en créditos a pago de cinco años y tasas de 
interés de 4 % ; estos créditos pueden extenderse a  un plazo de 20 años a
2 % de interés anual si son aplicables a  proyectos prioritarios de desarrollo 
en los países receptores.

97
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en la ideología revolucionaria y de las tradiciones de su política  
exterior, es de o tra  índole: que sea una fuerza inhibidora de las 
tendencias intervencionistas norteam ericanas y de apoyo a  los go­
biernos revolucionarios, y que prom ueva la instauración de un 
orden internacional en la región de C entroam érica y el Caribe 
que haga posible la coexistencia de regímenes con pluralidad de 
orientaciones ideológicas, económ icas y políticas.

Las credenciales que tiene México para ejercer esas funciones 
son, por una p arte , la capacidad de diálogo con las fuerzas revo­
lucionarias de Centroam érica que frecuentem ente han encontrado  
asilo en el país, y p or o tra  parte, el buen entendim iento con los 
Estados Unidos. Se piensa, con razón, que el interés de los diri­
gentes norteam ericanos en las buenas relaciones con M éxico hace  
que la opinión de éste sea un facto r condicionante, un elemento  
a  tom ar en consideración cuando se decide la política hacia  
Centroam érica. No es fácil, sin em bargo, que una gran potencia 
incorpore la voz de los llamados poderes regionales en el proceso  
de tom a de decisiones, en p articular cuando éstos siguen un 
cauce independiente. Como verem os en el presente trabajo , la 
acción m exicana ha inhibido quizá la intervención m ás decidida 
de los Estados Unidos en N icaragua; pero no ha sido capaz de 
im pulsar la solución negociada a  la guerra civil en E l Salvador, 
la apertura del diálogo entre los Estados Unidos y Cuba o  la 
norm alización de las relaciones con N icaragua. E s  muy pronto, 
sin em bargo, p ara  llegar a  conclusiones definitivas sobre el sig­
nificado de la acción de México en Centroam érica: en un am ­
biente de cam bios acelerados, interna y externam ente, diversos 
factores pueden incidir sobre ella en los próxim os tiem pos. Re­
flexionar sobre esos factores es el objetivo de la parte  final de 
este trabajo.

I .  L a a c c ió n  p o l ít ic a  d e  M é x ic o  e n  C e n t r o a m é r ic a :
U n a  r e c a p it u l a c ió n

La acción política de M éxico en C entroam érica durante los últi­
mos años se ha orientado por tres grandes cauces: el apoyo al 
gobierno sandinista de N icaragua; los esfuerzos p ara propiciar 
una solución negociada a la guerra civil en E l Salvador y las ini­
ciativas de carácter global en favor de m ecanism os que alivien 
las tensiones en el área y abran paso a  la convivencia entre regí­
menes de naturaleza distinta.

E l com prom iso m ás im portante con la lucha sandinista fue el 
rom pim iento con el régim en de Anastasio Som oza en mayo de 
1979. E s  difícil p recisar la influencia que este hecho tuvo en el 
enfrentam iento m ilitar que se desarrollaba entonces. Pero no 
hay duda de que precipitó el aislam iento internacional de Som o­
za y creó  las condiciones para que fuera infructuoso buscar a
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través de la o e a  alguna acción colectiva que entorpeciera lo que 
ya se veía com o un claro triunfo sandinista. Poco después México 
expresó su apoyo al gobierno de reconstrucción nacional desem­
peñando un papel clave en el difícil problem a de la renegociación  
de la deuda pública nicaragüense; no sólo prestó  asesoría técnica  
sino que sirvió de aval al gobierno sandinista durante las prim e­
ras etapas de la negociación. E sto  fue el inicio de una política de 
cooperación con N icaragua que ha convertido a M éxico en uno 
de los apoyos internacionales m ás im portantes p ara la revolu­
ción en ese país. Así, según inform e del Secretario  General de las 
Naciones Unidas sobre asistencia a  N icaragua, entre 1979 y 1981 
M éxico hizo donaciones en efectivo y en especie por un total de 
39 millones 509 mil dólares, siendo superado únicam ente por 
Cuba. M éxico contribuyó aproxim adam ente con 21 % del total 
de la asistencia recibida hasta entonces. E n  lo que respecta a 
préstam os bilaterales concedidos a N icaragua en ese m ism o lap­
so, México otorgó 72 millones 900 mil dólares y fue superado  
únicam ente por Libia; aportó  14 % del total de préstam os bilate­
rales concedidos a  N icaragua.2

Si el apoyo económ ico ha sido firm e, o tro  tanto  puede decirse  
de los esfuerzos a  nivel internacional para detener la hostilidad  
con tra el gobierno sandinista. Los m ás im portantes han sido los 
llevados a cabo ante el gobierno norteam ericano; com o ejemplo 
podemos record ar la posición de López Portillo en ocasión de la 
visita del secretario  de Estad o  Alexander Haig a M éxico en no­
viem bre de 1981. Pocos días antes de la visita el Presidente m exi­
cano expresó sus puntos de vista ante la opinión pública al 
declarar a los reporteros de la televisión norteam ericana lo que 
haría explícito ante Haig; que sería "un  gigantesco e rro r histórico  
decidir una intervención en contra de Cuba o N icaragua". La  
firm eza de esa declaración, y  los planteam ientos hechos a Haig 
sobre la necesidad de una “tregua de silencio” que am inorara  
las tensiones en la región centroam ericana creadas por los pro­
nunciam ientos constantes del gobierno de los Estados Unidos 
contra Cuba y N icaragua, dieron una idea del com prom iso del 
gobierno m exicano con la defensa de N icaragua ante los repre­
sentantes estadunidenses.3

La segunda gran vertiente de la acción política de México en 
Centroam érica ha sido la orientada a propiciar una solución ne­
gociada a la guerra civil en E l Salvador. E l interés del gobierno 
m exicano en los asuntos de ese país adquirió m ayores proporcio­
nes desde comienzos de 1981 bajo  la influencia de tres aconteci­
m ientos: la rápida descomposición del gobierno implantado por el

2 Naciones Unidas, Asistencia a Nicaragua; informe del Secretario Ge. 
rteral ( a/36/280), Nueva York, Naciones Unidas, 5  de noviembre de 1981.

3 La nota dominante de la visita de Haig a México fue la discusión sobre 
Centroamérica, situación que había tratado de evitarse en encuentros ante­
riores de López Portillo con mandatarios norteamericanos. Véanse los dia­
rios mexicanos del 24 y 25 de noviembre de 1981.
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golpe m ilitar de 1979, la naturaleza m ás amplia de los grupos de 
oposición, y la definición de la política norteam ericana en E l Sal­
vador que siguió al ascenso al poder del presidente Ronald  
Reagan.

Im porta record ar que a  lo largo de 1980 llegaron a  México per­
sonalidades salvadoreñas que habían form ado parte  de la Ju n ta  
de Gobierno de Napoleón D uarte y que abandonaron E l Salvador 
convencidos de que aquélla no conquistaba el poder político y 
de que éste seguía residiendo en las fuerzas tradicionales del 
ejército . Las declaraciones de estas personalidades a  la prensa  
m exicana, y la inform ación sobre la violenta represión ejercida  
por las fuerzas param ilitares en E l Salvador, coincidieron con la 
creación de nuevas organizaciones de la oposición que sugerían  
la  incorporación a  la lucha revolucionaria de capas muy amplias 
de la sociedad salvadoreña. E l m ejor ejem plo de ello fue la for­
m ación en M éxico en enero de 1981 de la Comisión Político Diplo­
m ática del Fren te D em ocrático Revolucionario. M ientras se ges­
taba así una visión diferente del alcance de la lucha civil en 
E l Salvador, la nueva administración republicana en los E stados  
Unidos dio a  conocer las grandes líneas de su política hacia ese  
país. Brevem ente resum idas, éstas giraron en to m o  de la idea de 
que las luchas revolucionarias son fruto  de la injerencia com u­
nista alentada por Cuba y  la Unión Soviética; se imponía, p or lo 
tanto, un program a m asivo de asistencia económ ica y m ilitar a 
la Ju n ta encabezada por Duarte.4

L a definición norteam ericana suscitó diversas reacciones en 
el gobierno m exicano: en prim er lugar, pareció inaceptable la 
ligereza con que se eliminaban del análisis sobre la situación  
de E l Salvador problem as com o la descom posición de la Junta, 
o del poder efectivo ejercido p or los cuadros m ás represivos del 
ejército ; en segundo lugar, fue visto con aprensión el retorno a 
un esquema de relaciones internacionales caracterizado por el 
hincapié en el conflicto Este-Oeste y la consiguiente reducción  
de los países m ás débiles al papel de simples zonas de influen­
cia de las grandes potencias; finalmente, se afirm ó la convicción  
de que la ayuda m ilitar a  la Ju n ta  prolongaría, sin resolver, una 
lucha sangrienta cuya violencia tiene pocos antecedentes en la 
Am érica Latina.

E n  la prim era m itad de 1981 no era  claro aún cuál sería el 
cam ino em pleado p or México p ara e jercer alguna influencia so­
b re  los acontecim ientos de E l Salvador. Parecía  que, un tanto

4 Sería muy amplio un resumen de los orígenes y las características de 
la política del gobierno de Reagan en Centroamérica. L a bibliografía al res­
pecto ya es muy abundante. Dentro de las publicaciones en español podemos 
citar: Luis Maira, "L a  política latinoamericana de la administración Reagan; 
del diseño armonioso a las primeras dificultades”, y José Miguel Insulza, 
"L a  crisis en Centroamérica y el Caribe y la seguridad de los Estados Uni­
dos", ambos en Centroamérica, crisis y política internacional, Siglo X X I, 
1 9 8 2 .
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paralizado p or su apego a  una visión juridicista de la no interven­
ción, el gobierno m exicano se lim itaría a  h acer llam ados en los 
foros internacionales en favor del derecho a  la autodeterm inación  
del pueblo salvadoreño. Sin em bargo, el em pate m ilitar entre las 
fuerzas de la  oposición y el ejército  salvadoreño apoyado por 
los Estados Unidos, y las posibilidades de una internacionalización  
del conflicto, invitaron a una acción m ás decidida del gobierno 
mexicano. E l cam ino escogido fue presentar junto con Francia  
un com unicado al Consejo de Seguridad de la o n u  en el que se 
hizo ma llam ado para poner fin a  la violencia en E l Salvador 
m ediante negociaciones que reconocieran el carácter representa­
tivo de las fuerzas organizadas en to m o  del Frente D em ocrático  
Revolucionario y el Frente Farabundo M artí para la Liberación  
Nacional.5 E ste  com unicado ofreció una opción a  los esque­
m as m anejado p or el gobierno de Reagan; las alusiones a  aquél 
durante la Asamblea General de la o n u  en 1981 fueron un indica­
d or de hasta dónde diversos gobiernos lo convertían en punto 
de referencia para reflexionar sobre cóm o poner fin a la guerra  
civil en E l Salvador.

E l com unicado franco-m exicano llevó a  su clím ax los esfuerzos 
m exicanos para propiciar una solución negociada a  los problem as 
de E l Salvador, la  que se h a revelado difícil por circunstancias 
internas y externas. Aunque las fuerzas de oposición venían mani­
festando su voluntad de negociar desde mediados de 1981, esto  
no encontró eco en las filas del gobierno de D uarte a p esar de la 
confianza de algunos observadores en la presión que podían ejer­
cer sobre ellas algunos grupos como la Iglesia, estudiantes e in­
telectuales, y algunos m iem bros de la pequeña burguesía.® Lo  
cierto  es que el facto r determ inante p ara  el avance de la nego­
ciación hubiera sido el aflojam iento de la posición norteam eri­
cana empeñada en sacar adelante la fórm ula "elecciones-lucha 
antiguerrillera”. Pero ese aflojam iento no parece probable mien­
tra s  los asuntos centroam ericanos sean tratados p or la adm inistra­
ción Reagan dentro de un punto de vista dominado p or el tem or  
al peligro que Cuba y la Revolución de N icaragua representan  
p ara los intereses estratégicos y  de seguridad norteam ericanos.7

® En su parte central el comunicado, dado a  conocer el 28 de agosto de 
1981, después de reconocer al f d r  y f m l n  como “fuerzas políticas represen­
tativas” hace un llamado a  la comunidad internacional para que "facilite 
el acercamiento entre los representantes de las fuerzas políticas salvadore­
ñas en lucha a  fin de que se restablezca la concordia en el país y se evite 
toda injerencia en los asuntos internos de E l Salvador”.

6 Véase el artículo de Román Mayorga, "U na solución política negociada 
para E l Salvador", Foro Internacional, núm. 84, abril-junio de 1981.

7 No puede perderse de vista el hecho de que la cuenca del Caribe es 
considerada la "tercera frontera" de los Estados Unidos. Por ella transitan  
la mitad del comercio exterior norteamericano, dos terceras partes del pe­
tróleo importado y varios minerales estratégicos. Se dice que de ocurrir 
una guerra 50 °/o de los abastecimientos para tropas norteamericanas en 
Europa transitarían por el área. E sto  ha contribuido a  dar credibilidad a 
las versiones según las cuales Cuba y la Unión Soviética estarían intere-
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Sólo la puesta en m archa de algún m ecanism o que perm ita re ­
ducir la profunda desconfianza con que los Estados Unidos perci­
ben la acción de esos dos países perm itiría un acercam iento  
menos hostil a  los movimientos revolucionarios de la región.

En  tales circunstancias, el siguiente paso del gobierno m exicano  
fue una iniciativa de carácter global p ara el m anejo de la situa­
ción de Centroam érica y el Caribe presentada por el presidente 
López Portillo en Managua el 28 de febrero de 1982. E n  el discur­
so pronunciado al recibir la condecoración de la orden Augusto 
César Sandino el Presidente m exicano identificó tres "núcleos" 
de conflicto en Centroam érica: N icaragua, E l Salvador y la rela­
ción entre Cuba y los Estados Unidos; en su opinión el último  
es el de m ayores consecuencias y del que depende la solución de 
los otros dos. E n  to m o  de E l Salvador, el m andatario m exicano  
reiteró la necesidad de encontrar una salida negociada a la crisis 
que vive ese país y subrayó que las elecciones del 28 de m arzo, 
tal com o estaban planteadas, no pondrían fin al enfrentam iento  
arm ado. Con respecto  a  las relaciones Cuba-Estados Unidos apun­
tó  la conveniencia de que ambos países intercam biaran puntos 
de vista acerca  de la situación centroam ericana y m anifestó la 
disposición m exicana a  seguir sirviendo de enlace entre las dos 
partes. (Cabe record ar que en noviembre de 1981 el gobierno 
m exicano promovió el encuentro en México de Alexander Haig 
y el Vicepresidente del gobierno de Cuba, Carlos Rafael Rodrí­
guez.) Por lo que to ca  a  Nicaragua, el presidente López Portillo 
fue aún m ás explícito. Propuso negociaciones entre ese país y 
los Estados Unidos sobre las siguientes bases: 1) los Estados 
Unidos deben descartar toda am enaza o  uso de la fuerza dirigida 
contra N icaragua; 2) debe ponerse en m archa un program a de 
reducción equilibrada de efectivos m ilitares en el área ; Nicaragua 
habrá de dejar de arm arse, pero debe asegurársele que las ban­
das som ocistas que operan en la frontera entre H onduras y 
N icaragua y que se entrenan en los Estados Unidos han sido 
desarm adas, y 3) concertación de un sistem a de pactos de no 
agresión entre los Estados Unidos y N icaragua, y entre ésta y sus 
vecinos. López Portillo aseguró que M éxico podría propiciar con­
tactos entre N icaragua y el gobierno norteam ericano.8

L a propuesta m exicana im plica el reconocim iento de nuevas 
realidades en la región del Caribe y C entroam érica, y al mism o  
tiem po la aceptación de límites al proceso de cam bio fijados por 
la imposibilidad p ara  los Estados Unidos de acep tar situaciones

sados «a extender su dominio sobre los países de la región. Hasta ahora no 
hay pruebas convincentes de tal interés. Pero esto no impide que la admi­
nistración Reagan esté imponiendo la versión de que la seguridad de los 
Estados Unidos está en peligro. Cierto o no, el hecho es que parece muy 
improbable que los Estados Unidos permitan la sobrevivencia de cualquier 
esquema en Centroamérica que pueda desembocar en una alianza militar 
con la Unión Soviética.

8 Véase la prensa mexicana de los días 22 y 23 de febrero de 1982.
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m ilitares que pongan en peligro su seguridad. E n  efecto, detrás  
de la propuesta para la apertura de un diálogo entre Cuba y los 
Estados Unidos y el m ejoram iento de relaciones con N icaragua  
está  im plícito el supuesto de que el gobierno norteam ericano  
aceptará com o hechos irreversibles la extensión en la cuenca del 
Caribe de regímenes que se apartan  de un modelo capitalista  
ortodoxo y ensayan una diversificación de alianzas políticas y 
económ icas internacionales. E n  contrapartida, se aboga por la 
reducción equilibrada de los efectivos m ilitares en N icaragua, 
cancelándose así la posibilidad de que este país avance por una 
senda arm am entista que lleve — toda proporción guardada—  a 
una situación sim ilar a la de la crisis de los misiles en 1962. Por 
últim o, al tom ar la iniciativa p ara construir un nuevo esquema 
de relaciones internacionales en la región, y ofrecerse com o enla­
ce  entre los E stados Unidos, Cuba y N icaragua, M éxico institu­
cionaliza su im portancia com o país con indudable influencia 
regional.

II . L a  a d m i n i s t r a c i ó n  R e a g a n  a n t e  l a  c o n s o l i d a c i ó n
DE PODERES REGIONALES

La reacción en los Estados Unidos a  la iniciativa m exicana de 
paz p ara Centroam érica no fue homogénea. P or el contrario , 
reflejó las diferencias respecto a  la política hacia C entroam érica  
que existen entre num erosos sectores de la opinión pública por 
un lado y la adm inistración Reagan por el o tro . Así, m ientras los 
medios de com unicación y algunos m iem bros del Congreso la  
recibían favorablem ente, el D epartam ento de E stad o  la veía con  
indiferencia, no m ostraba interés por su contenido y  se apresu­
raba a  m inim izar el afán del secretario  de Relaciones Exteriores  
de instrum entarla sirviendo de com unicador entre los E stados  
Unidos, Cuba y N icaragua.

No hay en el pasado reciente una acción de la diplom acia m exi­
cana que haya m erecido tanta visibilidad en la prensa de los 
Estados Unidos. No es ocioso cita r que entre el 5 y el 21 de m arzo  
aparecieron al respecto  en el New  Y o rk  T im es, el W ashington  
Post, el Christian S cien ce M onitor, el Wall S treet Journal, y el 
Journal of C om m erce  un total de 37 noticias y 17 editoriales y 
artículos firm ados. La posición generalizada de los editoriales 
fue de sim patía p or la iniciativa m exicana. E sto  queda bien refle­
jado en los siguientes párrafos:

Los esfuerzos m exicanos — dijo el N ew  Y o rk  Tim es—  pue­
den tener un resultado benéfico inm ediato. Pueden ali­
viar tensiones y pueden abrir el espacio a la diplomacia 
de otros países eliminando así el excesivo um lateralis- 
m o de W ashington. De hecho, sin el punto de vista mexi­
cano no hay política hacia C entroam érica digna de ese nom-



b r e . . .  ¿P o r qué entonces le ha llevado tanto  tiem po a la 
adm inistración Reagan dar la bienvenida a  los llamados 
m exicanos en favor de una negociación? 9

Por su parte  el W ashington Post señaló:

La política de los Estados Unidos en C entroam érica debía 
estar basada en tres elementos. E l prim ero es el apoyo a 
reform as llevadas a  cabo p or gobiernos amigos y respeta­
bles. E l segundo es la no intervención m ilitar, única política  
que puede ganarle sim patías a  un Presidente norteam eri­
cano tanto  internam ente com o entre los países de la Améri­
ca  Latina. E l te rcer elem ento es la negociación. E l equipo 
de Reagan no ha hecho todo lo que debe respecto  a  los dos 
prim eros puntos, pero ha sido particularm ente deficiente 
en el tercero . E s aquí en donde cobra toda su significación  
la propuesta m e x ica n a .. .  ofrece la perspectiva m ás intere­
sante en el cam ino de la negociación.10

Como puede observarse, la opinión favorable a  un m ayor reco­
nocim iento del punto de vista m exicano estuvo en relación direc­
ta  con la escasa sim patía hacia las políticas de la adm inistración  
Reagan. No parece, sin em bargo, que ésta  crea  necesario hacer 
concesiones a  las voces críticas. E n  la segunda quincena de m ar­
zo Haig se entrevistó con el secretario  Castañeda en Nueva Y ork  
p ara discutir la propuesta m exicana. E l resultado de la entrevista  
no fue positivo. E n  opinión de Haig la propuesta m exicana ado­
lecía de una grave omisión al no referirse al punto central de 
las diferencias con N icaragua: el envío de arm as a  E l Salvador. 
P or lo dem ás, recordó que los E stados Unidos tenían, al igual 
que la parte! m exicana, algunas propuestas para la normalización  
de relaciones con N icaragua que ya habían sido presentadas a 
ese país, sin éxito, desde agosto de 1981. E l papel tan limitado  
que se asignaba a  M éxico en la búsqueda de solución a  los pro­
blem as de C entroam érica quedó bien expresado en las siguientes 
declaraciones:

M éxico puede facilitar contactos. E l secretario  Castañeda 
ya lo hizo en noviem bre cuando m e encontré con los cuba­
nos en M éxico. Espero  que M éxico siga teniendo ese papel. 
E s muy útil. P o r supuesto tales encuentros serán entrevis­
tas bilaterales y  los Estados Unidos presentarán y recibirán  
propuestas en su propio nom bre.11

M ientras H aiga hacía esas declaraciones, el D epartam ento de 
E stad o  telegrafiaba a  sus principales em bajadas poniendo en 
guardia co n tra  la posibilidad de que las noticias de prensa dieran

* 17 de marzo de 1982.
10 16 de marzo de 1982.
11 New York Times, 16 de marzo de 1982.
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la  im presión errónea de que la entrevista con Castañeda modi­
ficaba en algo las dos prioridades de la política norteam ericana  
hacia C entroam érica en aquellos m om entos: la celebración de 
elecciones en E l Salvador y la presentación del Plan de Desarro­
llo p ara el Caribe. E n  resum en, el equipo republicano no com par­
te  la opinión de los editorialistas p ara quienes "sin  la opinión 
m exicana no hay política hacia Centroam érica digna de ese 
nom bre”.12

Existen  diversas explicaciones a este desconocimiento de los 
puntos de vista m exicanos por parte  de la adm inistración Reagan. 
Una de ellas es que, com o ya habíamos señalado, éstos implican  
una m odificación del papel hegem ónico de los E stad os Unidos 
en los asuntos internacionales de Centroam érica. E n  efecto, pug­
nan p or el reconocim iento de una pluralidad de regímenes deci­
didos a la diversificación de sus alianzas internacionales y, asi­
mismo, p or la incorporación de los poderes regionales en la 
construcción de un orden internacional nuevo para la zona. L a  se­
gunda explicación es el apego de diversos voceros de la adminis­
tración  Reagan a  la "T eoría del dom inó", según la cual los ob­
jetivos últim os de los revolucionarios centroam ericanos están en 
el interior del territorio  m exicano. Quienes m antienen esta visión 
piensan que el gobierno m exicano hace una “lectura equivocada” 
de los acontecim ientos centroam ericanos que muy posiblemente 
será corregida cuando algunos problem as en su fron tera sur lo 
lleven al convencim iento de que la  defensa de la seguridad m exi­
can a obliga a  coincidir con las interpretaciones y las acciones 
estadunidenses en Centroam érica.13

Lo anterior no significa que la adm inistración Reagan pase por 
alto  la conveniencia de dar la im presión de un gran interés en la 
participación de M éxico p ara la solución de los problem as centro­
am ericanos. Pero esta im presión se ha querido dar a  través de 
las iniciativas de naturaleza económ ica. Cabe record ar que una 
de las notas sobresalientes de la política económ ica de los E sta ­
dos Unidos en Centroam érica ha sido el esfuerzo p or com pro­
m eter en ella a  otros países del continente, principalm ente a 
México. A mediados de 1981 surgió en la Casa B lanca un discur­
so  sobre C entroam érica que puso el acento sobre los problem as 
económ icos. P ara resolverlos se habló de tin program a de ayuda 
económ ica de gran envergadura que llevó a algunos com entaris­
tas a referirse a  la puesta en m archa de un plan "mini-M arshall". 
Ahora bien, desde un comienzo el gobierno norteam ericano hizo

12 Véase la nota nueve.
13 Puede adelantarse la hipótesis de que algunos sectores estadunidenses, 

en especial en el interior de l a  CIA (cabe recordar la presencia allí de Cons­
tantine Menges, cuyas ideas sobre México y Centroamérica son bien cono­
cidas) tienen particular interés en propiciar episodios en el sudeste mexi­
cano que den evidencia del peligro que representan los revolucionarios 
centroamericanos para la seguridad mexicana. Para este tipo de proyectos 
las relaciones entre Guatemala y México son un elemento clave.
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n otar que no intentaba participar solo en tal em presa. A ella 
deberían incorporarse otros países con intereses en la zona: Ve­
nezuela, el Canadá y México. P ara ello el gobierno norteam eri­
cano los convocó a una reunión en Nassau el 10 de julio de 1981. 
No es nuestra intención discutir aquí los múltiples m otivos por 
los que fue imposible h acer avanzar al "grupo de N assau” y las 
circunstancias en las que el Program a de D esarrollo p ara el Ca­
ribe com o acción unilateral de los Estados Unidos fue finalmente 
presentado a la opinión pública norteam ericana en febrero de 
1982.14 B aste señalar que hay un notorio desequilibrio entre la 
invitación a asum ir responsabilidades en los program as de ayuda 
económ ica y la decisión de no abrir un espacio a  la voz m exicana  
en el m anejo de las cuestiones políticas.

Ahora bien, la eliminación de la iniciativa m exicana de la ac­
ción estadunidense en C entroam érica fue posible gracias al m ar­
gen de m aniobra ganado por la adm inistración Reagan con la 
celebración de elecciones en E l Salvador. E l hecho m ism o de 
haberse celebrado (signo de la incapacidad de la oposición para  
paralizar actividades en las zonas urbanas), y su manipulación  
de tal suerte que se p royectara la imagen de una participación  
electoral masiva, tuvieron el efecto de neutralizar p or algún tiem ­
po el descontento en el interior de los Estados Unidos. Sin em­
bargo, pasada la publicidad para "el triunfo de la dem ocracia” 
reaparecen los graves problem as de la situación salvadoreña. En  
efecto, en el gobierno triunfador de las elecciones salieron forta­
lecidos los grupos m ás desprestigiados del país, cuyas prácticas  
represivas y oposición a  las reform as económ icas son bien co­
nocidas; la personalidad de Roberto D’Abuisson no es sino el 
caso  m ás conspicuo. Im posible p ara la adm inistración Reagan  
referirse ahora a  un gobierno reform ista, dispuesto a  proteger 
los derechos humanos. L a lucha guerrillera aparece así más jus­
tificada y lo que se ha logrado con las elecciones es una m ayor 
polarización que aleja las posibilidades de un alto  a la violencia. 
No es extraño, pues, que vuelvan a tom ar fuerza en los Estados

i* La iniciativa económica para el Caribe del gobierno de Reagan es “un 
programa que creará las condiciones en las que pueden florecer la creati­
vidad y la empresa privada"; sus elementos fundamentales son: el libre 
comercio para los productos de la cuenca del Caribe exportados a  los E s­
tados Unidos, y que dichos productos recibirían un tratam iento libre de 
aranceles durante 12 años. A pesar de que actualmente 87 % de las expor­
taciones de esos países entra ya al mercado estadunidense libre de aran­
celes al amparo del Sistema Generalizado de Preferencias, se espera de 
manera un tanto ilusoria que gracias al plan se realicen nuevas inversiones 
en el área. A su vez, con el fin de hacer más atractiva el área para la in­
versión norteamericana Reagan señaló que se otorgarían incentivos fiscales 
y se buscaría la firm a de tratados bilaterales de inversión con los países 
de la zona. También se anunció que se pediría al Congreso una asignación 
complementaria para el ejercicio fiscal de 1982 de 350 millones de dólares. 
La mayor parte de esa ayuda sería canalizada a  El Salvador. Varios comen­
tarios sobre la iniciativa para el Cribe, en Foreirtg Policy, número de ve­
rano, 1982.
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Unidos las críticas contra la política del E jecutivo en Centro­
am érica y los tem ores a una participación m ilitar creciente que 
se está tratando de paralizar a través de acciones en el Congreso.

E l conflicto en las Malvinas perm itió que los problem as de 
Centroam érica pasaran a  segundo térm ino, pero muy posible­
m ente reaparecerán  en el centro  de atención de la opinión públi­
ca  en los próxim os meses. ¿Qué puede suceder entonces?, y en 
particular ¿cuáles son las posibilidades de h acer avanzar el pun­
to  de vista m exicano respecto a la conveniencia de abrir m eca­
nismos que disminuyan la tensión en el área?

III . Los PROYECTOS PARA EL FUTURO

Cualquier consideración sobre el futuro de la acción política de 
M éxico en C entroam érica debe p artir del supuesto de que la si­
tuación m ás probable para la región, de no haber una fuerza que 
la contrarreste , está caracterizada por la profundización y la ex­
tensión de la lucha guerrillera en E l Salvador y Guatemala, y 
la consiguiente participación m ilitar de los Estados Unidos; las 
dificultades del gobierno sandinista p ara llevar adelante su pro­
gram a de reconstrucción económ ica en medio de pugnas y pro­
blem as internos alentados por las acciones encubiertas norte­
am ericanas, y el esfuerzo, sobre todo en m ateria de retórica  y 
de m anejo publicitario, de un program a de desarrollo económ ico  
en Honduras y Costa R ica sobre la base de las grandes ideas 
contenidas en el program a de desarrollo p ara el Caribe: creación  
de un clim a favorable a la inversión norteam ericana; extensión de 
las preferencias arancelarias en los Estados Unidos a los produc­
tos provenientes de esos países, y un program a m oderado de 
ayuda económ ica.

E n  ese contexto — y condicionado por la evolución global de 
las relaciones entre los Estados Unidos y la Unión Soviética—■ 
estará  presente el peligro de la escalada m ilitar de los conflictos 
y la transform ación de la zona en uno de los sitios neurálgicos 
del enfrentam iento Este-Oeste. E l interés de las propuestas m exi­
canas por disminuir las tensiones en la zona y perm itir así el 
proceso de transform ación política seguirá pues teniendo vigen­
cia. Lo anterior no significa que esté asegurada la influencia de 
tales propuestas o siquiera su continuidad; esto será resultado  
de diversas circunstancias internas y externas entre las que po­
dríam os cita r las siguientes: en prim er lugar, la confianza que 
siga obteniendo la diplom acia m exicana entre las fuerzas revolu­
cionarias de Centroam érica. Al respecto cabe advertir que las 
iniciativas m exicanas han tenido muy buena acogida en N icara­
gua; prueba de ello fueron los llamados insistentes del gobierno 
sandinista para que se iniciaran pláticas con los Estados Uni­
dos en las que deberían participar representantes m exicanos.
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A su vez, los dirigentes del f m l n  y el f d r  han hecho propuestas 
p ara  una negociación que siguen de cerca  las ideas contenidas 
en  el com unicado franco-m exicano. Cuba, p or su parte, no ha 
escondido su interés en la apertura del diálogo con los Estados  
Unidos y el vicepresidente Carlos Rafael Rodríguez asistió gus­
to so  al encuentro con Haig promovido por M éxico en noviembre 
de 1981. E n  resum en, M éxico es el único país de la Am érica La­
tina que cuenta con la confianza de las fuerzas revolucionarias 
de Centroam érica y el Caribe, situación que no puede p asar in­
advertida ya que legitima y hace indispensable su acción com o  
m ediador.

E l segundo gran facto r a tom ar en consideración son los E s­
tados Unidos. Y a  hem os señalado en líneas anteriores la simpa­
tía  por las iniciativas m exicanas que se m anifestó en la prensa  
de ese país. Si el E jecutivo ha hecho caso omiso de las llamadas 
p ara que se tom en en cuenta las ideas m exicanas ello se debe 
en parte a que tenía otras cartas para jugar en Centroam érica  
— las elecciones y el plan de desarrollo económ ico—  y en parte  
a  que contaba con el apoyo de la m ayoría de países latinoam eri­
canos para su política centroam ericana; prueba de esto  fue la 
votación en la Asamblea de la o e a  de noviembre de 1981 respecto  
a  la celebración de elecciones en E l Salvador. E l valor de am bas 
circunstancias se ha ido desvaneciendo con el paso del tiempo. 
Ni las elecciones ni el anunciado plan de desarrollo económ ico  
im pidieron la derechización del régimen salvadoreño y la conti­
nuidad de la lucha guerrillera. En  la imposibilidad de h acer fren­
te  a  esos problem as residen las debilidades principales de la  
política de Reagan y los motivos para que ésta se encuentre bajo  
el acoso continuo de la opinión pública. Por lo demás, la reacción  
d e los países latinoam ericanos contra los Estados Unidos com o  
resultado de la ayuda prestada por éstos a la Gran B retañ a en 
su  conflicto con la Argentina, ha provocado una gran fisura en la 
alianza sobre la cual descansaba parte  de la ofensiva norteam e­
ricana en Centroam érica. La Argentina ha retirado a  los asesores 
m ilitares que había enviado a E l Salvador en apoyo a las accio­
nes norteam ericanas; el Tratado Interam ericano de Asistencia 
R ecíproca no podrá ser invocado por los Estados Unidos para  
legitim ar una acción intervencionista en N icaragua, y es poco  
probable que se repita una reunión de la o e a  en la que se logre 
un voto solidario en torno de posiciones estadunidenses. Han 
disminuido pues, al m enos a  co rto  plazo, las bases de apoyo la­
tinoam ericano a la política de Reagan; aunque esto  no supone 
necesariam ente un giro hacia la aceptación de las propuestas 
m exicanas p ara Centroam érica sí abre la puerta a nuevas alianzas 
y  enfoques en los que podrían p rosperar algunos de sus puntos. 
Elem ento a tom ar en consideración es el cam bio en la política 
de Venezuela hacia Centroam érica y el Caribe de triunfar en las 
elecciones de 1983 el candidato de Acción D em ocrática. Como se
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sabe, uno de los puntos vulnerables del actual gobierno venezo­
lano h a sido su identificación con los Estados Unidos en los asun­
tos de Centroam érica, en p articular de E l Salvador. E s probable 
que el descontento interno provocado p or esa política influya en 
la  derrota  del partido en el poder, y en su sustitución por un 
gobierno que, casi con seguridad, orientaría la política exterio r  
venezolana por cam inos que llevarían al encuentro con México.

P or últim o, aunque no de m enor im portancia, es necesario in­
co rp orar en el análisis de sucesos futuros el tem a de la situación  
interna de M éxico y su influencia sobre la continuidad, o  no, de  
la acción política en Centroam érica. L a voluntad de la  élite polí­
tica  m exicana de m antener la senda trazada durante el gobierno  
de López Portillo no está asegurada. Diversos indicadores — entre  
los que podríam os citar el apoyo lim itado que se brindó al co­
m unicado franco-m exicano y la reticencia a  m antener la ayuda a 
N icaragua ante los graves problem as económ icos de México—  
sugieren que la política hacia C entroam érica de los últim os años  
no ha conquistado plenamente la imaginación de la élite política  
m exicana. E l entusiasm o por ella ha provenido del jefe del E je ­
cutivo, la S ecretaría de Relaciones Exteriores y  algunos sectores  
del P R i. No se observa el m ism o entusiasm o en los cuadros de 
la S ecretaría de la Defensa o  la de Gobernación. E s improbable 
un abandono de los grandes principios que han estado presentes 
en la política m exicana en Centroam érica — rechazo al uso de 
la fuerza, defensa de la autodeterm inación y no intervención— ; 
sin em bargo, bien puede haber un repliegue de la política en fa­
vor de las negociaciones con fuerzas opositoras, del apoyo econó­
m ico y político al gobierno sandinista, y de los esfuerzos ante el 
gobierno norteam ericano p ara lograr, entre otras cosas, la aper­
tu ra  del diálogo con Cuba. M antener esa política requiere el con­
vencim iento de que el cam bio político en C entroam érica, dentro  
de un m arco  de coexistencia pacífica garantizada p or un enten­
dim iento entre Cuba y los Estados Unidos, está  directam ente  
relacionado con los intereses m exicanos en m ateria de seguridad  
e incluso de expansión económ ica. Pero ese convencim iento no  
está generalizado en México, en parte p or la indiferencia tradicio­
nal de toda sociedad a  problem as internacionales que no reper­
cutan de m anera inm ediata en sus intereses, y  en p arte  por la 
escasa atención que hasta ahora han tenido en el pensam iento  
de la élite política m exicana las consideraciones geopolíticas que 
perm itan ver h asta  dónde el destino del país está relacionado con  
el de los países de la cuenca del Caribe. A pesar de las opiniones 
tan  frecuentes sobre la im portancia de M éxico com o poder regio­
nal, lo cierto  es que el país no tiene tradición com o tal. P or el 
contrario , hasta hace poco Centroam érica y el Caribe ocupaban  
un lugar muy secundario en la lista de prioridades de la política  
exterior m exicana. E l interés por los asuntos de la región es 
reciente, y no es de sorprender que el gobierno carezca de argu-
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mentos bien articulados y convincentes capaces de lograr el con­
senso de grupos dentro y fuera del E stad o  en favor de su acción  
política en C entroam érica. No será sino en los próxim os años 
cuando se pongan de m anifiesto la capacidad del gobierno m exi­
cano para popularizar esos argum entos y el grado en que está  
empeñado en cum plir una función en Centroam érica que limite 
la hegemonía norteam ericana y perm ita la transform ación polí­
tica  de los países de la región en la dirección necesaria para  
lograr la estabilidad y el desarrollo económ ico.
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5. GUATEMALA: CRISIS Y  RESPUESTA*

Piero Gleijeses

La noche tiene doce horas ; 
después viene ya el día-

E n  j u n i o  de 1954 el gobierno de los Estados Unidos se anotó una 
victoria señera al lograr, a  b ajo  costo, el derrocam iento del Pre­
sidente de Guatemala, Jacobo Árbenz. Más de un cu arto  de siglo 
después el pueblo guatem alteco continúa pagando un alto precio  
p or la victoria de W ashington. Pero la pax am ericana  afronta  
ahora un desafío m ucho m ás form idable que el representado por 
Árbenz, y los esfuerzos del gobierno de Reagan por im pedir una 
victoria de la izquierda revolucionaria parecen cada vez m ás in­
útiles.

E n  la prim era parte de este ensayo se exam inan las caracte­
rísticas fundamentales del Estado guatem alteco desde junio de 
19541 hasta el derrocam iento del general Rom eo Lucas García 
en m arzo de 1982. D entro de este periodo se p restará atención  
en particular a dos fenómenos consecutivos que parecen en clara  
contradicción recíproca y que sin em bargo se desenvuelven en 
una secuencia lógica dada la naturaleza del sistem a guatem alte­
co : el tím ido intento de "m odernización” de 1974-1977 y el rei­
nado del te rro r de la presidencia de Lucas.

Luego se considerará la respuesta de los Estados Unidos, bajo

* Adem ás de las fuentes escritas  este  artículo  ha aprovechado varias  
en trevistas con funcionarios n orteam ericanos, con guatem altecos de distintas 
inclinaciones políticas y  con o tro s observadores. P ara  su protección  om itire­
m os aquí sus nom bres.

i  P or razones de espacio no exam inarem os el periodo de Árbenz. Aunque 
no se publica todavía ningún estudio definitivo sobre ese periodo h ay  n u ­
m erosas obras perspicaces, de perspectivas rad icalm ente diferentes, acerca  
de él. Véase, por ejem plo, Susanne Jo ñ as y  David Tobis (co m p s.), Guate­
mala, n a c l a ,  1974; Ronald Schneider, Communism in Guatemala, 1944-1954, 
N ueva Y ork , P raeger, 1958, y  tres  libros recientes que se con centran  en el 
papel de los E stad o s U nidos: Stephen Schlesinger y Stephen K inzer, Bitter 
Fruit, Garden City, N. Y ., Doubleday, 1982; R ichard  Im m erm an , The CIA 
in Guatemala, A ustin, University of Texas Press, 1982, y B lanche Wiesen 
Cook, The Declassified Eisenhower, G arden City, N. Y ., Doubleday, 1981, 
pp. 217-292. E n tre  los relatos m ás im portantes de participantes guatem alte­
cos se encuentran  los siguientes: Manuel G alich, ¿Por qué lucha Guatema­
la?, Buenos Aires, E lm er, 1956; Guillerm o Toriello, La batalla de Guatemala, 
Santiago, Editorial U niversitaria, 1955; Ja im e Rozzotto Díaz, La Révolution 
au Guatemala, 1944-1954, P aris, E ditions Sociales, 1971, y, desde una pers­
pectiva vehem entem ente co n traria  a  Árbenz, C arlos Sam ayoa Chinchilla, El 
Quetzal no es rojo, G uatem ala, 1956, y  M ario E fra ín  N ájera  F arfán , Los 
estafadores de la democracia, Buenos Aires, 1956.
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los gobiernos de C arter y de Reagan, ante el surgim iento de una 
oposición arm ada que am enaza no sólo la "tranquilidad social” 
de Guatemala (co m o  lo hicieran los guerrilleros en los años se­
senta) sino tam bién, p or prim era vez desde 1954, la supervivencia 
m ism a del régim en surgido después de la caída de Árbenz.

En  la últim a parte del ensayo se tra ta rá  de evaluar si el golpe 
de m arzo de 1982, que llevó al poder al general E fraín  Ríos Montt, 
ha abierto posibilidades p ara una transform ación genuina de la 
naturaleza del régimen, o si los cam bios superficiales sólo ocul­
tan su continuación.

I. L a  n a t u r a l e z a  d e l  E s t a d o  g u a t e m a l t e c o  d e sd e  l a  c a íd a
DE ÁRBENZ HASTA EL DERROCAMIENTO DE LUCAS

1. E l legado d e la victoria norteam ericana so bre Árbenz

En 1953-1954, m ientras pugnaban por un derrocam iento de 
Árbenz patrocinado por los Estados Unidos, m uchos liberales 
norteam ericanos pedían que el "Presidente ro jo ” fuera sustituido  
por un líder m oderado, una especie de Figueres guatem alteco. 
Hombres com o Adolf B erle y el propio José Figueres en Costa 
Rica sostuvieron que una "tercera  fuerza” (el "cen tro " mágico  
que los liberales buscarían m ás tard e en Guatemala y en otros  
países del H em isferio O ccidental) sería m oralm ente más satis­
factoria que un régim en muy represivo y sobre todo garantizaría  
m ejor a largo plazo la indispensable estabilidad pronorteam e­
ricana.2

Pero, com o ocurrió  tam bién m ás tarde, el argum ento de los 
liberales, sin dejar de ser sincero, revelaba un desconocim iento  
profundo de la realidad guatem alteca. No había en ese país nin­
gún centro  político que sirviera a los intereses de Washington. 
La débil clase m edia apoyaba en gran medida a Árbenz. Las úni­
cas fuerzas que podrían sustituir al gobierno de Árbenz — y que 
habían buscado desesperadam ente su derrocam iento—  pertene­
cían a los poderosos grupos terratenientes que se oponían enco­
nadam ente a todo cam bio que pudiera afectar sus privilegios 
consolidados, así fuera en form a superficial. No había ninguna 
posibilidad de elección realista entre un golpe "liberal” y otro  
"reaccionario”: la única elección, de im portancia marginal, se 
planteaba entre Carlos Castillo Armas y Miguel Ydígoras Fuentes."

2 Adolf B erle , Navigating the Rapids, N ueva Y ork , H arco u rt, B race , 
Jovanovich , 1973, pp. 616-619; entrevista personal con Jo sé  Figueres.

2 Con gran  indignación del general Y d ígoras, la  c í a  seleccionó final­
m ente al coronel C astilo A nn as p ara  que encabezara el com plot que derrocó  
a  Árbenz (véase  la explicación interesada de Y dígoras, de las razones por 
las que lo hizo a  un  lado la  c í a ,  en su libro My War with Communism, 
Englewood Cliffs, N. J . ,  P ren tice H all, 1963, pp. 49-51, un relato  m uy en trete­
nido, aunque engañoso. Y dígoras recibió finalm ente su oportunidad en 1958,
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Por su parte, a pesar de sus lam entaciones los liberales prefe­
rían el derrocam iento de Árbenz, cualquiera que fuera la natu­
raleza del golpe, a la continuación de su gobierno. Del mism o  
modo, John F. Kennedy prefirió, nueve años m ás tarde, un golpe 
m ilitar a  la "am enaza” del regreso de Arévalo a  la presidencia, 
y el gobierno de C arter, a pesar de sus críticas co n tra la admi­
nistración de Lucas, la prefirió en 1980 a  la única opción existen­
te; una victoria final de las fuerzas guerrilleras y sus aliados 
civiles.

2. Características principales del Estado guatem alteco d esde la 
caída de Á rbenz hasta el derrocam iento  de Lucas

La m ism a lógica que dictaba el carácter del golpe asestado  
contra Árbenz ha caracterizado la naturaleza del sistem a político  
guatem alteco por lo menos hasta el derrocam iento de Lucas. A 
través de los años el cam bio m ás im portante ocurrido dentro  
de este sistem a no fue la diversificación de la burguesía en sec­
tores agroexportadores, industriales, com erciales y financieros 
sino la m odificación de la im portancia relativa de los m ilitares 
frente a  la burguesía.

Luego del derrocam iento de Árbenz el ejército  era  el socio  
menor de la clase terrateniente triunfante. D esacreditado y divi­
dido en un conjunto de facciones, el ejército  estaba m anchado  
— a los ojos de los "liberacionistas” de Castillo Arm as y de su 
m entor norteam ericano—  por su tolerancia anterior de Árbenz: 
una m ancha que su traición de últim o m om ento no podía borrar.

Los m ilitares se convirtieron progresivam ente en el socio prin­
cipal de su alianza con la burguesía debido en gran medida al 
desafío guerrillero de los años sesenta (lo que fortaleció su papel 
com o guardián del statu quo) y al notable grado de unidad des­
arrollado dentro de la institución a  través de los años. E n  conse­
cuencia, los m ilitares adquirieron, sobre todo en los años seten­
ta, su propia base económ ica independiente y se convirtieron en 
el "p artido” político m ás fuerte del país, gobernado por un "co ­
m ité cen tral” de pocos oficiales de alta graduación.4 A p artir de 
1970 este "p artido” seleccionó a  los presidentes de Guatemala 
— siem pre generales— , recurriendo al fraude electoral flagrante 
en 1974, 1978 y 1982. E n  consecuencia, aun los líderes civiles de 
la burguesía fueron reducidos a  un papel secundario, de modo  
que las elecciones presidenciales — ya carentes de sentido para  
una gran m ayoría de los guatem altecos—  se volvieron cada vez 
menos significativas tam bién p ara los partidos civiles de derecha.5
cuando se convirtió  en Presidente de G uatem ala tra s  el asesinato de Cas­
tillo A rm as.

-» Los oficiales de alto  ran go pueden considerarse p arte  de la  burguesía. 
E n  cam bio, los oficiales jóvenes pertenecen a  la  clase m edia, pero su leal­
tad  principal sigue cen trad a en el ejército .

s L a  Ley E lecto ral y  de Partidos Políticos de 1965 estipula que los par-
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A pesar de algunas querellas m enores por el rep arto  del bo­
tín, la alianza form ada entre las fuerzas arm adas y la burguesía 
continuó funcionando en form a muy satisfactoria hasta la última  
parte de la adm inistración de Lucas. Ambos socios obtenían be­
neficios inmensos en el proceso, aprovechando la tasa  de creci­
m iento sostenida de la econ om ía6 y las virtudes de un capitalis­
m o de laissez-faire que alentaba la intervención estatal sólo para  
prom over p or la fuerza los intereses de una m inoría selecta a ex­
pensas del pueblo.

Pero este crecim iento económ ico no era  acom pañado siquiera 
por reform as sociales m oderadas y aunque prosperaba la econo­
m ía em peoraban las condiciones de los estratos m ás bajos a 
través del tiempo. La expansión de los cultivos de exportación, la 
erosión del suelo y el increm ento dem ográfico acentuaron la pre­
sión ejercida sobre los pequeños terratenientes, lo que pertur­
baba aún m ás el mundo tradicional de los indígenas del altipla­
no, m ientras que la industria y la agricultura com ercial nacientes,

tidos políticos deberán se r autorizados por un Consejo E lecto ra], lo  que 
perm ite el empleo de m u ch as técnicas procesales p ara  n egar o  dem orar el 
reconocim iento legal. E n  consecuencia, h a  habido algunos partidos que no  
cuentan  con el reconocim iento oficial pero que tienen un a rra s tre  popular 
m ás grande que o tros partidos que reciben la  autorización del Consejo (com o  
ocu rrió  con el izquierdista F ren te  Unido de la Revolución [ f u r ]  h a sta  su 
reconocim iento en 1979). H a sta  1978 sólo había cu atro  partidos políticos 
reconocidos; el P artid o  Revolucionario ( p r ) ,  el M ovim iento de Liberación  
N acional ( m l n ) ,  el P artid o  Institucional D em ocrático ( p i d )  y  la  D em ocracia  
C ristiana G uatem alteca ( d c ) .  M ás tard e, el gobierno de Lucas autorizó o tro s  
cu atro  p artid os: la  C entral A uténtica N acionalista ( c a n ) ,  el P artid o  N acional 
R enovador ( p n r ) ,  el F ren te  de Unidad N acional ( f u n )  y  el f u r .  E s ta  dem o­
cratización  aparente e ra  sólo un adorno, ya que en realidad el sistem a de 
partidos estaba m ás restringido que nunca (véase  m ás ad elan te). Todavía  
no se h a  concedido el reconocim iento a  un noveno partido, el P artid o  Social 
D em ocrático ( p s d ) .  Sólo tre s  de los nueve partidos ( f u r ,  p sd  y  d c )  pertenecen  
en  térm inos generales a  un cen tro  político que engloba la izquierda m ode­
rad a  y  la derecha m oderada. E n  los años setenta los p artidos servían para  
exp resar la  voluntad  política de las fuerzas arm adas. E n  las elecciones de 
1974, 1978 y  1982 los partidos políticos representaban diversas facciones den­
tro  del ejército , lo  que explica que m ás de un candidato presidencial haya  
sido m ilitar en las elecciones de 1974 y  1978. M ientras que las fuerzas ar­
m ad as han logrado que los partidos luchen entre sí, éstos no han logrado  
que luchen entre sí las facciones de los m ilitares. Un partido político que 
se negara a  desem peñar su papel asignado se veía sujeto a  diversas for­
m as de presión tales com o el soborno, la  am enaza encubierta, la  elim ina­
ción física de sus líderes y  o tro s m iem bros, e tcétera .

6 L a  ta sa  total de crecim iento  económ ico se aceleró  m arcad am en te a  
p artir  de los años cincuenta, cuando no llegaba en prom edio a  4 % anual. 
L a participación de G uatem ala en el M ercado Com ún C entroam ericano a 
p artir  de I960 ayudó a  elevar la  tasa  de crecim iento anual h asta  un pro­
m edio de 5.5 % en ese decenio. Desde m ediados de los años sesenta el c r e ­
cim iento económ ico de G uatem ala superaba en general el prom edio de la 
A m érica L atina (p o r ejemplo, en el periodo de 1965-1973 se observó en la Amé­
rica  Latina un crecim ien to  m edio del p ib  de 4 .7 % , m ien tras que la  econom ía  
g uatem alteca crecía  6.1 % ). V éase m ás adelante la declinación en los últi­
m os años.



am bas intensivas en capital, no podían absorber el núm ero  
creciente de desempleados y subempleados.7

E n  tales condiciones sólo la violencia podía m antener la paz 
social. Las oleadas de violencia extrem a (observadas en 1966- 
1968, 1970-1973 y desde 1978) se alternaron con periodos de re ­
presión selectiva (com o ocurrió  en 1974-1977), ya que el factor  
decisivo que afectaba el movimiento del péndulo era  el grado de 
la presión experim entada desde abajo por la burguesía y los mili­
tares.8 Pero la represión no se lim itaba a  los grupos izquierdistas 
y los cam pesinos “subversivos”. L a furia del régim en caía sobre  
el centro  político siem pre que éste am enazaba con salir de la 
anem ia ineficaz, y a  la creciente clase m edia se le perm itía una 
participación m oderada en los beneficios económ icos pero nin­
gún papel político independiente. E sta  realidad se puso claram en­
te de m anifiesto durante la adm inistración del presidente Julio  
César Méndez M ontenegro (1966-1970), un m oderado respetado  
que ganó las elecciones com o candidato del centrista Partido  
Revolucionario ( p r ) .  Se perm itió que Méndez M ontenegro asu­
m iera la presidencia sólo después de obtener su garantía escrita  
de que las fuerzas arm adas gobernarían en realidad el país du­
rante su presidencia,9 un com prom iso respetado escrupulosamen-

? L a  ausencia de reform as sociales lim itó la  potencialidad de crecim iento  
de la  econom ía. L a  productividad crón icam en te b aja  de los minifundios 
restringió el crecim iento de la  producción agrícola al secto r exp ortad or y 
cre ó  la  necesidad de ca ra s  im portaciones de alim entos básicos. E l nivel 
educativo extrem adam ente bajo  (au n  p ara  los patrones latinoam ericanos) 
afectó la productividad de la fuerza de trab ajo  y generó una grave escasez  
de m an o de obra calificada y sem icalificada, p articu larm en te evidente en 
las m an u factu ras. Adem ás, el nivel de subsistencia de la  m asa  de la  pobla­
ción h a  lim itado la  dem anda interna y h a  aum entado peligrosam ente la  
dependencia de la  industria con respecto a  las exportaciones. Com o señala  
un  estudio reciente del B an co  M undial, "d ad o  que u na gran  p arte  de la  
población vive fu era  o  al m argen  de la  econom ía m onetizada, y dado que 
la  inflación reciente h a  reducido el poder de com pra de los asalariados, la 
inadecuada dem anda interna de bienes de consum o h a  restringido m arcad a­
m ente la  expansión de la  producción in tern a. Si se hubiera aum entado el 
poder de com p ra efectivo de la  m asa  de la  población, sobre todo en las áreas  
ru rales, podría haberse acelerado considerablem ente el crecim ien to  econó­
m ico” ( Guatemala, Economic and Social Position and Prospects, 1978).

8 E l  m ejor análisis de este proceso se en cuentra en la  obra de Gabriel 
Aguilera P eralta , Jo rg e  R om ero Im ery y  o tros, Dialéctica del terror en Gua­
temala, San José, e d u c a ,  1981. Se h an  escrito  num erosos artículos sobre este  
tem a, en tre  ellos los siguientes: Aguilera P eralta , “E l proceso del te rror  
en G uatem ala”, Estudios Sociales, agosto de 1971, y  “T e rro r and Violence as 
Weapons of Counterinsurgency in G uatem ala”, Latin American Perspectives, 
25 y 26 (nú m ero  doble), vol. V II, núm s. 2 y 3, prim avera-verano de 1980, 
pp. 91-113; K enneth Johnson, "O n the G uatem alan Political V iolence", Poli­
tics and Society, otoño de 1973, pp. 55-87, y John  B ooth , “A G uatem alan  
N igh tm are: Levels of Political Violence, 1966-1972”, Journal of Interamerican 
Studies and World Affairs, m ayo de 1980, .pp. 195-223. Son particularm ente  
valiosos los inform es de A m nistía Internacional y el libro clásico  titulado  
La violencia en Guatemala, M éxico, Fondo de Cultura Popular, 1969, del 
Com ité de Defensa de los D erechos H um anos.

8 E l  texto  del pacto secreto  del 4 de m ayo de 1966 se publicó m ás tarde

CRISIS Y RESPUESTA 117



118 LA CRISIS GUATEMALTECA

te por el Presidente. Durante cuatro  largos años Méndez Monte­
negro aportó una apariencia muy conveniente de legitimidad 
internacional, m ientras que las reform as sociales prom etidas por 
el PR seguían siendo letra  m uerta, y en una cam paña de te rro r  
indiscriminado patrocinada por los Estados Unidos las fuerzas 
arm adas aplastaron a  miles de cam pesinos y a  un puñado de 
guerrilleros. Los m ilitares tam bién cum plieron su com prom iso. 
P ara sorpresa de m uchos, y con el aplauso de otros, se perm itió  
que el ágil Méndez M ontenegro perm aneciera en el palacio pre­
sidencial hasta  el final de su periodo constitucional, m ientras 
que el p r , desacreditado y  desmoralizado, abandonaba todas las 
pretensiones de reform ism o, excepto las m ás endebles.10

3. E l “periodo de m odernización" de 1974-1977

La represión extrem a característica  del periodo de Méndez 
M ontenegro continuó sin tregua durante la m ayor parte  de la 
presidencia del general Carlos Arana (1970-1974). E n tre  las víc­
tim as del te rro r se encontraban los últimos núcleos guerrilleros 
y los líderes políticos m oderados que se oponían a  la lucha ar­
m ada pero buscaban algunas reform as sociales, así com o miles 
de infelices que sólo podrían haber sido considerados "subver­
sivos” en un sistem a presa de la paranoia.

Pero en los tres prim eros años de la presidencia del general 
Kjell Laugerud (1974-1978) el gobierno guatem alteco implantó 
inesperadam ente algunas reform as sociales m oderadas; en parti­
cular proporcionó asistencia financiera a  las cooperativas del alti 
plano y perm itió que tales cooperativas recibieran ayuda de fuen­
tes de desarrollo extranjeras. Además, a p artir de los últim os 
meses del periodo de Arana la represión había adquirido un ca­
rá c te r  más selectivo, y  en repetidas ocasiones se abstuvo Lauge­
rud de “arreglar” las huelgas por la fuerza.

La combinación de estos desarrollos — tan m oderados en otro  
contexto pero tan  extraños en la Guatemala p osterior a 1954—  
concedía alguna esperanza a los elementos del cen tro  político y 
de la izquierda m oderada acerca  de que se estuviera iniciando 
en el sistem a gobernante una apertura que pudiera conducir 
finalmente, para las elecciones de 1982, a cierto  grado de demo­
cratización sin necesidad de una lucha ardua y sangrienta.

Sin em bargo, para 1978 era ya evidente que ésta había sido una

en el diario guatem alteco La Hora, el 26 y  el 27 de noviem bre de 1973, por 
Clem ente M arroquín R ojas, quien tam bién firm ó el docum ento com o vice­
presidente electo  de la  República.

io E l p r  fue claram ente d errotado en las elecciones de 1970, sin  necesidad  
del fraude. De allí en adelante los elem entos m oderados del partido se 
retiraro n  o fueron expulsados, m ientras que o tros se vendían a  los mili­
tares , y lo que quedó del p r  — el p artido cen tris ta  m ás fu erte  de los años 
sesenta—  continuó su m arch a  vacilante durante el decenio (y  h a sta  la fech a) 
com o un aliado del régim en que apoya servilm ente al Presidente en tu m o.
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esperanza ingenua. E l esfuerzo de ‘'m odernización” del gobierno 
había postulado que una cantidad lim itada de reform as circuns­
critas, acom pañadas de una disminución de la represión, le ga­
naría la buena voluntad de algunos sectores estratégicos de los 
estratos populares. Pero las reform as eran  demasiado m odera­
das p ara lograr alguna aceptación im portante. Por o tra  parte, la 
disminución de la represión, el éxito de las huelgas, las esperan­
zas despertadas por los tím idos pasos del gobierno — y la frustra­
ción resultante de su superficialidad—  contribuyeron a  radicali­
zar a grandes sectores de la población. E n  el cam po, en lugar 
de un movimiento cooperativo dócil y controlado por el gobierno, 
se fortaleció rápidam ente el Comité de Unidad Campesina (c u c ) , 
agresivo y políticam ente consciente. E n  las ciudades los sindica­
tos seguían siendo pequeños, pero para principios de 1978 habían  
alcanzado su clím ax en cuanto al núm ero y a  la agresividad de 
sus m iem bros desde 1954. Las actividades guerrilleras se habían  
reiniciado, así fuera a  escala pequeña, en varias áreas del cam po.

Así pues, visto en térm inos racionales, la clase gobernante gua­
tem alteca afrontaba opciones som brías en verdad. P ara  h acer un 
esfuerzo de cooptación m ás realista podría em prender algunas 
reform as sociales m ás im portantes y dolorosas, o  desatar una 
ola de terror. Dada la naturaleza del régim en la últim a opción 
era  la única elección lógica. E n  los últim os meses de la adminis­
tración  de Laugerud se inició o tro  periodo de represión feroz, 
lo que constituía una nueva dem ostración de que los ciclos alter­
nos de violencia extrem a y "m oderada” estaban escasam ente  
influidos por las actitudes personales de los hom bres en el 
poder.11

4. E l gobierno d e Lucas

E l frustrado esfuerzo m odernizador de Laugerud se vio susti­
tuido por la violencia que pronto alcanzó niveles sin precedentes 
aun en Guatemala. E l incipiente centro  político — que una vez 
m ás había empezado a  desarrollarse bajo  el gobierno de Lauge­
rud—  fue perseguido o tra  vez con crueldad. A principios de 1979 
el asesinato de Alberto Fuentes M ohr y Manuel Colom Argueta, 
los dos líderes carism áticos del Partido Social D em ocrático y el 
Fren te  Unido de la Revolución, respectivam ente, fue sólo el inicio

n  R esulta in teresan te señ alar que varios observadores, engañados por 
símbolos form ales que n ad a significan en el con texto  guatem alteco, ca ra c­
terizaron  al principio al gobierno de L u cas com o de centro-derecha. Fueron  
despistados por el hecho de que L u cas co n tara  tam bién con el apoyo del 
antiguo P artid o  Revolucionario ( p r )  cen trista , y  p or selección de F ran cisco  
V illagrán K ram er —un hom bre respetado p or su pasado reform ista— com o  
su com pañero de fórm ula. E n  realidad, h asta  su renuncia en septiembre de 
1980 VUlagrán K ram er desempeñó insensiblem ente su papel com o encu­
b ridor conveniente, aunque cad a vez m enos eficaz, de las atrocidades del 
régim en, com o lo había hecho Méndez M ontenegro doce años antes.
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ominoso; pronto habrían de sentir esos partidos la ira del régi­
men. Pero fue particularm ente notable el destino de la Demo­
cracia  Cristiana ( d c ) ,  el m ás tím ido de los partidos centristas  
del país. La d c  era el único partido — fuera de la extrem a dere­
cha—  que había participado en las elecciones de abril de 1980, 
otorgando así cierta  credibilidad a  un ejercicio  sin sentido en el 
que sólo se m olestó en votar 12.5 % del electorado. Le fue rela­
tivam ente bien en las urnas. E n  los dos años siguientes varios 
alcaldes de la  d c  fueron asesinados, m ientras que los escuadro­
nes de la m uerte del régim en diezmaban las filas del partido en 
una lección objetiva muy eficaz para quienes m antenían la ilu­
sión del cam bio pacífico.12

D entro de la lógica del Estad o  guatem alteco este ataque siste­
m ático del centro  resultaba muy racional, porque el régimen 
se había opuesto rígidam ente a toda opción m oderada. Desde 
todos los demás ángulos la política era  autodestructiva y poco 
práctica , ya que acentuaba el aislam iento del régim en dentro  
y fuera del país en un m om ento en que la am enaza proveniente 
de los estratos inferiores estaba alcanzando niveles nunca vistos.

E sta  am enaza estaba representada p or la fuerza creciente de 
los guerrilleros, quienes difieren en gran medida de sus predece­
sores de los años sesenta en cuanto al núm ero, la capacidad y 
el apoyo popular.

Los grupos guerrilleros de los años sesenta — jóvenes “ladinos” 
de la clase m edia que se habían negado a  colaborar con el régi­
men—  habían caído víctim as de las ilusiones de la teoría del 
"fo co ".1* E stos jóvenes ofrendaron su vida p or la liberación de 
un cam pesinado oprimido, pero apenas se esforzaron por ganar 
el apoyo de los cam pesinos. Deploraban profundam ente la injus­
ticia  inm ensa a  la  que se había sometido a  los indígenas durante 
siglos, pero carecían  de conocim ientos para p enetrar en su mun­
do secreto. Form aban una vanguardia que tenía escaso o ningún

Y  sin em bargo, la d c  optó de nuevo por "p articip ar en el juego", acep­
tando to m ar p arte  en las elecciones de m arzo de 1972. E n  realidad los líde­
res  del partido habían pasado a  ocupar una posición en la  derecha m oderada  
desde fines de los años setenta. Opuestos a  una victoria  guerrillera con  
m ayor vehem encia aún que a  la continuación del statu quo, estos líderes 
pensaban que no tenían m ás opción que con tinu ar esperando la  reform a  
del régim en. ( E n  cam bio, el f u r  y  el p sd  se negaron a  u nirse a  la  farsa  
electoral.)

i3 V éanse algunos estudios incisivos de la luch a guerrillera de los años 
sesenta en G uatem ala en Regis Debray, Les Épreuves du Feu (La Critique 
des Armes 2 ) , P aris, Seuil, 1974, pp. 281-380; R ichard  Gott, Guerrilla Move­
ments in Latin America, Garden City, N. Y ., Doubleday, 1971, pp. 39-118; 
Adolfo Gilly, “ The G uerrilla M ovement in G uatem ala”, Monthly Review, 
m ayo y  junio de 1965; R obert Lam berg, Die Guerrilla in Lateinamerika, 
M unich, D eutscher Taschentuch V erlag, 1973, pp. 65-92; E d u ard o  Galeano, 
Guatemala, clave de Latinoamérica, M ontevideo, Ediciones de la  B an da  
O riental, 1967; y  en cuando al testim onio de un participante que es ahora  
un im portante líd er guerrillero, véase R icard o R am írez, Lettres du Front 
Guatémaltèque, P arís, M aspero, 1970.



co n tacto  con quienes trataban  de liberar. Lucharon solos pero  
no m urieron solos: el te rro r ciego del gobierno tam bién dejó 
incontables víctim as entre la indefensa población civil.

E n  cam bio, los grupos guerrilleros surgidos a mediados y fines 
de los años setenta, tras algunos años de engañosa tranquilidad, 
han aprendido de los errores del pasado. Rechazando un enfoque 
puram ente m ilitar em pezaren a  concentrarse sistem áticam ente  
en el desarrollo de una base cam pesina. E n  efecto, el E jército  
G uerrillero de los Pobres — el prim ero de los nuevos grupos gue­
rrilleros—  inició su acción m ilitar sólo después de tres años de 
trab ajo  secreto  entre los indígenas del altiplano.14

Un régimen confiado respondió con el te rro r al surgimiento  
de la lucha guerrillera: el te rro r siem pre había sido eficaz. Pero  
por prim era vez resultó contraproducente, y este es el rasgo m ás 
significativo del periodo de Lucas, m ás bien que los niveles de 
te rro r y corrupción. Aunque el trab ajo  paciente de los guerrille­
ros entre los cam pesinos fue un facto r decisivo, o tros elementos 
tam bién contribuyeron a  m oldear la respuesta popular. E l dete­
rioro de los niveles de vida del pueblo, ya abism ales, que ca ra c­
terizó el periodo de Lucas añadió presiones in to lerab les;15 la 
"indulgencia excesiva” de la adm inistración de Laugerud había 
propiciado sin quererlo el surgim iento de organism os populares 
com bativos en las ciudades y en el cam po; el ejército  no pudo 
ap lastar a los guerrilleros, y éstos resultaron cada vez m ás capa­
ces de ofrecer cierto  grado de protección a  los cam pesinos co­
laboradores y de castigar a  los inform antes del gobierno en el 
cam po. La actitud del clero tuvo una im portancia particular. 
Aunque muchos clérigos continuaron com o pilares del régimen, 
siguiendo al cardenal Casariego, fueron m ás num erosos los que 
se volvieron cada vez m ás críticos, y algunos de ellos incluso se 
unieron a  las fuerzas revolucionarias.

Fue un proceso  cuyas semillas se habían sem brado mucho  
antes de 1978 y se desarrollaron durante el periodo de Lucas, en 
gran medida ocultos p or los acontecim ientos m ás dram áticos 
que estaban ocurriendo en N icaragua en 1978-1979 e inm ediata­
m ente después en El Salvador. Sin em bargo, p ara los observa­
dores externos perspicaces (aunque todavía no p ara el régimen 
guatem alteco) este proceso empezó a  adquirir características  
ominosas p ara fines de 1980, cuando era  ya evidente que los in­
dígenas se levantaban en núm ero creciente para apoyar o unirse

14 V éase un relato  fascin ante de uno de los prim eros m iem bros del e g p  
de G uatem ala en M ario Payeras, Los días de la selva, M éxico, Edoicinnes 
Bloque de Apoyo a  la  Revolución C entroam ericana, 1980.

1 5 Aunque la crisis se debe en p arte  a  facto res puram ente económ icos 
— com o la inflación im portada que redujo aún m ás los salarios reales, el 
deterioro de los térm inos de intercam bio y  en 1981-1982 las a ltas  ta sa s  de 
interés del m ercad o  m undial que afectaron  negativam ente los movim ientos 
de capital— , las razones principales son de ca rá c te r  político y  se relacionan  
con la  inestabilidad prevaleciente en  el país y  en todo C entroam érica (véase  
m ás adelante).
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a los guerrilleros y a  los organismos de m asas de izquierda 
(com o el c u c ). Por prim era vez en la historia de Guatemala la 
división de castas empezó a dejar su lugar a  la percepción de un 
interés de clase com ún; si persistiera esta evolución asestaría  
un golpe devastador a  una clase gobernante que tradicionalm en­
te  se ha beneficiado de las contradicciones entre el prejuicio de 
casta  y el interés de clase.

La agonía del régimen en realidad se había iniciado. El desafío 
creciente de los estratos inferiores se atacó  con un te rro r cre­
ciente pero ineficaz. La lucrativa industria turística y la inversión  
interna fueron cada vez m ás afectadas por la guerra, al igual que 
la  inversión privada extran jera y los créditos otorgados por los 
bancos extranjeros y los organismos internacionales.16 La situa­
ción de Guatem ala com o un paria internacional — resultado de 
una política de te rro r abierto—  afectaba la asistencia potencial 
de los gobiernos amigos (sobre todo de los E stados Unidos) y 
reforzaba la renuencia de organism os tales com o el Banco Mun­
dial a  conceder préstam os. La creciente incapacidad del gobierno 
para afron tar la crisis política, económ ica y m ilitar también  
agravaba la salida de capital provocada por el efecto  de la caída 
de Somoza y p or el em peoram iento de la situación salvadoreña. 
A su vez, la salida neta de capital era  una de las causas princi­
pales del deterioro concom itante de la balanza de pagos de Gua­
tem ala. E l elevado nivel de las reservas internacionales que Guate­
m ala había m antenido tradicionalm ente se desvaneció con una 
rapidez sorprendente, de modo que para fines de 1981 habían  
bajado a  171.8 millones de dólares (m enos que el equivalente 
de dos m eses de im portaciones de m ercan cías), m ientras que a 
fines de 1978 habían alcanzado el nivel m áxim o de 763.2 millones 
de dólares. Al m ism o tiem po cada vez le resultaban m ás caros  
los préstam os a  Guatemala.

E n  tales condiciones una adm inistración eficiente de las finan­
zas públicas habría sido especialm ente necesaria, pero la corrup­
ción y la incom petencia del gobierno de Lucas, aunque no des­
usadas en el periodo p osterior a  1954, resultaban particularm ente  
visibles en medio de una crisis sin precedentes.

Como era  de esperarse, el te rro r acabó tam bién con la vida de 
muchos m iem bros de la clase media, m ientras que las severas 
tensiones económ icas lesionaban los bolsillos de m uchos m ás. 
Pero esta vez el régim en ya no parecía todopoderoso. Las mani­
festaciones crecientes de su debilidad e incom petencia, su nega­
tiva intransigente a  conceder un espacio a  los partidos centristas, 
la posición de Guatemala com o un paria internacional y la eré­

is L a inversión privada, que había crecido vigorosam ente h asta  1 9 7 8 , dis­
m inuyó 1 2 %  en 1 9 7 9  y 2 1 %  en 1 9 8 0  (C onsejo M onetario C entroam ericano, 
S ecretaría  E je cu tiv a : Estudio sobre la situación económica y financiera de 
los países centroamericanos en 1980 y sus perspectivas para 1981, M em oran­
do c p m / 1 6 7 / 8 1 ,  pp. 6 7 - 1 0 8 ) .  S e estim a que en 1 9 8 1  perm aneció l a  inversión  
privada en el m ism o nivel del año anterior.
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ciente oposición del clero generaban una sensación de profunda 
frustración. Si hubieran podido realizar un esfuerzo m ás soste­
nido los grupos de la izquierda revolucionaria podrían haber 
explotado m ejor el sentim iento de desesperanza prevaleciente 
entre m uchos m iem bros de la clase media.

E sta  era la nueva realidad de Guatemala a principios del de­
cenio en curso: por prim era vez desde 1954 se habían unido diver­
sas fuerzas co n tra el régimen y se estaban reforzando recíproca­
m ente, m ientras que el gobierno de Lucas, cada vez m ás acosado, 
parecía atascado en una obstinación ciega.

I I .  L a r e s p u e s t a  d e  l o s  E s t a d o s  U n id o s  a l o s  a c o n t e c i m i e n t o s

DURANTE LA PRESIDENCIA DE LUCAS

1. E l gobierno de Carter en  busca d e un  centro

E n  térm inos generales la política de C arter hacia Centroam é­
rica  tuvo dos fases principales, separadas por el periodo que va 
del verano de 1978 al verano de 1979, cuando Somoza fue derro­
cado. E n  la prim era fase el gobierno de los Estados Unidos 
percibió una ligera am enaza de la izquierda en Centroam érica. 
Por lo tanto, le pareció que podía proponer una política de "dere­
chos hum anos” sin poner en peligro los intereses norteam eri­
canos.

Tras el efecto de la victoria sandinista el gobierno de los E s­
tados Unidos vio am enazada la estabilidad pronorteam ericana  
del área  por repentinos vientos revolucionarios. Ante esta pesa­
dilla inesperada reaccionó con un esfuerzo por atraerse a los 
sandinistas de N icaragua. E n  form a un tanto contradictoria trató  
de fortalecer a los m ilitares de Honduras al mismo tiempo que 
alentaba una apertura del sistem a político. E n  E l Salvador trató  
de realizar un experim ento con una "te rce ra  fuerza”, con cre­
ciente desatención a la realidad.17

E n  Guatemala, tras la caída de Somoza, el gobierno de los 
Estados Unidos continuó alentando la "dem ocratización”, sos­
teniendo que una solución centrista, p or difícil que resultara a 
co rto  plazo, sería a la larga el cam ino más efectivo para evitar 
una explosión popular y una victoria de la izquierda radical. 
M ientras tanto, toda disminución de la represión y la im planta­
ción de reform as, por m oderadas que fueran, se consideraban  
medidas positivas para ayudar a  aliviar las tensiones.

La política de C arter hacia Guatemala fracasó m iserablem ente.

n  V éase una evaluación m ás detallada en Glaijeses, "T h e  S earch  fo r the  
Center in C entral A m erica” , Working Papers, noviem bre-diciembre de 1981, 
pp. 30-37, y  "T h e U nited States and Turm oil in Central A m erica”, The 1980s: 
Decade of Confrontation?, W ashington, D. C., N ational Defense University  
Press, 1981, pp. 129-142.
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L a clase gobernante guatem alteca — jam ás destacada por su re­
finamiento político—  se convenció cada vez m ás de que el De­
partam ento de Estad o  estaba dominado por los m arxistas (in­
cluidos algunos hom bres com o William Bow dler y Jam es Cheek, 
quienes en su opinión habían perseguido arteram ente al anti­
com unista em bajador Frank Ortiz hasta lograr su dim isión). La 
continua presión y la censura pública de W ashington sólo gene­
raron  un rom pim iento en la com unicación entre los dos gobier­
nos, m ientras que la represión dentro de Guatemala alcanzaba a 
los grupos centristas que disfrutaban el apoyo de W ashington.

E n  1980 se inició m i debate intenso dentro del gobierno de 
los Estados Unidos. E l D epartam ento de Defensa, el Consejo 
Nacional de Seguridad y los elementos "de línea dura" del Depar­
tam ento de Estad o  sostenían que había fracasado la política del 
"g arro te” aplicada al gobierno de Lucas. E n  consecuencia, acon­
sejaban un m ejoram iento de las relaciones y la reanudación de 
la ayuda m ilitar. Al o frecer la "golosina” — y reanudar así el 
diálogo— , el gobierno de C arter podría recuperar la confianza 
del régimen guatem alteco y finalmente persuadirlo de que adop­
tara  algunas reform as. Aunque esta m odificación de la polí­
tica  fue rechazada, es im portante entender el razonam iento de 
los "liberales” del D epartam ento de E stad o  que se opusieron  
a  ella. También ellos preferían claram ente un gobierno de Lucas 
(p o r pecam inoso que fuera) a una victoria de tipo sandinista 
en Guatemala. E n  consecuencia habrían aconsejado la asistencia  
m ilitar para el régim en si hubiesen creído que tal cosa era nece­
saria para su supervivencia. Pero en su opinión no se encontraba  
Lucas todavía gravem ente amenazado, de modo que los Estados 
Unidos podían esperar (m ientras que proporcionaban asistencia  
m ilitar la Argentina, Israel y otros países). E n  esta  form a el go­
bierno de C arter evitaría "m ancharse las m anos" y conservaría la 
fachada de su política de “derechos hum anos” m ientras fuera  
posible.18 E n  el entretanto el esfuerzo frustrado p or m oderar al 
gobierno guatem alteco continuaba en una atm ósfera de tensión  
creciente.

2. E l gobierno áe Reagan y Guatemala

a ) Centroam érica dentro  de la lógica im perial de la “nueva or­
todoxia” de Reagan. E l gobierno de Reagan llegó al poder pro­
metiendo re to rn ar a los Estados Unidos a su grandeza anterior 
y corregir la política de "disparates” de C arter basada en conce­
siones humillantes a los com unistas y a los estados radicales, y 
en la traición a  aliados leales com o Anastasio Som oza y el Cha 
de Irán.

P ara los arquitectos de la "nueva ortodoxia” de Reagan la de­
clinación norteam ericana tenía raíces subjetivas m ás bien que

18 Entrevistas personales.
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objetivas. Como lo planteó con perspicacia N orm an Podhoretz: 
"¿C arecem os de poder? Por supuesto que no si medimos el po­
der en térm inos brutos de capacidad económ ica, tecnológica y 
m ilita r .. .  La cuestión reside en últim a instancia en un acto  de 
voluntad." 19 M ientras que una base económ ica sólida y un forta­
lecim iento m ilitar eran condiciones indispensables para la re­
afirm ación de una América imperial, la voluntad de actu ar de 
inm ediato com o una gran potencia en el exterior tenía una im­
portancia fundamental.

La geografía y la historia hacían inevitable que Centroam érica  
ocupara un lugar decisivo en una visión que subrayaba la nece­
sidad de reafirm ar la voluntad de los Estados Unidos, ¿pues cóm o  
podría respetar el mundo a  los Estados Unidos si éstos no eran  
capaces de m antener la pax am ericana  en su propio traspatio?  
Pero Centroam érica no era  sólo un área en dificultades que re­
quería la atención de la adm inistración Reagan: también apor­
taba una oportunidad para dem ostrar la nueva resolución de 
los Estados Unidos. Para proyectar la imagen de un país eficaz, 
resurgente, sería muy ventajosa una victoria inm ediata de su 
política exterior. Ni Afganistán ni el Golfo Pérsico eran lugares 
apropiados p ara un éxito rápido y fácil; en cam bio, la proxim idad  
geográfica de Centroam érica, el tam año pequeño de las naciones 
amenazadas por la "agresión com unista” y la facilidad con que 
los Estados Unidos habían impuesto tradicionalm ente su volun-' 
tad en la región parecían circunstancias muy prom etedoras en 
este sentido. E l deseo intenso de los amigos de Reagan de lograr 
que C astro pagara por sus acciones anteriores constituía un in­
centivo adicional para la reafirm ación de la voluntad norteam eri­
cana en el área. E n  consecuencia, C entroam érica pasó a ocupar 
el prim er plano de la política exterior de Reagan.

b) Reagan y G uatem ala: la preparación áel escenario. Dentro  
de esta lógica im perial se seleccionó a  E l Salvador com o "cone­
jillo de indias" para dem ostrar la resucitada voluntad de los 
Estados Unidos. E n  efecto, la política norteam ericana hacia Ni­
caragua a p artir de enero de 1981 ha dependido en gran medida 
de los acontecim ientos ocurridos en E l Salvador. Como había 
ocurrido bajo  el gobierno de C arter, la nueva adm inistración  
de Reagan consideraba a Guatemala com o un problem a menos 
urgente, porque el desafío guerrillero no aparecía todavía como  
una amenaza inminente aunque estuviera aum entando.20

Dentro de la adm inistración la m ayoría de los funcionarios de 
alto rango (en particular los nuevos funcionarios designados por 
R eagan) veían al gobierno de Lucas com o un régimen "m odera­
dam ente represivo” cuyos excesos deberían entenderse (y con-

19 "M aking the W orld Safe fo r Com m unism ”, Commentary, abril de 
1976, p. 41.

20 V éase u na evaluación m ás detallada de la  política de R eagan en Cen­
tro am érica  en Gleijeses, Tilting at Windmills : Reagan in Central America, 
W ashington, D. C., The Johns Hopkins Foreign Policy Institu te, abril de 1982.
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donarse) dentro del contexto violento de la historia de ese país 
y la “agresión de los terroristas com unistas apoyados por Cuba y 
la Unión Soviética”. Los Estados Unidos deberían proporcionar 
asistencia a un aliado asediado y leal, en lugar de incurrir en una 
crítica  destem plada e ingenua de una realidad social profunda­
m ente arraigada. Las reform as eran  convenientes, pero sólo al 
ritm o y dentro del cam po aceptados por la clase gobernante gua­
tem alteca.

Otro grupo — que incluía quizás a  la m ayoría de los funciona­
rios de carre ra  que se ocupaban de la región, sobre todo en los 
estratos inferiores y medios—  reconocía que Guatemala necesi­
taba desesperadam ente algunas reform as sociales. Para él el ré­
gimen guatem alteco era represivo a un grado que no podía justi­
ficarse por la historia del país ni p or la agresión de la izquierda 
y que finalmente resultaría contraproducente.21 Sin em bargo, 
sostenía (repitiendo la posición "d u ra” de la adm inistración an­
terio r) que la intolerancia de C arter no había logrado persuadir 
al gobierno de Lucas para que m oderara sus políticas. Si se 
reanudaba el "diálogo” era  probable que W ashington lograra con ­
vencer finalm ente a la clase gobernante de Guatemala de que le 
convenía acep tar algunas reform as. E n  todo caso, concluían, los 
Estados Unidos no tenían opción.

Así pues, ambos enfoques subrayaban la necesidad de dar 
asistencia m ilitar y m antener una relación estrecha con el go­
bierno guatem alteco. Los "duros” no veían ninguna necesidad de 
reform as, a p esar de ciertos pronunciam ientos retóricos, y quie­
nes tenían una inclinación más pragm ática reconocían su im por­
tancia, pero hacían hincapié en que no debería presionarse sino 
convencerse al gobierno guatem alteco, el que en todo caso  ten­
dría que ser apoyado. Su posición se basa en la esperanza de que 
la clase gobernante guatem alteca revelara finalmente su instinto  
de conservación. Ambos enfoques convenían tam bién en la nece­
sidad de que el gobierno hiciera m ás aceptable p ara el Congreso 
la necesidad de apoyar al régimen guatem alteco, iluminando la 
imagen sórdida de la adm inistración de Lucas.

c )  Reagan y L u ca s : catorce m eses d e frustración. Los esfuer­
zos norteam ericanos p or m ejorar la imagen del régimen guate­
m alteco fracasaron m iserablem ente. No hay duda de que el go­
bierno norteam ericano tuvo m ala fortuna: apenas se había 
iniciado su cam paña cuando Amnistía Internacional difundió el 
inform e m ás acusador que jam ás haya publicado sobre Guate­
m ala. Al docum entar concluyentem ente, por p rim era vez, que 
"las tortu ras y los asesinatos form an parte de un program a deli­
berado y ya antiguo del gobierno guatem alteco”, Amnistía ases­
taba un golpe inoportuno al argum ento que empezaba a  esgrim ir 
W ashington en el sentido de que el terro r de la derecha era  in-

21 Entrevistas personales.
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dependiente de la responsabilidad gubernam ental.22 Además, la 
intención m anifestada por Reagan de dar m archa atrás a  la polí­
tica seguida por su predecesor en Guatemala ayudaba a llam ar 
la atención sobre este país, una atención ya concentrada por la 
intensificación continua de la guerra de guerrillas.

Pero el obstáculo más im portante para el acercam iento del go­
bierno de los Estados Unidos a Guatemala estaba representado  
por el propio gobierno de ese país. Los amigos de Reagan habían  
llegado al poder decididos a ayudar a  Lucas; no estaban atados 
por consideraciones m orales y, al revés de lo que ocurría a  Car­
ter, ni siquiera entendían la urgencia de im portantes reform as 
sociales en Guatemala. Se apresuraron a  m anifestar su buena 
voluntad a través de su retórica, y tam bién m ediante gestos con­
cretos que habrían de servir com o un preludio de pasos m ás im­
portantes, tales com o la venta de cam iones y yips m ilitares reali­
zada en junio de 1981 p or valor de 3.2 millones de dólares, en 
violación del espíritu, si no es que la letra, de las leyes norte­
am ericanas.23 Sólo pedían, a cam bio, que Lucas los ayudara a 
ayudarlo haciendo algunas concesiones m enores que aplacaran  
al Congreso. Pero Lucas consideraba excesiva toda concesión, de 
modo que el apoyo del gobierno de W ashington debería ser in­
condicional.

No sólo continuaba aumentando el alcance de las atrocidades 
sino que en agosto de 1981 dio una nueva prueba el gobierno 
guatem alteco de su insensibilidad hacia las necesidades de W ash­
ington al anunciar que el m inistro de la Defensa, general Aníbal 
Guevara, sería el candidato oficial p ara las siguientes elecciones 
presidenciales de m arzo de 1982. La selección de Guevara era un 
golpe cruel para la adm inistración Reagan, la que había rogado  
que se perm itiera a un civil, cuyas m anos estuvieran menos en­
sangrentadas, suceder a  Lucas en el palacio presidencial. En  tér­
minos prácticos un presidente civil “m oderado" casi no afectaría  
el curso  de los acontecim ientos en Guatemala sino que sería un 
prisionero de los m ilitares, como lo fue Julio César Méndez Mon­
tenegro. Sin em bargo, un civil habría convenido a los esfuerzos 
que realizaba el D epartam ento de Estad o  por construir una ima­
gen favorable, ya que le parecían muy im portantes las elecciones 
de m arzo de 1982 para el "proceso de dem ocratización" que se 
encontraba en m archa en Guatemala. En  efecto, antes de la selec­
ción de Guevara algunos funcionarios norteam ericanos muy pre­
sionados argüían en privado que si bien era posible que Lucas  
no tuviera remedio, su sucesor sería un hom bre diferente, gracias 
a la nueva política de "diálogo” establecida por la adm inistración

2 2  Guatemala: A Government Program of Political Murder, febrero de 1981, 
p. 3. (U n a fuente im portante del inform e lo  fue V illagrán K ram er, ex  vice­
presidente de L u cas.)

23 L a  adm inistración hizo a  un lado la  ley que prohíbe las ventas a  go­
biernos tales com o el de G uatem ala elim inando estos renglones de la lista  
de prohibiciones.



Reagan.24 E sta  era  una esperanza ingenua que el gobierno de 
Lucas se apresuró a  destruir. E n  efecto, la insistencia de Lucas 
en la selección de Guevara resultaba particularm ente frustrante  
p ara W ashington porque sus tres com petidores eran hom bres de 
sólida estam pa conservadora.

Así se desarrolló entre W ashington y Guatemala una relación  
muy infortunada, basada en la incom prensión y el desencanto  
mutuos. E l régim en guatem alteco se volvió cada vez m ás escépti­
co  acerca de la decisión de la adm inistración Reagan, y veía sín­
tom as de un carterism o reptante sin C arter,25 m ientras que en 
W ashington crecía  el desencanto aun entre la m ayoría de los p ar­
tidarios de la línea dura. Algunos altos funcionarios tales com o  
Vernon W alters, quienes habían argum entado al principio — y 
quizás aim habían creído—  que el gobierno guatem alteco era  
sólo m oderadam ente represivo, se vieron pronto obligados a  re­
conocer que la represión no era sólo indiscrim inada sino también  
contraproducente, y que la corrupción desaforada y la intransi­
gencia ciega sólo apuntalaban a las fuerzas de la revolución.

Pero no era sólo la repulsión m oral lo que impedía que la ad­
m inistración Reagan fuera en auxilio de sus protegidos guate­
m altecos. L a  m ano de W ashington se veía detenida m ás bien por 
consideraciones prácticas. P ara mediados de 1981 la adm inistra­
ción había entendido por fin que los guerrilleros salvadoreños 
representaban en efecto un enemigo formidable, y este sentimien­
to habría de acentuarse en los meses siguientes. E l Salvador ya 
no era el fácil "conejillo de indias” a m erced del gobierno de los 
Estados Unidos. Por el contrario , cada vez parecía m ás claro  que 
el "dom inó” estaba a  punto de derrum barse. Al m ism o tiempo, 
en los Estados Unidos tanto  el Congreso com o la opinión pública 
se estaban volviendo m ás escépticos acerca  de la política salva­
doreña del gobierno, y la propia popularidad de Reagan empe­
zaba a experim entar los efectos de la recesión económ ica que se 
agravaba dentro del país.

Sin em bargo, la m ala reputación de la Ju n ta Salvadoreña apa­
recía inm aculada y aun virtuosa por com paración con la actua­
ción desastrosa de Lucas, lo que provocaba profunda repulsión  
entre una m ayoría aplastante del Congreso de los Estados Uni­
dos. Así se lam entaba un cabildero desalentado: "N adie quiere 
m alquistarse con el Congreso pidiendo arm as p ara Guatemala; 
ni siquiera los diputados conservadores quieren verse implica­
dos." 26 Si hubiera pedido ayuda para Guatemala la adm inistración

E n trevistas personales. E l candidato favorito  de la  adm inistración  era  
G ustavo Anzueto V ielm an, m iem bro de la  Central A uténtica N acionalista del 
general A rana.

25 Uno de los pocos funcionarios norteam ericanos cuya buena voluntad  
estaba fu era de duda e ra  R oger Fontaine, experto latinoam ericano del Con­
sejo de Seguridad N acional y  figura d estacad a en el equipo de tran si­
ción de R eagan p ara  L atinoam érica. Sin em bargo, las buenas intenciones 
de Fontain e parecían  fru strad as por una obvia falta  de influencia.

28 E n trevista  personal.
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habría encontrado una derrota segura y habría corrido el riesgo 
de un retroceso  que podría afectar el apoyo a su política salva­
doreña. Por lo tanto, a p artir del verano de 1981 se abstuvo pru­
dentemente de toda búsqueda de asistencia para Guatemala, en 
clara contradicción con sus intenciones originales. E sta  precau­
ción necesaria se vio acom pañada al principio por el sentimiento  
confortante de que el gobierno de Lucas, aunque cada día más 
débil no co rría  todavía un peligro inm ediato.2'

Sin embargo, a  fines de 1981 empezó a extenderse una sensa­
ción de urgencia dentro de la adm inistración Reagan, tras un 
año de creciente fuerza m ilitar de la guerrilla y de apoyo popular 
a los guerrilleros, m ientras que la econom ía se deterioraba grave­
m ente.28 Algunos funcionarios norteam ericanos em pezaron inclu­
so a  preguntarse si Guatemala sustituiría a E l Salvador com o el 
siguiente "dom inó” de Centroam érica. La alarm a de la adminis­
tración encontró una expresión concreta en la decisión que tom ó  
a principios de febrero de 1982 en el sentido de sondear al Con­
greso pidiendo 251 mil dólares de asistencia m ilitar p ara Guate­
m ala, lo que term inaría con un periodo de prohibición de cua­
tro  años. (Para suavizar la resistencia del Congreso aseguraba  
la adm inistración que no tra taría  de utilizar los fondos solicita­
dos si no m ejoraba en Guatemala la condición de los derechos 
h u m an o s.)29

27 M uchos funcionarios del D epartam ento de E stad o  hablaron entonces
de u na política de “observar y  esp erar” ; o tro s reconocieron con franqueza:
“no tenem os ninguna política” (entrevistas personales).

2 8  H aig afirm ó que G uatem ala e ra  "claram en te  el siguiente objetivo de la
insurgencia com unista en C en troam érica” y  añadió que "p ro n to  se repetirá
la  experiencia de E l S alvad or” (M ichael G ettler, “R eagan  to  Ask M ore 
Foreign  M ilitary Aid”, Washington Post, 28 de febrero de 1982).

28  Los 251 m il dólares, incluídos en  la L ey de Asistencia de Seguridad del 
Año F iscal 1983, financiarían  el adiestram iento m ilitar de guatem altecos por 
p arte  de los E stad o s Unidos. Com entando la m edida de la  A dm inistración
The New York Times observó: "Sigilosam ente, en una pequeña m aniobra  
m añ osa, revelada en  la  le tra  pequeña del p rogram a de seguridad, la  adm i­
n istración  incluye ah ora  a  G u atem ala .. .  en tre  los países que m erecen  la  
renovación de la  ayuda. E l simbolism o es im portante, y  los guatem altecos
lo saben. Unos cu antos dólares n orteam erican os com pran un m ontón de 
respetabilidad p ara  un  régim en c r u e l .. .  Cualquiera que sea el a rg u m e n to .. .  
no h ay  razón p ara  san ear a  G uatem ala" ( “Sanitizing G uatem ala” , 7 de m a r­
zo de 1982). Y a  a  fines de diciem bre de 1981 observaba Ja c k  Anderson sín­
tom as de que “la  adm inistración planea enviar una cantidad  m od erad a de 
ayuda m ilitar a  L u cas G arcía, o  sea refacciones p ara helicópteros por un  
v alor aproxim ado ds 2 millones de d ólares. . .  Algunos inform antes del 
Congreso afirm an que ciertos funcionarios del D epartam ento de E sta d o  han  
visitado en secreto  a  legisladores im portantes de la C ám ara de Represen­
tantes y  del Senado p ara exp lorar sus reacciones an te la  ayuda m ilitar que 
se p rop on e.. .  De acuerdo con tales inform antes, los em isarios del D eparta­
m ento de E stad o  han encontrado u na respuesta negativa casi unánim e en 
sus visitas al Congreso. P ero  por lo  m enos algunos de los legisladores tu­
vieron la  im presión de que sus objeciones no h arían  que la  adm inistración  
abandonara su propósito" ( “ Regim e Blam ed fo r Violence in G uatem ala”, 
The Washington Post, 22 de diciem bre de 1981).
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Así pues, la adm inistración Reagan observaba con ansiedad  
creciente las elecciones presidenciales de m arzo de 1982. M ientras 
form ulaba declaraciones huecas en el sentido de que las eleccio­
nes representarían un paso positivo en el desarrollo de la demo­
cracia  guatem alteca, la adm inistración esperaba sin esperanza  
que Lucas en un arranque de racionalidad perm itiera la libre 
com petencia entre los cuatro  candidatos contendientes en lugar 
de im poner a  Guevara.

Pero el 7 de m arzo de 1982 fue derrotado claram ente el candi­
dato oficial en las urnas, sólo para ser proclam ado triunfador al 
anunciarse los resultados oficiales. E s muy probable que el frau­
de electoral no haya sido m ás flagrante que en 1974 o 1978, pero  
nunca antes los medios de com unicación internacionales habían  
observado con tanta intensidad las elecciones guatem altecas. Por 
prim era vez desde el derrocam iento de Árbenz el régim en guate­
m alteco parecía m ortalm ente amenazado, lo que llevó a  muchos 
enemigos de los guerrilleros a afirm ar que "estas elecciones son 
nuestra últim a oportunidad y todos lo saben”,30 una expresión  
gráfica am pliam ente utilizada por los periodistas y otros obser­
vadores.

En  1974 y 1978 los candidatos de oposición derrotados se ha­
bían quejado tan  am argam ente del fraude oficial com o en 1982, 
y sus quejas habían encontrado la m ism a respuesta dura, pero 
nunca habían sido tan  evidentes com o en las elecciones de m arzo  
de 1982 las divisiones entre los diversos sectores de la clase go­
bernante. Tales divisiones se alim entaban no sólo de la ambi­
ción y la codicia personales sino tam bién del tem or de que la 
adm inistración Lucas estuviera amenazando la supervivencia m is­
m a de la clase gobernante al im poner a Guevara. Al m ism o tiem ­
po el resultado de las elecciones agudizaba el descontento entre  
la clase media, lo que aum entaba el peligro de que en su deses­
peración ésta se inclinara en número creciente hacia la izquierda 
revolucionaria.

Parecía en efecto com o si el régimen guatem alteco, en un fre­
nesí de autodestrucción, quisiera acelerar su propia caída, sordo  
a las advertencias de quienes dentro y fuera del país sólo tra ta ­
ban de asegurar su supervivencia. La "elección” de Guevara resul­
taba tan costosa com o una serie de resonantes victorias guerri­
lleras, lo que am enazaba con intensificar el aislam iento del régi­
men a un grado que hacía record ar om inosam ente la condición 
de Somoza en los últim os meses de su gobierno.

Pero la adm inistración Reagan, que había sufrido una serie de 
humillaciones en Guatemala y cuyos ruegos habían sido constan­
tem ente rechazados por Lucas, se apresuró a defender al régimen 
acosado. Rechazando abiertam ente las pruebas en contrario , el 
D epartam ento de Estad o  afirm ó que las elecciones habían sido

30 R aym ond B on ner, “ G uatem alans V ote fo r New L ead er”, The New York 
Times, 8 de m arzo de 1982.
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legales y que presionaría en favor de la asistencia m ilitar a Gua­
tem ala, m ientras que el presidente Reagan envió a Guevara una 
“cálida nota de felicitación”.31

E l cinism o de la adm inistración Reagan no era gratuito: W ash­
ington era prisionero de su propia lógica y de la intransigencia 
del gobierno guatem alteco. Si la victoria izquierdista resultaba  
inaceptable, había necesidad de ayudar al régimen guatem alteco  
cualesquiera que fueran sus abusos. E n  realidad los propios dis­
parates de Lucas — incluida la manipulación de las elecciones de 
m arzo—  hacían m ás im perativa aún tal ayuda. E n  tales condicio­
nes la adm inistración Reagan tenía que olvidar su am or propio  
y buscar la aquiescencia del Congreso para ayudar a Guate­
m ala, por difícil y costosa que pudiera resultar esta m edida en 
térm inos políticos.

Así pues, la adm inistración Reagan había dado un vuelco com ­
pleto desde enero de 1981, pues no tenía sentido "sostener el 
punto” en E l Salvador si había de perderse Guatemala.32 Pero  
m ientras se disponía a em barcarse en una estrategia desesperada, 
algunos funcionarios norteam ericanos pragm áticos reconocían en 
privado que, aun si el Congreso aceptara ayudar a un gobierno 
encabezado p or Guevara la política de la adm inistración Reagan  
no ofrecía solución alguna a  largo plazo. Reconociendo que Gue­
vara no representaba ningún avance sobi'e el régim en de Lucas, 
concluían estos funcionarios que, fuera de la intervención m ilitar, 
la ayuda norteam ericana no podría im pedir una victoria guerri­
llera, cada vez m ás probable en el curso de los dos años siguien­
tes. La intervención m ilitar tam poco restablecería la estabilidad 
pronorteam ericana a largo plazo, aunque fuera ésta posible en 
térm inos políticos. Una ocupación norteam ericana no podría cam ­
b iar a  la clase gobernante guatem alteca sino que intensificaría  
su intransigencia al indicar que siem pre podría recu rrir a los 
Estados Unidos para im pedir una victoria revolucionaria. Tras 
la salida inevitable de las tropas norteam ericanas, la m area gue­
rrillera cobraría fuerza de nuevo, y  en poco tiem po afrontarían  
o tra  vez los Estados Unidos la necesidad de intervenir. Sin em­
bargo, concluían estos analistas que no era  posible ninguna otra  
política porque W ashington no podía acep tar una victoria gue­
rrillera.33

Pero la política de la adm inistración Reagan — por miope y 
m oralm ente indefendible que fuese—  adquiría una lógica perver­

tí B e th  N issen, "G u atem ala : God h as Changed Things”, Newsweek, 5 de 
abril de 1982, pp. 49-50.

32 Com o exp resara un funcionario del D epartam ento de E sta d o : “N o nos 
beneficiaríam os m ucho, por ejem plo, si fru ctificara  n u estra  inversión en 
E l Salvador sólo p ara  descubrir que afrontam os una am enaza peor en un  
país m ás grande e  im portante ta l com o G uatem ala" (Jo h n  Goshko, "U . S. is 
Still Fum bling fo r Solution in  C entral A m erican Situation” , The Washington 
Post, 31 de enero de 1982).

33 E n trev istas  personales.
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sa cuando se com paraba con la actitud de la m ayoría de sus 
críticos del Congreso. Si una m ayoría de los diputados se oponía 
a  la concesión de ayuda a  Guatemala, tam bién se oponía con 
igual firm eza a lo que la adm inistración presentaba correctam en­
te com o la única opción realista: una victoria de la izquierda 
revolucionaria. E sta  contradicción fundamental e insoluta daba 
a la adm inistración su única esperanza. E ra  posible que la oposi­
ción del Congreso a la ayuda a Guatemala se debilitara, en medio 
de expresiones piadosas de preocupación por los derechos hu­
manos, ante el espectro creciente de una victoria guerrillera; las 
seguridades de que Guevara introduciría algunas reform as, y un 
montón de acusaciones con tra la "agresión com unista externa”. 
E ra , en efecto, una estrategia desesperada, donde un éxito im­
probable pero no imposible a co rto  plazo sólo conduciría a  una 
derrota  m ás hum illante a la larga.

III . L a  j u n t a  d e  R ío s  M o n t t

Aparentem ente el golpe del 23 de m arzo de 1982, que derrocó a 
Lucas, tom ó p or sorpresa a la adm inistración Reagan. Pero tras  
una vacilación inicial W ashington estaba listo p ara dar la bien­
venida a la jun ta m ilitar de tres m iem bros encabezada p or el 
general retirado Ríos M ontt. E n  abril, el secretario  asistente  
Enders dejó escuchar su autorizada voz: "desde el golpe del mes 
pasado, encabezado p or oficiales jóvenes, ha term inado virtual­
m ente la violencia no conectada en form a directa con la insur- 
g e n c ia ...  Se han tom ado medidas concretas co n tra  la  corrup­
ción . . .  Se ha llam ado a todas las fuerzas políticas para que se 
unan en una reconciliación nacional’’.34

E s  probable que la nueva Ju n ta no avance en ninguna de esas 
dos direcciones. La prim era conduciría hacia un régimen (civil 
o m ilitar) de la derecha m odem izadora; es decir, un régim en que 
quiera y pueda atraerse  a  sectores estratégicos de las clases po­
pulares m ediante reform as sociales im portantes (pero  no radi­
cales) y  el em pleo de la represión selectiva, no indiscriminada. 
La o tra  evolución posible sería hacia un régim en sim ilar al que 
ha gobernado desde la caída de Árbenz, aunque poseedor de 
m ayor flexibilidad táctica  que el régimen de Lucas por lo menos 
a co rto  y mediano plazos.

Un régimen de la derecha m odernizadora sería el instrum ento  
m ás útil para los intereses de la burguesía guatem alteca y la 
institución m ilitar, ya que sólo este tipo de régimen podría dar­
les una esperanza genuina de conservar un poder considerable 
durante largo tiempo.

El pronóstico de que el nuevo gobierno guatem alteco seguirá

34 Robert K aiser, “Reagan M ay Lift B an  on M ilitary Sales to  G uatem ala”, 
The Washington Post, 22 de abril de 1982.
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un curso razonable se apoya en lo que parecerían ser signos alen­
tadores. E l general Ríos M ontt fue en 1974 el candidato presi­
dencial de la centrista D em ocracia Cristiana y — com o le ocurrió  
dos años antes a  D uarte en E l Salvador—  se vio despojado de 
la victoria obtenida en las urnas m ediante un fraude descarado. 
Después de cuatro  años de exilio diplom ático en España regresó  
Ríos M ontt a Guatemala, donde pasó por una profunda experien­
cia religiosa, perm aneciendo alejado de las actividades políticas 
hasta m arzo de 1982.

Además, la Junta que encabeza Ríos M ontt goza de cierto  apo­
yo entre la D em ocracia Cristiana, y los jóvenes oficiales golpistas 
afirm an que su movimiento fue m otivado p or los altos niveles 
de corrupción, brutalidad e incom petencia de la adm inistración  
Lucas y por el fraude electoral de m arzo de 1982. Sus acciones 
parecían corresponder al modelo de los “jóvenes oficiales mo- 
dernizadores”, por oposición a las tendencias ultraconservadoras 
de una pandilla de oficiales viejos. E sta  positiva impresión inicial 
fue reforzada por varias designaciones de la Ju n ta que colocaban  
en altos puestos burocráticos a tecnócratas respetados y otras  
personas cuya falta de com petencia estaba afortunadam ente li­
bre de una reputación de venalidad excesiva. En  los días de in­
m ediato siguientes al golpe las seguridades de la Ju n ta acerca  
de que tra taría  con m ano firm e a los guerrilleros pero sin una 
violencia indiscrim inada parecían corroboradas por varias medi­
das: se desintegró el infame Cuerpo de Detectives, se despidió a 
algunos funcionarios policiacos de alto rango, disminuyó la re ­
presión en las ciudades y no recogió la prensa ningún informe 
de te rro r gubernamental en el cam po.

Pero si bien parece ser — com o dijo el em bajador norteam eri­
cano Frederick Chapin en palabras adecuadas a la fraseología 
religiosa de Ríos M ontt—  que "el gobierno ha salido de la oscu­
ridad p ara p asar a  la luz”,35 las apariencias pueden resultar en­
gañosas. Las señales ominosas son evidentes aun a prim era vista. 
Las fuerzas arm adas guatem altecas han perm anecido casi intac­
tas; en efecto, sólo se ha retirado a 7 de 27 o 28 generales y a 
un puñado de coroneles. Por lo tanto, el equilibrio actual entre  
los oficiales viejos y los jóvenes es a lo sumo inestable. E s po­
sible que persista este balance precario , lo que paralizaría las 
aspiraciones "m odem izadoras” de los oficiales m ás jóvenes, o 
quizá provocaría nuevos golpes, m ás perturbadores aún, lo que 
am enazaría la unidad de la institución m ilitar. Además, no sólo 
son controvertibles por lo m enos los antecedentes reform istas 
de Ríos M o n tt36 sino que su propio equilibrio m ental está en

35 "G uatem ala H allelu jah !”, The Economist, 1-7 de m ayo de 1982, p. 71.
36 Ríos M ontt fue Jefe  de E sta d o  M ayor desde 1970 h asta  1973, en uno 

de los periodos de m ay o r represión en G uatem ala. Se afirm a verosím il­
m ente que su graciosa aceptación del fraud e electoral de 1974 fue recom ­
pensada no sólo por un puesto en M adrid sino tam bién por una generosa



134 LA CRISIS GUATEMALTECA

duda.37 Pero es posible que el balance incierto entre los oficiales 
jóvenes y los viejos, y la estabilidad m ental de Ríos M ontt no 
constituyan la consideración decisiva.

Las pruebas existentes indican que por desgracia, y contra los 
dictados de la "razón " y de los modelos utilizados, no existe en­
tre  los oficiales guatem altecos jóvenes ningún grupo moderniza- 
dor im portante. E l program a de los golpistas atacaba la corrup­
ción y la incom petencia del gobierno de Lucas, pero aunque su 
indignación pudo ser sincera no se referían en ningún momento  
a las reform as sociales que requiere con urgencia cualquier 
fórm ula de la derecha modernizadora. E n  realidad los contactos  
políticos de los oficiales jóvenes antes del golpe no eran con los 
partidos centristas sino con el Movimiento de Liberación Nacio­
nal ( m l n )  de M ario Sandoval Alarcón. Y  el m l n  ha dem ostrado  
firm em ente a lo largo de m ás de veinticinco años que su res­
puesta a la insurgencia no es la reform a sino la intensificación  
del terro r político.

Aunque los oficiales jóvenes y Ríos M ontt han criticado la 
represión generalizada de los años anteriores sus acciones refu­
tan sus palabras. Tras el silencio de los prim eros días han lle­
gado al mundo exterior algunos reportajes gráficos de las ma­
tanzas en el cam po. E n  efecto, las inform aciones disponibles 
revelan que el nivel de la violencia en las áreas rurales ha alcan­
zado ya el de Lucas, si no es que lo ha superado.

De acuerdo con todos los criterios lógicos el régim en guate­
m alteco debería haber adoptado una fórm ula m odernizadora 
hace m ucho tiempo. Sin em bargo, lo que es lógico p ara los ana­
listas externos, y aun para las élites conservadoras y las institu­
ciones m ilitares de la Am érica Latina, choca con la "lógica" que 
ha impregnado el proceso m ental de toda una generación surgida 
de la pesadilla del "gobierno ro jo " de Árbenz: la prem isa de que 
la  salvación dependería de la represión y que las reform as cons­
tituyen una am enaza. E ste  dogma se reforzó con la experiencia 
de los años siguientes, cuando el terro r resultó en efecto un 
instrum ento de gobierno muy eficaz. Por o tra  parte, el fracaso  
del esfuerzo m odem izador del periodo de Laugerud tam bién pa­
reció  probar que las concesiones "excesivas” conducen a la radi­
calización más bien que a  la cooptación, contra lo que afirm an  
los extranjeros "ingenuos". P or últim o, el fortalecim iento logrado 
por los guerrilleros en El Salvador desde octubre de 1979 suge­
ría  también que las reform as demasiado profundas generan el 
caos más bien que la estabilidad. La capacidad de análisis de 
la clase gobernante guatem alteca no alcanza a considerar la posi-

sum a de dinero. E n  todo caso . Ríos M ontt salió del ejército  com o un hom ­
b re rico , m uy por encim a de lo que pudiera explicar su  sueldo.

37 E l  estado psicológico de Ríos M ontt preocupa a  v arios funcionarios 
norteam ericanos que sim patizan con su régim en. L a  lectu ra  de los pronun­
ciam ientos públicos de R íos M ontt a  p a rtir  del 23 de m arzo  nos h ace  enten­
der esta  preocupación.
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bilidad de que las reform as de Laugerud, o  las de las juntas sal­
vadoreñas, hayan sido demasiado pequeñas y demasiado tardías.

E sta  mentalidad se refleja en la generación posterior a  1954, 
no sólo en los hijos de la burguesía sino tam bién en generacio­
nes de oficiales que han aprendido — en la Academia M ilitar y 
en las b arracas—  un anticom unism o rudim entario que identifica 
las reform as con la subversión.

Las consecuencias de esta mentalidad estrecha son reforzadas 
p or otros factores m ás prácticos. Aun suponiendo que no sea de­
m asiado tarde se requerirían una determ inación inm ensa, un 
gran refinam iento y grandes recursos económ icos p ara im plantar 
en esta etapa tardía un program a de la derecha m odernizadora. 
Se necesitaría un alto grado de refinam iento para utilizar la re ­
presión selectiva m ás bien que la indiscrim inada, sobre todo en 
el cam po, porque se ha enseñado a los oficiales (y a veces lo han 
aprendido por am arga experiencia) que resulta imposible distin­
guir entre los cam pesinos “pacíficos” y los sim patizantes de los 
guerrilleros, y que las m ujeres y los niños ayudan a  menudo a 
los guerrilleros. E ste  problem a — que tam bién afrontan los mili­
tares salvadoreños—  se com plica en Guatemala por el hecho de 
que los oficiales del ejército  son ladinos, m ientras que los cam ­
pesinos guerrilleros son en su m ayor parte indígenas, y los indí­
genas son por definición inescrutables y ocultan una hostilidad  
enconada y una sed de venganza p or siglos de opresión detrás 
de su pasivo semblante.

Se necesitarían grandes recursos económ icos — que ya no posee 
el Estad o  guatem alteco—  para im plantar reform as sociales im­
portantes. Una reform a agraria dentro de un m arco  capitalista  
exigiría cantidades considerables de dinero para pagar un "precio  
justo” por la tierra  expropiada, además de los gastos destinados 
a los créditos y la asistencia técnica. Resultaría menos costoso el 
establecim iento de cooperativas en el altiplano para aum entar 
la productividad de los minifundios cam pesinos, pero el desarro­
llo de un movimiento cooperativo eficaz requeriría la creación  
de un liderazgo cam pesino independiente. A los ojos de las fuer­
zas arm adas guatem altecas (generales y oficiales jóvenes por 
igual) y de la burguesía, el surgim iento de tal liderazgo consti­
tuiría una am enaza intolerable, y sus tem ores no son del todo 
injustificados en esta etapa tan  avanzada.

E s posible que sean hom bres honorables los tecnócratas que 
se han unido a la burocracia de la Junta, al igual que los nuevos 
m inistros, pero en su gran m ayoría son profundam ente conserva­
dores. E s posible que traten  de m anera sincera de abolir la co­
rrupción y de adm inistrar m ejor las finanzas públicas, pero no 
pugnarían p or las reform as sociales (algo que en Guatemala 
constituye un paso muy audaz en verdad), aun si tuvieran un 
grado de autonom ía m ayor que el que probablem ente se les 
otorgue.
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Los jóvenes oficiales golpistas tratan  de m odernizar el esfuer­
zo de la guerra dentro de los confines del sistem a guatem alteco. 
E sto  requiere la disminución de la corrupción gubernamental 
para asegurar una m ayor canalización de fondos hacia la lucha 
m ilitar contra los guerrilleros, evitando que se los robe una ca­
m arilla de oficiales de alto  rango, com o ocurría en el gobierno  
de Lucas. E sto  requiere tam bién ciertos gestos apropiados para  
m ejorar la imagen internacional de Guatemala, ya que el régimen  
necesita desesperadam ente ayuda económ ica y m ilitar del exte­
rior para h acer frente a la creciente m area guerrillera. E ste  apo­
yo ya no puede provenir sólo de amigos com o Israel, país que 
vende arm as en efectivo,38 sino que debe provenir de los Estados  
Unidos, los organism os internacionales y los bancos privados.

E n  realidad es probable que el derrocam iento de Lucas traiga  
un respiro para el régimen, por lo menos a  co rto  plazo. E s posi­
ble que se realicen las esperanzas de la adm inistración Reagan  
en cuanto al logro final de ciertas reform as superficiales en 
Guatemala, y quizá pueda convencerse al Congreso de que el 
régimen guatem alteco se ha reform ado finalmente y de que m e­
rece  una asistencia considerable. E l Banco Interam ericano de 
Desarrollo, sensible a las presiones de los Estados Unidos y 
de muchos gobiernos latinoam ericanos opuestos a  una victoria  
guerrillera, parece ansioso por ayudar a la Junta, y es posible 
que lo im ite el B anco Mundial, m ás independiente.

Entonces se iniciaría un círculo fam iliar. La adm inistración  
Reagan aprovecharía el apoyo inicial del Congreso com o un pre­
texto para increm entar la asistencia, y se argum entaría — como  
ocurrió en el caso  de Vietnam  y ocurre ahora en el caso de El 
Salvador—  que está en juego el prestigio de los Estados Unidos.

Pero la guerra no se abatirá. E n  efecto, los líderes guerrilleros 
han m ostrado visión ante las nuevas circunstancias creadas por 
el golpe y parecen dispuestos a cam biar sus tácticas, del enfoque 
de la guerra insurreccional a co rto  plazo al de la guerra popular 
prolongada. Las fuerzas arm adas responderán com o siem pre lo 
han hecho con la violencia ciega, y lo que se hace ya en el cam po  
se h ará eventualm ente en las ciudades, en cuanto los guerrilleros 
refuercen su aparato  urbano. El Congreso de los Estados Unidos 
debatirá entonces sobre la conveniencia de continuar la ayuda, 
m ientras que los bancos extranjeros y los organism os interna­
cionales se alejarán cada vez más de Guatemala, al advertir que 
poco o nada ha cam biado a pesar del golpe de m arzo. M ientras 
tanto, muchos tecnócratas que aspiraban a  particip ar en un pro­
gram a reform ista se frustrarán  ante la intensificación del terro r: 
algunos de ellos se m archarán de nuevo m ientras que otros se 
adaptarán y cooperarán.

A medida que continúa la guerra la econom ía seguirá deterio­

38 Israel tiene el dudoso honor de ser el principal proveedor de arm as  
del gobierno de L ucas.
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rándose y la clase media se desalentará una vez m ás; m uchos 
de sus m iem bros se pasarán a la oposición si el program a gue­
rrillero puede ofrecerles un papel en la futura Guatemala. Por 
últim o, en medio de la violencia increm entada y del creciente  
tem or a la derrota, es posible que se abandonen aun los cam bios 
superficiales y que resurja  en toda su fuerza la imagen sangrien­
ta  del gobierno de Lucas, quienquiera que ocupe el palacio pre­
sidencial.

Así pues, el golpe reciente es dañino p ara los intereses de los 
Estados Unidos y para el pueblo guatem alteco. E l golpe aum enta  
las probabilidades de que Reagan obtenga el apoyo del Congreso 
para una ayuda sin esperanzas a Guatemala; en últim a instancia, 
tal ayuda sólo lesionaría el prestigio de los Estados Unidos y 
pondría en peligro el entendimiento necesario que los dos países 
deberán fo rjar tras la victoria de las fuerzas revolucionarias. Al 
prolongar la agonía de un régimen condenado al fracaso  el golpe 
elevará también el costo  en térm inos de vidas humanas y de 
sufrim iento del pueblo guatem alteco.



6. MÉXICO Y  LA CRISIS GUATEMALTECA

Adolfo Aguilar Zinser *

I. A l  s u r ,  u n  v e c i n o  in c ó m o d o

C e n t r o a m é r i c a  se inicia m ás allá del Usum acinta y el Suchiate. 
¿Cierto? G eográficamente sí; no obstante, p ara la política exte­
rio r de México Centroam érica principia en E l Salvador. Los 940 
kilóm etros de selva, m ontaña y planicie que lim itan a  la Repúbli­
ca  M exicana en su extrem o sur la separan de Guatemala, y para  
M éxico ese país constituye una realidad y un re to  singular que 
en m ucho co n trasta  con la respuesta m exicana a la crisis en el 
resto  de Centroam érica.

H istóricam ente las relaciones entre México y Guatem ala se han 
caracterizado p or un clim a de tensión y m utua desconfianza. Sal­
vo el periodo de la historia guatem alteca conocido com o la Revo­
lución del 44, en el que Juan José Arévalo y Jacobo Arbenz pusie­
ron en m archa im portantes reform as y hasta su derrocam iento  
por la c í a  en 1954, los incidentes entre México y Guatemala se 
han sucedido. En  todo caso México ha otorgado a  sus vínculos 
con este vecino poca atención y un lugar apenas notable en 
su política exterior. Los m exicanos hemos estado siem pre aler­
tas a  nuestra frontera norte, desde donde proceden las m ás 
patentes agresiones y amenazas contra nuestra integridad y nues­
tra  soberanía; sólo en circunstancias históricas muy específicas 
nos hemos vuelto hacia el sur para enfrentar los exabruptos del 
nacionalismo guatem alteco.

Guatemala constituye para México una realidad distante y a 
veces incóm oda. De ella se desprende una actitud política caute­
losa y negligente. Las autoridades m exicanas han buscado encu­
b rir las tensiones con Guatemala tras una retórica  m ás o menos 
amigable que lleva en todo caso  a  la inacción. E l proyecto mexi­
cano hacia G uatem ala se expresa en el "d ejar ser”. Las relaciones 
económ icas, políticas y culturales se mueven en gran medida por 
la inercia, y existe el tem or im plícito de que un esquema agresivo  
de com ercio y de expansión económ ica y cultural exacerbe el 
nacionalismo guatem alteco. No obstante, hay interacciones eco­
nóm icas m ás o menos im portantes que reflejan ante todo el in­
terés de algunos sectores em presariales m exicanos por el m erca­
do y las inversiones en Guatemala. Asimismo, la presencia cultural 
de México en aquel país es particularm ente perceptible, debido

* P rogram a de Estu dios de las Relaciones M éxico-Estados Unidos 
(C EE STE M ).
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a que com o en el resto  de la América Latina los productos cultu­
rales m exicanos: libros, m úsica, cine, etcétera, encuentran ahí 
un m ercado redituable.

P ara Guatemala, en cam bio, somos nada menos que “el coloso  
del n orte”. E l nacionalism o guatem alteco se ha alim entado siem­
pre de su anim osidad contra México. E n  este sentido existe una 
gran coincidencia entre las percepciones guatem altecas sobre 
M éxico y las m exicanas sobre los Estados Unidos. Desde la In­
dependencia Guatemala ha visto a M éxico com o el agresor, ante  
cuyas ambiciones perdió una im portante porción de su territo ­
rio: el estado de Chiapas. Cada vez que los conflictos sociales 
y políticos hacen peligrar al régimen las clases dom inantes gua­
tem altecas recuerdan su reclam o por Chiapas y denuncian el 
im perialism o “m exicano”. N uestra cultura, firm em ente arraigada  
en el pueblo guatem alteco, se interpreta con frecuencia como  
símbolo de “penetración cultural”. E n  sus relaciones económ icas 
con M éxico Guatemala se queja de un tra to  injusto y abusivo. 
Las inversiones m exicanas despiertan en todo m om ento sospe­
chas y suspicacias, y en ellas se descubren conspiraciones inter­
vencionistas. Recientem ente, el increm ento de la m igración entre  
Guatemala y México ha servido para que los m ilitares guatem al­
tecos, obviamente empeñados en negar sus verdaderas causas, 
denuncien la explotación y el m al tra to  que M éxico da a  sus 
connacionales, en la m ism a form a en la que los m exicanos ca­
racterizam os la m igración de trabajadores indocumentados a los 
Estados Unidos.

Sin em bargo, los factores estructurales de las relaciones entre  
M éxico y G uatem ala en nada o  en muy poco pueden com pararse  
con los vínculos entre M éxico y los Estados Unidos; no obstante  
ello las percepciones sí. No cabe duda de que los Estados Unidos 
tienen im portantes intereses en M éxico; los intercam bios com er­
ciales y la penetración del capital, así com o su influencia cultural 
y política son determ inantes para nuestro país. P or el contrario , 
México no es ni económ ica, ni políticam ente determ inante para  
la conducción de los asuntos guatem altecos, ni ese país ha sido 
verdaderam ente un objetivo p ara  la expansión m exicana. Sin em ­
bargo, los guatem altecos pretenden concebirnos com o una ame­
naza. E ste  rasgo fundamental del nacionalism o chapín encuentra  
su fundamento en la form ación histórica del Estad o  guatem alte­
co. Ante su falta secular de legitimidad y su aislam iento de los 
m ás amplios sectores de la sociedad, la clase dom inante intenta  
legitim arse y busca apoya aduciendo frecuentem ente supuestas 
agresiones m exicanas. E n  el contexto actual y frente a la m ás pro­
funda crisis que haya enfrentado el régim en guatem alteco el 
antim exicanism o cobra una im portancia particular.
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P ara entender las relaciones entre M éxico y Guatemala de hoy 
en día es necesario tom ar en cuenta que Guatemala parece ser 
para M éxico ante todo Guatemala y  no Centroam érica, y que la 
política exterior de nuestro país hacia aquella región se perfila 
en Guatemala hacia una om inosa excepción. P ara com prender 
esta afirm ación conviene señalar aquí tres aspectos centrales de 
la actividad política de México hacia C entroam érica que están  
aún ausentes respecto a  nuestro m ás cercano vecino del sur.

En  prim er lugar, a p artir de 1978 es claro  que la política de 
México hacia Centroam érica se define ya en el m arco de la con­
flictiva transición en los países de esta región. E s decir, los acon­
tecim ientos políticos, económ icos y sociales que convulsionan a 
Centroam érica se perciben en M éxico com o una necesaria rup­
tura con el orden de dom inación tradicional y con la influencia 
hegem ónica de los Estados Unidos. La política m exicana intenta, 
por tanto, reconocer el verdadero carácter de la crisis y adoptar 
ante ella nuevas actitudes. Si bien con cautela, M éxico se distan­
cia gradualm ente del Estad o  oligárquico, transnacional y represor  
de Centroam érica y reconoce la legitimidad de nuevas fuerzas 
contendientes; al m ism o tiem po cuida de no violentar el caro  
principio de la no intervención. Así, M éxico define un novedoso  
m arco  de sim patías políticas, no tanto  por razones ideológicas 
com o por el simple reconocim iento de que corresponde ya a 
otros sectores decidir el destino de sus países. E n  él, la política  
exterior de México intenta conciliar las tendencias diplom áticas 
con el difícil y aún im predecible proceso de cam bio.

En  segundo lugar y com o consecuencia de lo anterior, México 
manifiesta su repudio a  la represión, los m étodos autoritarios, 
los atentados a  los derechos humanos y la violencia com o solu­
ción a la crisis. E n  ello finca la validez m oral de su política m ás 
com prom etida con la transición en C entroam érica. Considera que 
las violaciones a los derechos humanos son un fenómeno cuyas 
consecuencias e implicaciones rebasan las fronteras de Centro­
am érica y las convierten en un asunto de preocupación para toda 
la comunidad internacional.

E n  tercer lugar, M éxico se opone vigorosam ente a la política  
intervencionista de los Estados Unidos, pues entiende que ésta  
niega la realidad histórica por la  que atraviesa Centroam érica  
y no logra sino exacerbar la inestabilidad e im pedir la búsqueda 
de verdaderas soluciones basadas en la autodeterm inación. Para  
el gobierno m exicano la ayuda m ilitar a los ejércitos represores 
de C entroam érica carece, en los hechos, de fundam ento estraté­
gico; el verdadero impulso a  la subversión nace de la sociedad  
m ism a y no responde al designio de fuerzas externas, ni a pro­
yectos hegemónicos extracontinentales. E n  cam bio, la desatinada 
acción de W ashington sí amenaza con internacionalizar los con-

II. G u a t e m a l a  n o  e s  l a  f r o n t e r a  p o l ít ic a  c o n  C e n t r o a m é r ic a
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flictos, lo que al fin y al cabo podría convertirlos verdaderam en­
te en un foco de desavenencia entre las grandes potencias. Para  
México la esencia de la seguridad nacional de los Estados Unidos 
no está amenazada por lo que sucede en C entroam érica. Si bien 
se cuestionan las estructuras tradicionales del sustento de la 
hegemonía estadunidense, esto no tiene que ser necesariam ente  
un atentado co n tra el verdadero interés norteam ericano. Al res­
pecto, M éxico rechaza explícitam ente que la crisis política en 
C entroam érica constituya un peligro para su propia seguridad. 
E sta  disociación entre los dictados de W ashington y el verdadero  
interés nacional de México es sustento fundamental de la política  
exterior m exicana hacia la región.

Estos tres elementos se hacen presentes en los pronunciam ien­
tos, las acciones y las iniciativas de M éxico respecto a  Nicaragua  
y E l Salvador. Sin em bargo, en el caso de Guatemala México 
ofrece ya o tra  cara. Como tratarem os de dem ostrar en este en­
sayo, México om ite referencias explícitas a  la crisis guatem alteca  
y se abstiene de form ular juicios que identifiquen a  Guatemala 
con lo que sucede en o tros países del área. No obstante, diso­
ciar estos fenómenos es prácticam ente imposible; p or ello, cuan­
do M éxico habla genéricam ente de los conflictos centroam erica­
nos se supone que incluye tam bién a  Guatemala aunque al 
m encionar a este país se denota una deliberada ambigüedad. 
Las autoridades m exicanas tratan  al régim en m ilitar guatem al­
teco, indiscutiblemente el m ás represivo de Centroam érica, con 
p articular delicadeza, y se cuidan en todo m om ento de form ular 
en su contra denuncias abiertas.

L a  cautela de M éxico parece inspirada cuando m enos en parte  
en el propósito de no provocar m ayor animosidad en los mili­
tares guatem altecos, por el tem or a  que las acciones de éstos 
puedan afectarlo  directam ente. De hecho nuestro país se mani­
fiesta neutral fren te ’a los problem as internos de su vecino y no 
form ula ningún juicio sobre los procesos de cam bio que experi­
m enta, actitud tan  cautelosa que hace pensar que M éxico se 
prepara no p ara la transición sino p ara la perm anencia de los 
generales.

No obstante, los acontecim ientos en Guatemala parecen tener 
ya im portantes repercusiones en la  política interna de México. 
Los sucesos en la frontera sur, y el efecto innegable sobre nues­
tro  país de la lucha política en Guatemala, son m otivo de debate  
dentro y fuera del gobierno. Algunos sectores comienzan a  definir 
im plícitam ente el interés nacional de M éxico frente a  Guatemala 
en los mismos térm inos en los que lo hacen los funcionarios 
estadunidenses con respecto a su propio país. E s decir, con te­
m or a que la subversión se extienda y repercuta en la estabilidad 
política de nuestro país. Sería aventurado afirm ar que México 
renuncia ya a  su tradicional desapego a las tesis de la seguridad  
nacional de los Estados Unidos; sin embargo, sus acciones res­
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pecto a G uatem ala revelan cuando menos confusión y contradic­
ciones, de las que resulta una cierta identidad con las exigencias 
estadunidenses.

III . L a g e o g r a f ía  d e  l a s  f r i c c i o n e s

La simple contigüidad geográfica es el facto r central para enten­
der el porqué de los tem ores de la política de M éxico hacia Gua­
tem ala. Visto desde cualquier perspectiva, el hecho de que la rup­
tura del orden político y social en C entroam érica linde con  
M éxico acarrea  inevitables consecuencias. Ello  se refleja tanto  
en la realidad com o en las percepciones, que son en últim a ins­
tancia expresión de los intereses de im portantes fuerzas sociales 
en nuestro país.

En  la perspectiva histórica es necesario apuntar brevemente  
algunos elementos de esta cercanía y sus efectos sobre las 
relaciones bilaterales. L a independencia de M éxico propició tam ­
bién la independencia de Centroam érica, integrada bajo la colo­
nia en la Capitanía General de Guatemala. E n  efecto, el 15 de 
septiem bre de 1821 los cinco países de la Capitanía General 
de Guatemala (Guatemala, E l Salvador, H onduras, N icaragua y 
Costa R ica) se independizaron de España p or declaración emi­
tida en la Asamblea que se efectuó en dicha fecha en la ciudad  
de Guatemala. A pesar de que el desarrollo económ ico y polí­
tico de la Nueva España fue paralelo y  algo distante al de la 
Capitanía General de Guatemala, M éxico intentó en los prim e­
ros años de su independencia anexar C entroam érica a su terri­
torio. Para ello el em perador Agustín de Iturbide contó con el 
apoyo de los sectores políticos conservadores que dominaban  
esas provincias, quienes decidieron el 4 de enero de 1822 su in­
corporación al Im perio M exicano de Agustín I. Sólo E l Salvador 
se opuso a  tal anexión, p or lo que Iturbide envió al general Vi­
cente Filisola a sofocar la revuelta. A la caída del im perio de 
Iturbide en 1823 las llamadas Provincias Unidas de Centroam é­
rica  declararon su independencia desligándose de M éxico y pro­
clam aron la constitución de una Federación de Estados que duró  
sólo de 1824 a  1838. E n  la ciudad de México el Congreso Federal, 
integrado hasta  entonces tam bién por representantes de los esta­
dos centroam ericanos, reconoció en 1824 la independencia de 
éstos.1

Por su parte, el estado de Chiapas declaró su independencia 
en agosto de 1821, adhiriéndose al Plan de Iguala. Poco después 
reconoció, al igual que otros países centroam ericanos, al Im perio  
M exicano com o única autoridad y gobierno. A la caída del impe­

dí Vázquez A ndrés C., Bosquejo histórico de la agregación a México de 
Chiapas y Soconusco; A rchivo H istórico  D iplom ático M exicano, s r e ,  Méxi­
co, 1923.
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rio  Guatemala intenta persuadir a  las autoridades chiapanecas 
de que se unieran a  Centroam érica. Ante esta am enaza el go­
bierno m exicano envía al general Filisola para disolver la Junta  
de Representantes creada en favor de la separación de México. 
Ello provocó una rebelión entre los distintos grupos que se dispu­
taban el destino de la provincia. P ara resolver la cuestión se 
convocó en 1824 la celebración de un plebiscito cuyo resultado  
fue la agregación de Chiapas a la nación m exicana.2 La región 
del Soconusco, que desde 1569 form aba parte  de Chiapas como 
una entidad distinta, optó tam bién en 1824 por integrarse a Méxi­
co. El gobierno: local de Guatemala no aceptó esta decisión y 
envió efectivos m ilitares p ara hacerse cargo de la provincia, desde 
la ciudad de Tapachula. E l carácter despótico que caracterizó  el 
m andato a nom bre de Guatemala del coronel José Pierson, justi­
ficó la intervención de México con el envío de un num eroso con­
tingente m ilitar al m ando del general Juan Pablo Anaya. Guate­
m ala se retira  sin ofrecer resistencia; sin embargo, esto  no logró 
definir la situación del Soconusco debido a la falta de un con­
senso entre sus habitantes. Por 15 años el Soconusco perm aneció  
en un estado autónom o de indefinición regido por sus propias 
autoridades municipales. No fue sino hasta 1841 cuando se incor­
poró definitivamente al territorio  m exicano com o p arte  del esta­
do de Chiapas. No obstante, Guatemala continuó sus reclam os de 
soberanía sobre esa provincia e incluso sobre el estado de Chia­
pas. De ahí surgió una disputa con M éxico por los límites terri­
toriales entre ambos países, la que habría de prolongarse por 
cerca  de 50 años. Finalm ente y al cabo de arduas negociaciones 
México y Guatemala firm an en 1882 el Tratado Bilateral de Lí­
m ites, que entró en vigor en abril de 1895.3 Aún después de esta­
blecidos legalm ente los límites la clase dom inante guatem alteca  
ha mantenido retóricam ente sus exigencias. Junto  con la reivin­
dicación del territorio  de Belice los guatem altecos sostienen que 
han sido despojados de una porción im portante de su suelo. Con 
base en ello alim entan desde entonces su precario  nacionalismo. 
Belice, que durante la colonia form aba parte  de Guatemala, fue 
de hecho cedido a Inglaterra a cam bio de regalías por la explota­
ción de las m aderas. Al reclam ar los beliceños su independencia, 
desde mediados del presente siglo, Guatemala exige su anexión.

Así, queda com o herencia histórica p ara el futuro de las rela­
ciones de M éxico con Guatemala el sentim iento antim exicano de 
la clase dom inante de aquel país. Jurídicam ente esta reclam ación  
ha carecido de sustento y políticam ente nunca ha form ado parte  
de la agenda de discusiones entre los dos países. Sin embargo, 
está presente y se m anifiesta en una bien calculada animosidad.

2 Diccionario Porrúa de Historia, Biografía y Geografía de México, t. I, 
vol. 1, 3? edición, México, 1970, pp. 595-597, y Enciclopedia de México, t. III, 
vol. 3, 3? edición, México, 1977, pp. 590-644.

s Diccionario Porrúa de Historia, Biografía y Geografía de México, t. II, 
vol. 2, 3’ edición, México, 1971, p. 2002.
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No obstante, desde el siglo xxx las relaciones con Guatemala han  
ocupado un papel poco preponderante en las preocupaciones de 
México. E l surgim iento de una poderosa oligarquía terrateniente, 
que desde fines del siglo x ix  ha acaparado los recursos económi­
cos guatem altecos y se ha beneficiado singularm ente con la pro­
ducción y la exportación de café y algodón, significó la form ación  
en ese país de un sistem a político dictatorial y conservador, ca­
rente de un verdadero proyecto nacional con el cual México tu­
viera que dialogar.

Los oligarcas guatem altecos convirtieron a su país en una gran  
plantación y a  sus habitantes, en su m ayoría indígenas, en m ano  
de obra som etida, a  quien debía excluirse p or todos los me­
dios de la vida política nacional. Por m uchos años Guatemala 
fue un negocio no un país, y com o tal, México m antuvo distantes 
relaciones con él.

IV. E l  a n t i m e x i c a n i s m o  d e  l a  c l a s e  d o m in a n t e  g u a t e m a l t e c a

De ahí nace la tolerancia com o fórm ula p ara h acer frente al anti­
m exicanism o guatem alteco. Los brotes de este sentim iento han 
coincidido siem pre con cuestionam ientos populares al poder 
político de las clases dom inantes. Sólo p or un co rto  periodo esta  
situación pareció m oderarse. La Revolución de 1944 dio principio  
a  una im portante era  de reform as que parecieron llevar a Gua­
tem ala a  una vida política verdaderam ente institucional y parti­
cipativa. Las coincidencias entre el reform ism o de Jacobo Árbenz 
y la Revolución m exicana dieron a las relaciones entre ambos 
países un nuevo m arco. E l proyecto reform ista puso a  un lado  
la animosidad conservadora contra México, lo que perm itió ini­
ciar m odestos program as de cooperación entre am bos países.4 Sin 
embargo, en 1954 este proceso se ve abruptam ente interrum pido  
por la intervención estadunidense. Con la ayuda de Washington  
las clases dom inantes afectadas por las reform as se reagrupan  
p ara restablecer su poder. Durante los últim os m eses del man­
dato de Árbenz los Estados Unidos intentan aislar internacional- 
m ente al gobierno de Guatemala. E n  respuesta M éxico se hace  
eco de las denuncias con tra la política estadunidense. E n  m arzo  
de 1954 bajo  los auspicios de W ashington se celebra en Caracas 
la Décima Conferencia de Consulta de M inistros de Relaciones 
Exteriores del Sistem a Interam ericano. E l propósito fue acusar  
a Árbenz de perm itir la intervención del com unism o extraconti­
nental en ja Am érica Latina. E n  realidad el agravio de los Esta-

4 Miguel A lem án expuso en su segundo Inform e Presidencial, el 1? de 
septiembre de 1948: " B a jo  el signo de la  m ayor arm onía han continuado  
robusteciéndose los lazos que nos acercan  a  G uatem ala. H em os colaborado  
p ara com batir la plaga de la  la n g o s ta .. .” , México a través de los informes 
presidenciales. La política exterior, s r e  y  S ecretaría  de la Presidencia, Mé­
xico, 1976, p. 432.
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dos Unidos surgía de las reform as implantadas por el régimen, 
principalm ente la agraria, que intentó despojar a  la United Fruit 
Company de sus propiedades en ese país. John Foster Dulles, se­
cretario  de Estado, afirm a que Árbenz transita aceleradam ente  
hacia el totalitarism o. M éxico propone m odificaciones considera­
bles al proyecto de resolución de la Conferencia; sin em bargo, la 
posición norteam ericana prevalece, por lo que el representante  
m exicano, al igual que su colega de la Argentina, se abstiene de 
votar. Un mes después, en m ayo de 1954, los Estados Unidos re­
doblan su cam paña contra Guatemala pretextando que el gobier­
no de Árbenz había recibido un em barque de arm as com unistas 
procedentes de Checoslovaquia. E l 19 de junio el coronel Carlos 
Castillo Armas, financiado por la c í a , invade Guatemala desde 
Honduras y derroca al gobierno de Árbenz.5 Con estos anteceden­
tes, el gobierno de M éxico y el régimen m ilitar guatem alteco  
inician una tensa y distante relación. B ajo  el nuevo régimen el 
antim exicanism o se refuerza y las agresiones contra México lle­
gan a traducirse en hechos.

La restitución del poder oligárquico se logra a costa de una 
cruenta represión y del cierre sistem ático a todas las form as de 
vida dem ocrática que Árbenz había auspiciado. E l descontento  
popular crece al tiem po que el régimen guatem alteco se aísla a 
un reducido espacio de legitimidad, fincado sólo en el anticom u­
nismo clerical y el nacionalism o m ás simplista. Así, en enero de 
1959, estando en el poder el general Miguel Ydígoras Fuentes, y 
en el m arco  de una creciente oposición popular, los m ilitares 
deciden desviar la atención política de los problem as internos 
reviviendo vigorosam ente el antim exicanism o. E n  la m adrugada 
del 31 de diciembre de 1958 cinco em barcaciones pesqueras m exi­
canas que se encontraban en los límites de la frontera con Gua­
tem ala, son atacadas por la fuerza aérea guatem alteca. E l saldo 
de este atentado son 3 ciudadanos m exicanos m uertos, 16 heridos 
y 2 barcos inutilizados. E l incidente coloca a  ambos países prác­
ticam ente en estado de guerra. E l 23 de enero el Presidente de 
México, Adolfo López M ateos, anuncia la ruptura de las relacio­
nes diplom áticas.6 Durante las negociaciones diplom áticas que 
tuvieron lugar, con la mediación de Chile y el Brasil, Guatemala 
argum entó incluso que, si com o decía el gobierno m exicano, las 
em barcaciones pesqueras se encontraban efectivam ente fuera de 
los límites guatem altecos, estaban sin em bargo dentro de la fron­
tera  que históricam ente correspondía a Guatemala por sus dere­
chos sobre Chiapas. E l incidente concluye con las disculpas de 
G uatemala, el pago de los daños ocasionados a las em barcacio-

5 Gordon Connell-Smith, El sistema inter americano, f c e ,  1? edición, M éxi­
co, 1971, p. 197.

6 México a través de tos informes presidenciales. La política exterior, Se­
cre ta ría  de Relaciones E xterio res  y  S ecretaría  de la  Presidencia, M éxico, 
1976, pp. 459460.
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nés y  la reanudación de las relaciones diplom áticas en septiem ­
bre de 1959.

Durante su gestion el presidente Gustavo Díaz Ordaz se pro­
puso lograr un acercam iento entre M éxico y C entroam érica. E sta  
iniciativa de política exterior fue quizá la m ás im portante que 
en esa m ateria em prendiera la adm inistración de Díaz Ordaz. En  
1966 el presidente de M éxico realizó una intensa y entusiasta  
gira por E l Salvador, H onduras, N icaragua, Costa Rica, Panam á  
y por supuesto Guatemala. Como resultado de ella fue posible 
establecer convenios de cooperación cultural con E l Salvador, 
Honduras, Panam á, Costa Rica y N icaragua, adem ás de acuerdos 
de asistencia técnica con estos dos últimos países. Sin em bargo, 
el proyecto de Díaz Ordaz enfrentó grandes obstáculos en Guate­
m ala, país con el que no se llegó a  ningún acuerdo form al de 
cooperación. E l clim a de tensión que se produjo después del 
derrocam iento de Árbenz y que se agudizó con el ataque a  las 
naves pesqueras m exicanas en 1958 no había quedado disuelto 
a pesar de la reanudación de las relaciones diplom áticas en 1959. 
Si acaso, la cautela del gobierno de M éxico había conseguido 
adorm ecer las hostilidades. No obstante esta cautela, al inicio 
de su sexenio Díaz Ordaz tuvo que resolver con Guatemala otro  
incidente violento. E l 28 de febrero de 1965, en la población fron­
teriza de Ciudad Hidalgo, Chiapas, las autoridades guatem altecas 
dieron m uerte a  un m exicano e hirieron a otro , lo que provocó  
una protesta form al de la cancillería m exicana. E n  las negocia­
ciones que se llevaron a  cabo Guatemala alegó que un año antes, 
en junio de 1964, tam bién un nacional guatem alteco había sido 
herido de gravedad por un agente m exicano.7

A pesar de las dificultades fronterizas y los incidentes de vio­
lencia el gobierno m exicano no llegó a  considerar a Guatemala  
com o una grave am enaza m ilitar para su frontera. No obstante, 
después de 1958 el e jército  m exicano asumió una actitud m ás 
vigilante en el sudeste del país. Sin embargo, y a p esar de la beli­
cosidad de Guatemala, las concepciones de la seguridad nacional 
de México perm anecieron en gran medida inmunes a  apreciacio­
nes geopolíticas de cara  al sur.

De alguna m anera resultaba claro  p ara el gobierno de México 
que el ejército  guatem alteco, el más poderoso de Centroam érica, 
se fortalecía durante esos años m ás com o un instrum ento de 
control político interno que com o una expresión de defensa ante  
una amenaza externa. A diferencia de los ejércitos sudam ericanos 
que originalm ente se han arm ado los unos contra las supuestas 
pretensiones de los otros, el ejército  guatem alteco es en esencia  
un ejército  opresor y contrainsurgente. Consciente de ello México 
ha interpretado los arranques antim exicanos de los m ilitares gua­
tem altecos com o un aspecto m ás de su m ilitarism o contrainsur- 
gente y no com o una amenaza real co n tra  su territorio .

7 México a través de tos informes presidenciales, op. cit., pp. 491-496.
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V. E l  a n t i m e x i c a n i s m o  e n  e l  e s q u e m a  d e  l a  c o n t r a i n s u r g e n c i a

Durante los años sesenta y principios de los setenta el ejército  
guatem alteco, con asistencia m ilitar de los Estados Unidos, logra 
sofocar los brotes de oposición arm ada. L a  efectividad del ejér­
cito  chapín y el aislam iento de la prim era guerrilla perm itieron  
a  México no preocuparse m ayorm ente por los enfrentam ientos 
arm ados cerca  de su frontera. Incluso, a p artir de la vigilancia 
m ilitar de la zona fronteriza M éxico coadyuva directa o indirecta­
m ente con la cam paña contrainsurgente guatem alteca. E n  efecto, 
el ejército m exicano acaba con una colum na guerrillera encabe­
zada por John Sosa, cuando ésta, al p arecer inadvertidam ente, 
cruza la frontera m exicana y se enfrenta a una patrulla mili­
tar. La cam paña antiguerrillera de los años sesenta no implicó 
tam poco grandes desplazamientos de población civil hacia la 
frontera, debido a  que los insurgentes aislados de la población  
perm anecieron principalm ente en el nordeste. E llo  favoreció  
tam bién que M éxico no se inquietara por los efectos de la guerra  
en su territorio.

Sin em bargo con el tiempo, la profundización de las contradic­
ciones políticas, el recrudecim iento de la represión y la absoluta 
incapacidad del régim en para crear fórm ulas de consenso term i­
naron p or vincular a  una proporción cada vez m ayor de la po­
blación cam pesina e indígena de Guatemala al proyecto revolu­
cionario. Por su parte, el ejército  de ese país dejó de ser sólo un 
instrum ento al servicio de las clases dom inantes; por medio de 
la corrupción y el acaparam iento de privilegios se convirtió  
en núcleo de poder económ ico, rival incluso de los oligarcas y 
los burgueses.

E n  este m arco  la contrainsurgencia se situó, frente al movi­
m iento revolucionario y popular, com o el único instrum ento en 
m anos del régimen p ara sostenerse en el poder. E n  sus intentos 
p or destruir a  la guerrilla y aislarla de su base popular el ejér­
cito  puso en m archa en 1981 la llam ada política de “ tierra  a rra ­
sada”, que consiste en el aniquilam iento y la dispersión de las 
poblaciones susceptibles a  la influencia revolucionaria. E sto  ex­
plica los ataques sistem áticos a  aldeas y pueblos, y la huida de 
miles de refugiados, muchos de ellos al lado m exicano de la vas­
ta  frontera.

E s claro  pues que para M éxico la crisis política guatem alteca, 
quiérase o no, entraña im portantes consecuencias. E n  los depar­
tam entos de Guatemala colindantes con México, Huehuetenango 
y San M arcos y las zonas m ontañosas de las V erapaces y el Qui- 
ché, lo m ism o que en las selvas del Petén, es en donde tienen 
lugar las m ayores acciones contrainsurgentes. Ello  no es casual. 
E stas regiones cuentan con una num erosa población cam pesina 
e indígena, constantem ente desplazada de sus tierras e  histórica­
m ente reprim ida. E l movimiento revolucionario arm ado resurge
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ahí, por obvias razones políticas y sociales, y porque lo dificul­toso del terreno perm ite consolidar una retaguardia. Este hecho, originalmente desligado de la cercanía geográfica con México, im­
plica sin embargo dos aspectos fundamentales para nuestro país: el primero, la entrada a México de miles de refugiados guatemal­tecos que huyen directam ente de la represión. El segundo, que la contigüidad con las zonas actualmente de mayor conflicto y el paso de refugiados dan al antimexicanismo de los militares gua­temaltecos un nuevo giro. Si tradicionalmente había sido sólo una fórmula de legitimidad hoy en día es además una pieza clave del proyecto político y m ilitar contrainsurgente. Para el ejército guatemalteco la frontera con México entraña graves peligros. En prim er lugar, el solo hecho de estar ahí ofrece la posibilidad de que la guerrilla establezca campamentos de este lado y transpor­te  por suelo mexicano armamentos, municiones y m aterial de apoyo para sus operaciones bélicas. En segundo lugar, el régimen 
guatemalteco teme que un apoyo político de México al movimien­to revolucionario de su país, o simplemente el repudio a las prácticas represivas del régimen, puedan traducirse materialmen­te en actitudes de tolerancia que favorezcan a  sus opositores. Asimismo, la huida de refugiados al lado mexicano es vista como una gran limitación a la campaña de te rro r contra la población 
civil, ingrediente básico de la contrainsurgencia. Al respecto, preocupa a los m ilitares guatemaltecos que los campos de refu­giados en México se transform en en un verdadero testimonio internacional de la forma indiscriminada y brutal en que repri­men a su población. Finalmente, al quedar fuera de su control, piensan que los refugiados pueden estrechar sus vínculos con el movimiento revolucionario y convertirse en una perm anente ame­naza a su régimen.

VI. N e u t r a l iz a r  a M é x i c o , p r e t e n s i ó n  d e  l o s  g e n e r a l e s

La desconfianza y el tem or que la política de México en el resto de Centroamérica inspira a los generales guatemaltecos los lleva 
a buscar activamente fórmulas para neutralizar el activismo que las autoridades mexicanas pudieran desplegar en su contra. Sa­
ben bien que por las peculiaridades de la vecindad geográfica ese activismo sería mucho más dañino para ellos de lo que ha sido 
para el régimen salvadoreño o de lo que fue para la dictadura de Somoza. Para neutralizarlo implantan una política de chantaje.

Más que de una estrategia de intimidación perfectamente ar­ticulada los generales guatemaltecos hacen uso de simples aun­
que aparentem ente efectivos mecanismos. En prim er lugar, echan mano del antimexicanismo para denunciar el supuesto apoyo, 
consciente o inconscientemente, de México a sus enemigos; se valen también de la lógica de sus operaciones contrainsurgentes
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para sugerir una amenaza m ilitar contra México, y finalmente utilizan las visiones estratégicas y de seguridad nacional de los Estados Unidos para presionar tanto a México como a Washing­ton con el argumento de que en Guatemala se decide en realidad el destino de México.

VII. W a s h in g t o n  y  G u a t e m a l a , a l ia d o s  pa r a  la  i n t i m i d a c i ó n

En la intimidación a México su más grande aliado es en realidad los Estados Unidos. El pasado 28 de febrero el secretario de Estado, Alexander Haig, declaró al Washington P ost: “las armas destinadas a la guerrilla guatemalteca proceden de varias fuentes y parte de las rutas de tráfico pasan por la zona sur de México”. Unos días después, el 4 de marzo, en una entrevista para Los 
Angeles Times, Haig reiteró nuevamente que Guatemala estaba a punto de convertirse en una crisis parecida a la de El Salva­dor, lo que según el general Haig constituye una “grandísima amenaza para México”. El secretario de Estado piensa que esta crisis surgirá en toda su magnitud en las próximas semanas o meses y que tendrá que ser vista como un peligro "muchísimo más grave para los intereses que tiene Washington en México que para los que posee en El Salvador”. Los temores de Haig lo lle­van incluso a afirm ar que México no está preparado para hacer frente a esta ofensiva prosoviética; describe a las autoridades mexicanas como imposibilitadas "para realizar lo que un observa­dor extranjero consideraría como una acción lógica”. Ahí se de­tuvo y no aclaró a qué acción lógica se refería, aunque conocien­do el pensamiento del señor Haig la conclusión se obtiene por sí sola: el endurecimiento m ilitar.

Es obvio por estos pronunciamientos que México enfrenta grandes presiones para amoldarse a las estrategias de Washing­ton respecto a Guatemala y convertir este ajuste en su propia política de seguridad nacional. Para el Departamento de Estado los elementos centrales del binomio México-Guatemala son tres. Primero, Guatemala constituye una amenaza para la seguridad nacional de México, puesto que las acciones que los grupos revo­lucionarios realizan al sur de México están en últim a instancia 
destinadas a subvertir el orden social al sur del Río Bravo. Se­gundo, México es ya parte  del esquema revolucionario guatemal­
teco, lo que se dem uestra con el hecho de que, según Washing­ton, parte  de las armas con las que pelean los guerrilleros 
guatemaltecos se reciben por el territorio  mexicano. Y en tercer lugar, se piensa que las autoridades mexicanas no son ya confia­
bles pues se encuentran atrapadas en la contradicción que ellas mismas han generado entre su política exterior y su política in­
terna. Por ello, piensa Haig, los mexicanos son incapaces de entender la realidad que los amenaza y de actuar en consecuen-
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cia. Es decir, por m antener el prestigio de su política hacia Cen­
troamérica, favorable a los movimientos revolucionarios, y usar­lo como instrum ento de legitimidad interna, México no parece dispuesto a em prender acciones decisivas contra la subversión que le llega de Guatemala. La prim era de estas acciones ten­dría que ser, de acuerdo con la lógica de Washington, impedir el flujo de armas a Guatemala por su territorio  y proscribir toda actividad que lleven a cabo las organizaciones revolucionarias guatemaltecas en el ám bito de su jurisdicción política.Los militares guatemaltecos coinciden plenamente con estos planteamientos e intentan en todo momento crear las condi­ciones materiales que los sustenten. Así, pretenden convencer a México de que lleve a cabo “esas acciones necesarias” de que habla Haig. No es casual entonces que desde hace varios meses figuras prominentes de la política guatemalteca se empeñen en denunciar el supuesto apoyo o la supuesta tolerancia del gobier­no de México a las actividades de los guerrilleros en su territo­rio. Durante la campaña presidencial que antecedió al frustrado intento de Romeo Lucas García de entregar al general Aníbal Guevara el mando del país los ataques contra México estuvieron a la orden del día. El Comunicado Franco-Mexicano respecto a El Salvador, de agosto de 1981, sólo sirvió como pretexto para redoblar con nuevos argumentos esta campaña. El tono general de los comentarios de la prensa guatemalteca a este respecto fue que la iniciativa mexicana constituía “un precedente aplicable en lo venidero a todos aquellos que como nuestro país afrontan un problema de guerrilla".8

En el mismo tono, el general Guevara, quien se preparaba ya para asum ir la presidencia de Guatemala, declaró: “rechazo y condeno enfáticamente la postura de esos dos gobiernos por la intromisión que hicieron al reconocer la guerrilla internacional que opera en El Salvador, lo que implicará mayor auge de la sub­versión comunista que existe en Centroamérica”.9Por su parte, Gustavo Anzueto Vielman, candidato de la Cen­tral Auténtica Nacionalista, partido ligado al ex presidente Carlos Manuel Arana y a un  im portante sector de los militares, dijo en forma mucho más enfática: "esta acción tendrá serias repercu­siones en Centroamérica y se sentirán sus efectos aun en México. Guatemala podría y tiene derecho a tom ar las medidas que con­sidere necesarias para proteger su seguridad y su integridad, y si esto significa tener que dar apoyo económico y m aterial a las fuerzas no comunistas que combaten al Partido Revolucionario Institucional debe hacerse”.10
El ex presidente Carlos Manuel Arana (1970-1974), artífice de la campaña contrainsurgente, e impulsor de la rapiña m ilitar y
s Prensa Libre, Guatemala, 3 de septiembre de 1981.
9 La Nación, Guatemala, 5 de septiembre de 1981.

i° Prensa Libre, Guatemala, 3 de septiembre de 1981.
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de la participación de altos oficiales en los negocios, pidió in­cluso la rup tura  de relaciones diplomáticas y comerciales con México "por el intervencionismo del gobierno mexicano y sus ac­tos de expansión sobre Centroamérica”. Por su parte, el gobierno de Guatemala manifestó oficialmente su adhesión al comunicado que los cancilleres de Honduras, Paraguay, la Argentina, Bolivia, Colombia, Chile, la República Dominicana y Venezuela emitieron censurando la posición franco-mexicana. En la misma forma se pronunció el Congreso de Guatemala.Alentado por los pronunciamientos de Haig y la declaración franco-mexicana el gobierno guatemalteco hizo más explícitas sus acusaciones contra México y denunció la supuesta utilización del territorio mexicano para actividades de apoyo a la guerrilla gua­temalteca. Cinco días después de las elecciones fraudulentas del 7 de marzo, Benedicto Lucas García, entonces Jefe del Estado Mayor del Ejército y herm ano del Presidente, declaró que las fuerzas armadas de su país "poseen pruebas definitivas de la existencia de campos de entrenam iento de la guerrilla en Méxi­co”. E ntre tales actividades Benedicto Lucas citó la realización de cursos de capacitación médica en los alrededores de Comitán, Chiapas, en la casa de los hermanos maristas. "Yo conozco per­fectamente todos los rincones de la frontera entre México y Gua­temala —dijo—; me he internado en sus sitios más recónditos y me consta el libre paso de que gozan los elementos armados que vamos persiguiendo.” Atenuó sus pronunciamientos indican­do que "somos muy respetuosos de la opinión que al respecto tienen las autoridades mexicanas”; elogió a la Revolución mexi­cana y reconoció que el "Estado mexicano ha demostrado un celo admirable por la integridad de su territorio”. Sin embargo, sen­tenció que si Guatemala cae “México caerá inm ediatamente des­pués” y pidió que el gobierno mexicano colabore también en la garantía de seguridad de la frontera. Para ello, el ejército guate­malteco tiene una clara fórmula: “tal vez las autoridades civiles de México —dijo Lucas— sean insuficientes como nos sucede aquí para detener las actividades subversivas en la frontera, por lo que considero conveniente una mayor militarización de la frontera del lado mexicano, a fin de que las autoridades militares comprueben plenamente lo que aquí se dice”. El jefe del Estado 
Mayor del ejército guatemalteco reconoció que su gobierno ha tomado contacto con las autoridades mexicanas y que incluso los secretarios de la defensa de ambos países, los generales Félix Galván López y René Mendoza Palomo, se entrevistaron para tra ta r de unificar criterios sobre el particular.11Sobre los contactos con las autoridades mexicanas y el go­
bierno guatemalteco en torno de la presunta utilización del terri­torio mexicano por la guerrilla, el expresidente Arana había declarado ya que "cuando fui Presidente de Guatemala tuve una

11 Excélsior, 12 de marzo de 1982.
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reunión con el entonces Presidente de México, Luis Echeverría; le dije que su país servía de tram polín de guerrillas hacia Centro­américa y le pedí su colaboración para evitarlo. Me prometió que m ientras fuera Presidente no sucedería más. Se logró algún 
tiempo, cuando cooperaron para que la guerrilla no entrara a Guatemala y a otros países”.12Como puede apreciarse es obvia la concordancia que existe entre la visión de los militares guatemaltecos y las concepciones 
estratégicas de los Estados Unidos respecto a México y su país. Si los militares guatemaltecos no fueran tan primitivos podría pensarse incluso que con respecto a México Guatemala y Wash­ington actúan de común acuerdo. Políticamente Washington plan­tea la necesidad de que México proteja su territorio  de activida­des subversivas, y desde el punto de vista m ilitar Guatemala crea las condiciones de tensión en la frontera que propician la res­puesta del gobierno de México. El cuadro lo completa el mismo México. Ante las acusaciones formuladas por Benedicto Lucas 
García y los pronunciamientos de Haig la Secretaría de Relacio­nes Exteriores se apresuró a señalar que “en México no existen campos de entrenam iento para guerrilleros guatemaltecos”.13 Asi­mismo, el em bajador de México en Guatemala, Rafael Macedo Figueroa, afirmó que el gobierno guatemalteco no tiene base para hacer sus afirmaciones y que nunca se han exhibido prue­bas definitivas que perm itan al gobierno de México considerar la cuestión (E xcélsior , 12 de marzo de 1982). Sin embargo, simul­táneamente las autoridades mexicanas despliegan actividades de vigilancia m igratoria y m ilitar en la frontera y policiaca en todo el país, con el propósito aparente de que las afirmaciones de Haig y los militares guatemaltecos no sean efectivamente ciertas.

V I I I .  LOS INTERROGANTES DE LA POLÍTICA DE MÉXICO 
h a c i a  G u a t e m a la

Con sus acciones México parece confirmar los temores de sus vecinos y actuar acorde con las pretensiones de éstos. No intento 
sugerir aquí que el Estado mexicano deba ser criticado simple­mente por em prender las tareas de vigilancia que estima conve­nientes. Sin embargo, como veremos más adelante, la dureza de su política para con los refugiados guatemaltecos y la multiplica­ción de los abusos policiacos contra los exiliados de ese país y del resto de Centroamérica están ya en contradicción con las creencias que el gobierno de México profesa respecto a la crisis política en la región y con el carácter de los movimientos revo­lucionarios. La mayor presencia del ejército mexicano en la fron­tera, que ciertam ente dista aún de ser una verdadera militariza-

12 Prensa Libre, Guatemala, 4 de septiembre de 1981.
13 Excélsior, 13 de marzo de 1982.
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ción; las restricciones migratorias, y la callada represión policia' ca no han podido ser suficientemente explicadas y justificadas 
por nuestro gobierno. Por lo contrario, estas acciones plantean el interrogante de si algunos sectores de poder en México o en el propio gobierno creen, como Washington y Guatemala, que la subversión en Centroamérica amenaza su propia estabilidad, o bien se espera simplemente dem ostrar con estas actividades a los 
estrategas estadunidenses que el Estado mexicano es capaz de cuidar sus propios intereses, y al mismo tiempo hacer ver a los guatemaltecos que, en aplicación de una política de neutra­lidad, el Estado mexicano no perm itirá la utilización de su terri­torio para que desde esa frontera se realicen actividades directa o indirectamente perjudiciales a ese régimen.

Estas son en realidad las grandes cuestiones que plantea la ac­tual política de México hacia Guatemala. Al respecto cabe pre­guntarse a quiénes está destinada: ¿a los militares guatemaltecos que amenazan a México?, ¿al gobierno de los Estados Unidos, que presiona con sus visiones estratégicas y hegemónicas?, o bien ¿a los sectores de poder económico y político que dentro y fuera del gobierno de México perciben la amenaza a sus intereses en 
el sur y se identifican cada día más con los Estados Unidos?

La confusión y las contradicciones en que se desenvuelve aún la política mexicana hacia Guatemala y la ausencia de claridad respecto al desenlace de la crisis en ese país, lo mismo que la complejidad de los acontecimientos políticos en México, impiden por ahora responder a las cuestiones anteriores. Por ello, en las páginas subsecuentes intentaré sólo referirm e a los dilemas que plantea la relación bilateral entre México y Guatemala, y descri­b ir las contradicciones que ya surgen de ella.
Como se ha reiterado aquí, surgen ya im portantes discordan­cias entre la posición de México en Centroamérica y la que se adopta en el caso de Guatemala. En el fondo estas discrepancias parecen sugerir que m ientras hacia Centroamérica la política se 

define en el marco de la transición, con respecto a Guatemala se hace aún en el marco de la convivencia con el régimen m ilitar, 
asumiendo en principio su permanencia indefinida en el poder. En una prim era aproximación esto podría explicar los pronun­
ciamientos de los funcionarios mexicanos, que cuidan en todo momento de no criticar a  los militares guatemaltecos y mantie­
nen una opinión particularm ente cautelosa respecto a los conflic­tos en ese país.

I X .  R e l a c io n e s  M é x ic o -G u a t e m a l a : ¿ U n  m a r c o  d e  n o r m a l id a d ?

A pesar de la grave crisis por la que atraviesa Guatemala, de sus efectos sobre México y del desprestigio mundial en el que ha caído el régimen guatemalteco, México mantiene sus relaciones
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diplomáticas y políticas bajo el supuesto de la normalidad. Sin embargo, sus expresiones de inconformidad con otros países de la región llegan incluso a la ruptura de relaciones diplomáticas con la dictadura de Somoza en 1979 y al reconocimiento de la representatividad política del f d r -f m l n  en El Salvador en 1981. 
Con respecto al gobierno de este últim o país el propio secretario de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda, poco después del Co­municado Franco-Mexicano se refirió a dicho gobierno como autor de innumerables muertes, cuya prueba irrefutable, según dijo Castañeda, obra en poder del gobierno de México. No obstan­te, en el caso de Guatemala el gobierno de México se ha limitado únicamente a dar su voto aprobatorio a los informes de las comi­siones de los derechos humanos de la o n u  y de la o e a , en los que se apunta al gobierno guatemalteco, junto  con el de Chile, la Argentina y El Salvador, como responsable de graves violaciones a los derechos humanos. México mantiene incluso un tono que contrasta con el de la mayoría de los países de la comunidad internacional. Recordemos solamente que Guatemala no fue in­vitada a participar en la Comunidad Democrática Centroameri­cana por gobiernos como el de El Salvador. H asta el propio gobierno de los Estados Unidos, en última instancia el más in­teresado en la permanencia de los militares en el poder, se ha visto precisado desde 1977, por presiones de la opinión pública y el Congreso, a denunciar a Guatemala por las violaciones a los derechos humanos e incluso a suspender formalmente sus 
programas de asistencia m ilitar y económica.

X. Los DESENCUENTROS PRESIDENCIALES

Por su parte México ha intentado m antener el clima de normali­dad de las relaciones con Guatemala aun a pesar de que las ten­siones políticas internas en ese país inciden cada vez más percep­tiblemente en la actitud antimexicana de los militares guatemal­
tecos y en la multiplicación de las tensiones fronterizas. En septiembre de 1979, cuando el gobierno de Romeo Lucas García 
era ya considerado como uno de los más represivos del mundo, el presidente José López Portillo se encontró, en Tapachula, Chia­
pas, en un clima de cordialidad diplomática con su colega guate­malteco. La entrevista se desarrolló como una jom ada de trabajo 
en busca de campos de cooperación bilateral. Ambos Presidentes visitaron, en compañía de funcionarios de los Estados Unidos, 
los laboratorios de cría y esterilización de la mosca del Medite­rráneo en el municipio de Metapa de Domínguez, inaugurados 
durante ese acontecimiento para beneficio de ambos países. Ló­pez Portillo y Lucas dialogaron como dos jefes de Estado preocu­
pados por el desarrollo de sus pueblos y deseosos de contribuir a la solución de sus respectivos problemas. López Portillo dis-
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cutió con Lucas el proyecto de construcción de una presa hidro­eléctrica en el río Usumacinta, destinada a favorecer a las dos naciones.14La entrevista de López Portillo con Lucas García no constituía en realidad un gesto de mayor acercamiento a Guatemala sino la continuación de la práctica de encuentros presidenciales entre ambos países, siempre enmarcados en la formalidad protocolaria 
y en las declaraciones retóricas de sincera y profunda amistad entre dos vecinos unidos por la geografía, la tradición cultural y la historia común. A excepción de Ruiz Cortines y López Ma­teos, desde 1945 los presidentes de México han tenido cuando menos una entrevista con los más altos representantes del go­bierno guatemalteco. En ese año el Presidente de México, Manuel 
Ávila Camacho, recibió la visita de Jorge Toriello, miembro de la Junta Revolucionaria del gobierno de Guatemala. En 1948 Mi­guel Alemán se entrevistó oficialmente con miembros de los poderes legislativos de ese país. En 1966 Díaz Ordaz se encontró en Guatemala con Enrique Peralta Azurdia, y en 1967 correspon­dió la visita oficial a Julio César Méndez Montenegro. En 1972 Luis Echeverría se entrevistó con el presidente Carlos Arana Oso- rio. En mayo de 1975 Echeverría viajó a la frontera para inaugurar el puente internacional sobre el río  Suchiate y sostener un  ami­gable diálogo con el general Kjell Laugerud García, y nuevamente en noviembre de 1975 Echeverría fue a Guatemala a invitación del presidente Laugerud.15

E ntre 1979 y 1982 las tensiones políticas en toda Centroamé­rica aum entaron considerablemente, y al mismo tiempo la políti­ca exterior de México en esa región se hizo más activa. Ello, combinado con el surgimiento de mayores conflictos en Guate­mala y sus consecuentes repercusiones sobre México, vulneró aún más las bases para m antener el clima de norm alidad en las relaciones con el vecino, en que México insistía. La visita de reci­procidad que debía hacer López Portillo a Guatemala se progra­mó originalmente para los primeros meses de 1980. El 31 de enero de ese año un grupo de campesinos guatemaltecos ocupó la Em­bajada de España en Guatemala. La represalia del gobierno fue brutal: la misión española fue quemada con todos sus ocupantes dentro, incluso personalidades guatemaltecas que mediaban con los campesinos. Sólo el em bajador español y un campesino sobre­vivieron; este últim o fue sacado por la policía del hospital donde 
era atendido y también fue asesinado. Ante esos hechos, que pro­vocaron una airada protesta internacional a la que México se unió, la visita de López Portillo a Guatemala fue suspendida.

Sin embargo, en agosto de 1981 el gobierno de México anunció que López Portillo viajaría a Guatemala el día 5 de septiembre,
14 Uno Más Uno, 19 de septiembre de 1979.
15 México a través de los informes presidenciales, op. cit., pp. 424, 431, 495, 

501, 522, 550 y 554.
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para corresponder a la visita de Lucas en 1979. Dicho encuentro tenía como objetivo revisar los asuntos pendientes de las rela­ciones bilaterales, asuntos que, salvo la independencia de Belice, no se especificaban. Nada había ya de estable o norm al en los vínculos de México con Guatemala; por el contrario, el régimen 
de Lucas se empeñaba en provocar claros enfrentamientos con México. Así la visita tuvo que ser nuevamente suspendida. La Se­cretaría de Relaciones Exteriores, junto  con la Cancillería guate­malteca, anunció la decisión sin ofrecer explicación alguna. De hecho, el hacerlo era casi innecesario; múltiples acontecimientos justificaban plenamente la suspensión de este encuentro. Por una 
parte la izquierda mexicana criticó severamente el viaje de López Portillo. A pesar de que el Congreso de la Unión otorgó permiso al Presidente para ausentarse del país, sin debate alguno, los pro­nunciamientos públicos de distintos partidos fueron claros. El Partido Comunista emitió un comunicado en el que reprobó el encuentro de los mandatarios: “por la política que ambos go­
biernos han seguido contra aquellos que huyen de la violencia imperante en ese país centroamericano". Por su parte, el senador del Partido Popular Socialista ( p p s )  Jorge Cruickshank García, quien votó contra el otorgamiento del permiso, explicó ante la prensa mexicana que “no es nada positivo tra ta r con el gobierno de Lucas García, que es responsable de la desaparición de un incontable núm ero de guatemaltecos.16

Independientemente de la importancia que pudiera atribuírsele a la reacción interna el encuentro de los Presidentes no gozaba de buenos augurios. Días antes de la fecha program ada México y Francia emitieron el Comunicado en el que se reconoce la repre- sentatividad política del f d r  y del f m l n  salvadoreño, lo que, como hemos visto, provocó airadas reacciones en Guatemala. En este marco, tres organizaciones hasta entonces desconocidas, la Liga de Protección al Guatemalteco, la Liga Guatemalteca Antimexicana y el Comando Guatemalteco Pro Recuperación de Belice, publi­caron en la prensa local de su país un  comunicado en el que se amenazaba de m uerte a José López Portillo si éste visitaba Gua­temala. Para completar este cuadro, por esas mismas fechas Belice se preparaba ya para constituirse en nación independiente de la Gran Bretaña, en contra también de las pretensiones guate­maltecas. Por su parte, México había anunciado su propósito de reconocer al nuevo país y pedir su ingreso inmediato a las Nacio­nes Unidas. El desencuentro entre México y Guatemala no podía ser más evidente. A pesar de ello, la Secretaría de RelacionesExteriores afirmó el día 2 de septiembre que no existía razónalguna para suspender la visita y que ésta se llevaría a cabo. Al día siguiente, ambos gobiernos notificaron oficialmente su deci­sión de postergarla.17
is Uno Más Uno, 28 de septiembre de 1981.
17 Uno Más Uno, 2 y 3 de septiembre de 1981.
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La no realización de la entrevista López Portillo-Lucas García reveló que a pesar de los intentos del gobierno de México por aparentar cordialidad con el de Guatemala las relaciones en­
tre ambos países iban ya hacia el enfrentamiento. No obstan­te, aunque persiste la actitud de Guatemala de acentuar las fric­ciones con México como parte integrante de su política interna, el gobierno de México mantiene en contraste, a toda costa, su propósito de minimizar tales fricciones.

XI. L a d e s a p a r ic ió n  d e  t r e s  m e x ic a n o s  e n  e l  s i l e n c i o

Poco después de la frustrada visita de Estado de López Portillo se produjo en Guatemala la desaparición de un funcionario con­sular de México, Jesús Silva Mendo, y de otros dos ciudadanos mexicanos, Carlos Guadalupe Méndez Pérez y José Luis Méndez Pérez. Silva Mendo, canciller mexicano en la población de Mala- catán, San Marcos, desapareció en compañía de Carlos Méndez cuando en cumplimiento de sus funciones consulares de protec­ción intentaba localizar al señor José Luis Méndez, desaparecido el 18 de agosto. La Em bajada de México en la ciudad de Guate­mala notificó oficialmente los hechos al gobierno de ese país y solicitó su cooperación. Con este mismo propósito la Secretaría 
de Relaciones Exteriores de México envió al señor José Caballero Bazán, Director del Servicio Consular, a dialogar con las autori­dades guatemaltecas.18Desde entonces el gobierno mexicano ha continuado callada­mente las investigaciones de lo que se presume fue el asesinato de estos tres mexicanos. Al respecto, las autoridades guatemal­tecas no han ofrecido explicación alguna y de hecho se han ne­gado a cooperar con México. No obstante, el gobierno de México no ha hecho hasta ahora ningún pronunciamiento público de inconformidad con la actitud de Guatemala en este caso. Ello no quiere decir que el grave incidente haya sido olvidado. En reali­dad la Oficina de Protección de la Secretaría de Relaciones Exte­riores se ha preocupado por aclararlo usando todos los medios a su alcance. Asimismo, se ha comunicado al gobierno de Guate­mala la contrariedad de México. Todo por los canales diplomá­ticos más discretos. A raíz de la instauración de la Junta Militar 
que derrocó en marzo a Romeo Lucas García México redobló sus esfuerzos por obtener la cooperación del nuevo régimen encabe­
zado por Efraín Ríos Montt. A los requerimientos discretos de México Ríos Montt respondió con una declaración al diario Uno 
Más Uno. En ella propone sencillamente: "bajo el punto de vista diplomático, que Relaciones Exteriores emita una nota y se dé por cancelado el asunto, desde el punto de vista m ilitar, ¡ay Dios!, qué voy a hacer yo con llevar esa carga”.19

is Prensa Libre, Guatemala, 23 de septiembre de 1981.
1 9 Uno Más Uno, 4 de junio de 1982.
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La discreción del gobierno de México es explicable e incluso 
es un procedimiento adecuado para aclarar los hechos. Sin em­bargo, esta discreción parece rebasar ya toda justificación y se convierte en un hecho embarazoso para las autoridades mexica­nas. Parecería que México, a pesar de tratarse de un asunto que afecta a ciudadanos mexicanos, uno de ellos funcionario consular, se mantiene en la actitud de no propiciar el enfrentam iento con 
los militares guatemaltecos y no denunciar la represión que se practica en ese país, aunque ésta recaiga también sobre mexica­nos, que el Estado tiene la obligación de proteger. La expresión oficial y pública de repudio al régimen guatemalteco estaría en este caso más que justificada. Más aún, constituiría una oportu­nidad para que México revisara con nuevos argumentos su polí­tica hacia Guatemala. ¿Por qué entonces tan  prolongado silencio?

El 15 de mayo de 1982 el gobierno de México anunció el cierre de dos consulados que operaban en Guatemala desde hace casi cincuenta años. Además de sus oficinas en Tecun Uman, México cerró su representación precisamente en Malacatán, donde el fun­cionario desaparecido en septiembre prestaba sus servicios. La explicación oficial es que se trataba de una m edida de "austeri­
dad económica".20 Sin embargo, cabría preguntarse, ¿es éste en 
el fondo un gesto de contrariedad con las autoridades guatemal­tecas y una decisión fundada en los peligros que evidentemente corren los funcionarios mexicanos en Guatemala?Igualmente curiosa e inquietante resulta la form a en que las autoridades mexicanas han tratado el asilo de los 13 campesinos guatemaltecos que el pasado mayo ocuparon la Em bajada del Brasil en la ciudad de Guatemala. El propósito de esta acción fue hacer pública denuncia de las matanzas ocurridas bajo  el nuevo régimen. La salida de estos campesinos hacia México se hizo en medio de cierta confusión respecto al otorgamiento de asi­lo. En Mérida, Yucatán, se les concedió el asilo territorial. Sin embargo, quedaron bajo la estricta vigilancia de la Secretaría 
de Gobernación, y se les obstaculizó su acceso a los medios de información.

XII. H a c ia  G u a t e m a l a , la  p o l ít ic a  d e  m u c h o s

La conducta que asume México respecto a sus relaciones políti­cas con Guatemala sugiere la ausencia de una reflexión en los círculos gubernamentales sobre cómo hacer frente a la hostili­dad de los militares en el poder. Revela también un excesivo te­m or a que si se asumen actitudes definitorias en tom o de la cri­sis política en aquel país se desencadene un proceso que pudiera implicar mayores fricciones con los generales y más fuertes pre­siones por parte  de los Estados Unidos. Finalmente, la actitud
so Excélsior, 16 de mayo de 1982.
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política de México pone en evidencia, asimismo, que no existe un verdadero consenso en el gobierno acerca de cómo conducirse de cara al asunto guatemalteco y menos aún de cómo conciliar y resolver las visiones que expresan distintos grupos de poder en 
la sociedad mexicana en tom o de los efectos sobre nuestro país del movimiento revolucionario guatemalteco. Este desorden en la formulación de la política hacia Guatemala obedece a que no corresponde únicamente a la Secretaría de Relaciones Exte­riores definir la posición de México. Los asuntos relativos a Gua­temala tienen que ver estrechamente también con las secretarías 
de Gobernación, Defensa y Trabajo, por citar sólo las más im­
portantes. Dentro de estas mismas entidades se expresan también posiciones divergentes. Asimismo, influyen en la posición de Mé­xico las acciones y los puntos de vista de los gobiernos de los estados fronterizos (Tabasco, Chiapas y Quintana Roo). Fuera del aparato del Estado tienen importancia las actitudes de los partidos políticos, la Iglesia católica, los grupos empresariales, la prensa, etcétera. Descubrir en este enjam bre el hilo conductor de la política mexicana hacia Guatemala parecería sumamente complicado. Sin embargo, por encima de las evidentes contradic­ciones o incluso como suma de ellas se da una cierta y descon­certante congruencia: no agredir a los generales. En el lenguaje político esta actitud se manifiesta en las más altas esferas del go­bierno mexicano en una declaración de neutralidad absoluta res­pecto a lo que sucede en Guatemala.

Esta disposición se sostiene no obstante que el carácter alta­mente represivo de la política contrainsurgente de Guatemala no puede ser ya negado y menos ignorado por México. De hecho las autoridades mexicanas conocen perfectamente esta situación y cuentan con toda la información necesaria para identificar sus componentes y su magnitud. La presencia misma de miles de refu­giados guatemaltecos en México es un testimonio indiscutible que las autoridades mexicanas no pueden soslayar. A pesar de todo, 
se descubre un afán por evitar cualquier pronunciamiento que pueda constituir una denuncia implícita o explícita del gobierno 
guatemalteco. Esta actitud de pretendida neutralidad y las ac­ciones que la acompañan se convierten en la práctica en un apo­
yo y una colaboración implícitos con el régimen guatemalteco; se traduce también en actos de represión a ciudadanos guatemal­
tecos, que hasta las autoridades de ese país denuncian con toda desfachatez, y acarrea finalmente el desprestigio de la política exterior y de la imagen internacional de México.

X I I I .  C o n  G u a t e m a l a , n e u t r a l id a d  y  b u e n a s  r e l a c io n e s

En noviembre de 1981 el presidente José López Portillo concedió una entrevista a la cadena de televisión n b c : en ella el reportero
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Robin Loyd preguntó al m andatario mexicano acerca del reconoci­miento a la representatividad del f d r -f m l n  salvadoreño. Al res­pecto, el Presidente respondió: "estas fuerzas representan un 
sector tan  real, que hay una lucha que significa un problema para toda el área y —agregó— no estamos haciendo juicios ni jurídi­cos ni de valor. Estamos describiendo un hecho. Hay una fuerza política que está actuando y que hay que entender, y nosotros queremos que esta solución sea buscando una solución política para que cese la violencia. Así de sencillo. Y una solución políti­ca es la que considera a los protagonistas, a quienes están vivien­do el problema y lo están creando”. A continuación la n b c  interro­gó al Presidente sobre el desarrollo del movimiento guerrillero en Guatemala. A esto López Portillo respondió: "nosotros lamen­tamos profundam ente lo que pasa en Guatemala; no simpatiza­mos ni antipatizamos, simplemente no hacemos juicios sobre lo que ocurre en Guatemala, que es un país hermano, nuestro vecino 
del sur con el que quisiéramos tener magníficas relaciones. Des­graciadamente sus problemas internos se reflejan mucho en las relaciones internacionales. Quiero ser muy claro: estamos total­m ente al margen de ese problema y simplemente lamentamos que lo tengan". Más adelante afirmó: “México no tom ará ningún lado en el conflicto ...  es un problema interno y nosotros pensamos en 
los asuntos internos de los países en términos de la no interven­ción. No tenemos por qué tom ar lado.” Para concluir, agregó: "como decimos en lenguaje taurino: déjenlos solos”.21Es claro pues que México considera que hay un problema en Guatemala. Sin embargo, al respecto se declara totalm ente neu­tral y se abstiene siquiera de describirlo o referirse a él en forma explícita. Para El Salvador se reconoce una situación de hecho, que implica violencia, represión y el enfrentam iento de distintas fuerzas. Por el carácter internacional que cobra este conflicto México se siente en la obligación de reconocer a los actores allí implicados y propugnar por una solución política. En cambio, respecto a Guatemala sólo se dice, sin definirlo, que hay un “problema” y que éste afecta las relaciones internacionales de ese país.

Anteriormente, en julio de 1981, el presidente López Portillo se había referido ya a los problemas de Guatemala, esta vez en el contexto de Centroamérica. Al ser interrogado por un corres­ponsal de un periódico tunecino sobre la influencia que los acon­tecimientos "en Centroamérica, particularm ente en El Salvador y Guatemala” pudieran tener sobre México, López Portillo respon­dió: “que tienen influencia sobre México es evidente, porque es nuestra región, la región que nos es más entrañable, la región que nos es más íntima. Es evidente que nos afecta de muchas maneras. Tenemos en este momento muchísimos refugiados gua-
21 El Gobierno Mexicano, Dirección General de Información y Relaciones 

Públicas, Presidencia de la República, noviembre, núm. 60, México, 1981, p. 55.
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temaltecos en la frontera su r”. Más adelante dijo: "son proble­
mas de carácter social, económico y político que, siendo añejos, que siendo viejos, toman relieve mundial en el momento en que la zona se convierte en frontera de las dos grandes potencias, y entonces un problema de desarrollo económico se convierte en un problema político, maniqueo, bipolar”. Al referirse a la solu­ción a este problema centroamericano dijo: "la solución, a ella 
nos hemos referido muchas veces, no puede ser una solución de violencia, una solución represiva, que sólo tapa la suciedad pero que no la elimina; al revés, la hace más putrefacta. Tenemos que ventilar el asunto; tenemos que llevar planes de desarrollo eco­nómico y social; tenemos que ordenar el mundo, para que pue­dan tener vigencia las soluciones de viabilidad de países como El Salvador, como Guatemala", e inm ediatamente agrega a esta 
últim a afirmación: “éste (Guatemala) no en las condiciones del primero".22

¿Cuáles son entonces las condiciones de Guatemala? ¿Es o no es Guatemala parte del problem a centroamericano? ¿Son aplica­bles aquí las soluciones que se proponen para El Salvador? Los pronunciamientos de López Portillo sugieren algunas contradic­ciones. Por una parte  no se sustrae a ese país del análisis que se formula para el resto  del área. Sin embargo, cuando hay que referirse específicamente a  él casi se hace una excepción.López Portillo acepta que los problemas de Guatemala nos afectan y  reconoce que a nuestras fronteras llegan muchos refu­giados procedentes de ese país. Los llama refugiados y sin em bar­go algunas oficinas de su gobierno, como veremos más adelante, niegan oficialmente a los emigrantes esta categoría e incluso los reprim en y  expulsan, al tiempo que las mismas oficinas y  otras los atienden, a nom bre de México, explícitamente como refugia­dos. Por otra parte, es cierto que en Guatemala no existe aún, a diferencia de El Salvador, un  frente político y  m ilitar de oposi­ción claram ente constituido. Esto podría significar que México no percibe todavía a un interlocutor alterno respecto al cual examinar nuevas opciones de política hacia Guatemala. No obs­tante, las organizaciones revolucionarias que combaten al go­bierno guatemalteco se han integrado en la Unidad Revolucio­naria Guatemalteca (u r g ) ,  y  fue precisamente en México en donde se formó en febrero el Comité de Unidad Patriótica de Guatema­la, presidido por Luis Cardoza y  Aragón, y  en el que participan tam bién im portantes personalidades de la vida política e intelec­tual de ese país. No puede, por tanto, negarse que México es fiel a su tradición de respeto y hospitalidad a las posiciones políticas más progresistas de la América Latina, muchas de las cuales, incluidas las guatemaltecas, se enriquecen con el ambiente de amplia discusión que propicia su exilio en México. Por ello mis­
22 El Gobierno Mexicano, Dirección General de Información y Relaciones 

Públicas, Presidencia de la República, julio, núm. 56, México, 1981, pp. 76-77.
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mo resulta claro que la política de México hacia Guatemala, más 
que enfrentar el dilema de reconocer a los contendientes en la lucha política, debe, en tom o de sus efectos sobre nuestro territo­rio y de las implicaciones incluso con respecto a la relación con los Estados Unidos, de pronunciarse contra el carácter represivo del régimen m ilitar de aquel país.

Parece también claro que la principal preocupación de México hacia Guatemala no es tanto la posibilidad de que se establezca en este país un régimen socialista. La experiencia de México con Cuba y en general la política exterior dem uestran que el Estado mexicano es perfectam ente capaz de convivir con regímenes polí­ticos fundados en concepciones sociales más profundas y radi­cales que el régimen mexicano. La dificultad con la revolución 
de Guatemala parece fincada en la forma de hacer frente a la transición entre el actual gobierno y un futuro régimen de carac­terísticas totalm ente distintas. El proceso revolucionario violento en Guatemala, país fronterizo, es precisamente lo que impone los nuevos retos a la política exterior y a la política interna de México. En febrero de 1982 el presidente López Portillo formuló declaraciones que parecen coincidir con esta idea. El periodista Bill Moyers, de la cadena de televisión norteam ericana c b s , in­terrogó a López Portillo sobre la tesis del Departamento de Esta­do de supuestas intenciones de Cuba y la Unión Soviética de extender el movimiento revolucionario de El Salvador y Guate­mala al territorio  mexicano para apoderarse de los campos petro­leros. A ello, el Presidente respondió: "Puedo referirm e a Cuba. . .  puedo afirm ar que el herm ano pueblo cubano, que lo es nuestro desde hace siglos, sería incapaz siquiera de adm itir esa posibili­dad, porque conozco a mis hermanos cubanos; nos hemos apo­yado de siempre y jam ás emprenderíamos una acción de despojo del uno contra el otro; perderíamos nuestra identidad. . . ” Con base en esta respuesta Moyers preguntó cuáles serían entonces para México las consecuencias de una victoria insurgente en Gua­temala. Respecto a ello López Portillo afirmó: “Pues se estable­cería un sistema, resultado de la autodeterminación guatemalte­ca, y nada más. En Cuba hay un régimen comunista y tenemos magníficas relaciones. Tenemos magníficas relaciones con China y la Unión Soviética.. . ” Para mayor precisión, el periodista qui­so saber cómo vería México a un régimen m arxista en Guatemala. El Presidente dijo: "No sucedería nada. Relaciones normales de comercio, de turismo, etcétera, no pasaría nada.” 23En el mismo marco de los pronunciamientos de López Portillo, 
el Presidente electo de la República, Miguel de la Madrid, se refirió en su campaña, aunque sólo en raras ocasiones, a los pro­blemas de Centroamérica y a las relaciones de México con esa

23 Et Día, 23 de marzo de 1982. Citado en Jacobo Vargas Foronda, ¡Hasta 
cuándo!, Proyecto Lázaro Cárdenas sobre la Condición Estratégica del Pe­
tróleo e n  el Hemisferio Occidental, u n a m , México, mimeografiado, p. 78.
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región. En torno de Guatemala De la Madrid se m anifiesta tam ­
bién en términos de una estricta neutralidad y reitera el mismo propósito de m antener buenas relaciones con el vecino del sur. El 14 de febrero de 1982 De la Madrid declaró en Tabasco: “Nos­otros somos amigos de los guatemaltecos. Los queremos porque son nuestros hermanos. Tienen la misma mezcla racial que nos­otros. Nos preocupa a veces que tengan problemas. Pero afirm a­mos que sus problemas los deben de resolver ellos, de acuerdo 
a lo que piensen y como ellos vayan pudiendo organizar su vida política. De nuestra parte, nuestro cariño, nuestro respeto a nues­tros hermanos guatemaltecos. Cuando ellos quieran que nosotros colaboremos con ellos, respetando su soberanía y respetando sus instituciones, siempre estaremos listos, porque les tenemos cari­ño de hermanos. Pero sus problemas que los resuelvan ellos, y nosotros no vamos a perm itir que desde aquí, de México, se arm en problemas para Guatemala. Al contrario, queremos ar­m ar soluciones desde México y no problemas para nuestros her­manos.” 24

Así descritos los "problem as”, como cuestiones estrictam ente internas, el futuro Presidente de México se abstiene de formular denuncia alguna al régimen represivo de Guatemala y reitera su neutralidad. Su concepto de neutralidad es incluso más explícito en relación con las preocupaciones de los militares chapines, pues habla de colaborar con los guatemaltecos y asegura que en México no se perm itirá que se arm en problemas contra ellos.Sin embargo, parece claro que el Presidente electo, Miguel de la Madrid, tiene plena conciencia de que durante su adm inistra­ción habrá de hacerse más profunda la crisis en Guatemala y de que quizá ésta llegue en esos años a una situación decisiva. Hace pocos días, antes de ser elegido Presidente, en una confe­rencia de prensa a los corresponsales extranjeros De la Madrid declaró que: “debemos respetar la soberanía del pueblo de Gua­temala para darse el gobierno que más le acomode”. Señaló in­cluso que para él “las relaciones con Guatemala deben merecer una alta prioridad en nuestra política exterior conforme a nues­tros propios principios”. Insistió en que es necesario buscar "las mejores relaciones con el pueblo de Guatemala”, pronunciamien­to ambiguo que sin embargo reconoce un cierto distanciamiento con el régimen m ilitar. Destacó su propósito de “procurar avan­zar y am pliar nuestros lazos de hermandad, que esos son los lazos que tenemos con los guatemaltecos, no solamente de amistad sino de hermandad: herm andad de historia, herm andad de cul­tura, herm andad de raza”. De cualquier manera, De la Madrid reitera en estas declaraciones una vez más su actitud de neutra­lidad. "Debemos abstenem os de cualquier intervención en los asuntos internos de Guatemala —dice, y al respecto agrega—: buscaremos evitar las tensiones o los roces que puedan producir-
24 Uno Más Uno, 15 de febrero de 1982.



164 LA CRISIS GUATEMALTECA

se en la frontera; pero también, de acuerdo con el derecho inter­nacional respetarem os el derecho de asilo.” El entendimiento del nuevo Presidente de México del problem a de los refugiados re­fleja tam bién cierta ambigüedad. Por una parte  habla del recono­cimiento al derecho de asilo y por la otra, al referirse a la migración de guatemaltecos, alude sólo a los trabajadores: "en 
el caso de los trabajadores migratorios guatemaltecos, que his­tóricam ente han pasado a nuestro territorio  para  trabajar, cuida­remos escrupulosamente el respeto de los derechos humanos y 
de los derechos laborales”.25En resumen, parece claro que la posición oficial del gobierno de México es y habrá de ser por algún tiempo m antener buenas relaciones hasta donde sea posible con el gobierno de Guatemala, independientemente de las discrepancias dentro y fuera del go­bierno: tal es la actitud y la imagen. Su expresión en los hechos es más que un pronunciamiento diplomático. México manifiesta siempre su deseo de m antener buenas relaciones con todos los países del mundo. Sin embargo, es evidente que no las tiene con 
todos, y en muchos casos así lo hacen saber las autoridades me­xicanas. Con referencia a  Guatemala la propia Secretaría de Relaciones Exteriores, sin duda la dependencia estatal que más ha contribuido a la política progresista de México en Centro­américa, com parte oficialmente ese objetivo. Un comunicado de esa dependencia en marzo de 1982 así lo dice explícitamente: "Nos interesa mucho m antener buenas relaciones con Guatemala, nuestro vecino del sur. Hemos tomado nota del ofrecimiento de profunda am istad y respeto del pueblo guatemalteco al mexica­no, emitido por Angel A. Guevara Rodríguez, hasta ayer candidato triunfante en las elecciones presidenciales de ese país." La Can­cillería mexicana afirmó, asimismo, que las declaraciones de Guevara coincidían tam bién con las emitidas en Chiapas por el 
entonces candidato Miguel de la Madrid, a las que nos hemos referido.26El propio secretario de Relaciones Exteriores, Jorge Castañe­da, quien probablem ente haya sido el mayor im pulsor de la polí­tica exterior independiente de México en Centroamérica, y quien cambió y ejecutó las más im portantes iniciativas, se m uestra par­ticularmente cauteloso con respecto a Guatemala. Por una parte rechaza la posibilidad de que el movimiento revolucionario gua­temalteco pueda extenderse a México; al respecto dice: "La situa­ción de México es radicalmente distinta de la de Guatemala, aquí puede haber pobreza y ciertamente hay semejanza de lenguaje y de raíces, pero la situación económica y política es totalm ente distinta. La lucha de los campesinos guatemaltecos simplemente no tendría sentido en México, ya que éste sufrió ese fenómeno pero hace 60 años. Nosotros ya sabemos eso y fue costosísimo.

25 El Día, 30 de junio de 1982.
2« Excélsior, 10 de marzo de 1982.
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Estoy convencido de que los problemas que afectan a Guatemala no cruzarán la frontera." A juzgar por estos pronunciamientos Castañeda es con seguridad el funcionario mexicano que m ás ex­plícitamente se refiere a la naturaleza del movimiento social en Guatemala. No obstante ello, intenta justificar la posición dis­tante y ambigua de México indicando que aún no hay condiciones 
para  tom ar iniciativas. "Lo único que ha ocurrido es que no se ha presentado una situación internacional que ameritase o per­mitiese una acción semejante a la que se ejerció en los otros ca­sos [Nicaragua y El Salvador]. Las situaciones son distintas." Castañeda se refiere obviamente a una iniciativa de paz o a la búsqueda de un arreglo político; sin embargo, omite señalar que estas acciones han sido sólo una parte de la política de México hacia Centroamérica. Independientemente de los esfuerzos en favor de una solución política a los problemas, México ha presen­tado una clara oposición a la política intervencionista de los Estados Unidos en El Salvador y Nicaragua. Ésta, aunque con muchos mayores obstáculos, se presenta también en Guatemala y respecto a  ella México se m uestra silencioso. Más aún, México no ha tenido reparo en denunciar el carácter represivo del régi­m en salvadoreño, como lo hizo en su momento y con todo vigor respecto a la dictadura de Somoza. No obstante ello, hacia Gua­tem ala no se ha formulado denuncia alguna, a pesar de que ha­cerlo sería más que justificado. Castañeda se limita a decir que en Guatemala no ha llegado el momento. “H asta el momento, el caso de Guatemala no ha presentado una situación sem ejante” (a la de El Salvador) dice, y reitera su propósito de m antener relaciones normales con uno de los regímenes militares más cri­minales del mundo. "Mantenemos relaciones normales y suma­mente escrupulosas con el gobierno guatemalteco, particularm en­te en lo que toca al principio de no intervención. No hemos ayudado a unos ni a otros, al igual que en El Salvador; no le 
hemos dado una sola pistola a nadie. Nuestra actitud ha sido real­m ente ejemplar." 27 Más bien parecería que la actitud de México ha sido en realidad una excepción y como dice Castañeda, suma­m ente "escrupulosa”; con una escrupulosidad en verdad injusti­ficada.

Este propósito de buenas relaciones lo mantuvo México du­rante el régimen de Lucas García, depuesto el 23 de marzo y lo sostiene ahora con el gobierno de Ríos Montt. El 28 de marzo, en estricta y coherente aplicación de la Doctrina Estrada, el go­bierno de México se convirtió en el sexto país en reconocer al nuevo gobierno. Sin embargo, resulta curioso que al comentar el golpe de Estado el gobierno de México haya lamentado la “irre­gularidad del proceso”, lo que implica que el gobierno anterior gozaba de legitimidad, simplemente por haber sido elegido en las urnas aunque obviamente en una farsa electoral que además se
27 Excélsior, 24 de junio de 1982.
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resolvió por el fraude. En efecto, al ser interrogado sobre el golpe de Estado incruento el presidente José López Portillo de­claró: “Los acontecimientos ocurridos ayer en Guatemala añaden nuevas tensiones a las ya existentes en esa área conflictiva, pues crearon un proceso de irregularidad, cuando había un cuadro que conducía a  aspectos institucionales.” Sin embargo, López Portillo agrega que "el golpe de Estado en Guatemala no afecta a México, pues las cosas están ocurriendo en Guatemala. Nosotros tenemos nuestros propios procesos y nuestros propios problemas".28A partir de entonces el régimen que preside el general Efraín Ríos Montt ha modificado en cierta medida su retórica respecto a México. En una entrevista concedida recientemente al periódico 
Uno Más Uno dijo: "Sería maravilloso entrevistarm e con el Pre­sidente de M éxico... Pienso que sí valdría la pena sentarnos todos a dialogar. Pero cuando México expone una teoría, es una teoría política con un argumento muy especial. Me gustaría mu­cho hablar con todos y discutirlo. Me gusta mucho discutir.” 29 
Con palabras más amigables el Presidente de Guatemala, que se dice elegido por Dios, reitera los pronunciamientos de los generales de su país respecto a las actividades en territorio mexi­cano de la subversión en su contra. Ríos Montt "le va a rogar al gobierno de México que tenga la generosidad de ayudarle para que la guerrilla no pase tranquilam ente de punta a punta por la 
frontera”. Y agrega: "Me interesa que México m e ayude para que no se le pase la subversión y para que no se le incremente, por­que también allá la tienen muy fuerte.” No obstante el piadoso lenguaje de Ríos Montt, la actitud fundamental hacia México no ha cambiado, como tampoco el ambiente de represión y las ma­tanzas de campesinos en las zonas cercanas a la frontera. Por lo tanto, los problemas, el paso de refugiados y la provocación de los militares no habrán de suspenderse.En efecto, la dinámica que Guatemala im prim a a sus relaciones con México tendrá que seguir siendo el antimexicanismo. Como se ha dicho ya, este es un  factor que se ha convertido ya en parte sustancial de la política contrainsurgente y de la búsqueda de legitimidad. El hecho de que la campaña antisubversiva tenga como escenario los departam entos fronterizos con México exige al gobierno guatemalteco valerse de este nacionalismo como un instrum ento de su política m ilitar contra la guerrilla y quienes 
pudieran apoyarla. Es decir, es necesario para los militares de­nunciar la existencia de supuestas actividades guerrilleras en México, im pedir el flujo de refugiados y obtener el respaldo del ejército mexicano mediante la expulsión de los refugiados y la militarización de la frontera.

28 El Día, 24 de marzo de 1982.
29 Uno Más Uno, 4 de junio de 1982.
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XIV. LOS INDOCUMENTADOS GUATEMALTECOS

Al respecto, una de las contradicciones más curiosas de lo que entraña para México la relación bilateral con Guatemala es pre­cisamente la coincidencia entre la amañada interpretación que el régimen guatemalteco da a los refugiados y a los pronuncia­mientos oficiales de México respecto a este fenómeno.El régimen m ilitar guatemalteco ha dado a la cuestión de los refugiados una curiosa definición. Durante los preparativos para la reunión no realizada entre López Portillo y Lucas García, el entonces em bajador de Guatemala en México, Jorge Palmieri, declaró que uno de los temas centrales de la entrevista sería el problema de los indocumentados guatemaltecos, es decir, los 
refugiados. De acuerdo con este funcionario, la vecindad entre los dos países lleva implícita una serie de problemas que según él se asemejan a lo que "sucede también entre México y los Es­tados Unidos”. Palmieri se refirió explícitamente a que "los indo­
cumentados guatemaltecos no reciben un trato humanitario. Son obligados a vivir en condiciones que no dignifican a sus empleadores, y cuando llega el momento de que cobren sus sala­rios son denunciados a las autoridades migratorias y deportados sin haber alcanzado siquiera el pago que les corresponde”. Indicó también "que la Em bajada de su país recibe reportes de guate­maltecos que se introducen a territorio mexicano por autobús y en las centrales camioneras son extorsionados y se les exigen pagos indebidos”.30

Estas declaraciones de Palmieri coinciden con el comunicado hecho público días después, donde cuatro organizaciones anti- mexicanas amenazaron de m uerte a López Portillo. En ese comu­nicado se denuncia que los guatemaltecos son víctimas de veja­ciones cuando por necesidades económicas se ven precisados a en trar en el territorio  mexicano, en donde se les extorsiona y reprim e a manos de las policías de migración y judicial.31
Por su parte, el ex presidente Arana ha expresado que los cam­pesinos guatemaltecos que cruzan a México no lo hacen por ser víctimas de la represión, pero que los mexicanos se valen de ellos para acusar injustificadamente a Guatemala. Así, según Arana, "cuando cien familias de guatemaltecos se fueron a México, hi­cieron gran escándalo. Indicaron que el ejército las había sacado, lo cual es un absurdo, ya que aquí viven en mejores condiciones que en México”.32 Además de considerar que los refugiados son inmigrantes en busca de trabajo, el régimen guatemalteco sos­tiene que la guerrilla sí cruza a territorio  mexicano, huyendo de los combates con el ejército, con objeto de establecer sus campa­mentos en Chiapas y Tabasco. Más aún, según Benedicto Lucas

30 Uno Más Uno, 28 de agosto de 1981.
si El Día, 2 de septiembre de 1981.
32 Prensa Libre, Guatemala, 4 de septiembre de 1981.
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García "los insurgentes arrean a los campesinos, luego de que les 
queman sus casas a fin de provocar una mala imagen del país y del ejército’’.33 El m ilitar afirm a también que las organizaciones guerrilleras obligan a los campesinos a cruzar a México para usarlos como cobertura para la instalación de sus campamentos guerrilleros. Recientemente Efraín Ríos Montt, nuevo Jefe de Estado de Guatemala, respondió a la pregunta de una reportera del periódico Uno Más Uno sobre los refugiados diciendo que: 
"Bendito sea Dios que tenemos a México ahí listo.” Afirmó tam ­bién que la migración de guatemaltecos a México responde al mismo impulso que la migración de mexicanos a los Estados Uni­dos, es decir, según él, a la "necesidad de traba ja r”.34

XV. A n t e  G u a t e m a l a , l a  n e u t r a l id a d  i m p o s i b l e

Hemos visto ya cómo los guatemaltecos interpretan sus relacio­nes con México. En este cuadro de animosidad y provocaciones se descubre la clara intención de tra ta r  de que las autoridades mexicanas se hagan partícipes directas o indirectas de su proyec­to  contrainsurgente. Sin embargo, los generales guatemaltecos 
descubren un cúmulo de problemas en la relación bilateral; Mé­
xico intenta a toda costa ocultar o minimizar sus problemas con ese país. Si juzgamos únicamente por las declaraciones públicas de los funcionarios mexicanos sólo la independencia de Belice sería punto de discrepancia entre México y Guatemala. No obs­tante, los problemas existen e intentar afrontarlos echando mano de una política de complicada y difícil neutralidad no hace sino complicarlos.

XVI. E l e j é r c i t o  m e x ic a n o  e n  l a  f r o n t e r a , ¿ p a r a  q u é ?

Hay varias dimensiones donde esto es ya evidente: las más im­portantes son el incremento en la vigilancia de la frontera con propósitos ambiguos, y la política de refugiados, con la que al mismo tiempo se les atiende y se les reprime. En efecto, la pre­
sencia de mayores efectivos militares en la frontera no está acom­pañada de una clara explicación de sus motivos. Parece ser en realidad una medida precautoria para prevenir actividades de los insurgentes guatemaltecos en México y en este sentido una forma de proteger la frontera su r contra las amenazas del ejército gua­temalteco. E sta medida precautoria se deja sentir tam bién en la mayor vigilancia a guatemaltecos que por motivos políticos radi­can en distintas partes del país. Más aún, esta conducta parece inspirada tam bién en el tem or de que la insurgencia guatemalteca

as Excélsior, 12 de marzo de 1982.
34 Uno Más Uno, 4 de junio de 1982.
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pudiera contagiar al país y convertirse en una amenaza a su pro­pia estabilidad política.Sin embargo, los incidentes que hasta ahora ha habido en la frontera no him sido provocados por las organizaciones revolu­cionarias sino por el ejército. Las instancias de violencia en esa región, de las que ha dado cuenta la prensa nacional, tienen su origen en las acciones contrainsurgentes del ejército guatemalte­co, que obligan a los campesinos a buscar refugio en el territorio mexicano. En más de una ocasión la persecución de campesinos guatemaltecos se ha extendido al territorio  nacional y ha cobrado 
víctimas en ciudadanos mexicanos.

XVII. L a s  i n c u r s i o n e s  d e l  e j é r c i t o  g u a t e m a l t e c o  e n  M é x ic o

Según denuncias de campesinos mexicanos formuladas en marzo de 1982, en la zona fronteriza "cada 15 días penetran a territorio nacional tres o cuatro embarcaciones guatemaltecas en las zonas selváticas de Chiapas”.35 Estas actividades parecen realizarse ya desde hace tiempo; se dice que "cuando menos dos veces, de ju ­nio de 1981 a  marzo de 1982, los soldados han penetrado a México en busca de los que dejaron el pueblo”. Los campesinos que 
form ulan estas denuncias afirm an que los soldados guatemal­tecos que penetran en nuestro territorio "juran m atar a los gua­temaltecos, incluso del lado mexicano”.36 Es claro que en estas acciones se han visto afectados incluso ciudadanos mexicanos. De acuerdo con otras denuncias, el ejército guatemalteco mal­tra ta  y extorsiona a mexicanos que cruzan el río  Usumacinta para vender mercaderías en los pueblos de Guatemala. El propio secretario de la Defensa tomó en una ocasión conocimiento de estos hechos, y según declaró, el problema quedó resuelto por sus gestiones con el m inistro de Defensa guatemalteco. Sin em­bargo, la Secretaría de la Defensa Nacional niega que las tropas guatemaltecas incursionen en territorio  mexicano. Félix Galván declaró en marzo de 1982 que: "Actualmente están desplegadas todas las unidades de la xxxi Zona Militar, que corresponde al estado de Chiapas, y no han encontrado en territorio  mexicano tropas guatemaltecas, mucho menos que éstas hayan tomado por su cuenta o detenido y m altratado ciudadanos mexicanos. Las tropas a mi cargo no han detectado esos problemas.” 37No obstante, el propio director de la Comisión Intersecretarial de Ayuda a Refugiados, del gobierno de México, Luis Ortiz Mo­nasterio, reconoció ese mismo mes de marzo que "elementos de las fuerzas armadas del vecino país esporádicamente realizan incursiones a México”, pero agregó que "éstas no han generado

35 Uno Más Uno, 31 de marzo de 1982.
36 Uno Más Uno, 8 de marzo de 1982.
37 Revista Proceso, núm. 282, 29 de marzo de 1982.
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situaciones graves y tienen por objeto provocar al gobierno me­xicano para que cierre su frontera a los campesinos que huyen de la violencia en Guatemala".38

XVIII. ¿ V i g il a n c ia  f r o n t e r iz a  c o n t r a  s u b v e r s i v o s ?

M ilitarizar la frontera es, como hemos visto, un objetivo de los generales guatemaltecos y una aspiración de los estrategas esta­dunidenses. No sería justo  afirm ar que México se compromete ya con esta militarización; sin embargo, es claro que la vigilancia en la frontera ha aumentado. Si, como afirm an las autoridades militares, el ejército guatemalteco no entra al territorio  mexi­cano, entonces esta medida no es esencialmente para m antener 
la soberanía. Como hemos visto, también el gobierno mexicano niega que los guerrilleros guatemaltecos operen en nuestro te rri­
torio. No obstante, las autoridades militares de México parecen estar más preocupadas por este fenómeno que por las incursio­
nes del ejército guatemalteco. El secretario mexicano de la De­fensa Nacional ha dicho: "He tenido especial cuidado de que las tropas que tenemos desplegadas en la frontera con Guatemala ejerzan una vigilancia estricta, particularm ente de los proble­mas que enfrenta ese país: los guerrilleros. Es decir, las tropas 
mexicanas deben cuidar que no vayan a pasar los guerrilleros guatemaltecos a nuestro país, en cuyo caso tienen órdenes de aprehenderlos, someterlos y consignarlos a las autoridades com­
petentes.” 39

Desde el punto de vista del ejército esta parecería ser la jus­tificación para vigilar más cuidadosamente la frontera sur. Pero 
al respecto cabría preguntarse: ¿a qué le teme el ejército mexi­cano? ¿A que estos grupos subversivos se comprometan también 
a perturbar la estabilidad política de México? O bien ¿se trata simplemente de garantizar que el territorio  mexicano no sea u ti­
lizado para actividades que amenacen al régimen guatemalteco? Estas preguntas son ciertam ente inquietantes, pues en el fondo 
se refieren a cuestionamientos serios sobre las visiones del Es­tado respecto a la seguridad nacional. Responderlas sería aun 
aventurado: sin embargo, en las acciones del ejército mexicano se denota una cierta simpatía por la causa de sus colegas guate­
maltecos y un propósito de colaboración más que neutral. Todo ello a pesar de que si alguien en Guatemala ha externado ame­
nazas contra México es precisamente su ejército. No obstante ello, el propio Félix Galván ha dicho: "Las relaciones que existen 
entre el ejército mexicano y el ejército guatemalteco son las mis­mas que existen con todos los ejércitos de los países con los que

38 Uno Más Uno, 25 de marzo de 1982.
39 Revista Proceso, núm. 282, 29 de marzo de 1982.
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México tiene relaciones diplomáticas.” 40 No obstante lo dicho 
por el general Galván, es claro que el ejército mexicano no guar­da la misma relación con el ejército salvadoreño que la que se tiene con el guatemalteco, a pesar de que con ambos México man­tiene relaciones diplomáticas.

Como una manifestación de las preocupaciones militares de México en su frontera, las fuerzas armadas del país realizaron 
en diciembre de 1981 un ejercicio m ilitar de simulacro en el sudeste del país. La operación consistía en repeler el ataque in­vasor de un enemigo extracontinental que inició sus operaciones apoderándose de varias islas del Caribe, “invadiendo a un país vecino, sorprendiendo a sus fuerzas armadas y continuando ope­raciones sobre nuestro territorio  con objeto de apoderarse de la zona petrolera del Golfo de México”.41

El operativo con este curioso y sugerente escenario implicó la movilización de 40 mil hombres. Al hecho fueron invitados, corno una desusada deferencia, las autoridades militares de Guatemala. Al respecto Galván afirmó: "Invité a un grupo de oficiales gua­
temaltecos a que recorrieran conmigo todas las regiones donde se decía que había campos de entrenamiento de guerrilleros. Ellos, unos 14 o 15 oficiales, descendieron de sus helicópteros en los puntos que ellos mismos escogieron, para mayor prueba de que no había tales campamentos.” 42Como puede verse las relaciones entre el ejército mexicano y 
el guatemalteco son particularm ente fluidas. El propio secretario de la Defensa, Félix Galván, se reunió discretamente a princi­pios de marzo en Tapachula, Chiapas, con su homólogo guate­malteco.43

En realidad la contradicción más profunda en las relaciones de México con Guatemala es la política para con los refugiados. En otras palabras, se superponen diversos enfoques, el m ilitar, el político, el m igratorio y el humanitario.

XIX. L a m ig r a c ió n  g u a t e m a l t e c a  t r a d ic io n a l

El fenómeno de la migración entre México y Guatemala es ya tradicional. Anualmente, durante la época de recolección de las cosechas, principalmente el café, se calcula que cruzan a México 60 mil o 70 mil guatemaltecos. La mayor parte se emplea en ta­reas agrícolas, aunque un gran número busca tam bién trabajo en los servicios y otras actividades. Se sabe también que gua­temaltecos y centroamericanos se internan en el territorio nació-
40 Revista Proceso, núm. 282, 29 de marzo de 1982.
41 Otto Granados, “¿Regreso a  las arm as?”, Nexos, núm. 50, febrero 

de 1982.
42 Proceso, núm. 282, 29 de marzo de 1982.
43 Ibid.



172 LA CRISIS GUATEMALTECA

nal de paso a los Estados Unidos, y muchos de ellos para  traba­ja r  en las obras de expansión petrolera en Campeche y Tabasco. La mayoría de los inmigrantes permanece en el país sólo por algunos meses y regresa después a trabajar sus tierras. Toda proporción guardada, este fenómeno es sim ilar al que se observa entre Méxi­
co y los Estados Unidos. La disponibilidad de esta mano de obra se debe efectivamente a los problemas económicos de Guatemala y al persistente desplazamiento de los campesinos de su tierra. Ningún fenómeno migratorio puede disociarse de las condiciones políticas y económicas del país de origen. Sin embargo, la migra­
ción guatemalteca tradicional tampoco es resultado directo, cuan­
do menos en su mayor parte, de las actividades represivas del ejército en sus comunidades sino indirectamente de las condicio­nes de opresión en las que éstas se encuentran. La similitud de este fenómeno con el de los indocumentados mexicanos en los 
Estados Unidos alcanza también el tratam iento que reciben por parte  de los empleadores y las autoridades migratorias mexica­nas. Los trabajadores indocumentados guatemaltecos son some­tidos a las más variadas vejaciones y son víctimas de la corrup­ción con la que operan los servicios migratorios mexicanos en la frontera sur. La llegada de trabajadores guatemaltecos a nues­tro  país se explica tam bién por los vínculos entre el empresario agrícola propietario de fincas en el lado mexicano y sus homólogos en Guatemala. Incluso, se sabe que muchos guatemaltecos, entre 
ellos algunos jefes militares, poseen fincas cafetaleras del lado mexicano. Este vínculo quedó de manifiesto antes de las eleccio­nes del pasado 7 de marzo en Guatemala, cuando funcionarios de Amnistía Internacional y de los comités de ayuda a refugiados guatemaltecos denunciaron presiones contra los trabajadores gua­temaltecos en las fincas mexicanas para que regresaran a votar a su país. Se sabe que del día 5 al día 8 de marzo las fincas mexi­canas suspendieron sus labores para obligar a los campesinos a votar en los comicios guatemaltecos.44

XX. L a r e s p u e s t a  d e  M é x ic o  a l  p r o b l e m a  d e  l o s  r e f u g ia d o s

Independientemente de que los guatemaltecos buscan trabajo en México, que como señalamos es algo ya tradicional, en los últimos meses se ha producido o tro tipo de migración. En efec­to, miles de campesinos e indígenas guatemaltecos víctimas di­rectas de la política contrainsurgente de "tierra arrasada” que practica el ejército guatemalteco buscan refugio en nuestro país. Las prim eras denuncias públicas de este fenómeno fueron hechas por la Iglesia católica en abril de 1981. El arzobispo de Oaxaca, Bartolomé Carrasco Briseño, señaló entonces que cientos de gua­temaltecos, en su mayoría mujeres, ancianos y niños, cruzaban
44 Uno Más Uno, 6 de marzo de 1982.
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la frontera de México ante el tem or de caer en manos del ejér­cito de su país. En esa misma denuncia se señalan la represión 
y los malos tratos de que son víctimas en el territorio  mexicano.45 A principios de julio de ese mismo año el problema de estos refu­giados en nuestro país adquiere grandes proporciones públicas. No sólo aumentó considerablemente su número sino que en res­puesta inflexible y precipitada las autoridades mexicanas comien­zan a expulsarlos masivamente. El 3 de julio dos campesinos 
guatemaltecos llegan a la ciudad de México en representación de 800 familias de emigrantes, para solicitar de las autoridades gubernamentales que se les concediera refugio. Se hablaba enton­ces de que cerca de 4 mil campesinos habían cruzado la frontera durante el mes de junio y estaban a la espera del asilo instalados en campamentos provisionales de seis localidades chiapanecas en la zona fronteriza. Según los propios campesinos, las autoridades 
mexicanas les perm itieron cruzar el río "porque nos conocen y saben bien lo que pasa en Guatemala".46 Sin embargo, a partir del 14 de julio las autoridades migratorias y el ejército mexicano iniciaron operaciones de deportación masiva. Como resultado de estos hechos trasciende a  la opinión pública que alrededor 
de 1 900 guatemaltecos fueron regresados violentamente a su país. Se sabe incluso que la deportación fue hecha exigiendo a muchos de los refugiados sumas de dinero para transportarlos a sus comunidades a lo largo del río. Pero más grave aún, se su­pone que un número indeterminado de ellos fue asesinado por el ejército guatemalteco a su regreso.47La airada reacción pública por estos sucesos pareció tom ar por 
sorpresa a las autoridades mexicanas, quienes fueron incapaces de dar una explicación satisfactoria. Se lim itaron a  señalar que las acciones del gobierno en la frontera se apegaban estrictam en­te a las leyes migratorias del país. En todo caso, lo que estos hechos revelaban era  la inexistencia de una política de refugia­dos, y la falta de coordinación entre las autoridades migratorias y las militares, y la Comisión Intersecretarial para Ayuda a Refu­giados, creada meses antes. El grave incidente provocó incluso la renuncia de Gabino Fraga como presidente de esa Comisión, en silenciosa protesta por las arbitrariedades cometidas por el gobierno de México.

Por algún tiempo la cuestión de los refugiados no ocupó ya un papel destacado en la atención pública, aunque hechos como los anteriores continuaron presentándose. En enero de 1982 el perió­dico Uno Más Uno publicó un reportaje en donde se denuncia nuevamente el mal tra to  a los refugiados. En diciembre anterior 800 familias del departam ento de Huehuetenango se instalaron
45 Excélsior, 18 de abril de 1981.
46 Uno Más Uno, 3 de julio de 1981.
47 “Refugiados guatemaltecos”, Miguel Concha, Uno Más Uno, 7 de agosto 

de 1981.
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en los terrenos de la finca Buenos Aires en Chiapas. Las autori­
dades migratorias mexicanas los amenazaron de que si no aban­donaban el país voluntariamente el ejército los echaría. Al re­tornar, los guatemaltecos se encontraron con el fuego de las tropas y helicópteros artillados del ejército de su país. Muchos se dispersaron por la sierra y otros lograron retornar a México. Tampoco en este caso se sabe con precisión el núm ero de vícti­
mas, aunque los reportes hablan de cientos de ellas. Muchos ca­dáveres fueron dejados a la intemperie o arrojados al río. Hechos como el anterior ocurrieron durante las semanas siguientes.48Ante la denuncia hecha por Uno Más Uno, consignada también en la prensa internacional, el gobierno mexicano reaccionó nue­vamente en form a confusa y contradictoria. No obstante, Luis 
Ortiz Monasterio, quien ocupaba ya la presidencia de la Comisión Intersecretarial de Ayuda a Refugiados, no había estado vacante durante varias semanas, declaró que las deportaciones masivas a refugiados cesarían en forma inmediata. Le declaración de Ortiz Monasterio parecía estar en contradicción con la actitud de la Oficina de Servicios Migratorios de la Secretaría de Gobernación. 
Sin embargo, Ortiz Monasterio recalcó que las deportaciones ma­sivas contrariaban de hecho los Tratados de San José sobre Re­fugiados y de los cuales México es signatario. La discrepancia entre las autoridades m igratorias y la Comisión para  Refugiados, no manifiesta públicamente, revela en realidad la falta de acuerdo 
en el gobierno federal de México sobre la política de refugiados.

Al mismo tiempo que surge en México el debate sobre los pro­blemas fronterizos y sobre las relaciones con Guatemala, a nivel internacional se da una mayor atención a los refugiados guate­maltecos en el país. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para Refugiados ( a c n u r ) ,  que hasta entonces m anejaba los asun­tos relacionados con México desde San José de Costa Rica, anuncia el 22 de enero de 1982 la instalación en México de una oficina.
A partir de esa fecha también la Iglesia católica, por medio de las diócesis de Chiapas, Oaxaca y Morelos, toma un papel activo en la asistencia y la información sobre los problemas de los refu­giados guatemaltecos en México. En febrero de 1982 una comisión de obispos de Morelos, Oaxaca y Chiapas visitó la zona fronteriza para conocer la situación de los refugiados.49 En el contexto de una creciente atención pública a la migración de guatemaltecos por la frontera sur de México, el 30 de marzo de ese año la Comi­sión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados lla­ma a Luis Ortiz Monasterio, Presidente de la Comisión Inter­secretarial de Ayuda a Refugiados, para inform ar al Congreso 

sobre la situación de éstos. Ortiz Monasterio en esa ocasión in­formó que el organismo que él dirige y la Secretaría de Gober­nación habían establecido ya un mecanismo legal para la protec-
48 Uno Más Uno, 19 de enero de 1982.
48 Uno Más Uno, 28 de febrero de 1982.
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ción y la regularization de los refugiados. Por éste, el gobierno instituye el otorgamiento del f m -8 (formulario migratorio) que permite a los guatemaltecos la residencia en el país y el tránsito múltiple entre Guatemala y México. De acuerdo con Ortiz Mo­nasterio las características de la migración de refugiados exigen que se permita a los guatemaltecos el libre tránsito por la fron­tera. Ello debido a que no se trata de refugiados en busca de una residencia permanente en México sino de indígenas y campe­sinos que atraviesan el país huyendo de la represión, pero que buscan la oportunidad de regresar a sus comunidades para culti­var sus parcelas. Ortiz Monasterio explicó que esta fórmula mi­gratoria, cuya vigencia va de los tres meses a los tres años, inten­ta de hecho cubrir la laguna en la ley general de población, que no considera la categoría de refugiados.

XXI. DOS POLÍTICAS DE REFUGIADOS

Es claro, sin embargo, que México ha practicado dos políticas hacia los refugiados. Por una parte, aunque en forma ambigua, las altas autoridades del país han reconocido que la migración desde Guatemala es de refugiados. El propio presidente José Ló­pez Portillo utilizó este término para referirse al fenómeno.50 Más aún, las secretarías de Relaciones Exteriores, de Goberna­ción y del Trabajo integran conjuntamente la Comisión de Ayuda a Refugiados, a la que nos hemos referido con anterioridad. Este órgano de responsabilidad oficial plena cuenta con un presupues­to y un personal modesto (6 o 5 millones de pesos), y a pesar de ello ha desempeñado una importante labor. Con la cooperación de la ACNUR, la Comisión Mexicana de Refugiados ofrece a éstos todo tipo de servicios incluida la asistencia médica. Más aún, los puntos de vista de esta comisión sobre la realidad de los refu­giados guatemaltecos y las dimensiones del problema figuran constantemente en las discusiones del gobierno federal. Por otra parte, y a pesar de esta labor, la imagen que frecuentemente el gobierno mexicano proyecta es contradictoria con lo que su co­misión realiza.En la zona fronteriza del país coexisten las dos actitudes ofi­ciales. Al mismo tiempo que la Comisión de Refugiados localiza a los guatemaltecos dispersos en las selvas y sierras de Chiapas y Tabasco, establece los campamentos y proporciona la ayuda, los funcionarios de migración continúan practicando deportaciones. Simultáneamente también la población campesina local colabora ampliamente con el sostenimiento y la protección de los refugia­dos en contra incluso de las autoridades migratorias, que mu­chas veces sólo por motivos de extorsión atemorizan a los gua­temaltecos y los persiguen. Se dice también que en algunas po­
so Véanse las páginas 160-161.
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blaciones los funcionarios migratorios colaboran estrecham ente 
con los representantes consulares de Guatemala para incitar a los campesinos guatemaltecos a regresar a su país. Para cumplir con sus fines de vigilancia y de restricción al paso de refugiados, más que para agilizar su regularización, la Oficina de Servicios Migratorios de Gobernación ha multiplicado su presencia en la frontera. En marzo de 1982 el periódico Uno Más Uno, infor­
mó que "se han abierto seis nuevas casetas de migración: Teno- sique (Tabasco), Frontera Echeverría, Ixcán, El Pedernal, Vicen­te Guerrero y Llano Grande, lo que lleva a un total de 18 en lo que se podría llam ar la frontera de Chiapas”. Según este mismo informe “en casi todas las carreteras que llevan a la frontera con Guatemala existen retenes de soldados que revisan vehículo por vehículo para cerciorarse de que no llevan arm as al país vecino o que al nuestro no pasa nadie que no tenga "sus papeles migra­torios en orden”.51

La política hacia los refugiados es pues una contradicción. Esta contradicción entraña aparentem ente descubrir a los refugiados como agentes subversivos o factores de disrupción más bien que como víctimas de la brutalidad m ilitar guatemalteca. No es claro lo que el gobierno de México pretende: conciliarse con los gene­rales guatemaltecos; o dem ostrar a Washington que México es capaz de controlar su frontera y de no perm itir acciones contra sus aliados en Guatemala, o de contener la penetración subversi­va, que según distintos sectores del país nos vienen del sur. En 
todo caso, para la oficina de migración, que es en últim a instan­cia la autoridad competente para dictar la política oficial al res­pecto, no existen los refugiados.

Según la licenciada Diana Torres, Directora General de Servi­cios Migratorios de la Secretaría de Gobernación, México experi­menta un incremento en los flujos migratorios principalmente de Centro y Sudamérica. De acuerdo con la funcionaría esto se explica, “pues se tiene conciencia del potencial de sus recursos naturales, minerales, marítimos, energéticos, territoriales, de cli­ma, etcétera, y de su infraestructura política, económica, educa­tiva y social, lo cual ocasiona el movimiento de personas hacia este país con propósitos de residencia y desarrollo".82
Más adelante, en la misma intervención, la funcionaria afirma que "la gran afluencia de inmigrantes, hablo de varios cientos de miles, está provocando serias presiones en la demanda de tra ­bajo, así como tam bién en las demandas asistenciales, educativas, habitacionales, urbanísticas y de prevención y lucha contra la delincuencia, y refleja notoria distorsión en el sector terciario

si Uno Más Uno, 8 de marzo de 1982.
52 Diana Torres, Intervención en la Mesa Redonda sobre Corriente Migra­

toria hacia México, organizada por la Tribuna de la Juventud, Tuxtla Gu­
tiérrez, Chiapas, 21 de mayo de 1982; versión oficial distribuida por la 
Secretaría de Gobernación. (Las citas subsecuentes atribuidas a  Diana To­
rres fueron tomadas del texto de esta Conferencia.)
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de la economía". Al referirse específicamente a la migración de Guatemala y El Salvador, Diana Torres reconoce que "en los últi­mos tres años, de mayo de 1979 a mayo de 1982, los conflictos bélicos y políticos, y los problemas económicos y sociales en El 
Salvador y Guatemala, ocasionan la emigración de una cifra muy considerable de su población, que en su mayoría se dirige a Mé­xico”. A pesar de este reconocimiento, en ningún momento se afirm a que la migración guatemalteca sea producto de la repre­sión directa contra campesinos e indígenas en ese país, y que por 
tanto deban ser considerados como refugiados. La Secretaría de 
Gobernación, por conducto de la licenciada Diana Torres, insiste en señalar que la migración guatemalteca a México no la realizan individuos directamente afectados por la contrainsurgencia. Por una parte, Diana Torres afirm a que "las cifras correspondientes a asilados políticos es relativamente reducida, pues el verdadero luchador o combatiente se encuentra en el sitio de la lucha”, y por o tra  parte  sugiere que "el gran total corresponde a una co­rriente m igratoria en busca de reasentam iento y trabajo". De ahí deduce una serie de efectos nocivos para la estructura política y social de México, y una incapacidad del país para hacer frente a este tipo de migración. “El caudal de inmigrantes que se inter­
na al país con el propósito de reasentarse y trabajar aquí —dice la funcionaria— indiscutiblemente viene a constituir un  desplaza­miento laboral muy severo de los nacionales." Al respecto afirma que “el disgusto y la protesta de los mexicanos a causa del des­plazamiento del que son objeto por parte  de los extranjeros en los sitios de trabajo, se está haciendo sentir en form a cada vez más preocupante”. Pero según Diana Torres los problemas no sólo son con respecto a la disponibilidad de empleos. Describe tam bién a los emigrantes y los refugiados como delincuentes y pandilleros que estim ulan las falsificaciones de documentos y los sobornos y el tráfico ilegal de extranjeros, presionan los servicios de salud y la infraestructura urbana y provocan en los mexica­nos fricciones e irritación “a causa de la presencia de extranjeros en sitios de trabajo  y estudio por afectaciones a causa de actos 
antisociales”. Es decir, que para la Secretaría de Gobernación los 
extranjeros son en parte  causantes de la corrupción de las autori­dades mexicanas, y de la delincuencia, el desempleo y demás en­fermedades sociales.

Pero Diana Torres va más allá, señala que esta inmigración de lacras se aprovecha políticamente en México "como bandera de lu­cha por parte de partidos políticos mexicanos con ideología diver­sa a la de nuestro gobierno, para ganar simpatizadores y tra tar 
de llevar con sus actos de hostilidad, censura, crítica y presión a las dependencias gubernamentales y a sus funcionarios a una 
posición de puertas abiertas a la inmigración de El Salvador y de Guatemala”. Según Gobernación no sólo intereses mexicanos usan esta cuestión; también lo hacen "comités de asilados poli-
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ticos, comités de ayuda y solidaridad a los pueblos de los países señalados, y comités de oposición a sus gobiernos, como materia 
de sus particulares ac tiv idades..."  En suma, Diana Torres con­sidera que la inmigración a México es causa de un “aumento de los factores de disgregación soc ia l... aumento de población, des­empleo, pobreza, promiscuidad, ignorancia, delincuencia, falta de integración social, cultural y política, violencia, anarquismo, et­cétera", e incluso afirm a que "es obvio que la cohesión social, el orden y la paz pública podrían afectarse”. Por consiguiente, para la Secretaría de Gobernación no sólo se tra ta  de una migración económica, de lacras sociales, auspiciada por los intereses de las organizaciones políticas de oposición guatemaltecas, sino de indi­viduos que vienen directam ente a subvertir el orden político y la paz en México.

A pesar de los argumentos legales de que se vale la Secretaría de Gobernación para sustentar sus restricciones a la migración de refugiados, es claro que el verdadero m otor no es jurídico sino político. Representa de hecho la aplicación, al fenómeno de los refugiados, de la política de estricta neutralidad seguida con Gua­temala. La propia Diana Torres ha dicho: “México tiene fronteras geográficas y políticas con países que tienen sistemas políticos 
distintos, grados de desarrollo muy diferentes y problemáticas internas muy diversas, y debe prever que el movimiento de per­sonas de sus países vecinos, los Estados Unidos de América, Gua­temala, Belice, Cuba y otros países del Caribe no vayan a ocasio­
narle fricciones y problemas internacionales.” Esto quiere decir que según la Secretaría de Gobernación la política m igratoria es parte integrante de la política exterior, y que como tal debe pre­ver no acarrearle a México conflicto con sus vecinos.

Ciertamente la posición escrupulosa y de neutralidad con res­pecto a los conflictos sociales en Guatemala refleja determinadas preocupaciones internacionales de México. Las más im portantes se refieren a la sensibilidad con la que se m ira esta cuestión por los responsables de decidir la disposición estratégica de los Esta­dos Unidos en la zona. Asimismo se manifiesta, como se ha seña­lado ya, el propósito de no irrita r a los irreflexivos militares guatemaltecos. Sin embargo, también existen serias preocupacio­nes de carácter interno que el Estado mexicano asume como limitantes a la posibilidad de form ular para Guatemala una polí­tica consecuente con las actitudes en el resto  de Centroamérica.
Con respecto a la política hacia Guatemala y particularm ente hacia los refugiados, diversas posiciones internas de poder impi­den el consenso. Esto constituye en el fondo un debate sobre la seguridad nacional y una pugna de percepciones e intereses eco­

nómicos y políticos opuestos. El 15 de marzo de 1982 José Luis Coindreau, líder de la Confederación Patronal de la República 
Mexicana ( c o p a r m e x ) ,  respondió a un discurso conciliador y pro­gresista de López Portillo con respecto a la crisis económica
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interna, con una severa denuncia a la política internacional. El dirigente patronal habló específicamente de "infiltraciones gue­rrilleras en nuestra frontera su r”.53 Se refirió a que esta supuesta infiltración entraña "peligros de contaminación para México” y 
denunció “indebidos coqueteos con ideologías extrañas”. Ante­riormente, el 2 de marzo, el mismo personaje de la empresa pri­vada había manifestado ya que "sería peligroso para México tener vecinos comunistas y agresivos en la frontera del país” y recalcó: "los empresarios no queremos eso”.54 Según Coindreau, "existen 
guerrilleros centroamericanos en el sudeste de Chiapas que cau­san problemas a los empresarios y son una fuente de contamina­ción ideológica en la región”. Incluso afirm a que empresarios 
que m anejan m aquinaria para fines agrícolas han tenido que re­tirarse porque los guerrilleros no los dejan trabajar, los amena­zan, los roban y dañan la maquinaria. Al respecto llega al extre­mo de prescribir que "a los centroamericanos hay que controlarlos 
y defender nuestra patria como los estadunidenses defienden la suya, con el m uro de la tortilla. La frontera debe sellarse —agre­ga— a las infiltraciones y contaminaciones ideológicas”. Y con­cluye: “Los comunistas se aprovechan de todo, especialmente aho­ra que tenemos problemas económicos, políticos y sociales, para llevar agua a sus m olinos."55

En el mismo sentido Pablo Emilio Madero, candidato del p a n  a la Presidencia de la República, hizo un llamado público para que el ejército mexicano se fortalezca y haga sentir con mayor vigor su presencia en la frontera sur. En una comparación entre el poderío del ejército guatemalteco y el mexicano Madero con­cluye que en el caso de un enfrentam iento nuestro país se en­contraría en desventaja. Pero ¿qué podría provocar este conflic­to? Según el candidato panista no serían las pretensiones del ejér­cito guatemalteco; sería la consecuencia de que en nuestro país se realizan actividades subversivas que atenían contra el régimen de aquella nación, a quien hasta los panistas, en curioso contras­te con los pronunciamientos del gobierno de México, le llaman “dictadura”. Según este partido, “el peligro real para México es la codicia que despierta al comunismo el sudeste del país, donde se encuentra el petróleo. Pero además disgusta a la dictadura guatemalteca, por el adiestram iento de guerrilleros que nuestro país no descubre y porque esta nación no los puede aprehender porque están fuera de sus fronteras”.56 De acuerdo con los em­presarios y los políticos de derecha es necesario detener la mi­gración de refugiados y sellar la frontera m ilitarm ente no sólo para inmunizar al país contra la subversión y para no provocar la reacción del ejército guatemalteco sino también para proteger
53 P roceso , núm. 281, 22 de marzo de 1981.
54 Uno M ás Uno, 3 de marzo de 1982.
55 E l Día, 18 de marzo de 1982.
se E x céls ior , 6 de marzo de 1982.
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nuestra economía del desempleo y la carga en el uso de los recur­
sos que ocasiona esta migración.

Estos pronunciamientos son sólo la punta del iceberg de las visiones que com parten y expresan cada día más abiertam ente grupos empresariales y sectores de clase media mexicana. Para éstos la revolución centroamericana, y particularm ente la guate­malteca, es un movimiento social contrario a  sus concepciones 
ideológicas. Asimismo, constituye una amenaza que algún día po­
dría cernirse sobre sus intereses económicos en México. Con esta visión comparten las tesis del Departamento de Estado de que al sur de las fronteras de México se aviva una conspiración co­munista cuyo objetivo es México.

XXII. C o n c l u sió n

Hemos examinado aquí la evolución de la política de México ha­cia Guatemala en el m arco de las condiciones que la adm inistra­ción del presidente Ronald Reagan y los m ilitares guatemaltecos 
quieren imponer a las autoridades mexicanas. La respuesta de México a estos imperativos ha sido hasta ahora confusa y ambi­gua. A pesar de la indeterminación es claro el alejamiento de México respecto a sus posiciones en Nicaragua y El Salvador. La consigna de los más altos dirigentes del país es am pararse bajo la supuesta neutralidad para no form ular ninguna denuncia al régimen de terro r que los militares chapines han implantado en su país.

Según estos lincamientos generales distintas agencias del go­bierno mexicano han hecho frente, a veces en forma contradicto­ria, a los múltiples y complejos problemas que acarrean las rela­ciones actuales con Guatemala. En este ensayo hemos visto cómo la Secretaría de Relaciones Exteriores extrema su cautela para referirse a los acontecimientos en aquel país. En el caso de los tres mexicanos desaparecidos en octubre de 1981, la Cancillería mexicana ha optado por las gestiones diplomáticas calladas y responde a la falta de cooperación e incluso a la insolencia del nuevo Presidente de Guatemala con un embarazoso silencio. Mé­xico se m uestra así dispuesto a no em prender acción alguna, por más leve y simbólica que sea, para denunciar las agresiones del gobierno guatemalteco incluso^ cuando lesionan la integridad fí­sica de ciudadanos mexicanos.
Por su parte, la Secretaría de la Defensa Nacional da su propia interpretación a los problemas de la frontera. Con respecto a ellos, las autoridades m ilitares del país parecen más preocupadas por las acciones que pudieran desarrollar los grupos revolucio­

narios guatemaltecos, que por la seguridad del territorio  mexica­no en cuanto a las agresiones de los militares chapines. El ejér­
cito mexicano ha contribuido también en algunos casos a las
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actividades represivas contra los refugiados guatemaltecos, inclu­so en colaboración con las autoridades migratorias.La Secretaría de Gobernación, junto  con otras oficinas guber­namentales, pone en práctica de hecho dos políticas respecto a la migración de guatemaltecos. Por una parte se niega oficial­mente a reconocer a éstos el carácter de refugiados, los denuncia como factores de disrupción e inestabilidad social, y mantiene prácticas restrictivas a su intem am iento en el territorio  nacional. Por o tra  parte la Comisión Intersecretarial de Ayuda a Refugia­dos, de la cual es integrante fundamental la Secretaría de Gober­
nación, realiza singulares esfuerzos por asistir a los refugiados en sus más urgentes necesidades.En el contexto de todas estas acciones gubernamentales se des­arrolla en México un debate respecto a la política sobre Guate­mala y al tratam iento a los refugiados. Distintos medios de información, grupos eclesiásticos y sectores intelectuales y polí­ticos de izquierda expresan su desacuerdo con las prácticas re­presivas contra los guatemaltecos y esperan del Estado una actitud más firm e frente al régimen m ilitar de Guatemala. Sin embargo, su voz es menos audible que la del sector empresarial 
y los grupos políticos de derecha, quienes m anifiestan cada día con mayor vigor sus temores sobre el movimiento revolucionario 
guatemalteco. Los voceros de los intereses económicos de la em­presa privada mexicana califican a los refugiados guatemaltecos como un peligro para la paz social de México.En relación con este debate las disposiciones del gobierno mexi­cano no hacen sino confundir más a la opinión pública y fortale­cer la crítica de la derecha. Las relaciones con Guatemala parecen disolver la frontera entre la política exterior y la política interna. Así, en el trasfondo de los distintos argumentos subyacen visio­nes contradictorias respecto a la seguridad nacional. Es la redefi­nición de ésta lo que habrá de dar curso claro y decisorio al tratam iento del gobierno de México a la crisis política en Guate­mala y sus implicaciones para el país.
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7. LAS DIMENSIONES DEL ESPACIO DE LA 
POLÍTICA ECONÓMICA EN CENTROAMÉRICA

Isaac Cohen y Gert Rosenthal

I .  I n tro d u c c ió n

Es pr o ba ble  que se haya escrito más sobre Centroamérica en los últimos tres años que en los treinta años precedentes. La mayo­ría de estos escritos tra ta  de explicar por qué la región se ha vuelto tan  inestable y turbulenta, m ientras que muchos analizan el papel de los actores externos —en particular el de los Estados Unidos— en la dinámica de la región. La comunidad internacio­
nal también ha cobrado conciencia creciente de la región, y se han formulado muchas recomendaciones para restablecer la estabilidad y procurar el bienestar de los habitantes de estos países. A veces se ha hecho hincapié en la necesidad de alentar sociedades más tolerantes, abiertas y pluralistas, cuando se ob­
servan valores universales como la dignidad humana, el bienestar m aterial y la democracia representativa. Todos los gobiernos de la región profesan su apoyo decidido a estos valores; pero, sal­vo la honrosa excepción de Costa Rica, la  experiencia de los últi­mos años no resulta alentadora. Por su parte, las declaraciones oficiales de diversos actores externos interesados en la región —entre otros los Estados Unidos, México, el Canadá, Venezuela, 
Francia, Alemania y España— subrayan la necesidad de apo­yar a las "fuerzas m oderadas” de estas sociedades, pero las de­finiciones de quienes representan tales fuerzas difieren marcada­
mente, y de todos modos el apoyo a tal "moderación” no pasa a menudo de las meras declaraciones.

La dificultad reside, po r supuesto, en los problemas de des­lindar el "terreno interm edio” o "centro” en el contexto de la 
polarización creciente que caracteriza a la mayoría de los países de la región. En lo relativo a la política económica, por ejem­
plo, hay grandes restricciones para las medidas destinadas a promover las reformas. Los límites derivan de las condiciones internas y de los actores externos.

En este ensayo procurarem os explorar las dimensiones limi­tadas del espacio de la política económica en Centroamérica. Las 
ideas tienen todavía una naturaleza muy preliminar, y es posible que se planteen más interrogantes que respuestas. Se sostie­
ne que las reform as económicas y sociales graduales, como parte de las fuerzas del cambio pacífico, no han sido afortunadas en la
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mayoría de los países de la región, y que su viabilidad se ha tor­nado más cuestionable aún en los últimos años. Esto se debe en parte  al carácter ambivalente de la política exterior implantada por los Estados Unidos en la región, la que ha perseguido tanto 
objetivos reform istas como de seguridad, con el predominio de los últimos "en momentos de apuro”. Como observó Stanley Hoff­mann hace algunos años, " . . .  en la América Latina los Estados Unidos realizan al mismo tiempo ciertos esfuerzos tendientes al desarrollo y el progreso que sólo podrán triunfar si destruyen las oligarquías y acaban con los intereses creados, y otros esfuer­zos para prevenir la subversión y la insurgencia que consisten 
en apuntalar los pilares amenazados, de modo de fortalecer el 
statu quo"A

II. C a r a c t e r íst ic a s  d estacadas d e la s  e c o n o m ía s  
y  d e la s  so c ied a d es  c e n t r o a m e r ic a n a s

Cuando tratam os de describir fenómenos muy complejos en un espacio muy reducido siempre corremos el riesgo de term inar con caricaturas. Pero ya que es indispensable tener nociones de cómo funcionan las economías y las sociedades centroamerica­
nas como m arco para discutir las dimensiones del espacio de la política en la región, correremos ese riesgo.

La característica fundamental de estos países es su dependen­cia externa con respecto a lo que ocurre fuera de sus muy limitadas fronteras nacionales, y aun regionales. La búsqueda de un producto de exportación clave —ya sea oro, cacao, índigo, café, plátano, azúcar o algodón— ha sido una constante en la historia de la región desde la conquista española.2 Este hecho ha afectado profundam ente la estructura económica, social y po­lítica de los cinco países; al mismo tiempo, en razón del grado diferente de su influencia en cada uno de los cinco países, tam ­bién ayuda este hecho a explicar por qué hay diferencias impor­tantes entre ellos. En seguida exploraremos algunas de las con­secuencias de esta característica fundamental.
El sector exportador ha sido siempre el principal “m otor del crecimiento” de estas economías, así como fuente principal de acumulación de capital y de oportunidades de empleo. Aunque en el curso de los años sesenta y setenta se inició un proceso de sustitución de importaciones bastante dinámico al am paro de la integración económica centroamericana, y el propio sector expor­tador se diversificó cada vez más, las tasas de crecimiento siguen dependiendo del desempeño de las exportaciones. En efecto, el
1 Stanley Hoffmann, G u lliver’s  T rou b les  o r  th e  S ettin g  o f  A m erican  

F oreign  P olicy , Nueva York, McGraw-Hill, 1968, p. 187.
2 Murdo J .  MacLeod, S pan ish  C en tral A m er ic a : A S o c io econ om ic  H is­

tory, 1520-1720, Berkeley, The University of California Press, 1973.
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nivel del comercio intrarregional es también función del sector 
exportador tradicional, ya que el comercio intrarregional se eleva cuando aum entan las tasas de crecimiento. Además, contra las expectativas de algunos observadores en el sentido de que la sus­
titución de importaciones disminuiría el grado de "apertura" de las economías centroamericanas, la proporción de exportaciones e importaciones en el producto interno bruto aumentó sistemá­ticamente al elevarse el ingreso. Así, para el conjunto de la región la proporción de las exportaciones en el p i b  pasó de menos de 19 % en 1950 a más de 30 % en 1980, m ientras que la proporción de las importaciones pasó de 16 % en el prim er año a más de 35 % en el último. (En el caso de algunos países, como Hondu­ras, esta proporción pasó de 40 %.) Por esta razón, no es extraño que estos países sean muy sensibles a los cambios que ocurren 
en la economía internacional, un hecho acentuado sólo en los últim os años, cuando esta dependencia empezó a afectar no sólo el comercio internacional sino también los flujos de capital aso­ciados a las tasas crecientes del ahorro externo. Así pues, a prin­cipios de los ochenta la mayoría de estos países es afectada ad­versamente no sólo por la recesión en los países desarrollados —y en particular la de su principal socio comercial, los Estados Unidos— sino también por los niveles tan  altos de las tasas de interés que requieren una porción creciente de los ingresos de las exportaciones para el servicio de los niveles siempre en ascenso de la deuda externa.

La explotación de uno o varios productos básicos ha sido tam ­bién decisiva para  determ inar la naturaleza de la división del trabajo, dado el carácter intensivo en mano de obra de los prin­cipales cultivos de exportación. La demanda de trabajadores es estacional en el caso de la mayoría de estos cultivos —café, algodón, azúcar—, lo que explica la naturaleza dual pero inter- dependiente de la agricultura en las economías donde predomi­nan estos cultivos. En esos países el campesino produce básica­mente alimentos para la subsistencia, a veces con algunos exce­dentes para el mercado interno, en su mayor parte  urbano, y constituye tam bién la reserva de mano de obra requerida esta­cionalmente para  explotar las exportaciones tradicionales. Las complejas interrelaciones entre el gran número de unidades agrí­colas pequeñas, de subsistencia, que producen para el consumo 
interno, y el núm ero relativamente reducido de unidades media­nas y grandes que producen para los mercados externos, explica 
no sólo las características de las economías sino también algunas de las peculiaridades más notables de las estructuras sociales de la región.

En efecto, la disponibilidad de mano de obra ha desempeñado un papel estratégico durante toda la historia del desarrollo de 
Centroamérica, de modo que algunas de las diferencias básicas que separan a los países pueden explicarse en gran medida por
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la naturaleza distinta de las relaciones laborales. Por ejemplo, en el caso de Costa Rica la relativa escasez de mano de obra y el surgimiento tardío de un producto clave de exportación —el café a mediados del siglo xix— explican en gran m edida la estructura 
social más igualitaria de este país. En cambio Guatemala y El Salvador, con una densidad de población relativamente elevada y con una tem prana introducción de cultivos clave de exporta­ción, representarían el extremo opuesto, m ientras que Honduras y Nicaragua ocuparían una posición intermedia. Además, la natu­raleza dual de la agricultura se hizo menos pronunciada en los países donde el cultivo de exportación principal durante la mayor parte del siglo xx —el plátano— exigía un sum inistro permanen­
te de mano de obra.

Por último, o tra  característica de la tendencia a explotar unos cuantos productos clave de exportación ha sido la virtual ausen­cia de efectos de enlace intrínsecos o inducidos de estas activi­dades productivas. Ni los productores de estas exportaciones tra­dicionales ni los agentes externos han podido invertir el excedente económico derivado de su explotación en actividades relativa­mente más solventes y menos dependientes. En efecto, es pro­bable que una de las características más destacadas del desarro­llo centroamericano sea el hecho de que la explotación de nuevos 
productos exportables sólo reiteró esta virtual ausencia de enla­ces. Tampoco diversificaron ni integraron sus actividades los 
productores tradicionales, ni el Estado pudo sacar una porción im portante del excedente generado por los productores tradicio­nales para desviarla hacia otras actividades productivas. Esto no significa que Centroamérica no haya presenciado en los últimos años la introducción de actividades nuevas, sino sólo que estas actividades se han yuxtapuesto a las estructuras productivas tra ­dicionales, las que persisten y se constituyen en formidables obstáculos o límites para la modernización de la región.

Las mencionadas características sobresalientes de las econo­mías centroamericanas tam bién ayudan a explicar las desigual­dades extremas en la distribución del ingreso, las que se han presentado en todos los países en grados variables y dependen de la tenencia de la tierra  y de la naturaleza de los mercados de mano de obra citados. Como era de esperarse, la estructura del ingreso es muy desigual en los países que tienen relaciones de po­blación a tierra  relativamente elevadas —y un crecimiento demo­gráfico rápido— aunadas a grandes migraciones estacionales de trabajadores entre minifundios y latifundios, como ocurre en Guatemala y El Salvador.
Desde el fin de la segunda Guerra Mundial ha habido una yux­taposición progresiva de nuevas capas de actividad económica 

sobre la estructura socioeconómica básica, tradicional. Esto ha ayudado a la diversificación de las economías pero no ha trans­formado decisivamente las condiciones prexistentes. Esta diver­
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sificación, aunada a un nivel de crecimiento relativamente satis­factorio,3 ayudó a increm entar la urbanización y el surgimiento de sectores medios —sobre todo en los servicios, el incipien­te proceso de industrialización y el aum ento de la burocracia.La im portancia decisiva de los escasos productos de exporta­ción ha influido también de modo notable sobre el papel del Estado, que se ocupa principalmente de establecer las condicio­nes básicas necesarias para explotar dichos productos. De esta preocupación fundam ental de la política pública deriva también 
la relación casi simbiótica que ha persistido tenazmente, hasta hace poco tiempo, entre sector público y clases empresariales do­minantes, a  pesar del avance de la modernización y de las activi­dades nuevas que se han agregado a la estructura precedente. En épocas más recientes, es de los crecientes sectores medios de donde los gobiernos han buscado su legitimidad, pero como no han podido integrarlos por completo esos sectores tam bién han sido el origen de los desafíos radicales al grupo dominante. A ex­cepción de los de Costa Rica, los campesinos han permanecido en gran medida inamovibles, como pasivos testigos y víctimas de sis­temas sociales caracterizados por su naturaleza elitista.

En efecto, estos sistemas obstruyen muchísimo las organiza­
ciones sociales formales, con grados de intensidad que varían de un país a otro. En tanto los empresarios dominantes están bien organizados a través de agricultura, industria y comercio, y de muchos otros mecanismos que representan con eficacia sus intereses, otros grupos sociales carecen de todo medio de expre­sión organizada. Los sindicatos son débiles en la mayoría de los países, sobre todo en las zonas rurales, salvo los trabajadores de los enclaves bananeros en el marco de cierto estímulo guberna­mental para los trabajadores nacionales frente al capital extran­jero. Ni los trabajadores organizados, mucho menos los campe­sinos, están representados en algún órgano im portante de toma de decisiones, como los que gobiernan los bancos centrales y otras agencias oficiales o semioficiales. En suma, la organización social tiende a reforzar los patrones desiguales de distribución del ingreso a través de grados de eficacia variables en el funcio­namiento de los grupos de presión.

Por último, la estructuración de las economías centroamerica­nas alrededor de uno o pocos productos clave de exportación ha tenido también un profundo efecto sobre las pautas de autori­dad: la relación simbiótica ya mencionada entre los grupos eco­nómicos dominantes y los gobiernos, el legado de corrupción en la violación de las reglas coloniales, y sobre todo los métodos represivos impuestos para asegurar una oferta adecuada de mano
3 E n el conjunto de la  región el pib real creció a  una tasa media anual 

de 5.3 % entre 1950 y 1980. Nicaragua y Costa R ica experimentaron tasas 
superiores al promedio, m ientras que Honduras tuvo una tasa por debajo 
del promedio.
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de obra —reclutam iento forzado de trabajadores en épocas ante­riores, leyes contra la vagancia y algo parecido al endeudamiento de los peones en épocas más recientes— han contribuido al es­tablecimiento de sistemas políticos relativamente rígidos en la mayoría de los países (de nuevo, con la excepción de Costa Rica), 
con la virtual ausencia de representación para la mayoría de la población. H asta ahora la mayoría de los sistemas políticos cen­
troamericanos son autoritarios, las clases empresariales domi­nantes son paternalistas y los enfrentamientos políticos siguen siendo elitistas, a pesar del avance de la modernización por toda la región.

III. Los LÍM ITES AL ESPACIO DE LA POLÍTICA ECONÓMICA

A través de su historia como naciones independientes, y en par­ticular desde la terminación de la segunda Guerra Mundial, los actores que han buscado el cambio dentro de las sociedades cen­troamericanas han tratado persistentem ente de alterar algunas de las características principales descritas en la sección anterior; es decir, sus metas han incluido disminuir la dependencia de sus economías frente a los fenómenos internacionales, modificar la estructura social y la relación entre capital y mano de obra, esta­
blecer sociedades más igualitarias y elevar el nivel de participa­ción de la mayoría de la población en los asuntos de sus países 
respectivos. Estos actores han debido recorrer una senda muy estrecha y resbalosa, sobre todo en Guatemala, en El Salvador y hasta 1979 en Nicaragua, ya que están severamente limitados, por una parte, la dimensión del espacio de la política económi­ca, y por la otra, el grado de la participación política. Algunos de estos actores, en su frustración por la incapacidad para lograr 
grandes avances hacia sus metas, han llegado a la conclusión de que el único camino es subvertir el orden social, económico y político a través de una revolución. Otros, renuentes o incapa­ces para recurrir a medios violentos, han insistido en la búsque­da del cambio con posibilidad de establecer un consenso a tra­vés de la persuasión, en el contexto de las sociedades tolerantes y plurales a las que aspiran.

Es indudable que han ocurrido cambios im portantes en todas 
las economías y sociedades centroamericanas. Durante los últi­mos tres decenios se han triplicado las poblaciones, se ha dupli­cado el ingreso real p er  capita, y se ha multiplicado por dieciséis 
el comercio exterior; los países están más urbanizados, las socie­dades más diferenciadas, las economías más diversificadas y el 
espacio físico m ejor integrado. La modernización ha afectado muchas actividades. Sin embargo, resulta discutible la medida 
en que este cambio sea producto de una política deliberada y la medida en que sea resultado de "efectos de filtración" que in-
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cluso los actores de estas sociedades partidarias del statu quo  están dispuestos a tolerar. Hay muchos indicios en el sentido de que los cambios que han podido realizar quienes dirigen la polí­tica y quienes toman las decisiones han sido periféricos en el sentido de que, con muy pocas excepciones, no han afectado ad­
versamente los intereses básicos de los grupos dominantes de las sociedades. En otras palabras, las nuevas capas sociales y econó­micas se han yuxtapuesto a las prexistentes, sin amenazar seria­mente la persistencia de la estructura económica precedente. Los límites a este tipo de “desarrollo aditivo” se alcanzaron casi inva­riablemente durante los tres decenios anteriores, cuando la es­
tructu ra  anterior fue gravemente amenazada.

Por supuesto, resulta imposible separar los campos de política económica e interacción política, ya que éstos se refuerzan recí­
procamente. Sin embargo, convendrá seleccionar tres campos de lo que suele asociarse con un "programa reform ista” de la polí­tica económica para explicar la estrechez del espacio de la po­
lítica económica de Centroamérica y la m anera como han variado un poco los límites de un país a otro. Tales campos son: 1) ni­veles de tributación; 2) participación del sector público en las economías, y 3) estructura de la propiedad de la tierra. Por lo menos hasta fines de los años setenta el cambio ha sido lento 
o aun inexistente en los tres campos, excepto en Costa Rica y en m enor medida en Honduras.

En el prim ero de los campos mencionados, un  buen indicador del nivel de tributación es la relación entre el total de impuestos recaudados y el producto interno bruto. Aunque ocurrieron algu­nos cambios im portantes dentro de las estructuras impositivas de todos los países —aumentó la importancia relativa de los impuestos directos y disminuyó la im portancia relativa de los im­puestos a la importación—, en el cuadro 1 se observa que el nivel de la tributación permaneció constante o aumentó ligeramente durante los últimos tres decenios en la mayoría de los países de la región. En efecto, si no hubiera sido por el aumento conside­rable del nivel de la tributación ocurrido en Nicaragua tras la victoriosa revolución de 1979, la relación de los ingresos fiscales al p i b  sólo habría aumentado cerca de un punto de porcentaje entre 1955 y 1980 en el conjunto de la región. Además, este nivel es muy bajo comparado con el que se observa en otros países en desarrollo, ya sea en la América Latina o en el resto del mundo. Esta circunstancia no es accidental: los grupos dominantes de la sociedad se han resistido tanto a  com partir su porción del exce­dente económico con el sector público como a com partirlo con los trabajadores al elevar los salarios. Aun cuando los gobiernos lograron establecer nuevos impuestos éstos eran de ordinario re­gresivos. Así pues, la capacidad del sector público para asumir una actitud reform ista más activa fue severamente lim itada por las restricciones financieras, y los incrementos de los gastos se



financiaron de ordinario con déficit pagados con el ahorro in­terno y externo, como veremos en seguida.
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C uadro 1. P roporción de las recaudaciones de im puestos al p i b  d u ran te  algunos años
1950 1955 1960 1965 1970 1975 1980

Centroamérica 6.9 9.5 9.3 9.4 9.7 11.1 11.4
Guatemala 8.7 8.5 7.8 7.8 7.8 9.5 8.6
El Salvador 8.3 10.8 10.9 9.9 10.3 12.0 11.4
Honduras 6.0 7.3 10.1 9.7 11.2 12.1 13.7
Nicaragua 4.8 10.8 9.4 10.2 9.4 10.6 18.5
Costa Rica 10.2 10.1 10.0 11.8 12.1 12.7 11.4

Fu e n te : Cálculos basados en estadísticas oficiales.

En cuanto a la participación de los sectores públicos en la eco­nomía, el inicio de la posguerra, imbuido de ideales democráti­cos, marcó el fin de la mayoría de las "dictaduras de la depre­sión" en Centroamérica, iniciando un breve periodo de reform as 
liberales. En la esfera económica esto significó un papel mayor del sector público para promover el desarrollo económico —ade­más de su papel anterior en el mantenimiento del orden—, esta­blecer muchísimas instituciones nuevas —bancos centrales, insti­
tutos de seguridad social, bancos de desarrollo— y adoptar una actitud generalmente más reform ista por parte de los gobiernos. Sin embargo, tras este impulso inicial el papel del sector público en el desarrollo económico se volvió durante los años cincuenta una im portante controversia pública, ya que los grupos domi­nantes de la sociedad asumieron una actitud fuertem ente anti- dirigista que persiste hasta la fecha. Aunque durante los años cincuenta y sesenta el sector público absorbió gradualmente algu­nos servicios públicos que antes se encontraban en manos pri­vadas —de ordinario extranjeras—, como los de generación y distribución de electricidad, transportación ferroviaria y comu­nicaciones internas e internacionales, por regla general los gobier­nos se abstuvieron escrupulosamente de participar en actividades directamente productivas o en prestar servicios que interesaran 
al sector privado. La única excepción im portante a esta regla puede observarse en Costa Rica, donde los bancos fueron nacio­nalizados a fines de los años cuarenta, m ientras que el gobierno absorbió la refinación y la distribución de petróleo a mediados de los años setenta.La parte de los gastos públicos en el total del p ib  ilustra los límites de la participación del gobierno en la economía. Los cua­dros 2 y 3 revelan que en general esta participación ha sido y
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1950 1955 1960 1965 1910 1975 1980

Centroamérica 11.2 10.8 11.2 12.8 17.8
Guatemala 9.3 8.1 8.3 7.8 10.1El Salvador 12.2 10.9 10.3 13.4 17.6Honduras 12.2 10.8 14.7 15.0 18.1Nicaragua 11.1 11.2 11.8 14.1 29.5Costa Rica 13.3 13.8 13.7 17.9 20.5

F u e n t e :  Cálculos basados en estadísticas oficiales.

sigue siendo muy discreta comparada con la de otros países en desarrollo, y que el grado de participación había crecido poco hasta 1975. Esta restricción no sólo es función de las limitaciones 
financieras impuestas por la capacidad para increm entar las re­caudaciones fiscales, sino también de una oposición doctrinaria a la ampliación del papel del sector público por parte  de grupos 
influyentes en las sociedades, con el argumento de que esto re­presentaría una asignación ineficiente de los recursos (se consi­dera al Estado intrínsecamente ineficiente en todo lo que hace) y de que una mayor movilización de los recursos por parte del sector público anquilosaría la iniciativa privada. E sta oposición ha tenido también algo que ver con el hecho de que un papel más intenso del sector público pondría en peligro la posición de los grupos dominantes de la sociedad con la presencia de un nuevo 
actor autónomo e im portante cuyas inclinaciones podrían no ser previsibles del todo.

Es cierto que los niveles del gasto han aumentado desde 1975, gracias a los esfuerzos de los sectores públicos tendientes a
C u adro  3. Proporción del gasto  del sec to r público al p ib  d u ran te  algunos años

1950 1955 1960 1965 1970 1975 1980

Centroamérica 11.1 13.2 13.3 13.1 13.6 14.9 19.9
Guatemala 10.4 12.3 11.4 10.1 10.4 10.0 13.0El Salvador 12.6 13.5 14.5 14.0 13.5 17.0 21.8Honduras 9.8 11 8 14.3 13.1 18.2 18.4 22.2Nicaragua 15.7 16.2 15.2 13.6 13.6 16.1 34.5Costa Rica 8.4 14.2 13.4 17.6 17.0 19.1 21.9

F u e n t e : Cálculos basados e n  estadísticas oficiales.
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contrarrestar las tasas declinantes de la inversión privada a me­dida que la turbulencia política se extendía en la región; aunque, significativamente, este fenómeno fue menos pronunciado en Guatemala y El Salvador. Además, este incremento del gasto se financió en proporción creciente con aumentos de los préstamos.
El incremento del nivel de los gastos por encima de los límites financieros impuestos por las recaudaciones fiscales gracias al auxilio del financiamiento deficitario ilustra o tra  vez los aspectos "aditivos" del desarrollo centroamericano: en lugar de elevar los niveles de la tributación para financiar sus program as de inver­sión los gobiernos recurrieron a la ru ta  más cómoda de la asisten­

cia externa. Como se observa en el cuadro 4, la deuda pública externa aum entó rápidamente, sobre todo en los años setenta, aunque a una tasa m enor en el caso de los países de políticas fiscales más conservadoras: Guatemala y El Salvador. Para el final del decenio más de una cuarta parte  de los ingresos por ex­portaciones de Honduras, Nicaragua y Costa Rica se destinaba al servicio de la deuda pública, m ientras que estos tres países hu ­bieron de suspender unilateralm ente los pagos de intereses de esa deuda e iniciar negociaciones para su restructuración entre 1980 y 1982.
Cuadro 4. Deuda pública externa y  servicios de la deuda, 

1960-1980
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Centroamérica 93 3.1 564 6.9 4 950 14.6
Guatemala 24 1.7 106 7.4 500 2.3
El Salvador 24 2.6 88 3.6 477 3.4
Honduras 14 2.6 90 2.8 900 20.9
Nicaragua 5 4.3 146 10.4 1500 13.4«
Costa Rica 26 5.2 134 9.7 1573 21.2

a Deuda pública desembolsada y deuda públicamente garantizada.
*> Razones del servicio de la deuda pública a las exportaciones de bienes 

y servicios.
c Pagos efectivos, excluidas las moras.

Ahora parecen haberse alcanzado incluso los límites al "des­arrollo aditivo” por lo que se refiere a los gastos públicos, y de­
bemos preguntam os cómo podrán los gobiernos continuar pro­
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moviendo el cambio y dando servicios a sus poblaciones respec­tivas, cuando en la mayoría de los países su participación en el producto interno bru to  es tan  moderada y grandes obstáculos se oponen al incremento de esa participación.
La tenencia de la tierra es la tercera de las esferas políticas públicas donde se avanzó poco durante este periodo hasta 1979, cuando ocurrió la Revolución nicaragüense, y hasta que el go­bierno de El Salvador adoptó en 1980 las tan anunciadas refor­mas. La redistribución de la tierra realizada anteriorm ente no solía hacerse a expensas de las unidades agrícolas existentes sino 

en proyectos de “colonización" de tierras públicas. Este es otro ejemplo de la reform a aditiva que tra ta  de evitar alterar el orden 
establecido. Vemos en el cuadro 5 que la estructura de la pro­piedad de la tierra  ha persistido altam ente concentrada en los países para los que disponemos de estadísticas. Aunque las explo­taciones más grandes parecen haber sido subdivididas —a me­nudo dentro de las mismas familias, sin duda— a mediados de los años setenta la situación era virtualm ente igual a la obser­vada en los años cincuenta. En Guatemala, por ejemplo, 2 % de las unidades agrícolas más grandes registradas en el Censo de 1950 controlaba 66.6 % de la tierra, y en el Censo de 1979 contro­laba todavía 58.7 % de la tierra. En el o tro extremo de la escala 
las unidades agrícolas más pequeñas, que constituían 88 % del núm ero total de unidades registradas en el prim er censo, contro­laban 14.3 % de la tierra, m ientras que en el Censo de 1979 ese 88 % de las unidades sólo controlaba 16.0 % de la tierra, a pesar 
de los llamados programas de colonización del gobierno que dis­tribuyeron 545 mil hectáreas entre 145 mil familias. Aunque los 
que pugnaban por el cambio evolutivo hablaron mucho de la

C u ad ro  5. A. E l Salvador : E s tru c tu ra  de la tenencia de la tie rra
1961 1971

HectáreasMenos de 1 47. 18 3.88 48.90 4. 84
De 1 a 1.99 21..38 4.33 21.81 5..58
De 2 a 4.99 16.,63 7.43 16.03 9. 09
De 5 a 9.99 6..17 6.25 5.76 7. 61
De 10 a 19.99 3..76 7.42 3.38 8..74
De 20 a 49.99 2..96 13.19 2.58 14.,84
De 50 a 99.99 0..98 9.78 0.83 10..62
De 100 a 999.99 0 .89 31.97 0.69 30..16
De 1 000 y más 0 .05 15.74 0.02 8..51
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C u ad ro  5. B. G uatem ala : E s tru c tu ra  de la  tenencia de la tie rra
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Manzanas aMenos de 1 21.3 .77 20.4 .95 41.1 1.451- 2 26.3 2.54 23.6 2.77 19.4 2.702- 5 28.6 5.70 30.9 7.85 20.8 6.325- 10 12.2 5.32 12.4 7.04 8.4 5.6610- 32 7.7 8.35 8.9 12.95 6.6 11.7432- 64 1.8 5.10 1.6 5.90 1.5 6.70
Caballerías

1- 10 1.861 21.86 1.883 26.53 2.015 30.2710- 20 .163 9.52 .134 10.03 .141 12.4120- 50 .103 13.32 .071 11.22 .063 11.7650-100 .030 8.81 .014 4.92 .012 5.24100-200 .099 5.28 .007 5.17 .002 2.03200 o más .006 13.43 .002 4.67 .001 3.72
F uente: Estadísticas oficiales.
a 1 manzana =  0.7 hectáreas; 1 caballería =  64 manzanas.

necesidad de una reform a agraria, esto habría superado sin duda los límites impuestos por las realidades políticas, es decir, por los intereses de los grupos dominantes de la sociedad. Así pues, du­rante el periodo de tre in ta  años de posguerra sólo se lograron mejoras marginales en la estructura de propiedad de la tierra.Los tres ejemplos antes citados ilustran el hecho de que las fuerzas que buscan el cambio pacífico en Centroamérica han debido m aniobrar dentro de límites muy estrechos. Sería injusto afirm ar que no ha habido reformas —aun el tipo de desarrollo “aditivo” antes descrito se ha traducido en situaciones muy di­ferentes en la actualidad comparadas con las situaciones de trein­ta  años atrás, por ejemplo—, pero sí podemos señalar obstáculos casi insuperables para los cambios pacíficos que amenacen seria­m ente al orden establecido, por lo menos en la mayoría de los países. No hay duda de que así se explica en parte  el hecho de que los cambios ocurridos en Nicaragua desde 1979 exigieron una revolución violenta que costó cerca de 50 mil vidas, así como el de la polarización observable en los otros países de la región.Pero simplificaríamos demasiado si dijéramos que las reformas pacíficas han sido impedidas sólo porque se oponen a ellas los
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grupos dominantes de estas sociedades. Más bien, la explicación requiere un examen breve de la interacción política en la arena política centroamericana, y un análisis de la m anera como los actores externos se interrelacionan con los actores internos.

IV. ¿ C óm o  s e  f i j a n  lo s l í m i t e s ?

Ha quedado implícito en las páginas anteriores —porque es casi un cliché su afirmación explícita— que existe una interacción constante en la arena política interna entre los actores que bus­can m antener el statu quo  y los que buscan cambiarlo. La dimen­sión del espacio de la política económica se define por los cam­bios ocurridos a través del tiempo en los lincamientos de interacción política entre los primeros y, por lo menos, quienes buscan el cambio por medios pacíficos. Las alianzas cambiantes y esporádicas han perm itido algunas de las reformas marginales 
emprendidas a través de los años, y algunas de estas reformas fueron impulsadas incluso a resultas de contradicciones en las fi­las de los grupos dominantes de la sociedad. Sin embargo, hemos sostenido antes que las dimensiones del espacio político en la mayoría de los países centroamericanos han sido muy estrechas, y que el cambio ocurrido en los últimos treinta años, por lo me­nos hasta fines de los años setenta, no afectó la esencia del orden prexistente. A su vez, esto ayudó a fortalecer las filas de los 
actores que creen que el cambio sólo puede lograrse mediante la subversión violenta del orden prexistente, de modo que quienes tra taron  de m antener el statu quo, al ver cada vez más amena­zado su papel hegemónico, tam bién recurrieron a la violencia, lo que polarizó a la mayoría de las sociedades de la región y debi­litó a quienes se quedaron "atrapados en medio”. En efecto, el 
program a reform ista se volvió cada vez más endeble a medida que sus partidarios cayeron ante la violencia de los otros actores; algunos los consideraron como precursores de un orden nuevo y otros como salvadores del statu quo.

Pero nada de lo anterior, y en particular las estrechas dimen­siones del espacio político —el único aspecto que nos interesa 
en este trabajo—, puede entenderse sin examinar el papel de la política exterior de los Estados Unidos en Centroamérica. Aun­
que debe reconocerse la im portancia creciente de varios actores externos nuevos en la arena centroamericana, tales como Méxi­
co, Venezuela y Cuba, entre otros, su papel sigue siendo se­cundario comparado con la importancia decisiva de los Estados 
Unidos en la región. Las repercusiones políticas, culturales y económicas de este país han sido de importancia fundamental 
en la evolución contemporánea de Centroamérica, y hay escasos indicios de que lo que se ha considerado como una mengua rela­tiva del poder norteamericano en el plano mundial se haya tra-
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ducido en una disminución similar en Centroamérica. Así pues, convendrá lim itar el análisis de las influencias externas sobre la interacción política en la región a un examen del papel que en ella desempeña la política exterior de los Estados Unidos.

Los objetivos de dicha política se establecieron de acuerdo con las responsabilidades mundiales asumidas desde 1945 por los Estados Unidos como superpotência, y manifestaron la tensión y la opción características entre realismo e idealismo, así como la ambivalencia derivada de objetivos contradictorios. Así pues, al intervenir activamente —de hecho como otro actor— en la diná­mica de interacción política en los países de la región, los Esta­dos Unidos introdujeron una dimensión mundial en los enfrenta­mientos que de o tro  modo se habrían caracterizado probable­m ente por su naturaleza local, si no es que parroquial.
Como resultado de la poderosa influencia ejercida por los Estados Unidos en Centroamérica, ese país ha tenido virtual­m ente la capacidad de fija r los límites geopolíticos, arrojando su peso asim étrico al lado de los actores nacionales cuyos obje­tivos han sido m ás congruentes con los intereses mundiales de los Estados Unidos en cualquier momento dado. Tal apoyo ex­terno ha procurado, de m anera interm itente y a veces sim ultá­nea, promover el cambio pacífico y contener el comunismo y, como sugiere la cita de la Introducción de este ensayo, cuando dichos objetivos entraron en conflicto se dio inevitablemente preferencia al segundo. Veamos algunas ilustraciones de este fe­nómeno.
Es probable que la m ejor m uestra de esta capacidad para fijar los límites del cambio político de la región se encuentre en el derrocamiento del régimen de Árbenz en 1954 en Guatemala. En el m arco de las ansiedades ideológicas de la guerra fría, cuando el 

objetivo prim ordial de la política exterior norteam ericana era contener el comunismo, las transformaciones emprendidas en Centroamérica por un gobierno considerado ahora como popu- lista-nacionalista se tom aron inmediatamente como una amenaza a la seguridad del Hemisferio. Gracias al apoyo activo de la maquinaria de espionaje de los Estados Unidos, esto condujo a la victoria de los actores interesados en m antener el statu quo en Guatemala. Es decir, la defensa del statu quo  internacional, inspiradora de la política exterior norteam ericana durante los años de guerra fría, encontró su equivalente en el anticomunismo apoyado con entusiasmo por los sectores más conservadores de las sociedades centroamericanas. En otras palabras, los aspectos 
mundiales de la política norteamericana antes mencionados ofre­cían a uno de los actores internos una justificación —así fuese 
im portada— para com batir cualquier desafío contra su posición hegemónica.

Otras amenazas no se han afrontado siempre con la misma rapidez e intolerancia observadas en el caso de Guatemala. Du-
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rante los años sesenta se dio una respuesta diferente a la Revo­lución cubana, considerada como un nuevo desafío a  la seguridad del Hemisferio cuando llegaba a la Casa Blanca una adm inistra­ción demócrata. Estos eran los años de la Alianza para  el P ro­greso, cuando se quiso com batir el “riesgo de contagio”, que venía del ejemplo cubano, mediante el financiamiento de refor­
mas pacíficas y el incremento simultáneo del grado de profesio­nalismo de los ejércitos nacionales en lo referente a las técnicas 
de contrainsurgencia.

Este último componente de la política exterior norteamericana encontró defensores dentro de los sectores m ás conservadores de la región, mientras que el componente reform ista encontraba apoyo entre un puñado de tecnócratas ubicados en posiciones estratégicas dentro de los gobiernos de la región. En efecto, los 
mayores niveles del financiamiento externo derivados de la Alian­za para el Progreso perm itieron el surgimiento de una base de apoyo relativamente autónoma para estas reformas, severamente 
criticadas por los conservadores como intervencionistas o "diri- gistas” y como obstáculos para  el funcionamiento de la libre empresa. Así pues, estas reformas fueron rápidam ente limitadas 
pues se consideraron como amenazas para las estructuras socia­les tradicionales. Como vimos en la sección anterior, los proyec­tos de colonización se prefirieron por sobre las reform as agra­rias; mayores niveles de financiamiento externo ocuparon el lugar de las reform as fiscales y se apoyó cierto grado de planea- ción pública indicadora, al mismo tiempo que se m antenían po­líticas de "puertas abiertas” para la inversión privada extranjera.

Más tarde, en 1963, dos acontecimientos pusieron en prim er plano los límites al reformismo. Dos golpes de Estado, prim ero en Guatemala y luego en Honduras, con orígenes y consecuencias diferentes, cuestionaron el hincapié de los Estados Unidos en las reform as pacíficas y democráticas características de la Alianza para el Progreso. En Guatemala el golpe desató una campaña de terrorism o selectivo que costó muchas vidas paira aplastar la prim era amenaza radical representada por la aparición de un movimiento guerrillero organizado. En Honduras el cambio re­pentino de gobierno inició un periodo de casi dos decenios de 
gobierno m ilitar y de reform as —entre ellas una reform a agraria muy moderada— que ayuda a explicar el grado relativamente 
escaso de la polarización en ese país. En ambos países las consi­deraciones de seguridad —es decir, los requerimientos de la con­
trainsurgencia— predom inaron sobre las reformas; en uno de ellos se impusieron ciertos cambios desde arriba, sin tom ar en 
cuenta los ideales democráticos implícitos en la "plataforma reform ista”.

Por último, la política exterior de los Estados Unidos ha apo­yado, a veces con vacilaciones, el cambio en Centroamérica. Pri­mero, el derrocamiento de las "dictaduras de la depresión" de



200 ¿CUÁL ES EL CAMINO?

los años cuarenta se debió en gran medida al apoyo concedido 
por los Estados Unidos a las coaliciones heterogéneas que hacia fines de la segunda Guerra Mundial desafiaban a estos dictado­res en toda la región, con la excepción notable de Anastasio Somoza en Nicaragua. Segundo, tras la exploración inicial de di­versas opciones, el gobierno de Carter, demostrando un grado 
poco común de tolerancia al cambio, no se opuso al derroca­miento de la dinastía Somoza en Nicaragua, en 1979, por una 
coalición heterogénea que hace recordar las coaliciones que de­rrocaron a los "dictadores de la depresión” después de la Guerra Mundial. Pero pronto estos cambios también encontraron oposi­ción cuando se hizo evidente que estaban sacando de la esfera de influencia casi exclusiva de los Estados Unidos a los países 
donde ocurrían. Así ocurrió en Guatemala a principios de los años cincuenta, y cada día se pone más en claro que ocurre lo mismo con el régimen sandinista de Nicaragua en la actualidad.

Así pues, la política exterior de los Estados Unidos en Centro­américa ha ejercido una influencia decisiva sobre el cambio en la región. Vacilando entre el apoyo a las reformas pacíficas o a la 
contrainsurgencia, y a veces aun apoyando el cambio revolucio­nario o no oponiéndose a él, los Estados Unidos han ejercido su influencia sumando su peso asimétrico a los actores nacionales que persiguen las metas más compatibles con su interés mun­dial. Esto no quiere decir que los Estados Unidos puedan mani­pular los acontecimientos a su antojo —como tampoco puede hacerlo ninguno de los actores nacionales dada la complejidad de la interacción política— pero por lo menos hasta ahora han pedido definir los límites del cambio mediante su intersección con ciertos actores nacionales. Las bien conocidas oscilaciones de la política exterior norteam ericana entre realismo e idealis­mo ayudan a explicar el hecho de que un apoyo idealista al cam­bio haya sido frenado rápidam ente por un  realismo más preocu­
pado en contener el comunismo, o el hecho de que un hincapié en la contrainsurgencia haya term inado por lim itar decisivamen­te las repercusiones de tales reformas.

Es probable que una consecuencia más im portante aún de la política exterior norteamericana sobre los límites del cambio en Centroamérica haya sido su repercusión en la universalización de los puntos del conflicto político en la región. Esta consecuen­
cia decisiva ha contribuido a lograr que el conflicto político en Centroamérica haya adquirido una dimensión que casi siempre 
excluye la transacción, aunque siempre debemos recordar la ex­cepción de Costa Rica. Al imponer a los enfrentamientos políti­
cos una dimensión de suma cero, por racionalizarlos en función del enfrentam iento mundial entre comunismo y anticomunismo, 
los Estados Unidos han contribuido a contener dentro de límites muy estrechos el cambio en Centroamérica. Aun el cambio pací­fico —ya no digamos la transformación revolucionaria— ha pro-
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vacado rápidam ente la sospecha de sus consecuencias negativas para la seguridad de la región, entendida hasta ahora en el sen­tido de que el istmo pertenece a la esfera de influencia casi exclusiva de los Estados Unidos.
Por último, las consecuencias de la política exterior norteame­ricana en Centroamérica han introducido una considerable ten­dencia a la polarización ante el cambio político en la región, lo que ha disminuido decisivamente el potencial de las opciones negociadas, graduales o> reformistas, ya que los actores interesa­dos en m antener el statu quo —en cuyas filas aparecen con fre­cuencia, aunque no siempre, los Estados Unidos—, así como los interesados en la transform ación radical de estas sociedades, tienden a definir estas moderadas opciones como medidas para fortalecer el statu quo, o como amenazas ominosas, según el extremo del espectro político en que se encuentren. Al final, por supuesto, como suele suceder, la eficacia política de estas defini­ciones depende de la fuerza relativa de quienes las formulen.

V. ¿Es VIABLE TODAVÍA U N  ENFOQUE R EFO R M ISTA ?

Por lo dicho hasta aquí el lector tendrá la impresión de que los 
autores son más bien pesimistas acerca de las perspectivas de una solución moderada, reform ista o ecléctica a la interacción política, por lo menos en la mayoría de los países centroamerica­nos. Aunque tal impresión sería correcta, no debe descartarse como una opción viable el cambio por medios políticos por opo­sición a los medios militares. Tal situación podría darse según tres proyectos diferentes por lo menos, los que describiremos brevemente en seguida y que responden en grados variables a lo que podría llamarse un "program a reformista".

El prim er proyecto, que en efecto ha prevalecido en Costa Rica durante más de treinta años, podría aplicarse concebiblemente en los demás países de la región, aunque parece muy improba­ble en el caso de los países donde la polarización ha llegado al gra­do de que los actores nacionales que persiguen el cambio refor­m ista se han debilitado en gran medida o incluso han sido vir­tualm ente eliminados. Dado que tal proyecto presupone, entre otros requisitos, el apoyo del actor externo más im portante en 
favor de estos actores internos independientemente de las con­sideraciones de seguridad, resulta difícil imaginar que la situa­
ción existente en Guatemala o en El Salvador pueda conducir a tal resultado, dadas las realidades de la política mundial de los 
Estados Unidos en la actualidad y el vigor relativo de los actores nacionales dispuestos a recurrir a la fuerza para imponer sus 
objetivos. De todos modos, la posibilidad existe aún, por lo me­nos en teoría.

Un proyecto más prom etedor llevaría a todos los actores inter-
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nos que buscan el cambio pacífico o no a una "corriente princi­pal" de programas plurales, nacionalistas, populares y no alinea­dos, muy similares a la plataform a original anunciada por el Gobierno de Reconstrucción Nacional de Nicaragua, que todavía aparece como una posibilidad para la Revolución sandinista. Pero no deberán subestimarse las dificultades de tal proyecto. Por una parte implicaría redefinir los límites geopolíticos aplicados ahora por los Estados Unidos: aceptar el cambio interno en Centro­américa m ientras esta región no caiga dentro de la esfera de 
influencia de la o tra superpotência; por la otra, las fuerzas revo­lucionarias tendrían que aceptar cierto sacrificio de sus ideales.El tercer proyecto, que podría ser el más plausible, ha apare­cido en Honduras y en Panamá durante los años sesenta y en particular en los años setenta. Se tra ta  de un program a reformis­ta impuesto desde arriba (por gobiernos militares en los dos ca­sos citados). Este es el proyecto menos atractivo para quienes han buscado el cambio evolutivo democrático, porque carece de algunos ingredientes vitales de lo que suele considerarse como el "programa reform ista”: por su naturaleza misma no es demo­crático ni participativo. Por el contrario, estos cambios evolutivos 
en las esferas económica y social pueden acompañarse de medi­das autocráticas y aun represivas, como lo han demostrado los acontecimientos recientes de algunos países.Debe subrayarse que según se entiende en este trabajo el “pro­grama reform ista" mencionado con frecuencia, éste no corres­ponde necesariamente a algún modelo establecido. Desde luego, no significa im itar los sistemas políticos y económicos de los Estados Unidos; ni siquiera significa "otras cinco Costa Ricas" en la región. Por el contrario, se basaría en gran medida en la capacidad de las fuerzas internas de cada país para innovar de acuerdo con sus necesidades y los dictados de las circunstancias. Este concepto incluiría la búsqueda del cambio evolutivo hacia sociedades más igualitarias y menos dependientes en función de la política económica y social, así como hacia sistemas pluralis­tas, participativos y nacionalistas como metas políticas. ¿Podrá re tom ar la estabilidad a esta turbulenta porción del mundo me­diante la realización de tal programa? Sólo el tiempo lo dirá.



8. ANOTACIONES SOBRE LOS FACTORES 
ECONÓMICOS EN LA EVOLUCIÓN 

DE LAS SOCIEDADES CENTROAMERICANAS
Pedro Vuskovic

E l  t ít u l o  de estas cuartillas no es gratuito: efectivamente, se tra ta  apenas de unas anotaciones preliminares, justificadas sólo por su intención de que puedan ser útiles como referencia para 
una consideración más sistemática de los temas a que se alude.Las motiva más que nada la impresión de que, constituida Centroamérica en escenario de las más agudas luchas sociales del presente latinoamericano, los términos del debate suelen confundir peligrosamente el significado de las opciones que pa­recerían caracterizar las posibilidades de su desenlace. Así, es fre­cuente, incluso entre quienes reconocen la necesidad de transfor­maciones sociales de signo progresivo, una suerte de búsqueda angustiosa de cuanta potencialidad pudiera tener el "reform is­mo" para responder a las demandas y las aspiraciones actuales, con el argumento explícito o implícito de que sólo así podrían prevenirse unos procesos de “radicalización” a los que a su vez se identifica con tendencias "sovietizadoras”. Las direcciones po­
líticas de esas luchas quedan en consecuencia sometidas a una presión constante para que reconozcan una adscripción social- demócrata, o a enfrentar la supuesta condición de representar 
amenaza para la "seguridad continental".Entretanto, las opciones reales no dependen sólo de la inten­sidad de las presiones que se ejerzan desde fuera para imponer determinada etiqueta ideológica. Es obvio que lo fundamental son las condiciones propias de la región y de cada una de las naciones que la integran, los rasgos esenciales que se han gesta­do en el curso de su evolución histórica y la naturaleza profunda de los problemas en que desemboca. E ntre ellos, desde luego, los de significación principalmente económica.Es indudable que cualquiera que sea el peso que se atribuya a los factores económicos en la "crisis” centroamericana, ellos constituyen un antecedente muy im portante para la comprensión del cuadro político y social que ha caracterizado recientemente a los países de esa región. Y de igual manera, es evidente la sig­nificación de los condicionantes económicos en las perspectivas de evolución futura de las naciones centroamericanas y de la región en su conjunto; más aún: esos factores económicos m ar­can unos rasgos específicos de notoria diferenciación entre las

203



204 ¿CUÁL ES EL  CAMINO?

situaciones de Centroamérica y las de muchos otros países de la América Latina.
El contenido de estas notas busca situarse precisamente en relación con los factores económicos de esa naturaleza, conside­rados principalmente en términos que pudieran contribuir a una m ejor comprensión "externa” de los procesos sociales que vienen teniendo lugar en la región.
Una prim era comprobación que im porta señalar desde ese án­

gulo es que los severos problemas económicos y sociales que han llegado a caracterizar a los países centroamericanos no corres­ponden ni pueden entenderse como resultado de ritmos muy insuficientes de crecimiento y cambios económicos. Por el con­trario, han estado precedidos de una larga fase de expansiones económicas dinámicas.
Entre muchos otros indicadores resultan particularm ente sig­nificativos algunos como los siguientes, que dan cuenta de gran­des cambios ocurridos entre 1950 y 1980: la población total au­mentó dos y media veces, y la proporción de población urbana pasó de 16 a 43 %; casi se duplicó el producto por habitante y el total del producto interno creció según una tasa media de 4.9 % anual; el valor corriente de las exportaciones pasó de 257 a 4 765 millones de dólares (un aumento anual de 10.2 %) y el coeficiente de importaciones pasó de 16 a 34 %; la capacidad de generación de energía eléctrica aumentó más de 15 veces, y casi se triplicó la extensión de las carreteras.1Una segunda comprobación se refiere a cómo en el curso de la evolución histórica de las economías centroamericanas, y no obstante las expansiones que se acaban de señalar, el capitalismo subdesarrollado y dependiente ha llevado al extremo sus conse­cuencias de distorsión de los rasgos sociales y deformación de las estructuras económicas.Son ostensibles, por ejemplo, entre otros rasgos económicos y sociales que caracterizan las diversas situaciones nacionales, unos grados de urbanización relativamente elevados en compa­ración con el nivel medio del ingreso, un alto porcentaje de las actividades “terciarias” en la composición del producto y unos grados muy elevados de peso relativo del “sector externo” en las estructuras económicas nacionales. Respecto a lo primero, la situación de Nicaragua resulta ser de singular elocuencia: con un grado de industrialización relativamente reducido registra más de la mitad de su población como población urbana, poniendo de manifiesto un desajuste ostensible entre estructura económica y distribución urbano-rural de la población, y levantando de inme­diato el interrogante sobre cuál vendría a ser la base de sustenta­ción económica de esa población.En igual sentido habría que señalar que no obstante la dimen­
1 Gert Rosenthal, Centroamérica - Crisis y política internacional, c e c a d e- 

■ü d e , Siglo X X I, 1982.
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sión demográfica relativamente pequeña de los países de la re­gión es muy baja la proporción de la población en edad activa que ha llegado a disponer de puestos de trabajo estables y pro­ductivos, hasta el punto de que la reserva no utilizada de fuerza de trabajo disponible se constituye, a la vez, en uno de los pro­blemas más agudos y en uno de los recursos potenciales de ma­yor significación para los desarrollos futuros.
En El Salvador, por ejemplo, es flagrante el contraste entre índices muy elevados de desempleo y subempleo de la fuerza de trabajo  masculina adulta con el registro, al mismo tiempo, de una alta participación de menores, ancianos y m ujeres en la po­blación activa. En efecto, según la encuesta nacional de 1975 la proporción de menores que trabajaban o buscaban trabajo era 

de 12 % en el tram o de 10 a 14 años de edad y de 40 % en el de 15 a 19 años; 36 % de hombres y m ujeres mayores de 65 años 
estaba en actividad, y era “activo” 35 % de las mujeres con eda­des entre 15 y 64 años. En cambio, se registraba 10.3 % de des­ocupación abierta en agosto de 1974 en el área m etropolitana de San Salvador según índices oficiales y sin incluir una alta cifra de los que buscaban trabajo por prim era vez, y la subutiliza- ción de la mano de obra se estim aba en 45 % en 1971, influida además por una fuerte estacionalidad del empleo.

De modo general es patente en casi todos los países de la región la no correspondencia entre unos niveles medios de in­greso bajos pero no insignificantes y una extrema insuficiencia en la condición de vida de amplias capas de la población. Tanto como para que alrededor de 1970 el nivel medio de educación de la población económicamente activa en Honduras haya sido de 2.5 años de estudio (en comparación con casi 4 de Colombia y más de 7 en la Argentina), y la proporción de la población eco­nómicamente activa sin estudios en aquel país era de 42.5 % (comparada con poco más de 20 en Colombia y sólo 4 en la Ar­gentina). A igual conclusión apunta el hecho de que en El Salva­dor, en 1978, 33 % de la población era analfabeta.
Del mismo modo, la desigualdad social es más pronunciada que en muchas otras sociedades latinoamericanas, y son mayores los déficit en aspectos básicos de la condición de vida de amplias capas de la población, con la excepción de Costa Rica.
Distorsiones e insuficiencias tan  agudas como las que se han citado, precedidas sin embargo de largas fases de crecimiento económico relativamente rápido, sugieren fundamentalmente al­gunas conclusiones de obvia trascendencia económica y política.
En prim er lugar sustentan la afirmación de que los problemas no se originan en la velocidad del crecimiento sino en los rasgos 

esenciales del patrón de desarrollo que ha imperado y en las limitaciones de ese patrón en la realidad centroamericana. Dicho 
de modo más directo: toda la experiencia histórica apunta a m arcar límites relativamente muy estrechos a las posibilidades
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de desarrollo capitalista de las naciones centroamericanas y legitima en consecuencia la necesidad de una "vía no capitalis­ta" de desarrollo.
La sola comprensión de este hecho se constituye hoy por hoy en un factor potencial muy im portante en la definición de las 

conductas internacionales hacia las luchas populares centroame­ricanas y de los programas de gobierno que se propongan o ha­yan sido puestos en práctica a p artir de la resolución exitosa de esas luchas. Porque sugiere hasta dónde está destinado a resul­ta r a la postre estéril cualquier program a de "cooperación eco­nómica externa" que la condicione de modo que en lo esencial apo­ye el desenvolvimiento del mismo viejo patrón esencial de des­arrollo; es decir, hasta dónde la eficacia de cualquier form a de cooperación o solidaridad internacional queda sujeta a que se reconozca esa necesidad objetiva de buscar caminos que suponen transformaciones sociales muy profundas, de sello esencialmente "no capitalista”.
En el reconocimiento de esa experiencia del pasado y en esa perspectiva de una vía esencialmente no capitalista pesan tam ­bién otros datos económicos básicos que condicionan en grado significativo la evolución de los países centroamericanos.
Entre ellos no podrían ignorarse o subestimarse los que tie­nen que ver con la dimensión absoluta de cada unidad nacional y del conjunto de los cinco países. En efecto, las poblaciones 

nacionales varían entre poco más de 2 millones (Costa Rica) y poco más de 7 millones (Guatemala), y en su conjunto reúnen una población apenas superior a los 20 millones de personas. Con una superficie territorial conjunta de unos 440 mil kilómetros cuadrados la densidad demográfica es muy superior al promedio latinoamericano, a la vez que se exhiben a este respecto diferen­cias muy marcadas entre  las cinco naciones: desde casi 18 habi­tantes por kilóm etro cuadrado en Nicaragua hasta poco más de 190 en El Salvador, en comparación con un promedio latino­americano inferior a 16 personas por kilómetro cuadrado (cifras aproximadas alrededor de 1980).
Al cuestionamiento de un sistema y un patrón determinado de desarrollo se agregan así las consideraciones que tienen que ver con la propia "viabilidad económica” de las naciones centro­americanas en función de esas dim ensiones absolutas a las que se acaba de hacer referencia. Aspecto éste, dicho sea de paso, respecto al cual Centroamérica no constituye lo excepcional en la América Latina, sino expresión de un problem a mucho más extendido: habrá que recordar, en efecto, que de los 24 países 

de la región (incluidos Barbados, Guyana, Jamaica y Trinidad y Tobago) 16 tienen poblaciones nacionales que no alcanzan a los 
10 millones de habitantes.

En los condicionamientos economicotécnicos que derivan de su dimensión económica absoluta, y en los de naturaleza eco-
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nomicopolítica que provienen de los límites y las consecuencias 
de su desarrollo capitalista, encuentran los países centroameri­
canos dos rasgos singulares que influyen poderosamente en la determinación de las opciones futuras de su evolución política y económica. H abrá que agregar todavía un tercero: el carácter de la lucha que abre paso a la posibilidad de su transformación y el de las herencias sociales y económicas de esa lucha.

La importancia de esta consideración fue muy ostensible en el caso de la lucha nicaragüense. Ninguna manifestación signifi­cativa de la vida nacional quedó al margen del conflicto; en su curso hubo no sólo el sacrificio dramático de tantas vidas de combatientes y de la misma población civil, sino también los retrocesos impresionantes en la actividad económica, las pérdi­das de siembras y cosechas, y la destrucción constante de obras de infraestructura, equipamiento productivo, vivienda y servicios urbanos, y de edificaciones industriales, escolares y hospitala­rias. La insurrección triunfante tiene así que hacerse cargo de una tarea enorme de reconstrucción m aterial y de recuperación de unos niveles de producción y comercio que eran ya bastante exiguos en sus mejores momentos del pasado. A lo que se agrega todavía una pesada herencia de compromisos y endeudamientos, de demandas de trabajo de enormes grupos de trabajadores des­ocupados, de necesidades vitales no satisfechas de grandes ma­sas de población, y de reservas agotadas, de capitales privados emigrados “oportunam ente” y de dineros públicos saqueados. Hoy día la lucha del pueblo salvadoreño reedita situaciones si­milares y sus direcciones políticas habrán de hacerse cargo de “herencias” comparables. Se conforma así un cuadro extraordi­nariam ente complejo, con elementos políticos y económicos "es­tructurales" y “coyunturales” al que concurren demandas, pre­siones y aspiraciones del más diverso orden.
En esa suma de dificultades y escollos es evidente cuando menos que las incapacidades demostradas por el capitalismo de­pendiente para im pulsar en sus propios términos el desarrollo centroamericano serían aún más definitivas ante la magnitud que asumen los nuevos desafíos. En ese plano concreto, y no en la definición ideológica abstracta, se resuelve la viabilidad o no de las proposiciones reformistas.
Por su parte, la propuesta de la transformación revolucionaria 

de la sociedad, más aún si se la sitúa en una perspectiva defini­
damente socialista, a la vez que queda sustentada por la expe­riencia histórica, abre sin duda nuevas posibilidades y potencia­
lidades pero no resuelve en su solo enunciado global la necesidad de ofrecer respuestas también nuevas a unos condicionantes eco­
nómicos que siguen igualmente vigentes. En otras palabras, en­frenta también la necesidad de decidir entre determinadas opcio­nes básicas y de definir las estrategias correspondientes.

La experiencia anterior de Nicaragua y la dimensión que asu-
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men hoy día las luchas populares en El Salvador y Guatemala tienden como es lógico a colocar las preocupaciones inmediatas en términos de las tareas de "reconstrucción” y "reactivación” que abre el triunfo revolucionario, más que en términos de las grandes orientaciones del futuro; una preocupación, por cierto, legítima e insoslayable. Pero los criterios que derivan de ella co­rresponden a una fase necesariamente transitoria, y aun durante 
ella es im portante que contribuyan a que los problemas más inmediatos de la reconstrucción se resuelvan teniendo en cuenta también una perspectiva de más largo plazo.En tal perspectiva habría que reconocer en los datos del pre­sente unos signos contradictorios porque están, por un  lado, las enormes dificultades que representa el escaso nivel de desarrollo 
de las fuerzas productivas y, por el otro, unos escollos relativa­mente menores como resultado de la relativa simplicidad de las demandas sociales y las estructuras productivas conformadas. Así, el cotejo de Centroamérica con otros países de la región a los que se atribuye la condición de encontrarse en "estadios de desarrollo interm edio” m ostraría la desventaja centroameri­cana por la extraordinaria fragilidad de sus sistemas económicos, las enormes dificultades para sustentar dinámicas propias de crecimiento y sus altísimos grados de dependencia externa; pero también, su ventaja relativa en cuanto a que las grandes pre­siones sociales de masas, como reivindicaciones y aspiraciones inmediatas, se concentran en necesidades básicas fundamentales, 
a la vez que es mucho menos significativa la "herencia" de capa­cidades productivas y de presiones de grupos significativos de trabajadores vinculados principalmente a actividades desarro­lladas en el curso de largos procesos de conformación económica bajo esquemas esencialmente "concentradores”.Lo prim ero podría interpretarse como una desventaja que se expresa particularm ente en dificultades mucho mayores en el plano económico, es decir, en una elevada ponderación de "la tarea económica”. Lo segundo podría entenderse como una rela­tiva ventaja en el plano propiamente político, de modo que las fuerzas impulsoras de la transformación encontrarían una resis­tencia social más o menos endeble que la que presuntam ente se daría en otras sociedades latinoamericanas económicamente más adelantadas (resistencia interna, se entiende, ya que por el contrario la oposición política más aguda resulta ser la que orga­nizan y ejercen fuerzas externas).2Las consideraciones que se acaban de hacer sugieren lo indis­
pensable que resulta ser la comprobación de la viabilidad econó­mica de las diversas propuestas políticas.

2 A este respecto podría resultar muy ilustrativo el análisis comparativo 
con una experiencia como la  de Chile durante el gobierno popular del pre­
sidente Allende, en el que la  evolución económica m arcó una primera fase 
muy positiva y la  resistencia política interna al proceso de transform acio­
nes se extendió a capas muy amplias de la sociedad.
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En este sentido lo más probable es que las estrategias del des­
arrollo futuro encuentren sus rasgos definitorios en las respues­tas que se propongan con respecto, entre otras, a cinco cuestio­nes centrales de naturaleza propiamente económica: los recursos básicos disponibles y sus formas de utilización, los patrones de 
vida que se busque asegurar para la mayoría de las poblaciones nacionales, las concepciones que se tengan sobre la articulación interna de cada sistema económico, el papel que se atribuya a la integración económica centroamericana y los términos de su articulación exterior más allá de la integración regional.

a) De m anera general la relativa escasez de recursos naturales y las consecuencias de la explotación irracional de que han sido objeto hasta ahora, así como la dimensión relativamente grande 
de las reservas de fuerza de trabajo no utilizada, son factores que realzan la importancia actual de unas estrategias determi­nadas de uso de los recursos básicos.

Es evidente, por ejemplo, la necesidad de un esfuerzo enorme de recuperación y defensa, y del máximo de eficacia en la utiliza­ción de la tierra y el agua, y de las superficies forestales y las 
posibilidades hidroeléctricas, así como del empleo intensivo de la mano de obra, reconociendo en ésta un  potencial productivo de prim era importancia; cuestiones todas ellas que no se satisfacen en los marcos de cualquier forma de organización social y que la experiencia centroamericana ha m ostrado reiteradam ente has­ta  dónde son incompatibles con los patrones globales de evolu­ción económica que han prevalecido en la región, legitimando en cambio —tam bién desde este ángulo— la propuesta de transfor­maciones mucho más profundas.

b) En Centroamérica, más que en otras sociedades latinoameri­canas, es ostensible una relación directa entre las posibilidades y la diversificación de los consumos y los grados de desigualdad.
La exportación prim aria como fuente de financiamiento de consumos importados que no son alcanzables mediante p ro ­ducciones internas en un horizonte de tiempo razonable implica costos sociales muy elevados. Y en todo caso, a los niveles de ingreso medio prevalecientes la aspiración a consumos muy di­versificados sólo podría ser accesible para determinadas capas de la población, con la contrapartida de la marginación de gran­

des sectores con condiciones de vida de extrema miseria. Cual­quier grado razonable de atenuación de las desigualdades sociales capaz de conducir a un  mínimo de estabilidad social, asegurando que la mayoría de la población llegue a cubrir necesidades reco­nocidas como básicas, implica unos perfiles nacionales de consu­mo material muy modestos, con el complemento de los debidos servicios sociales fundamentales. Los grados actuales de desarro­llo de las fuerzas productivas, y los susceptibles de alcanzarse en futuros relativamente próximos, hacen viable el propósito de 
erradicar para el conjunto de las poblaciones los déficit más fia-
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grantes en la condición esencial de vida que se heredan del curso  
de la evolución anterior; pero las m ism as m etas no serían alcan- 
zables si se buscara satisfacer también demandas m ucho m ayores 
de algunos estratos sociales que pugnarían por situaciones de 
privilegio, una consideración que, entre otras, plantea los interro­
gantes del caso  sobre el papel de las “capas m edias", y particular­
m ente de los segmentos m ás altos de esas capas medias, en el 
proceso de transform ación de las sociedades centroam ericanas.

c) Lo anterior tiene necesariam ente que expresarse tam bién  
en los rasgos estructurales que asum en los sistem as económ icos, 
y en las ponderaciones relativas de los distintos sectores de acti­
vidad y las form as de articulación entre ellos.

Es muy probable que los sistem as económ icos centroam erica­
nos, aun en el curso  de hondas transform aciones sociales, ten­
derán a sostener en su futuro económ ico previsible sus caracte­
rísticas de econom ías muy "abiertas", con un peso significativo 
del sector externo y en consecuencia flujos im portantes de ex­
portaciones agropecuarias. E stas últim as, unidas a  grados mayo­
res de satisfacción de las necesidades internas de alim entación, 
pueden llevar a  evaluar el papel del sector agrícola en térm inos 
m ucho más destacados que los sugeridos en los enfoques tradi­
cionales del desarrollo latinoam ericano. En  cam bio, tendría que 
invertirse la tendencia expansiva m ostrada por los servicios, que 
ha llevado su peso en el producto total m ás allá de toda corres­
pondencia con los niveles medios de desarrollo, con la excepción  
de los servicios sociales, ya que por el contrario  en el proceso  
próxim o de transform aciones sociales se m ultiplicarán las de­
mandas educacionales y de salud, com o viene ocurriendo de he­
cho en la experiencia nicaragüense.

Por su parte, los patrones típicos de la "industrialización sus- 
titutiva” no corresponden en m odo alguno a los objetivos orien­
tados en lo esencial a  las necesidades básicas. Más que a  la 
diversificación del consum o, en el futuro económ ico centroam e­
ricano el desarrollo industrial parecería llam ado a  articularse  
estrecham ente con la agricultura, p ara la transform ación de sus 
productos y para el sum inistro de sus “insum os" y algunos com ­
ponentes de su equipamiento productivo; a su relación con otros  
sectores de actividad — tanto  m ayor cuanto m ás alto  sea el grado  
de "estandarización" que pueda alcanzarse— , y a  o tras necesi­
dades socialm ente prioritarias de las poblaciones urbanas.

En  suma, es previsible la necesidad de unos perfiles de la 
estructura económ ica muy diferentes de los que exhiben otros  
países de la región de m ayor desarrollo relativo, y de los que 
las m ismas econom ías centroam ericanas han venido conform an­
do en el curso  de su evolución anterior.

d) Las conjeturas que se pueden h acer respecto  a esa estru c­
tura económ ica tendrían que adaptarse significativamente, aun­
que sin cam biar sus rasgos esenciales, a las opciones de unos
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desarrollos nacionales independientes o  de un desarrollo com ún  
en los m arcos de un proceso dinámico de integración regional.

En  el pasado los frutos del "m ercado común centroam ericano"  
fueron desviados en gran medida hacia el interés de las grandes 
corporaciones transnacionales. Pero aun así, sus avances han de­
jado huellas duraderas y crearon  lazos de interrelación económ i­
ca  que resisten incluso diferenciaciones transitorias de situacio­
nes políticas muy im portantes, com o ocurre hoy en la relación  
económ ica de N icaragua con los otros países de la región. De 
algún modo la integración económ ica aparece para los cinco paí­
ses com o una constante necesaria, constituida adem ás en una 
aspiración política común. Las transform aciones sociales están  
llam adas a  acrecen tar las perspectivas actuales y a  ab rir nuevas 
perspectivas a  ese proceso, con la posibilidad de que lleguen a 
proyectarse m ucho más allá de los intercam bios com erciales, de 
m odo que cualquier visión prospectiva del desarrollo futuro no 
puede eludir la necesidad de considerar posibles esquem as de des­
arrollos nacionales aislados o de un desarrollo com ún integrado.

e) Aun en este últim o caso los problem as de "inserción exte­
rio r” de las econom ías centroam ericanas, más allá de sus proce­
sos de integración en el ám bito regional, seguirán constituyendo  
un aspecto clave para la definición de las estrategias de desarro­
llo futuro, un tem a en verdad relativam ente poco analizado no 
obstante su obvia trascendencia. Su com plejidad aparece suge­
rid a  por la propia experiencia de Cuba a  p artir de condiciones 
sim ilares en varios aspectos a las que pueden darse en el caso  
de los países centroam ericanos. De ella habría que recoger para  
la  reflexión centroam ericana entre otras enseñanzas las que se 
refieren al proceso de traslación relativa de una parte  de su co­
m ercio y de su relación económ ica en general desde el cam po  
capitalista al cam po socialista; la gravitación que sigue ejercien­
do en el funcionam iento de la econom ía interna la cuota, por  
reducida que sea, de intercam bio com ercial fuera del cam po so­
cialista, y los instrum entos de participación en las transferencias  
de capital y tecnología, com o o cu rre con la recién prom ulgada  
“ley de inversiones extran jeras” de Cuba.

Por cierto, las decisiones estratégicas de este orden no depen­
den sólo de la voluntad de quien las adopta sino tam bién de las 
actitudes que se definen en el plano internacional. Desde este  
ángulo, unas políticas negativas, que busquen obstruir los pro­
cesos internos de transform ación social que se abran paso en las 
naciones centroam ericanas, verían determ inada su eficacia por 
aquellos factores contrapuestos a que se hizo referencia de la 
alta  dependencia externa de esos sistem as económ icos por una 
p arte  y, por la otra, de la relativa simplicidad de sus demandas 
m ás vitales.

E n  el enunciado precedente de grandes cam pos de opciones del 
desarrollo futuro no está contenida de ninguna m anera — casi
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sobra decirlo—  la intención de sugerir nada parecido a un "m o­
delo de desarrollo” referido al porvenir de los países centroam e­
ricanos (sin que dejen de ser pertinentes com o tem as de con­
sideración ineludible en cualquier propósito de esa índole). Su 
propósito es ilustrativo, buscando sugerir cóm o una trayectoria  
singular de su desarrollo p retérito  y unos datos tam bién propios 
de su presente, condicionan y definen la viabilidad de los diver­
sos cam inos que se visualicen hacia el futuro.

E n  su desarrollo ulterior las sociedades centroam ericanas ins­
cribirán sin duda rasgos nuevos, en consonancia con las "heren­
cias” que reciben del pasado, con la naturaleza de las luchas a 
través de las cuales se abre paso ese porvenir, y con sus propias 
aspiraciones y esperanzas, desafíos y tareas ya suficientem ente 
grandes com o para que se les agregue, com o viene ocurriendo, la  
presión agresiva o "am istosa” desde fuera. La profundidad de 
las transform aciones que se emprendan y las modalidades de la 
organización social que se haga cargo de ellas no pueden encua­
drarse en moldes predefinidos ni su medida pueden ajustarse a 
deseos o requerim ientos ajenos. Los juicios externos sobre su 
supuesta "radicalización” no podrían servir de excusa a la hosti­
lidad y la agresión de unos, ni al condicionam iento de la soli­
daridad de otros.

Ninguna cooperación o solidaridad exterior podría sustentarse  
en tales equívocos, com o ninguna fórm ula política podría dejar 
de tener en cuenta unos condicionamientos económ icos de la 
naturaleza de los sugeridos.



9. LOS DILEMAS DE LA REVOLUCIÓN SANDINISTA 
A LOS TRES AÑOS DEL TRIUNFO POPULAR

Xavier Gorostiaga

E s t e  trab ajo  pretende presentar la problem ática de la Revolu­
ción nicaragüense con sus tensiones, paradojas, contradicciones 
y errores tal y com o se viven dentro de un proceso que intenta  
superar el subdesarrollo y la herencia dictatorial; sobrevivir en 
la crisis económ ica internacional y regional, e iniciar un proceso  
de creación de independencia nacional de un país pequeño y po­
bre situado en un área estratégica y de hegemonía no com par­
tida por los Estados Unidos.1

No se pretende dar respuestas ni soluciones sino solam ente si­
tu ar a la Revolución Popular Sandinista dentro de las dificulta­
des y las contradicciones estructurales que la envuelven, de m a­
n era que perm itan una reflexión honesta y en lo posible objetiva 
sobre los tres años de un proceso revolucionario a un interesado  
observador internacional.

Se procu ra con ello provocar un debate constructivo que ayu­
de a  superar el im passe actual de las negociaciones entre los 
Estados Unidos y Nicaragua, y a  la superación de una previsible 
regionalización del conflicto arm ado de E l Salvador y Guatemala 
al resto  de C entroam érica.2 La problem ática se presenta en for­
m a de dilemas que pretenden plasm ar las tensiones y las contra­
dicciones de un proceso de transform ación social y político pro­
fundo, es decir revolucionario.

Tres grandes dilemas podrían ayudar a sintetizar la problem á­
tica  de la Revolución Popular Sandinista a tres años de proceso: 
los dilemas internos (económ ico, político y nacional); los dilemas

1 E sta  tem ática, con distintas tónicas y diversos detalles de análisis, ha 
sido presentada en 1982 en diferentes foros internacionales, como la  Univer­
sidad de Montréal en marzo; el Sem inario sobre Relaciones Estados Unidos- 
Nicaragua, en Managua en mayo, y en Guanajuato (M éxico) en junio de 
1982. Para este encuentro de Guanajuato con científicos sociales y represen­
tantes politicos de los Estados Unidos y México se presentó esta síntesis 
de la  tem ática nicaragüense en form a de dilemas.

2 E sta  posición nos pareció m ás importante que responder a una lista 
de acusaciones preparadas por el Departamento de Estado y que en Guana­
ju ato  fueron repetidas de nuevo por E . Briggs, Deputy Assistant for Latin 
America. E n  otras ocasiones esta mism a lista de acusaciones, gran parte 
de ellas distorsionadas e incluso totalm ente falsas, habían sido repetidas 
literalm ente y en el mismo orden por otros funcionarios norteam ericanos. 
Consideramos que el método de acusaciones y contra acusaciones no per­
m ite la  reflexión ni el diálogo, y menos aún encontrar una propuesta cons­
tructiva, que es la finalidad de estos encuentros no oficiales.
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provocados p or la crisis regional, y los ocasionados por la inser­
ción de la Revolución sandinista en la crítica  coyuntura inter­
nacional.

I .  LOS DILEMAS INTERNOS DE LA REVOLUCIÓN SANDINISTA

1. E l dilem a económ ico

¿C óm o  satisfacer las necesidades básicas de la gran m ayoría  
de la población, al m ism o tiem po que se mantiene una econom ía 
m ixta que principalm ente está en manos "privadas”? ¿Cómo 
h acer que esta econom ía m ixta, m ayoritariam ente en m anos pri­
vadas, responda a la lógica de las m ayorías m ás que a la lógica 
de rendim ientos del capital?

Estos son un tem a y un dilema esencial en la Revolución san­
dinista. Cuando la em presa privada se queja de la "fa lta  de cli­
m a”, lo hace únicam ente desde las perspectivas de los rendim ien­
tos del capital. E l pueblo se queja, por su parte, de "falta  de 
clim a” en relación con la em presa privada, porque percibe que 
la em presa privada no satisface las necesidades básicas de las 
grandes m ayorías. Entonces este dilema encierra dos lógicas dis­
tintas: una lógica de las m ayorías, de una econom ía social, de 
satisfacción de las necesidades básicas de la población, y una 
lógica al servicio de los intereses de los propietarios del capital.

¿Cómo satisfacer estas dos necesidades que en tre  sí parecen  
contradictorias? E s  un grave problem a para la revolución, que 
no tiene fácil solución. E l hecho de que la Revolución sandinista 
haya m antenido p or tres años la  econom ía m ayoritariam ente en 
m anos privadas es un ejem plo del esfuerzo enorm e que la revo­
lución realiza por m antener este pluralism o económ ico. E l últi­
mo informe de la c e p a l  sobre N icaragua del 2 de julio de 1982, 
evaluando los cuantiosos daños de las inundaciones ($ 356 mi­
llones) señala que a fines de 1981 el Estado controlaba 24 % del 
sector agrícola, 22 % de la industria y  40 % del com ercio. La Re­
volución sandinista ha dejado bien claro que la lógica de las 
m ayorías es la lógica dom inante en esta econom ía m ixta, que 
no es una econom ía yuxtapuesta sino que es una econom ía orga­
nizada al servicio del pueblo que obtuvo la victoria contra el 
sistem a som ocista y co n tra el sistem a económ ico político opre­
sor que dominó históricam ente.

Por econom ía yuxtapuesta se quieren señalar aquellas otras  
experiencias de econom ía m ixta, donde se da el sector privado  
por un lado y el sector público por el otro , guardando ambos 
sectores dinámicas distintas en las que el sector público no hace  
sino subsidiar socialm ente los intereses del sector privado. E n  el 
caso del modelo sandinista se tiende a crear una econom ía m ixta  
planeada (econom ía m ixta program ada en el m om ento actual de­
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bido a  una incapacidad inform ática, técnica e institucional de pía- 
neación). E sta  econom ía m ixta program ada es una econom ía 
m ixta bajo la lógica de las m ayorías donde el sector privado tie­
ne sentido y tiene finalidad, y que puede ser una solución estra­
tégica a largo plazo en cuanto el sector privado acepte la lógica 
de las m ayorías y esté al servicio de las necesidades fundam enta­
les del pueblo.

Los econom istas hablan del efecto "cascad a” (trickle dow n ef­
fect), efecto por el que se producen los bienes y el crecim iento, y 
éstos después descienden hacia los sectores bajos. La Revolución 
sandinista busca una dinám ica contraria, sería un trickle up  ef­
fect  de abajo p ara  arriba, satisfaciendo prim ero las necesidades 
básicas, para subir luego hacia los sectores medios los beneficios 
de la econom ía, y llegar finalmente al consum o no necesario y 
la acum ulación privada, una vez que las necesidades básicas de 
las grandes m ayorías hayan sido satisfechas. Son dos concepcio­
nes que responden a  dos lógicas diferentes: la lógica de la acu­
m ulación privada y la lógica de la satisfacción de las necesidades 
de las m ayorías, p ara iniciar después una acum ulación social 
y un desarrollo de las fuerzas productivas que perm itan la supe­
ración del subdesarrollo. La tarea  hoy en N icaragua es la  supera­
ción de los dos sectores económ icos yuxtapuestos p ara crear una 
econom ía program ada, integrada, planeada bajo  la lógica de las 
m ayorías. Obviamente este m odelo crea tensiones, pero ¿existe  
o tra  form a m ejor de superar el dilema?

Se debe reconocer la existencia de fuerzas sociales en N icara­
gua y de fuerzas internacionales que pretenden superar la com ­
plejidad del dilema eliminando el dilema m ism o de una econom ía 
m ixta. Los que m antienen la tesis radical consideran inm anejable 
la econom ía m ixta y buscan forzar un salto de golpe hacia una 
econom ía socialista. Por el o tro  lado, se da una posición refor­
m ista que busca m antener una econom ía m ixta pero yuxtapuesta, 
que no perm itiría alcanzar los cam bios sociales profundos por 
los que el pueblo ha luchado para tran sform ar las relaciones 
sociales y el sistem a económ ico.

Los dirigentes de la Revolución sandinista han repetido insis­
tentem ente que el socialism o no se construye por decreto ni por 
un acto  de fuerza. E l clam or popular por una sociedad socialista  
dom inante en las organizaciones obreras y cam pesinas de N icara­
gua ha sido afrontado con el pragm atism o, la flexibilidad y la 
originalidad política del sandinismo, que cuestiona la presión po­
pular por un tipo de socialism o que sería prim ero conveniente 
y segundo posible, en los condicionamientos internos heredados 
de un subdesarrollo profundo y en la coyuntura regional e inter­
nacional que rodean a la Revolución nicaragüense. P or o tro  lado 
se reafirm a la necesidad de m antener y profundizar una econo­
m ía m ixta al servicio de la lógica de las m ayorías.

E s im portante record ar que la econom ía m ixta en N icaragua
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surge no com o producto de un planteam iento ideológico sino 
com o consecuencia  histórica  de las características especiales de 
la Revolución Popular Sandinista, que supo aglutinar a amplios 
sectores de la sociedad en to m o  de un proyecto popular hege­
monizado p or obreros y cam pesinos. Por o tra  p arte  es fruto tam ­
bién del realism o, al tener que enfrentar una econom ía destro­
zada por la corrupción som ocista, la guerra y las secuelas del 
terrem oto de 1972. A nivel regional la integración de Nicaragua 
al M ercado Común Centroam ericano presiona p or m antener aque­
llos lazos regionales que favorezcan la reconstrucción económ ica 
del país.

La econom ía m ixta es experim entada  com o necesaria también  
p or o tro  conjunto de factores com o son m antener el plura­
lismo político y la unidad nacional; alcanzar una m ayor eficien­
cia en la utilización de los escasos recursos técnicos y financie­
ro s; m inim izar los costos sociales de la reconstrucción, y dismi­
nuir los riesgos de un posible boicot internacional, permitiendo 
una amplia diversificación de la dependencia estructural del país, 
con una inserción económ ica no alineada que apoye el proyecto  
político de no alineam iento internacional.

L a  experiencia acum ulada en otros procesos revolucionarios 
señala los riesgos de la econom ía m ixta y tam bién sus aspectos 
positivos. E n  N icaragua se es consciente de la ambigüedad de 
esta  solución, pero a  través del control del sistem a financiero, 
de la nacionalización del com ercio exterior y del apoyo de las 
organizaciones laborales se considera que un equilibrio suficiente­
m ente estable y eficiente se puede lograr no sólo a  co rto  sino a 
largo plazo. Aunque la originalidad parece posible debido a la 
com posición de fuerzas internas en el país, la situación se difi­
culta cuando fuerzas económ icas y políticas externas intentan  
utilizar las tensiones internas del modelo sandinista p ara des­
estabilizar la revolución. E l dilema, por tanto, sigue en pie a tres 
años de proceso revolucionario y la historia juzgará, si algún día 
éste desaparece, qué fuerzas hicieron imposible la originalidad 
de esta experiencia sandinista.

2. E l dilem a político

¿Cómo m antener un pluralism o político al m ism o tiem po que 
se responde a una expectativa creada por la insurrección popular 
m asiva de la población contra la dictadura y co n tra el sistem a  
de opresión económ ico político, que obviamente levantó expecta­
tivas de poder popular y exigencias de un cam bio de estructuras 
y del poder político tradicional en el país?

Los sectores privados perciben que este nuevo poder afecta  
sus antiguos privilegios políticos y consideran que este poder 
popular no es dem ocrático sino totalitario. Sin em bargo, la pro­
porción de representación política que tienen los sectores priva­
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dos es superior a lo que les correspondería en térm inos estadís­
ticos. La participación que, por ejemplo, tienen la em presa pri­
vada y los representantes de los sectores privados y de la posición  
dentro del Consejo de Estado, no correspondería al núm ero real 
de gente con la que ellos cuentan en el país.

D entro de los 51 m iem bros que componen el Consejo de E sta ­
do, el núm ero de representantes de la oposición es de 11 — em­
presarios y  partidos políticos—  que representan 21.6 %. Las orga­
nizaciones independientes representantes de las iglesias y de 
organizaciones sindicales de izquierda reúnen 7 representantes, 
que significan 13.7 %. O tras organizaciones independientes tienen 
8 representantes, lo que significa 15.8 %. Por últim o, los repre­
sentantes del f s l n  y  d e  las organizaciones de m asas identificadas 
con éste llegan a 25, lo que significa 49 %.

La tesis que se propone es que la oposición m ilitante contra la 
revolución no llega a 21.6 %, y que p or lo tanto estos sectores 
están excesivam ente representados en relación con una propor­
ción estadística de posibles votantes que estos sectores tendrían. 
Conviene, por o tra  parte, distinguir entre oposición y desconten­
tos. Existen  descontentos y desilusionados con la revolución por 
no haber llenado ésta todas las expectativas creadas por ella. 
Pero estos sectores jam ás votarían por una oposición de derecha 
sino por una radicalización del proceso que pudiera satisfacer 
m ás rápido sus aspiraciones. No todos los descontentos, ni mu­
cho menos, son de derecha en la N icaragua de hoy.

El dilema político se ha mantenido dentro de una notable esta­
bilidad interna durante estos tres años, en una Centroam érica  
convulsionada política y económ icam ente, y con una adm inistra­
ción norteam ericana demasiado agresiva que no ha negado ningún 
medio p ara desestabilizar el proceso sandinista. Sólo una clara  
hegemonía política del f s l n  ha perm itido este equilibrio entre  
las diversas fuerzas internas en pugna y la desestabilización ex­
tern a que ha fom entado y ampliado las tensiones en la sociedad  
nicaragüense. La m ayor parte  de estas tensiones internas pudie­
ron haber sido suprimidas con el poder establecido por la revo­
lución. Sin em bargo a los tres años del proceso los grupos de 
oposición no sólo siguen existiendo sino que incluso han aumen­
tado la presencia política con la ayuda proveniente del exterior.

E n  la esfera internacional sin em bargo el m odelo sandinista 
difícilmente es aceptado com o pluralista. E l problem a de fondo 
reside en dos concepciones diferentes de pluralismo. La concep­
ción de pluralismo en los países capitalistas desarrollados parte  
de una visión liberal de la sociedad creada bajo  una fuerte hege­
m onía ideológica del sector privado y los intereses individuales.

En  la reconstrucción de un país y en un proceso de transfor­
m ación social que busca superar el subdesarrollo, la dependencia 
y la deform ación social, política y nacional heredada, el pluralis­
m o debe enm arcarse dentro de este proceso. Aquí los intereses



218 ¿CUÁL E S  E L  CAMINO?

dominantes son los de la colectividad, y en el caso de N icaragua, 
los de una m ayoría cam pesina-obrera que fue la fuerza central 
para el derrocam iento y la superación de la dictadura y el sub­
desarrollo. La definición de pluralism o debe por tanto  enm ar­
carse dentro de estos parám etros del nuevo poder social que 
exigen una redefinición del térm ino, y sobre todo una participa­
ción cualitativam ente diferente en la tom a de decisiones, en las 
pautas culturales, en las form as de ejercer la dem ocracia, en la 
distribución de la propiedad y el ingreso, y en el carácter y el es­
tilo de gobierno del nuevo Estado. Estos cam bios en las relacio­
nes de poder son vistos com o "totalitarios” p or las fuerzas que 
gozaron de un relativo privilegio en el anterior régimen, pero son 
experim entados com o avance de la dem ocracia real por los his­
tóricam ente desheredados de poder político.

E l dilema político sigue vigente. La tensión política interna se 
ha agudizado desde m arzo, al declararse el estado de urgencia  
nacional y al avocarse el país la defensa de la Revolución Po­
pular Sandinista, ante las amenazas y las agresiones reales padeci­
das en estos últim os m eses. El estado de urgencia lo ha sufri­
do especialm ente el sector opositor, que es el que m ás ha pade­
cido la suspensión tem poral de algunas garantías del E statu to  
fundamental y del E statu to  de Derechos y G arantías de los nica­
ragüenses. E l estado de urgencia, sin em bargo, no es un producto  
original de la revolución sino una medida defensiva que se ha 
anunciado que term inará en cuanto se inicien las negociaciones 
con los Estados Unidos y se eliminen las causas de la am enaza  
externa. E ste  dilema político puede, sin em bargo, estallar depen­
diendo de las fuerzas contrarrevolucionarias internas y externas  
(en H onduras y Costa Rica principalm ente), y sobre todo de la 
posición que siga manteniendo la adm inistración Reagan sobre  
Nicaragua.

¿Cómo m antener y acrecen tar la participación popular en to­
dos los niveles, a  la vez que se m antenga un pluralism o político  
que no impida las transform aciones sociales y culturales exigidas 
por una sociedad donde los pobres han adquirido derechos y 
poder cívico p or prim era vez en la historia política del país?  
¿Cómo realizar todo esto  sin grandes tensiones sociales y políti­
cas fom entadas por o tra  parte  desde el exterior?

3. E l dilem a nacional

¿Cómo h acer de N icaragua un país independiente y soberano  
que sea respetado por los Estados Unidos, estando situado en un 
área estratégica y vital p ara los intereses norteam ericanos? E s  
indudable que después de tantos años de lucha el pueblo nica­
ragüense no sólo ha conquistado el derecho a una justicia social 
sino que ha conquistado el derecho a una dignidad nacional. 
N icaragua ha dejado de ser para siem pre una "república banana”
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y ha comenzado a ser un Estado libre y soberano. La contradic­
ción en el dilema está entre la soberanía nueva, recién  adquirida, 
y los intereses estratégicos que los Estados Unidos tienen en esta  
área, que consideran com o un área de hegemonía no com partida. 
E l hecho de m antener un país con soberanía e independencia 
resulta una quiebra de esta hegemonía absoluta que los E stados  
Unidos intentan m antener en el área. Resulta, adem ás, un ejem ­
plo peligroso. Por otro  lado, con la crisis de Vietnam , los fra­
casos de la política exterior norteam ericana en diversas partes  
del mundo, la crisis económ ica internacional, etcétera, la presen­
te  adm inistración Reagan está intentando dem ostrar en Centro­
am érica y especialmente en el caso de Nicaragua, que todavía los 
Estados Unidos son la potencia hegem ónica mundial. Es aquí 
donde tenem os el choque, el dilema y las tensiones provocadas 
p or esta contradicción entre la soberanía nacional de Nicaragua 
y los intereses estratégicos norteam ericanos en el área.

E l antim perialism o es una característica  im puesta al naciona­
lism o nicaragüense por años de dominación y som etim iento, re­
forzada actualm ente por la agresividad de la actual adm inistra­
ción norteam ericana. La construcción de la identidad nacional 
"hacia afuera”, con una presencia independiente y no alineada 
en los foros internacionales y la exigencia de respeto en la rela­
ción con países m ás poderosos, va acom pañada y fundam entada 
sin embargo en una nueva conciencia y dignidad nacional "hacia 
a dentro”. La definición positiva de la nueva nacionalidad viene 
dada por el descubrim iento de la cultura autóctona, por la crea­
ción de un sentido nuevo y un proyecto histórico, por la consti­
tución de una institucionalidad nacional que supera un subdes- 
arrollo  colonialista que dejó al país en 1979 sin el mínimo de 
instituciones conform antes de una realidad nacional. L a  lógica 
efervescencia del nacionalism o recién encontrado p or la m ayoría  
del pueblo es visto como subversivo por quienes consideraban a 
N icaragua la parte m ás cóm oda de su patio  trasero .

La tensión central del dilema nacional radica en que N icaragua  
p or prim era vez en su historia se siente nación soberana con  
iguales derechos y deberes que cualquier país del mundo, y en 
que no está dispuesta a no ser respetada y a seguir siendo tra ­
tada com o “subnación”. Es decir, que si los Estados Unidos pue­
den elegir a sus amigos y establecer relaciones especiales con  
ellos, ¿por qué N icaragua no puede h acer lo m ism o? Pregunta  
obvia pero que resulta ingenua en una realidad internacional 
cercan a a una situación de guerra fría. A pesar del flexible y  
amplio conjunto de relaciones internacionales de la Revolución 
Popular Sandinista, los Estados Unidos perciben a N icaragua con 
un tipo de actitudes internacionales que no aceptan p ara el país 
que hace tres años era su gendarm e regional.
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Estos tres dilemas internos, extraordinariam ente difíciles de 
m anejar, la Revolución Popular Sandinista los ha enfrentado en 
una form a pragm ática, con realism o y flexibilidad. ¿E xiste  algu­
na solución m ágica a  estas tensiones? ¿H a presentado la oposi­
ción política una sola propuesta concreta para resolverlos?

La originalidad del sandinismo es m ás significativa cuando bro­
ta  después de cuarenta y cinco años de una férrea dictadura y 
una cruenta guerra de liberación. E s indudable que la Revolución 
Popular Sandinista ganó una legitimidad y un respeto interna­
cionales que la presente adm inistración Reagan considera alta­
m ente peligrosos por haberse convertido en un punto de referen­
cia para los pueblos de la región y otros m uchos del Tercer 
Mundo.

E s esta legitimidad y la presentación de un nuevo modelo lo 
que la adm inistración norteam ericana está tratan d o de destruir 
en N icaragua. N icaragua es un ejem plo peligroso y difícil de ser 
“m anejado"  por una adm inistración con una visión tan simplista 
de la realidad internacional.

Es indudable que ha habida deficiencias y errores, y falta de 
capacidad técnica y de recursos humanos para resolver dilemas 
tan com plejos. Sería ingenuo y deshonesto no reconocerlos y 
aprender de los mismos con una sana crítica. Sin embargo, cuan­
do se analizan las críticas de la oposición interna y externa a la 
Revolución Popular Sandinista, que no reconocen ninguno de los 
logros y sólo resaltan los errores, queda patente un gran vacío  
de propuestas concretas. Son críticas diletantes que no presentan  
opciones ni se enfrentan constructivam ente a estos dilemas que 
están insoslayablemente en la base de la problem ática actual de 
Nicaragua.

4. Significado de los dilemas

II. Los DILEMAS PROVOCADOS POR LA C RISIS REGIONAL

1. La R evolución Popular Sandinista y la crisis centroam ericana

¿Cómo realizar una transform ación social y política, una trans­
form ación nacional en Nicaragua, dentro de im a región en una 
profunda crisis económ ica y política? La Revolución Popular 
Sandinista no se hace en un vacío regional, no se construye en 
una isla, sino que se hace en una región profundam ente integra­
da política y económ icam ente. En  este m om ento la región centro­
am ericana vive la m ayor crisis económ ica y política de su historia.

E n  la esfera económ ica toda la región se encuentra en una 
profunda recesión, con un saldo negativo en cuenta corriente  
de 1 946 millones de dólares en 1981 producto de la reducción  
del volumen de exportaciones y de un dram ático deterioro de los
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térm inos de intercam bio. E sto  ha provocado un endeudamiento  
m asivo de los cinco países de la región (11 537 millones de dóla­
res de deuda total de la región p ara 1981), con  un servicio de 
sólo la deuda pública de mil millones de dólares al año y una 
fuga de capitales de la región del orden de los 3 mil millones 
en los dos últim os años. La crisis en la integración centroam eri­
cana y las medidas p rotectoras ante las crisis nacionales ha pro­
vocado una espiral recesionista regional que dificulta la aplica­
ción de soluciones comunes. Ante esta grave crisis económ ica la 
propuesta de Reagan para toda la cuenca del Caribe adquiere un 
carácter tragicóm ico.

La crisis económ ica es de carácter estructural, y es agravada  
por la crisis económ ica internacional que afecta a econom ías tan 
abiertas. Sin em bargo, el desm oronam iento del modelo político  
tradicional y el surgim iento de opciones políticas revolucionarias 
en E l Salvador y Guatemala, y el efecto dem ostración de estas 
posibilidades en los pueblos de H onduras y Costa Rica, son las 
causas profundas de una crisis que se ha vuelto inm anejable para  
los grupos del poder local e internacional. En  estas circunstan­
cias, ¿cóm o realizar, cóm o solventar este dilema de h acer pací­
ficam ente, al m enor costo  social posible, la transform ación revo­
lucionaria en N icaragua dentro de esta coyuntura de crisis eco- 
nom icopolítica de Centroam érica, especialm ente en un m om ento  
en que esta área ha sido elegida com o cam po de batalla por la 
adm inistración Reagan? Todo esto, adem ás, en el m arco  de ten­
siones internacionales que afectan a la región: la tensión Este- 
Oeste; la tensión entre la Internacional Socialista y la D em ocracia 
Cristiana, que están dirimiendo problem as tanto  europeos com o  
latinoam ericanos en el ám bito de C entroam érica; y el conflicto  
tam bién entre las subpotencias latinoam ericanas com o son Méxi­
co, Venezuela y el Brasil, que están interviniendo por diversos 
intereses en la región.

Dentro de toda esta efervescencia concentrada en la región  
centroam ericana se da el fenómeno de la Revolución Popular 
Sandinista, la prim era revolución en el continente en los últim os 
20 años. Indudablemente que esto  crea dificultades y dilemas de 
tipo regional.

La Revolución sandinista, por o tra  parte, no puede menos que 
sentirse herm anada con la lucha de los pueblos de E l Salvador 
y Guatemala, a los que les une más de cien años de conflictos 
sem ejantes contra la dominación norteam ericana y la oligárqui­
ca. ¿Cóm o no m anifestar esta herm andad p or una p arte  y al mis­
m o tiem po m antener una posición de no intervención en los 
asuntos internos de estos países que podría provocar la regio- 
nalización del conflicto transform ando a toda C entroam érica en 
un nuevo Vietnam ?
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¿Cómo realizar esta  revolución en la región centroam ericana  
con  la presente adm inistración Reagan? Es im portante analizar, 
com o lo han hecho algunos congresistas norteam ericanos — por 
ejemplo el congresista Torn Harkin—  y tra ta r  de visualizar lo 
que hoy podría ser C entroam érica sin Reagan. Posiblemente la 
Revolución Popular Sandinista m antendría unas relaciones sufi­
cientem ente cordiales tanto  económ icas com o políticas con los 
Estados Unidos, si se hubiese aceptado la negociación con los 
Estados Unidos propuesta por N icaragua p ara resolver algunos 
de estos dilemas. Posiblemente sin la adm inistración Reagan en 
E l Salvador hubiera habido negociaciones internas entre las fuer­
zas populares y el antiguo gobierno de Duarte, sin haber llegado 
a  unas elecciones que han endurecido aún más el dilema salva­
doreño. Posiblemente sin la adm inistración Reagan hoy habría  
negociaciones establecidas con H onduras, con una vigilancia con­
jun ta en la frontera hondureña y un control de los miles de ex 
guardias som ocistas entrenados y financiados p or la adm inistra­
ción Reagan. Sin la adm inistración Reagan hoy, en vez de darse  
el fenómeno divisor de C entroam érica con la llam ada Comunidad 
D em ocrática Centroam ericana, que divide en co n tra de todos los 
principios centroam ericanos a la región, posiblem ente se hubie­
ran  dado algunos pasos para encontrar una salida conjunta re­
gional. Sin em bargo, estas hipótesis no son objetivas. Tenemos 
una adm inistración norteam ericana sim plista y m ilitarista, con  
indudables rasgos fascistas, que impide visualizar una solución  
negociada y pacífica a  la región.

Toda la retórica  y  la propaganda internacional de los Estados  
Unidos intenta presentar a N icaragua com o el prom otor del con­
flicto y de la tensión regional, usando la región p ara aum entar 
la crisis Este-O este, cuando m ás bien esa tensión proviene del 
centro del im perio hacia la región y no viceversa.

E l hecho de que actualm ente N icaragua esté padeciendo un 
estado de urgencia no es producto de una radicalización y una 
rigidez de la Revolución Popular Sandinista sino que es el pro­
ducto de am enazas y agresiones externas. Al comienzo de este año 
la Revolución Popular Sandinista tenía program ado un proyecto  
para reforzar la unidad nacional con base en leyes de incentivos 
económ icos, en prom over una ley de inversión extranjera, en 
liberar a  todos los detenidos del c o s e p , en la ley de los partidos 
políticos, etcétera. Todo esto  se vino abajo con la  aprobación  
el 1? de diciem bre de 1981 por el presidente Reagan de las opera­
ciones encubiertas, que se han m aterializado en los prim eros 
meses de 1982 con repetidas amenazas y ataques que han signi­
ficado unos 200 m uertos y grandes pérdidas económ icas para  
N icaragua.

Parece contradictorio , pero estas operaciones "encubiertas” son

2. La Revolución Popular Sandinista y la agresividad yanqui



LA REVOLUCIÓN SANDIN ISTA 223

en estos m om entos "públicas”, porque han sido aprobadas y re­
conocidas públicam ente por los principales dirigentes del gobier­
no y de la adm inistración Reagan. A diferencia de las operacio­
nes encubiertas co n tra Allende en Chile, que siem pre fueron  
negadas por la adm inistración norteam ericana, éstas contra Ni­
caragua son públicam ente apoyadas.

¿Cómo realizar al m enor costo social para nuestro pueblo y 
p ara la región la revolución exigida por las condiciones históricas 
de N icaragua, y al m ism o tiempo enfrentar a la adm inistración  
m ás sim plista y agresiva que posiblemente ha tenido el gobierno 
de N orteam érica en este siglo?

3. O pciones d e la adm inistración Reagan para la región

¿Qué salidas se prevén a  este dilema regional? E n  síntesis, 
se podrían visualizar cu atro  proyectos:

a) La posibilidad de intervención directa de los Estados Uni­
dos. E sta  opción, que se vio muy factible en el mes de m arzo, 
actualm ente ha decrecido por la oposición interna dentro del 
pueblo de los Estados Unidos (87 % se opone a esta  interven­
ción, com o lo ha señalado la encuesta de N ew s W eek  en mayo 
de 1982). Por o tra  parte, la oposición internacional y latinoam eri­
cana a esta intervención ha sido, acrecentada con la guerra de 
las Malvinas haciéndola menos posible. Además, y sobre todo, 
se da el hecho de la capacidad defensiva creada p or el mism o  
pueblo nicaragüense. Sin em bargo, no se puede elim inar la posi­
bilidad de esta intervención m ilitar, porque la lógica y el análisis 
han sido repetidas veces sobrepasados p or la irracionalidad de 
m uchas políticas que ha usado el imperio a través de la  historia.

b) Se ve com o m ás probable una intervención indirecta, uti­
lizando grupos de m ercenarios y tropas latinoam ericanas. Tam ­
bién, sin embargo, parece que esta posibilidad ha decrecido por 
la  crisis de las Malvinas, que ha provocado, según inform es pro­
venientes de la Gran B retaña, que unos 250 asesores argentinos 
hayan sido removidos de la región y que Venezuela tenga un 
cam bio sustancial en su política hacia los Estados Unidos. Por  
o tro  lado, el apoyo norteam ericano a  la Gran B retañ a en las islas 
Malvinas ha debilitado la posibilidad de que los Estados Unidos 
convoquen al t i a r  (Tratado Interam ericano de Asistencia Recí­
proca) p ara a tacar a  N icaragua. E n  este sentido las posibilidades 
de una intervención m ilitar a  nivel latinoam ericano están tam ­
bién debilitadas.

c) Sin embargo, quedan abiertas y reforzadas en los últim os 
m eses las posibilidades de un ataque de los guardias som ocistas 
y del grupo de países del triángulo norte: Guatemala, E l Salva­
dor y especialm ente Honduras. E sta  posibilidad sigue vigente y 
podría ser usada como una "salida” a  la crisis salvadoreña, don­
de N icaragua desem peñaría el papel de "chivo expiatorio".
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d) La escalada progresiva. E ste  proyecto es desde julio de 1982 
el más probable. Presupone mi conjunto de actividades com bi­
nadas para crear un proceso global de desestabilización que con­
duzca al derrocam iento violento del f s l n  y la destrucción de la 
Revolución sandinista. Se visualiza esta escalada progresiva com ­
puesta de los siguientes elementos:

i) Desestabilización económ ica: impidiendo el flujo financiero  
hacia N icaragua a través de la presión sobre los organismos 
m ultilaterales, la banca privada y los gobiernos que todavía si­
guen colaborando con N icaragua. La coyuntura económ ica in- 
intem acional, la regional y la interna facilitan el surgim iento de 
una crisis económ ica centrada en la escasez de divisas.

Internacionalm ente el deterioro de los térm inos de intercam ­
bio, sobre todo con el hundimiento de los precios del café y el 
azúcar, y las fuertes inundaciones que han afectado la producción  
agrícola, ha provocado una situación que conducirá a una brecha  
externa de m ás de 500 millones de dólares en 1982, que el boicot 
financiero no perm itirá cubrir con flujos de capital. E sta  escasez  
de divisas provocará una fuerte disminución de la producción  
industrial y un im portante aum ento del desempleo urbano, sobre 
todo en Managua, aum entando la escasez de productos im porta­
dos e induciendo un fuerte proceso inflacionario. P ara fines de 
1982 esta crisis económ ica alcanzará su clím ax y su m ayor re­
percusión social. Se visualiza que en ese momento se acum ularán  
las presiones políticas y m ilitares contra N icaragua.

ii) Desestabilización política: que se tra ta rá  de m ontar sobre 
la crisis económ ica y la reducción del nivel de vida. La oposición  
intentará organizar en N icaragua "la  m archa de las cacerolas’’ y 
repetir los diversos m ecanism os de p rotesta popular utilizados 
en Chile con tra el gobierno de Allende.

La lucha ideológica alcanzará posiblemente p ara fines de año 
la m ás alta tensión. Se visualiza que los ejes de este conflicto se­
rán la religión y los derechos humanos. E l papel de "líder de la 
oposición” que ha sido m ontado en to m o  de m onseñor Obando, 
que se ha transform ado en el arzobispo M akarios ante la debili­
dad de los grupos de oposición tradicionales, ha sido anunciado  
repetidam ente por la oposición nicaragüense y por organismos 
internacionales religiosos y políticos.3 Los conflictos resultantes 
de esta oposición política serán presentados internacionalm ente  
com o un enfrentam iento entre la Iglesia y la revolución.

P or o tra  parte, la crisis económ ica facilitará organizar protes­

3 E l periódico La Prensa en form a continuada ha creado esta imagen 
de monseñor Obando lo mismo que los principales líderes de los parti­
dos de oposición, las embajadas m ás políticas en Managua (E stad os Unidos 
Venezuela, España, etcétera). E l grupo ultraconservador de las iglesias de 
los Estados Unidos, el IRD (Institu te for Religion and Democracy) y mon­
señor López Tru jillo  del c e l a m  han servido para la internacionalización de 
esta imagen. E l últim o inform e de la H eritage Foundation (m arzo de 1982) 
destaca también el papel político de monseñor Obando.
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tas que pueden provocar tensión y enfrentam iento, lo que sería 
presentado internacionalm ente com o represión contra el pueblo. 
Las acciones arm adas en el norte del país, especialm ente en la 
zona m osquita perm itirán organizar una cam paña de propaganda 
internacional contra N icaragua, acusándola de intervención en 
Honduras y de violar los derechos del pueblo m osquito. E l apo­
yo financiero a los grupos de oposición política con los 19 millo­
nes de dólares asignados a la c ía  el 1? de diciem bre de 1981 poi 
el presidente Reagan, más una cam paña internacional deslegiti­
m ando y aislando internacionalm ente a  la Revolución sandinista 
acusándola de persecución religiosa y violación de derechos hu­
m anos, crearán las condiciones para el últim o paso de la escalada.

iii) Intervención  m ilitar: E sta  faceta de la escalada progresiva 
contiene tres elementos:

Preparación del cerco  regional. N icaragua está siendo progre­
sivamente aislada de sus vecinos política y económ icam ente se­
gún lo antes mencionado en la Creación de la Comunidad Demo­
crática  Centroam ericana. Los países del triángulo n orte (Guate­
m ala, E l Salvador y H onduras) han sido política y m ilitarm ente  
preparados p ara un enfrentam iento con la Revolución sandinista.

La grave crisis económ ica de Costa Rica ha perm itido a  los 
Estados Unidos negociar con el gobierno del presidente Monge 
un trueque financiero a  cam bio de un hostigam iento creciente  
contra N icaragua. E l "accidente” del general Torrijos y la extra­
ña renuncia del presidente Royo ha supuesto la desaparición real 
del "torrijism o ” en Panam á y la pérdida del aliado m ás cercano  
en el área de la Revolución sandinista. La derechización del pro­
ceso panameño y el m ayor control de la guardia nacional en la 
defensa del canal están perm itiendo que las tropas de los Estados 
Unidos acantonadas en la Zona del Canal tengan un papel más 
activo en toda el área de Centroam érica y el Caribe, especial­
mente en relación con N icaragua y Cuba.

La aguda crisis económ ica de M éxico y el cam bio hacia una 
adm inistración más tecn ocrática  hacen prever el debilitamiento  
del m ayor apoyo económ ico que ha tenido en estos tres años la 
Revolución sandinista.

Hostigam iento m ilitar perm anente. Jun to  con el cerco  que pre­
tende aislar a N icaragua se da un perm anente hostigam iento en 
las fronteras e internam ente con una oposición financiada y 
organizada en to m o  del derrocam iento del sandinismo. E ste  peli­
gro de agresión continua obliga a una reubicación de los escasos 
recursos a las tareas defensivas y sobre todo a una concentración  
de la atención de la dirigencia revolucionaria en los aspectos de­
fensivos m ás que en la reconstrucción del país.

E ste  desgaste económ ico y político provocado por una tensión  
defensiva prolongada pretende crear las condiciones p ara el a ta­
que frontal.

Intervención militar. La escalada arm am entista de los países
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del área, incluyendo p or prim era vez a Costa R ica; las continuas 
operaciones m ilitares de los E stados Unidos en Centroam érica  
y el Caribe; la intensificación de los ataques fronterizos que han 
llegado a  ocasionar m ás de cien m uertos en un m es; el inicio de 
los ataques aéreos y la presencia continua de barcos de guerra  
de los E stados Unidos dentro de las aguas territoriales de Nica­
ragua, e tcétera , están creando las condiciones p ara un encuentro  
frontal que se prevé com o inevitable para fines de 1982. Después 
de Líbano N icaragua es la percepción dom inante en el país.

Ante la crisis regional y  la escalada progresiva la Revolución 
sandinista ha ofrecido negociaciones tanto  con los Estados Uni­
dos com o con los países vecinos. E n  la Asamblea de las Naciones 
Unidas, en el Consejo de Seguridad, en diversos foros interna­
cionales, p or interm ediación de México, etcétera, se ha presen­
tado un conjunto de propuestas que sólo han recibido evasivas 
e incluso el veto de los Estados Unidos en las Naciones Unidas.4

Desde la perspectiva nicaragüense parece irónico que se acuse  
de am enazante a  la Revolución sandinista, que ha tratad o  por 
todos los medios y en todos los foros internacionales de negociar 
la paz regional. Los que acusan de peligrosa p ara  la paz a  la 
Revolución sandinista son los que han rechazado y vetado esas 
negociaciones.

Estos dilemas regionales crean una dificultad adicional a  los 
ya grandes problem as internos del proceso nicaragüense. Cuando 
se escuchan las propuestas a  N icaragua se percibe la falta de 
análisis de estos problem as estructurales que enfrenta la joven 
revolución.

III. Los DILEMAS PROVOCADOS POR LA INSERCIÓN DE LA REVOLUCIÓN 
SANDINISTA EN LA ACTUAL COYUNTURA INTERNACIONAL

N icaragua es un país pequeño, pobre, subdesarrollado en recur­
sos productivos y en recursos humanos. Tam bién es un país ex­
traordinariam ente dependiente y abierto al m ercado internacio­
nal. N icaragua no puede aislarse y tiene que seguir ligada al 
m ercado internacional. E l problem a es cóm o insertarse en la di­
visión internacional del trab ajo  sin bloquear la transform ación  
social y la creciente independencia nacional que se busca com o  
proyecto.

La política económ ica del gobierno de N icaragua se ha basado  
en el principio de diversificar la dependencia con los Estados  
Unidos; aum entar la interreiación con los países de Europa, la 
América Latina y los no alineados, e iniciar una nueva relación  
económ ico-diplomático-política con los países socialistas. E n  los

* E n  el m es de ju lio  el gobierno nicaragüense aceptó negociar en los 
térm inos propuestos por el gobierno de Honduras, sin que se haya avanzado 
tampoco por este camino.
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años cincuenta la dependencia de las relaciones económ icas de 
N icaragua respecto a  los Estados Unidos e ra  inm ensa. C erca de 
60 o 70 % de los intercam bios se realizaba con el país del norte. 
Actualm ente se intenta diversificar esas relaciones p ara lograr 
flexibilidad y una cierta  arm onía. Se necesita cam inar sobre "cu a­
tro  p atas”: una cu arta  p arte  del total de las relaciones económ i­
cas con los E stados Unidos, una cu arta  parte  con los países de 
Europa, una cu arta  parte  con los países de la Am érica Latina  
y los no alineados, y se está  iniciando un proceso tendiente a es­
tablecer la últim a cu arta  p arte  con los países socialistas. E ste  
es un proceso lento. H asta este m om ento las relaciones con los 
países socialistas son muy escasas y están en el orden de 5 a 7 % 
de todas las relaciones internacionales. Sin em bargo, a  pesar de 
esta flexibilidad en las relaciones internacionales N icaragua ha 
sido acusada de form ar p arte  del bloque soviético. La últim a visita 
a la URSS de Daniel Ortega fue presentada por la prensa nor­
team ericana com o el "alineam iento definitivo” de N icaragua con 
la Unión Soviética. Sin em bargo, el hecho de que o tro  m iem bro  
de la Junta, el coronel Sergio Ramírez, haya visitado España, 
Austria, Holanda, Suecia, Irlanda, Grecia, etcétera, fue disminui­
do en la prensa internacional. Aún m ucho m enos se habló del 
viaje del com pañero Rafael Córdova Rivas, te rcer m iem bro de 
la Junta, a Venezuela y Costa Rica. La Revolución sandinista 
m antiene su proyecto de soberanía e independencia, a  p artir  del 
cual establece relaciones en todos los órdenes y con todos los 
países. E sto  es una exigencia estructural producto de la depen­
dencia, la pequeñez y  el subdesarrollo de nuestro país.

Sin em bargo, este dilema estructural en nuestras relaciones 
internacionales se com plica porque los países amigos del bloque 
capitalista no m etropolitano, tanto  de Europa com o de la Amé­
rica  Latina, los países llamados socialdem ócratas o de capitalis­
mo social, han aportado una ayuda que en valores absolutos pa­
rece  grande pero que en térm inos relativos es pequeña.

P ara ayudar a visualizar este problem a se presenta en el cua­
dro de la página siguiente la magnitud en millones de dólares de 
la destrucción y descapitalización que ha tenido que enfrentar 
la Revolución Popular Sandinista en estos tres prim eros años.

Nada sem ejante a esos cu atro  mil ciento cuarenta y cuatro  mi­
llones de dólares se ha recibido ni se ha generado en el país como  
excedente en estos tres años. P or tanto  el país está sufriendo una 
grave crisis de descapitalización. La em presa privada mantiene 
que se han recibido enorm es cantidades de ayuda y financiamien­
to, que sin em bargo no alcanzan ni a  la m itad  de este monto.

E l nuevo problem a es que los países capitalistas no m etropo­
litanos que han ayudado a N icaragua no han cubierto ni la m itad  
de las necesidades dejadas por la tragedia de la  destrucción y la 
guerra. Menos aún han perm itido con su ayuda y su financia­
m iento iniciar el proceso de desarrollo hacia la nueva econom ía
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Millones de 
dotares

D estrucción de inf raes tru c tura física durante la gue­
rra  de liberación 481

Descapitalización y robo en 1978-1979 518
Pérdidas por inactividad económ ica, 1978-1979 1246
Deuda externa heredada 1650
Servicios de la deuda externa, 1978-1979 249
Total de daños m ateriales, descapitalización y deu­

da heredada del som ocism o 4 144

F u e n t e : c e p a l  y Banco Central de Nicaragua.

que el país necesita. E s  llam ativo por ejem plo que de todos los 
préstam os y donaciones recibidas p or N icaragua 49 °/o viene de 
países no alineados del T ercer Mundo, y sólo 32 % viene de los 
países capitalistas desarrollados, m ientras que 18 % restante  
viene de los países socialistas incluyendo Cuba. E s decir, que para  
los que dicen que la solución al dilema internacional de la Revo­
lución sandinista son los países capitalistas no m etropolitanos, 
com o los socialdem ócratas, la respuesta es que la Revolución  
sandinista se encuentra con que esos países han tenido buenas 
palabras, un apoyo simbólico, pero no se han com prom etido con  
esta  revolución en los térm inos que la situación del país lo 
requería.

Por o tro  lado están los países socialistas, entre los cuales so­
bresale la extraordinaria generosidad y el com prom iso de la 
Revolución cubana a p esar de sus limitados recursos. Se sabe 
que la Revolución cubana al m antener esa solidaridad está com ­
partiendo su austeridad quitándose "el pan de la b oca”, y esto  
no puede ser un proceso perm anente. Por o tra  parte, los países 
socialistas han iniciado un proceso de acercam iento y solidari­
dad con la Revolución sandinista en form a creciente, pero toda­
vía insuficiente. E sta  insuficiencia de la ayuda tiene explicaciones 
estructurales com o son la enorm e distancia geográfica y econó­
m ica que separa a  N icaragua de los países socialistas europeos 
y por o tra  parte  las dificultades económ icas en que se encuentran  
estos países, especialm ente debido al com prom iso que tienen de 
ayudar a  Polonia a  solventar su crisis económ ica, financiera y 
política. Además, el apoyo de los países socialistas está limitado 
por una problem ática de tipo tecnológico dado que Nicaragua 
al estar dentro de la zona de influencia norteam ericana tiene 
una tecnología fundam entalm ente norteam ericana y  la tecnología  
de los países socialistas no se adecúa con facilidad. P o r o tro  
lado, el nivel pequeño de nuestro m ercado y  el grande de nues­
tro  subdesarrollo tecnológico impiden una transferencia rápida 
de la tecnología actual a la nueva tecnología socialista.
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Un grave problem a y una extraña paradoja se perciben cada  
vez con m ás evidencia. Una situación sorprendente en la  cual la 
adm inistración Reagan parecería que está em pujando a  N icara­
gua hacia el bloque socialista. E sto  se m anifiesta tanto  en la 
ayuda m ilitar com o en la  económ ica. Las autoridades norteam e­
ricanas encarcelaron a  los pilotos nicaragüenses que fueron a 
com prar helicópteros civiles y se han negado repetidam ente a ven­
der arm as a  Nicaragua. Por otra  parte, los E stad os Unidos pro­
testan  ante Fran cia  por la venta de un escaso equipo m ilitar a 
N icaragua. ¿Qué se pretende? M antener a  la Revolución Popular 
Sandinista sin fuerza aérea y  sin fuerza naval, m ientras los E s­
tados Unidos arm an en una form a desproporcionada a Honduras 
y E l Salvador.

P or o tra  parte, los Estados Unidos cortan  toda la ayuda eco­
nóm ica, crean presiones fuertes a  los préstam os m ultilaterales 
del B anco Mundial y del Banco Interam ericano de D esarrollo; 
crean  presiones fuertes a  países amigos para que no otorguen  
apoyo económ ico a N icaragua (en el caso del Canadá, presiona­
ron p ara que ese país no eligiera a  N icaragua sino a  Honduras 
com o país de concentración de ayuda económ ica en la región), 
y crea  presiones contra Venezuela y países europeos para que no 
sigan ayudando a  la Revolución sandinista.

Además, la adm inistración Reagan presiona sobre la banca pri­
vada internacional para que no otorgue financiam iento a N icara­
gua a pesar de que nuestro país está cumpliendo h asta el mo­
m ento todos los com prom isos financieros internacionales, incluso 
los de la deuda externa contraída por Somoza.

E s indudable que la Revolución sandinista no va a perm itir 
este boicot m ilitar y económ ico, y que buscará recursos allí don­
de los pueda encontrar. Las m ism as presiones y amenazas norte­
am ericanas fuerzan a  N icaragua a  buscar la supervivencia en los 
países socialistas. Entonces la gran pregunta, la paradoja que 
presenta este dilema es: ¿será que la adm inistración Reagan está  
buscando que la Revolución nicaragüense se alinie cada vez más 
con el bloque socialista, con el fin de desprestigiar su originali­
dad y con el fin de evitar que este modelo de econom ía m ixta  
y de pluralism o político resulte, con el fin de evitar el éxito eco­
nóm ico de la Revolución nicaragüense intentando dem ostrar que 
es imposible m antener una econom ía popular eficiente? ¿Será  
posible que la adm inistración Reagan, que no ha dem ostrado gran 
capacidad de m anejo de la coyuntura internacional, haya sido 
tan astuta y tan sutil com o para provocar la estrategia de empu­
ja r  a la Revolución sandinista hacia el bloque soviético, de obli­
garla a usar sistem as políticos y económ icos más rígidos, menos 
flexibles, menos originales, con el fin de restarle legitimidad y 
aislarla de los países amigos que la han apoyado?

E n  síntesis, tenem os aquí el gran dilema a  nivel internacional. 
La Revolución nicaragüense necesita estructuralm ente mantener-
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se abierta al área capitalista, especialm ente diversificando su 
dependencia desde los Estados Unidos a  países capitalistas no 
m etropolitanos. Sin em bargo, estos países no se han com prom e­
tido en la form a que la revolución lo requiere. Los países socia­
listas, por o tro  lado, no están  en un m om ento económ ico com o  
para com prom eterse según los requerim ientos de la Revolución  
sandinista. Por o tro  lado, el pequeño tam año y la distancia que 
nos separa geográficam ente de los países socialistas tam poco  
perm iten una trabazón económ ica muy fuerte con ellos.

Al m ism o tiem po la adm inistración Reagan parece estar usan­
do una táctica  de presión que obliga a  la Revolución sandinista 
a inclinarse hacia el bloque socialista com o tabla de salvación, 
intentando en esta form a aislar a  la revolución de la América 
Latina y de Europa.

Con estas tres grandes dificultades: la interna, la regional y la 
internacional, se pretende sintetizar los grandes problem as es­
tructurales que tiene que enfrentar la Revolución sandinista y 
evitar análisis dem asiado simplistas o legalistas. Se reconocen  
evidentemente los errores com etidos. No todo ha sido ni podía 
haber sido perfecto, pero se intenta presentar la com plejidad y 
la dificultad de este panoram a actual.

Por o tra  parte, estos problemas en ningún m om ento pretenden  
sugerir que se tiene la solución. La solución sólo se va a  dar 
dentro del m ism o proceso. Se intuyen algunas salidas teóricas, 
pero las soluciones reales van a  surgir del m ism o pueblo nica­
ragüense organizado en el proceso, y de la m ism a m arch a de 
construcción de la nueva sociedad y el hom bre nuevo. Cuanto 
más participación popular, m ás autocrítica y m ás solidaridad  
internacional existan, m ás fácil será evitar los errores y encon­
tra r  las salidas m ás eficientes para resolver los problem as de 
nuestro pueblo a  la vez que se busca una salida a  la  crisis centro­
am ericana. E sta  es la gran tarea  que el pueblo nicaragüense en­
frenta en el tercer aniversario de la Revolución Popular San­
dinista.



10. PERSPECTIVAS DIVERSAS DE LAS OPCIONES 
DE POLÍTICA EXTERIOR DE LOS ESTADOS UNIDOS 

EN CENTROAMÉRICA

Clint E. Smith

I .  I n tro d u cció n

Los c a p í t u lo s  precedentes de estas lecturas han presentado opi­
niones generalm ente adversas a  las políticas de los Estados Uni­
dos hacia Centroam érica durante los prim eros dieciocho meses 
del gobierno de Reagan. Aunque los tem as de estos artículos han 
variado ampliamente, su orientación básica ha sido una actitud  
crítica  hacia la política oficial de los Estados Unidos en Centro­
am érica.

Muchas de estas críticas fueron form uladas por los autores y 
por la m ayoría de quienes participaron en la Conferencia de 
Guanajuato, pero conviene advertir que hubo un debate animado 
y franco sobre este im portante asunto. Gran parte  del crédito  por 
este feliz resultado corresponde a  E verett E . Briggs, subsecreta­
rio asistente p ara asuntos interam ericancs del D epartam ento de 
Estad o  de los Estados Unidos, quien sin valerse de notas hizo 
una exposición brillante de la posición de su gobierno, la que 
defendió con habilidad frente a algunas evaluaciones muy negati­
vas y emocionales de la política y el com portam iento de los 
Estados Unidos en C entroam érica. Creo que hablo p or todos los 
participantes de la Conferencia cuando expreso mi reconocim ien­
to  a este hábil diplom ático profesional por su buena disposición  
para v iajar hasta Guanajuato, desde W ashington, para partici­
p ar en form a tan plena, abierta y eficaz en las discusiones de la 
Conferencia.

Un resum en com pleto de la presentación de ensayos y de las 
discusiones consecuentes en la Conferencia de G uanajuato im­
plicaría m uchas repeticiones; los participantes form ularon con  
frecuencia observaciones idénticas o similares, y gran parte  de 
los m ateriales utilizados durante las discusiones se encontrará  
en form a m ás elaborada en los ensayos que constituyen este 
volumen.

Sin em bargo, convendrá exam inar ahora un aspecto particular  
de las discusiones: cuáles fueron las críticas principales form u­
ladas contra la política centroam ericana de los E stados Unidos, 
y las respuestas de un alto  funcionario norteam ericano a tales 
críticas. Como se señaló antes, algunos de los m ateriales siguien-
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tes se han examinado m ás detenidamente en la parte  anterior 
de este volumen; sin em bargo, convendrá h acer un resum en de 
estos tem as recurrentes antes de pasar a la exposición de la 
política norteam ericana, ya que ninguno de los ensayos de este 
libro se ocupa form alm ente de este aspecto.

II. E r r o r e s  e n  l a  f o r m u l a c i ó n  d e  l a  p o l í t i c a  n o r t e a m e r i c a n a

¿Cuáles son los defectos principales de la form ulación de la po­
lítica norteam ericana hacia Centroam érica durante los prim eros 
dieciocho meses del gobierno de Reagan, en opinión de m uchos 
miembros de la Conferencia? Se pueden resum ir com o sigue:

a) E l presidente Reagan llegó al poder con la seguridad de que 
podría y debería im poner su voluntad a Centroam érica, pero  
menos seguro acerca  de la form a en que debería proceder. Los 
prim eros esfuerzos "m ach istas” del secretario  de Estad o  Alexan­
der Haig para con trolar la situación en E l Salvador estaban con­
denados al fracaso  en parte  por un lam entable desconocim iento  
de las realidades sociales y económ icas básicas de la región. 
Fracasó  el esfuerzo tendiente a presentar a E l Salvador com o  
parte del enfrentam iento Este-Oeste, plasmado en la publicación  
de un docum ento blanco del D epartam ento de Estado, el ahora  
desacreditado "Com m unist Interference in E l Salvador”.1

Así pues, los prim eros dieciocho meses de la política exterior  
del gobierno de Reagan estuvieron dominados p or una visión 
estratégica mundial de los problem as del enfrentam iento Este- 
Oeste centrada en la lucha que libran los Estados Unidos y la 
Unión Soviética. E sto  ha hecho que el gobierno vea casi todo 
a  través de los lentes de una superpotência, y ha contribuido al 
fracaso de sus políticas centroam ericanas. P or ejem plo, lo que 
o curre en países tales com o N icaragua y E l Salvador se consi­
dera derivado de las actividades clandestinas de la Unión Sovié­
tica  o de Cuba, y se concede escaso o ningún reconocim iento a 
las desigualdades económ icas y sociales que constituyen las raí­
ces verdaderas del conflicto planteado en la región.

b) Específicam ente, los intereses nacionales de los Estados  
Unidos a  largo plazo han sido afectados negativam ente en Centro­
am érica por la hostilidad m ostrada por el gobierno de Reagan  
hacia el Frente Sandinista de Liberación Nacional ( f s l n )  de Ni­
caragua. Las acciones francas y encubiertas de los Estados Uni­
dos han dañado la econom ía nicaragüense y por tanto  la estabili­
dad del gobierno sandinista; si continúan será inevitable la 
radicalización del régimen en una dirección presuntam ente inde­
seable para los asesores de Reagan. Sólo podrá haber estabilidad  
en Centroam érica cuando los Estados Unidos aprendan a aceptar

i  "Communist Interference in E l Salvador”, Inform e del Departamento 
de Estado núm. 80, Washington, 1981.
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la realidad de los gobiernos revolucionarios y  del cam bio revolu­
cionario, no sólo ahora en N icaragua sino tam bién en E l Salva­
dor y Guatemala en el futuro, y empiecen a  trab ajar con ellos 
de buena fe p ara la realización de sus m etas económ icas y 
sociales.

c) E s decir, los Estados Unidos deberán reconocer que los san- 
dinistas representan en N icaragua a  la m ayoría del pueblo y  que 
es de esperarse que continúen consolidando su poder allí. Los 
Estados Unidos deberán aprender a  vivir con el régim en sandi­
nista si no quieren pagar un precio exorbitante y arriesgar una 
intervención m ilitar directa con tropas norteam ericanas. Los E s­
tados Unidos sólo podrán ganar alguna influencia en N icaragua  
m ediante negociaciones de buena fe con los sandinistas, a  quie­
nes deberá p restar adem ás asistencia. La aplicación de presiones 
sólo hará que N icaragua caiga en brazos de Castro.

d) E l gobierno de Reagan se apresuró dem asiado al anunciar 
su apoyo al régim en de Ríos M ontt en Guatemala. Los prim eros 
indicios no sugieren que vaya a  constituir un m ejoram iento sig­
nificativo en relación con el régim en de Lucas: m ás bien es la 
m ism a cosa sólo que con un nuevo elem ento: el "m ístico”. Los 
Estados Unidos buscan de continuo una "derecha m odemizado- 
ra ” (el térm ino usado p or G leijeses), la  que no existe en países 
com o Guatemala. La política norteam ericana sólo tendrá alguna 
posibilidad de relacionarse con las realidades del área  cuando  
esté dispuesta a  acep tar que un movimiento radical tom e el po­
der en Guatemala. M ientras que los E stados Unidos no den este  
paso estarán  condenados a  seguir una política estéril de apoyo 
a  regímenes totalitarios dominados p or oligarquías que no mues­
tran  ningún respeto por los derechos humanos.

e) M ientras tanto, en su celo por alcanzar una dudosa "estabi­
lidad” en el área, los E stados Unidos apoyan con dem asiada fre­
cuencia a  regímenes com o los de Lucas y  Ríos M ontt, de oligar­
cas renuentes al cam bio que a menudo recurren  al asesinato de 
los reform adores m oderados. (E l "estra to  medio dem ocrático", 
en la medida en que haya existido alguna vez  en Guatemala, ha 
sido destruido durante los últimos 25 años por el exterm inio  
de los líderes políticos centristas a manos de fuerzas paraguber- 
nam entales de G uatem ala.)

III. E n d e f e n s a  d e  l a  p o l í t i c a  n o r t e a m e r i c a n a

En el curso de la presentación de los trabajos y de las discusio­
nes subsecuentes de la política centroam ericana Briggs form uló  
las observaciones siguientes para aclarar las posiciones norte­
am ericanas sobre estos puntos:
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1. La supuesta falta de entendimiento: El papel de Cuba
y de la Unión Soviética
E l gobierno de los Estados Unidos está bien consciente de las 

desigualdades sociales y económ icas que constituyen las causas 
fundamentales de la inestabilidad de Centroam érica y ciertam en­
te  no se desentiende de esta  situación. Aun antes de la Alianza 
p ara el Progreso, a  principios de los años sesenta, los gobiernos 
norteam ericanos aportaban una ayuda económ ica considerable 
a  la región, y  esta  ayuda  ha continuado en general. E l gobierno 
de Reagan solicitó 783 millones de dólares p ara la asistencia eco­
nóm ica a  Latinoam érica y el Caribe en el año fiscal de 1982; 85 % 
de esta  sum a se destinaría a la asistencia económ ica por oposi­
ción a la asistencia relacionada con la seguridad. P or lo tanto, los 
hechos no apoyan la acusación frecuentem ente form uala de que 
el gobierno de Reagan considera la situación de Centroam érica  
desde un ángulo sim plista propio de una superpotência. Son bien 
conocidas las causas básicas de la agitación, incluidas la priva­
ción económ ica y  las desigualdades sociales, y este  hecho se ha 
reconocido am pliam ente en las declaraciones públicas de los re­
presentantes del gobierno.2

Así pues, se incurre en un e rro r cuando se acu sa al gobierno 
de Reagan de im putar a  la  Unión Soviética o  a Cuba todos los 
problemas derivados de la inestabilidad de C entroam érica. E l 
gobierno reconoce plenam ente que la intervención cubana no es 
la fuente de la inestabilidad de la región. Como se señaló antes, 
los orígenes de la agitación se encuentran en las desigualdades 
sociales y económ icas que a  través de la historia han generado 
frustraciones entre los centroam ericanos que luchan por m ejorar  
su situación. Pero  tam poco debiera olvidarse que estas crisis 
económ icas han som etido las estructuras institucionales a ten­
siones adicionales que las han hecho m ás vulnerables a  los llama­
m ientos de los grupos radicales violentos apoyados por la Unión 
Soviética y p or Cuba. La presteza de la Unión Soviética y de 
Cuba p ara explotar tales situaciones impone graves obstáculos 
al progreso económ ico, al desarrollo dem ocrático y la autode­
term inación.

2. Nicaragua
Lejos de m o strar una hostilidad injustificada el gobierno de 

Reagan hizo repetidos esfuerzos p or establecer un diálogo fruc­
tífero con los sandinistas. E l secretario  de E stad o  asistente para  
asuntos interam ericanos, Thomas O. Enders, visitó Managua en

2 Inform ación proporcionada posteriormente apoya esta  aseveración. Se 
incluye en ella un pronunciamiento del subsecretario de Estado asistente 
Stephen Bosworth, formulado el 25 de mayo de 1982 (com unicado de prensa 
del Departamento de Estado) y citado m ás adelante.



ESTA D O S UNIDOS Y CENTROAM ÉRICA 235

agosto de 1981 para entrevistarse con los líderes nicaragüenses. 
E n  el m arco  de las restricciones crecientes al disentimiento in­
terno, las pláticas se enfocaron en los problem as causados a  la 
seguridad regional p or el fortalecim iento m ilitar de N icaragua 
y su envío de arm as a  los guerrilleros salvadoreños. A cambio  
de la cooperación nicaragüense para aliviar los tem ores norte­
am ericanos, los Estados Unidos ofrecieron la reanudación de la  
ayuda económ ica y de los intercam bios culturales y técnicos, así 
com o las seguridades de que los Estados Unidos no ayudarían  
a los grupos que tra taran  de d errocar al gobierno nicaragüense. 
A p esar de que los nicaragüenses no respondieron a  estas pro­
puestas, el secretario  de Estado Haig hizo nuevos esfuerzos de 
negociaciones en m arzo de 1982, a  los que se unió el em bajador 
de los Estados Unidos en abril de 1982, quien presentó un plan de 
ocho puntos que incluía la propuesta de un pacto  regional para  
las limitaciones de arm as y la verificación internacional.

¿E s  cierto  que los Estados Unidos están arrojando a  los san­
dinistas en brazos de C astro? Los Estados Unidos han aportado  
ya cerca  de 125 millones de dólares por concepto de ayuda a 
Nicaragua. Las aportaciones norteam ericanas se frenaron por el 
hecho de que de acuerdo con las leyes de los E stados Unidos 
no puede proporcionarse ayuda a los regímenes que apoyen la 
insurgencia y el terrorism o en otros países. Los Estados Unidos 
han tratado de obtener de los nicaragüenses alguna clase de se­
guridades que perm itan el flujo norm al de la ayuda y el com er­
cio, pero los nicaragüenses se han negado. Algunos de los sandi­
nistas atacaron  incluso la ayuda de urgencia otorgada por la 
Cruz R oja (luego de las inundaciones de mayo de 1982 que cau­
saron a la infraestructura daños estim ados en 300 o 400 millones 
de dólares).

Inm ediatam ente después del derrocam iento de Som oza los nor­
team ericanos estaban dispuestos a  llam ar “verdaderam ente de­
m ocrático" al nuevo gobierno revolucionario. Pero véase lo que 
ha ocurrido desde que se silenciaron las voces de la oposición  
política. Algunos grupos m inoritarios tales com o los indios m os­
quito han sido sometidos a  un tra to  indigno e injusto que viola 
sus derechos humanos.

E n  junio de 1982 había cerca  de 4 500 prisioneros políticos 
identificados en las cárceles sandinistas. Durante el régimen de 
Som oza el e jército  nicaragüense tenía cerca  de 10 mil hom bres. 
Ahora tiene el ejército  25 mil hom bres y los líderes sandinistas 
se han fijado la m eta de 50 mil hom bres en arm as, la que está  
tratando de alcanzar rápidam ente de nuevo con ayuda extran­
jera. Algunos pilotos nicaragüenses se están adiestrando en la 
Europa Oriental y cerca  de 2 mil asesores m ilitares cubanos for­
m an un cuadro dentro del ejército  nicaragüense. H asta la Orga­
nización de Liberación Palestina ha enviado asesores m ilitares a 
N icaragua. E l com andante Daniel Ortega, m iem bro de la Junta
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de Gobierno, afirm a que las elecciones son "tóm bolas burgue­
sas”. Los sandinistas han prohibido que el arzobispo Obando y 
B ravo oficie m isa p o r televisión.

E s errónea la afirm ación de que la preocupación de los Estados  
Unidos por estas cuestiones constituye una intervención injusti­
ficada. E stas acciones de los nicaragüenses constituyen una pre­
ocupación legítim a para o tro s estados del H em isferio, incluidos 
los Estados Unidos y  — es de esperarse—  México.

Los Estados Unidos tra tan  aún de platicar con los nicaragüen­
ses. No es cierto , com o se ha afirm ado, que consideren a  N icara­
gua "perdida a  m anos del com unism o". Muy p or el contrario , los 
Estados Unidos continúan buscando opciones. M ientras subsis­
tan algunas voces en N icaragua — la voz de la Iglesia, de los 
em presarios privados, de algunos medios de com unicación m a­
siva— , los Estados Unidos no cejarán  en sus esfuerzos. Y  esperan  
que otros gobiernos y otros partidos, com o los socialdem ócratas 
de Europa, continúen utilizando toda la influencia y la persua­
sión posibles p ara  tra ta r  de m antener en N icaragua una visión 
plural y  algunos elem entos de respeto a  los derechos humanos.

E sta  gran preocupación por los acontecim ientos de N icaragua  
no se lim ita a  la sim patía de los Estados Unidos p or el pueblo 
nicaragüense, p or im portante que ella sea. Los Estados Unidos 
se preocupan tam bién ante la posibilidad de que una N icaragua  
cada vez m ás inclinada hacia el cam po de la Unión Soviética y 
de Castro siga siendo utilizada como una base p ara las opera­
ciones terroristas co n tra los gobiernos dem ocráticos de Hondu­
ras y Costa Rica. P o r desgracia ya han surgido algunos indicios 
de tal actividad, y los Estados Unidos creen firm em ente que los 
intentos de desestabilización de estas pequeñas dem ocracias son  
perniciosos y deben com batirse.

3. Guatemala

Todavía en junio de 1982 los Estados Unidos no habían llegado 
a  conclusiones finales acerca  del régim en de Ríos M ontt, que 
tom ó el poder el 23 de m arzo. Al p arecer ha disminuido la vio­
lencia indiscrim inada que caracterizó  al régim en anterior. E l 
nuevo gobierno parece estarse acercando m ás a  las áreas rurales 
en un esfuerzo por dotarlas de los recursos necesarios para el 
desarrollo de sus comunidades. Pero es demasiado tem prano para  
em itir un juicio. En  todo caso los Estados Unidos no apoyan las 
violaciones de los derechos humanos en ningún país. P or el con­
trario , las condenan enérgicam ente, ya ocurran  en Guatemala, 
E l Salvador, N icaragua, Cuba o algún o tro  país. Los Estados  
Unidos promueven un esfuerzo sostenido de los centroam erica­
nos para la creación de instituciones dem ocráticas que perm itan  
una participación política plena y de sociedades m odernas que 
den empleo, salud y educación p ara  todos.
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E n  realidad las ideas planteadas por los Estados Unidos en 
el mundo son verdaderam ente revolucionarias: 1) debe perm i­
tirse  que el pueblo escoja librem ente a  sus líderes; 2) debe per­
m itirse que el pueblo cam bie las cosas com o le parezca conve­
niente m ediante representantes elegidos dentro de un sistem a que 
reconozca una sociedad plural y el respeto a  los derechos de las 
m inorías, y 3) el pueblo de un país libre com eterá algunos erro­
res graves de tiem po en tiem po, pero éstos deben reconocerse y 
corregirse sin m odificación de la concepción principal.

I V .  Los E s ta d o s  U n id o s  y  C e n tr o a m é r ic a  e n  1981-1982: 
A lg u n a s  r e f l e x i o n e s

Las prim eras indicaciones surgidas del equipo de transición del 
presidente electo Ronald Reagan fueron ominosas en cuanto al 
futuro de las relaciones de los Estados Unidos con Centroam é­
rica. Ciertos personajes penum brosos que pretendían representar 
las opiniones del Presidente E lecto  viajaron a Centroam érica y 
dejaron allí la im presión clara de que la preocupación prim ordial 
del gobierno de Reagan era  lo que se percibía com o la interven­
ción insidiosa de Cuba y la Unión Soviética en los asuntos inter­
nos de la m ayor parte de las repúblicas centroam ericanas, si no 
es que en todas ellas.

Poco se hizo durante los prim eros meses de gobierno de Reagan  
para m ejorar esta imagen inicial. E l em bajador E n ders fue no­
m inado para el puesto de secretario  de Estad o  asistente para  
Asuntos Internacionales apenas el 22 de abril de 1981, y sólo 
prestó  juram ento el 23 de junio. E l subsecretario asistente Briggs 
inició sus labores en m ayo de 1981, seguido por el subsecretario  
asistente Bosw orth en julio.

M ientras tanto, num erosos pronunciam ientos del secretario  de 
E stado, Alexander Haig, robustecían la idea de que un vestigio 
helado de la retórica  de la guerra fría  estaba siendo exhumado  
por el vicario del presidente Reagan en m ateria de política exte­
rior y sus subordinados. Grupos de trabajo  encabezados por altos 
funcionarios gubernam entales viajaron por Europa ofreciendo  
a sus líderes, a  menudo escépticos, algunas pruebas de la su­
puesta injerencia cubana y soviética en los asuntos de Nicaragua 
y E l Salvador. E l Docum ento Blanco sobre E l Salvador,3 ahora  
desacreditado, hizo circular acusaciones oficiales del gobierno 
de los Estados Unidos en el sentido de que, en tre  otras cosas, 
Cuba y varios otros países com unistas estaban iniciando un es­
fuerzo concertado p ara im poner por la fuerza una dictadura  
m arxista-leninista en E l Salvador.

Tomadas en conjunto estas acusaciones tan graves dieron a  los 
observadores interesados la clara  im presión de que el gobierno

3 Véase la nota 1.
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de Reagan estaba virtualm ente ciego ante las desigualdades socia­
les y  económ icas, la represión y la violencia económ icas en Gua­
tem ala y claram ente presentes en E l Salvador.

Pero a  m edida que m aduraban las concepciones del gobierno, 
y aun antes de la renuncia sorpresiva del secretario  Haig, em­
pezaron a  aparecer algunas grietas en la re tórica  del conflio  
to. Aun ahora, en septiem bre de 1982, se escucha un arrastrar  
de sables entre el E ste  y el Oeste, y a veces estruendoso, pero hay 
indicios claros en el sentido de que los responsables de la polí­
tica  centroam ericana, quizá particularm ente en el D epartam ento  
de Estado, se preocupan cada vez m ás por la necesidad de afron­
ta r  abiertam ente las causas fundamentales de la agitación centro­
am ericana, que a  menudo no tienen ninguna relación con las 
supuestas influencias com unistas, aunque pueden ser agudizadas 
p or ellas.

Veamos tres ejem plos específicos de esta nueva orientación  
de la política norteam ericana: 1) un pronunciam iento público 
del subsecretario asistente Bosw orth, hecho el 15 de m ayo de 
1982; 2) las observaciones inform ales del subsecretario asistente  
Briggs antes m encionadas ("en  defensa de la política norteam eri­
cana”) y  3) la im portante declaración de política form ulada por 
el secretario  asistente Enders en el Club de la Comunidad de 
San Francisco, el 20 de agosto de 1982, al que asistió el autor.4

E n  el prim ero de estos ejemplos señaló B osw orth que en Cen­
troam érica “vem os una región en paz consigo m ism a, libre de 
amenazas externas, y capaz de dedicar sus energías y su atención  
al progreso económ ico y al desarrollo de instituciones políticas 
dem ocráticas”.5 Luego añadió Bosw orth que "el avance hacia la 
dem ocracia se logra m ejor cuando la econom ía de un país se 
está  desarrollando bien y  una nación no tiene que desviar recur­
sos preciosos p ara defenderse contra una am enaza interna o  ex­
tern a a  su seg u rid ad .. .  y un país está m ás seguro cuando puede 
p rom eter libertad y progreso económ ico a su pueblo”,6 para con­
cluir con la observación de que "los países de C en tro am érica .. .  
afrontan m uchas dificultades económ icas graves y necesitan el 
apoyo de la com unidad internacional. La declinación de los pre­
cios de sus exportaciones tradicionales (azúcar y café, p or ejem ­
p lo ), junto con el aum ento de los costos de sus im portaciones 
esenciales, en p articular de los energéticos, ha generado un grave 
problem a de balanza de pagos, impulsado la generalización del 
desempleo y propiciado un ambiente generalizado de desesperan­
za y debilidad económ icas. La crisis económ ica es tan grave que 
am enaza la estabilidad m ism a de toda la región. E s una situación

4 "Building the Peace in Central America”, declaraciones del embajador 
Thomas O. Enders, secretario de Estado asistente para Asuntos Interameri- 
canos, San Francisco, 20 de agosto de 1982 (comunicado de prensa del De­
partamento de Estado).

5 Véase la nota 2.
6 Ibid.
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que no podemos p asar inadvertida".7 Después de la Conferencia 
de Guanajuato reunida en junio de 1982, donde se escucharon  
las observaciones del subsecretario asistente Briggs, el discurso  
pronunciado por Enders el 20 de agosto de 1982 constituyó un  
te rcer ejem plo de la cam biante tónica de la  política centroam eri­
cana de los Estados Unidos.

E n  su discurso subrayó Enders los puntos siguientes: 1) Cen­
troam érica es un área que padece graves problem as económ icos 
y tensiones sociales; 2) la solución a  los problem as de Centro­
am érica se encuentra en m anos de quienes "creen  que la demo­
cracia  y el im perio de la ley — no de la  violencia—  constituyen  
los únicos cam inos viables del p ro g re s o " ;8 3) los E stad os Unidos 
han conservado su política básica de asistencia económ ica y  so­
cial bajo  dos gobiernos muy diferentes; 4) debe haber una salida 
recíproca, verificada, de asesores m ilitares extranjeros de Cen­
troam érica, h asta que no quede uno solo, y 5) las tropas n orte­
am ericanas no  son la solución; lo que puede ayudar es un com ­
prom iso firm e de los E stados Unidos p ara ayudar a  restau rar y 
desarrollar las econom ías y las instituciones dem ocráticas.

¿M arcarán en efecto, los pronunciam ientos públicos e infor­
males antes señalados, el inicio de una "correcció n  a  medio ca­
m ino” que m ucho se necesita en la orientación de la política de 
los Estados Unidos hacia Centroam érica? Todavía es muy tem ­
prano para saberlo, pero tales pronunciam ientos hacen concebir 
ciertas esperanzas a quienes están convencidos de que se requie­
ren los cam bios.

Sólo un entendim iento imaginativo y coherente de la política  
de las fuerzas, a  veces radicales, que están  surgiendo en Centro­
am érica podrá invertir las pautas del pasado. E s hora ya de que 
los Estados Unidos reconozcan la necesidad de d ar un apoyo 
palpable a las transform aciones sociales fundamentales que es­
tán  ocurriendo en C entroam érica y en otras partes.

? Ibid.
8 Enders, op. cit.
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